TEMA 1

EL DERECHO FINANCIERO. CONCEPTO Y CONTENIDO

1.- Introducción. La actividad financiera.

                 El término financiero se puede utilizar en varios sentidos, por ejemplo, se puede hablar de “entidades financieras” para referirse a un Banco o a una compañía de seguro. Pero no es ese el sentido con el que utilizamos el término financiero. 

                               Cuando aquí nos referimos a actividad financiera nos   estamos refiriendo a las finanzas de los entes públicas, de la comunidad autónoma, del Estado, de los ayuntamientos, y no de los entes privados, bancos o compañías de seguros.

                 De manera que partiendo de esa idea de actividad financiera como actividad pública realizada por los entes públicos y, no por los entes privados, se dice que la actividad financiera puede definirse como la realización de los gastos y la obtención de los ingresos, gastos e ingresos públicos. Es decir, que la actividad financiera consiste básicamente en obtener ingresos públicos para financiar los gastos públicos.

                 La nota característica de esta actividad financiera son tres:

A.- Se trata de una actividad pública, tanto por el sujeto que realiza la actividad financiera, como por el objeto. Se trata de satisfacer necesidades  colectivas de los ciudadanos: de enseñanza, de seguridad ciudadana, de sanidad, etec.

 B.- Se trata también de una actividad medial o instrumental: Esta idea significa que en las actividades administrativas, o lo que es lo mismo, cuando la administración desarrolla una actividad puede ser una actividad final o una actividad instrumental, es decir, al servicio de las actividades finales. Cuando estamos en un centro como éste, de enseñanza, o en un centro de sanidad público se está prestando un servicio público final, es una actividad pública administrativa final, porque  se presta al servicio de enseñanza, al servicio de sanidad, etec. Sin embargo, hay otras actividades que siendo también actividades públicas no satisfacen directamente necesidades colectivas, por ejemplo, la parte de la administración pública que se ocupa del régimen de regular y de organizar todo el sistema de los funcionarios públicos tales como maestros, profesores de universidad, etec.

                 Todo eso significa que hay una actividad administrativa que es instrumental en el sentido de que se ocupa de que existan los funcionarios, de seleccionar a los funcionario, de celebrar las oposiciones, de pagar a esos funcionarios, etec. por eso se trata de una actividad medial porque a través de esos funcionarios se sirve a los ciudadanos, se presta un servicio de enseñanza, o un servicio de sanidad, o un servicio de seguridad ciudadana. Por tanto hay esas dos actividades, finales, que prestan el servicio directamente a los ciudadanos, y, mediales o instrumentales  que no prestan directamente el servicio  a los ciudadanos pero hacen posible que existan unos funcionarios que si lo presten.

                 Pues bien la actividad financiera es una actividad medial o  instrumental porque cuando se recauda por ejemplo un tributo y con eso se llenan las arcas de la comunidad autónoma o del estado  se está recaudando un tributo que va a posibilitar que se presten esos servicios de enseñanza, de sanidad, de seguridad ciudadana, etec. por lo tanto, como vemos, la actividad financiera no es una actividad que llega directamente a los ciudadanos, lo que hace es que posibilita que existan otras actividades como las dichas, y otras como carreteras, etec. que se realizan a través de la actividad financiera, evidentemente, sin dinero para financiar el Hospital Negrín no se podría prestar ese servicio sanitario a los ciudadanos  de Las Palmas, por lo que es necesario recaudar tributos para que la Comunidad Autónoma pueda prestar ese servicio.

C.-  La tercera característica de la actividad financiera es la de que estamos ante una actividad jurídica, es decir, que se trata de una actividad que está sometida a un conjunto de norma y principios jurídicos. Por tanto, sabemos que cuando se recauda un tributo existen unas normas para esa recaudación de ese tributo. Pues bien toda esa normativa, todos esos principio, que se irán exponiendo a lo largo del curso constituyen el objeto de estudio del derecho financiero y tributario.

                 Estas son las tres características de la actividad financiera pública. 

  2.- El Derecho Financiero como ordenamiento de la Hacienda Pública.

                 El derecho Financiero se puede definir como el conjunto de reglas y principios jurídicos que regulan la Hacienda Pública. 

                 Nos tropezamos, por tanto, con un nuevo concepto que es el de “Hacienda Pública”, concepto en el que se pueden distinguir en este concepto dos aspectos:

        PRIMERO: En primer lugar un aspecto objetivo o estático,   de manera que se concibe a la Hacienda Pública, desde este primer aspecto, como el conjunto de derecho y obligaciones de contenido económico del estado, de la comunidad autónoma, etec. Por ejemplo, un derecho que tiene el estado es el cobrar las liquidaciones del IRPF, es por tanto, un derecho que tiene el estado, y que integra por tanto los derechos de la Hacienda Pública.

                 Por tanto la Hacienda Pública desde esta visión estática es el conjunto de derechos (a cobrar los tributos, a cobrar las rentas, a cobrar las rentas de los inmuebles que sean propiedad del estado y que estén arrendados, etec.).

                 Por otro lado tenemos las obligaciones porque el estado como ente público,  también tienen obligaciones de contenido económico (pagar a sus proveedores, pagar a sus funcionarios, etec.).

                 Por tanto la Hacienda Pública desde este punto objetivo es el conjunto de derechos, lo que puede o tiene  derecho a cobrar la Hacienda Pública, y obligaciones, lo que está obligada a pagar.

       SEGUNDO: También hay una segunda visión de la Hacienda pública, y el que se ha llamado desde el punto de vista o aspecto subjetivo y se refiere esta visión como sujeto titular de dichos derechos y obligaciones, aquí se está refiriendo ya no tanto al conjunto de derechos y obligaciones de contenido económico, como al sujeto titular de esos derechos y obligaciones, por ejemplo cuando se dice “la Hacienda Pública me hizo un requerimiento y tengo que llevarle un contrato de arrendamiento que tengo en un piso que tengo arrendado en la calle Cano de Las Palmas y tengo que llevarlo a la Hacienda Pública de la Comunidad Autónoma, pues ahí ya se está haciendo referencia al titular del derecho subjetivo. 

                 Por ejemplo, cuando vemos en el periódico una noticia “la empresa X defraudó a la Hacienda Pública y la Hacienda Pública le ha puesto una querella por delito fiscal”, pues ahí se está haciendo referencia al sujeto titular de esos derechos y de esas obligaciones de contenido económico.

RESUMEN:

                 Pues esta es una visión somera del derecho financiero como ordenamiento de la Hacienda Pública, hemos visto un concepto de derecho financiero y hemos visto también dos visiones de la Hacienda Pública.

3.- Contenido del Derecho Financiero: A) Los Ingresos Públicos. El Derecho Tributario.

                 En este epígrafe vamos a ver el contenido del derecho financiero y vamos a detenernos en primer lugar en los Ingresos Públicos, el derecho tributario.

A)  Los ingresos Públicos: Pueden ser tributarios, derivados de operaciones de créditos, ingresos patrimoniales, precios públicos y multas.

                 Aquí tenemos una tipología del ingreso público, es decir, un ente público como la Comunidad Autónoma, como el Cabildo, como el Estado, como el Ayuntamiento puede tener ingresos de este tipo.

          En primer lugar, tributarios, que luego desarrollaremos.

          En segundo lugar, derivados de operaciones de créditos, lo que significa que el ente público puede pedir un crédito a un tercero, y ese tercero lo financia (ejemplo, le dejo a usted, ente público, durante el plazo de cinco años un dinero), la figura más conocida, más importante, de estas operaciones de créditos es   la denominada “Deuda Pública”, de manera que tanto el estado, pero también la Comunidad Autónoma, como el cabildo en el caso canario, a final de año hacen una emisión de Deuda Pública, eso significa que acuden al crédito privado, piden a los particulares que le presten un dinero durante un periodo de  tiempo comprometiéndose a devolverlo con intereses. También pueden concertar operaciones de crédito con entidades bancarias privadas.

                 En tercer lugar, tenemos los ingresos patrimoniales, los ingresos patrimoniales son los que provienen del patrimonio del ente público, como puede tener un patrimonio un particular. Por ejemplo, la Comunidad Autónoma puede tener un local y tenerlo arrendado y percibir por ello una renta, el Estado puede tener unas acciones en una sociedad privada, sociedad anónima o limitada que le deje algunos dividendos.

                 Esos son los ingresos patrimoniales, ingresos que proceden del patrimonio, de las propiedades que tiene el ente público, como puede tenerlos un particular. 

                 En cuarto lugar, tenemos la figura de los precios públicos, figura ésta   que surgen hace algunos años, y que veremos después, sobre todo para diferenciarla de los tributos.

                 En quinto lugar, tenemos la multa  que no cabe duda que también son ingresos públicos. Se suele decir que son ingresos públicos impropios porque lo ideal sería que no se recaudara nada, porque eso significaría que se ha respetado totalmente el ordenamiento jurídico. Pero como eso es una situación que no se da, todos los años los entes públicos reciben ingresos por este concepto, y por tanto financian sus gastos públicos con los ingresos procedentes de las multas.

Ingresos Tributarios.- Dentro de estos diversos tipos de  ingresos públicos los más destacados son los ingresos tributarios, se dice que por dos motivos: por motivos cuantitativos, como por motivos cualitativos.

                  - Cuantitativos: Porque los tributos son los ingresos públicos más importantes, dentro del presupuesto de ingresos de un ente público la partida más importante son los tributos. Junto con ellos, las transferencias, por ejemplo, la comunidad autónoma, cabildos y ayuntamiento que reciben  de los otros entes, por ejemplo la comunidad autónomo lo recibe del estado y las corporaciones locales (cabildos y ayuntamientos) de la Comunidad Autónoma, reciben  transferencias que también son importantes, pero que en el fondo son transferencias de tributos que ha obtenido el estado o la comunidad autónoma y que van destinadas a ese ente público inferior, porque así está establecido en la ley. Por lo tanto, ya sean directamente ingresos tributarios o transferencias de recursos tributarios que han recibido otros entes públicos son sin duda los más importantes.

                 - Cualitativa:   Hay una razón también cualitativa que diferencia a los tributos de los otros ingresos públicos, y es  que podíamos sintetizar diciendo que los tributos se destacan del resto de los ingresos públicos en que nacen para financiar los gastos públicos, es decir, se originan los tributos  para financiar los gastos públicos; de manera que esta financiación de los gastos públicos es la razón de los tributos. Cosa que no sucede en otros ingresos públicos, por ejemplo, en el caso de la multa, ésta no nace para financiar un gasto público, sino que lo hace para reprimir un comportamiento ilegal o ilícito (infringir una normativa de tráfico, o una normativa tributaria por ejemplo), lo que pasa que una vez obtenida la multa se utiliza para financiar. Algo parecido sucede con los ingresos patrimoniales, estos ingresos se derivan de que el estado tiene unas acciones que les deja unos dividendos o tiene un inmueble, que les deja unas rentas por su alquiler. Pero los tributos nacen con esa finalidad contributiva para financiar los gastos públicos.

                   Y eso se ve claramente, esta relación entre tributo y gasto público,  en el artículo 31 de la constitución cuando comienza diciendo que “todos financiaran los gastos públicos mediante un sistema tributario justo inspirado en los principios …”.

                 La doctrina lo destaca claramente, que se une la financiación de los gastos público al sistema  tributario, es decir a los tributos, no se une a los ingresos patrimoniales, no se une a las multas, ni siquiera se une a las operaciones de crédito sino que la constitución en su artículo 31 lo que hace es ligar el gasto público con los tributos, es decir, los tributos, es por tanto, no sólo  cuantitativamente son los más importantes, sino que  además es que nacen expresamente para financiar el gasto público si no hubiera gasto público no tendría  razón de ser los tributos.

4.- Los Gastos Públicos. El Derecho Presupuestarios.

                 Ya una vez que hemos hablado de los ingresos públicos,  y especialmente de los tributos, vamos a hablar ahora de los gastos públicos.

                   Recuerden que el gastos público era el otro componente de la actividad financiera.

                   El derecho financiero se ocupa no de regular todo lo referente a  los gastos públicos, sino que se ocupa de regular los procedimientos formales del gasto público, en concreto, tres facetas: la asignación, la ejecución y el control.

       La asignación: es algo que estamos viviendo en estos día, se está debatiendo, ya el ministro de hacienda ha presentado al poder legislativo español el proyecto de ley de presupuesto generales del estado para 2007, y ahí lo que se va a discutir es la asignación del gasto público, es decir, donde se va a invertir el gasto público en el año 2007.  Se discute en estos momento si Cataluña se lleva mucho o si se lleva poco, si a sanidad va tanto, si a defensa va tanto, etec. Eso es la asignación y la asignación la hace el poder legislativo, representante de la soberanía popular, que aprueban todos los años la asignación de los gastos públicos al aprobar la ley de presupuestos generales del estado. Y en la Comunidad Autónoma sucede lo mismo, el Parlamento de Canarias, tras el correspondiente debate aprueba como se asigna el gasto público en canarias, pues eso es una faceta de la que se ocupa el Derecho financiero.

     La ejecución: Otra faceta es la ejecución del gastos público, que la hace la administración, los ministerios, las consejerías, son las que ejecutan en función del dinero que tienen asignado en la ley de presupuesto, son las que ejecutan el gasto público. Por ejemplo, hay que construir tantos centros de educación básica, hay que construir carreteras, pues bien la consejería correspondiente se gasta el dinero que tiene asignado.

     El control: Después hay una tercera faceta que es la de control. Control que puede ser control interno de la propia administración a través de los interventores o puede ser por un órgano ajeno, control externo, que es el Tribunal de Cuentas, o en el caso de canarias la Audiencia de Cuentas de Canarias, que supervisa como se ha gastado o ejecutado el Ayuntamiento de San Bartolomé de Tirajana o el Ayuntamiento de Las Palmas de Gran Canaria, el presupuesto que tenía asignado, por estos órganos se hacen unos informes que a veces aparecen en la prensa sobre como se han gastado el presupuesto asignado.

                 De todo esto se ocupa una parte del Derecho Financiero, que es el Derecho presupuestario.

                 De manera que ya tenemos, según lo visto que el derecho financiero se compone de dos materias que son netamente diferenciadas, el derecho tributario y el derecho presupuestario, uno atiende a los tributos, parte más importante de los ingresos públicos, y el derecho presupuestario atiende a todos los procedimientos del gasto público, porque pensemos que después todo lo que hace referencia dentro del gasto público  al derecho sustantivo, por ejemplo, la legislación de defensa, la legislación de policía, etc. eso ya no es Derecho Financiero, por eso decimos que en el gasto público, el Derecho Financiero, lo que hace es los procedimiento, porque en la materia sustantiva hay una legislación de sanidad, hay una legislación de policía, de defensa, etec. y eso no tiene nada que ver.

                 Entonces esta es la descomposición básica  del derecho financiero: en derecho Tributario y en Derecho Presupuestario; después existen otras partes que no son tan relevantes como son el derecho de la deuda pública, que es el que regula, por ejemplo, como el Cabildo de Gran Canaria  pueden emitir deuda pública cada año, que condiciones, que requisitos, cómo tiene que hacer la convocatoria, pero lo que pasa es que el derecho de la deuda publica no es tan importante como el derecho tributario o el derecho presupuestario.

5.- Autonomía del Derecho Financiero.

                     Para terminar el presente tema, a continuación hablaremos del epígrafe que hace referencia a la Autonomía del Derecho Financiero.

                      Hay que diferenciar en este punto de la autonomía del Derecho financiero, la autonomía frente a la disciplina no jurídica, que veremos posteriormente, y la autonomía respecto a otras disciplinas jurídicas.

       A.- Autonomía del Derecho Financiero respecto a la disciplina no jurídica: Vamos a comenzar viendo la Autonomía del Derecho Financiero respecto a la disciplina no jurídica, y concretamente esto tiene una explicación histórica y es que el fenómeno de la hacienda pública los primeros que comienzan a estudiar la hacienda pública no fueron los juristas sino que fueron los economistas.

                 Y los economistas a lo largo del estudio económico de la Hacienda Pública a lo largo del siglo XIX de  los ingresos y gastos desde un punto de vista económico fue el primero que se desarrolló eso hace que en los planes de estudio al estudiar la hacienda pública, hace poco, lo importante era el enfoque económico incluso en las facultades de derecho, hoy en día, esto todavía se nota en los planes vigentes en algunas facultades. Como en la nuestra en la que tenemos Economía Política en segundo y Hacienda Pública en tercero, y derecho fiscal en cuarto. Realmente derecho fiscal es un nombre antiguo, hoy en día la disciplina se llama derecho financiero y tributario el cual sería el nombre correcto.

                 Lo que pasa es que sobrevive en los planes, como el nuestro, bastante anticuados, las denominaciones antiguas de derecho fiscal. En otras facultades como en la de la laguna se imparte derecho financiero y tributario en tercero y cuarto, y en los nuevos planes de estudio también parece que ya dan más importancia, para el jurista, al enfoque jurídico que el enfoque económico.

                 El derecho financiero y tributario surge históricamente a lo largo del siglo XX con retraso o posterioridad respecto a la ciencia reciente de la hacienda y en España con motivo de la Guerra Civil el retraso fue aun mayor, Alemania fue una adelantada y ya en los años 1920 tenía una ley General Tributaria mientras que en España no se dictó una Ley General Tributaria hasta 1963.

                  Esto sería una primera distinción entre el derecho financiero y tributario y la ciencia de hacienda.

B.- La distinción del Derecho financiero y tributario respecto a otras disciplinas jurídicas: Un segundo aspecto es la distinción del Derecho Financiero y Tributario respecto de otras disciplinas jurídicas.

                 El derecho financiero y tributario se integra en el sector del derecho público  evidentemente no pertenece al derecho privado, sino a la gran rama del derecho público pero es independiente del derecho administrativo, al que está, no obstante, profundamente conectado, hoy en día el derecho financiero y tributario tiene su propio principio, tiene su propia realidad social que es la que estudia la hacienda pública, los ingresos y gastos públicos,  y por lo tanto es autónomo de las otras disciplinas jurídicas.

                 Lo cual no quiere decir que no tenga relaciones intensas con otras materias como el caso del derecho administrativos en el cual algunas leyes administrativas son supletorias en materia tributaria; también pensemos en el derecho penal, en el sentido de que existe una figura que es delitos contra la hacienda pública de ahí la relación del derecho penal con el derecho tributario. 

                 También en el derecho constitucional hay aspectos importantes en que el derecho tributario se relaciona con el derecho constitucional.

                 De manera que dentro de la autonomía del derecho financiero tiene conexión con otras disciplinas jurídicas.

                                                                                     FIN

TEMA 2

DERECHO TRIBUTARIO PARTE GENERA. LOS TRIBUTOS

1.- El Tributo. Concepto. Clasificación.

            En el tema anterior vimos que el derecho financiero se subdivide a su ves en dos grandes ramas: El derecho Tributario y el Derecho Presupuestario.

           También comentamos que existen otras ramas como era el Derechos de la deuda pública pero que no eran tan importantes. Y que el nombre de la asignatura, Derecho Fiscal, hoy es denominado “Derecho Financiero”.

            En el Derecho Financiero cabe distinguir una parte general y una parte especial.

            La parte general se llama así porque hace referencia o estudia todos los elementos o figuras comunes a todos los tributos que existen: I.R.P.F., I.S., etec. todos tienen unas instituciones comunes que son las que se estudian en esta parte general.

             La parte especial, también existe una parte especial porque se estudian los distintos  tributos en particular: el IRPF, El I.S., el IGIC, etec.

             Aquí vamos a comenzar con el estudio de la parte general, y en particular con los Tributos.  Para este tema vamos a utilizar la constitución y la Ley General Tributaria ley 58/2003 que entró en vigor el 1 de julio de 2004, estos serán los textos normativos básicos, sin menoscabo de utilizar otros textos con el desarrollo de los temas.

              En este tema que inicia la parte general es el Tributo, concepto y clasificación.

A.- El concepto de tributo:

                 El concepto lo encontramos en la L.G.T. del 2003, en el artículo 2 apartado 1, ya que hasta ese momento no estaba definido en ningún texto; dice así: “Los tributos son los ingresos públicos que consisten en prestaciones pecuniarias exigidas por una administración pública como consecuencia de la realización del supuesto de hecho al que la Ley vincula el deber de contribuir con el fin primordial de obtener los ingresos necesarios para el sostenimiento de los gastos públicos”.

                 Vamos a ver al hilo de este concepto las notas principales del tributo:

                 a) Una prestación pecuniaria: Se trata de una prestación en dinero o en efectivo. Esto no se opone a que en algunos casos la prestación monetaria no se realice en dinero, así por ejemplo existe la posibilidad del pago en especie con bienes del patrimonio histórico artístico español. Esto quiere decir que si una persona tiene cuadros de Picazo o de Dalí u otro objeto artístico de gran valor, está previsto un procedimiento para que la cantidad de dinero que tenga que ingresar, en concepto de sucesiones donaciones por ejemplo,  está previsto un procedimiento para que esa cantidad  y la pague con estos bienes, como hicieron los herederos de Picazo. Pero estos son excepciones y la cantidad se define en dinero; no se dice tres cuadros de Dalí o tres cuadros de Picazo, sino que se dice que hay que pagar 20.000 euros y esa cantidad  se le busca la equivalencia en obras de arte. (En todo caso se trata de una excepción a la regla general de que la prestación ha de ser pecuniaria).

                  También, todavía existen en el ámbito de las haciendas locales algunos supuestos  en que los municipios pueden establecer prestaciones personales a los vecinos o a los que tengan medios  de transporte exigirles prestaciones en medios de transportes. Por ejemplo en caso de calamidades públicas, un incendio, etec. está previsto que los ayuntamientos puedan exigir a los vecinos prestaciones que  son prestaciones tributarias pero que no son en dinero sino prestaciones en servicios personales o en medios de transportes. Pero, podemos decir que juntos con los pagos en especie son excepciones a la regla general que antes señalábamos.

                 b) La coactividad: También de esta definición que formula el artículo 2 apartado 1 de la Ley General Tributaria se desprende otra característica destacada de los tributos y es la coactividad u obligatoriedad; estamos ante una figura o prestación que se impone por la ley al obligado tributario cuando realice el presupuesto de hecho que fija la propia ley. Por ejemplo, si yo compro una casa o un piso yo soy sujeto pasivo o contribuyente del Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales, me gustará o no, pero es una norma de carácter coactivo, al yo comprar esa casa se ha producido el hecho imponible del ITP y por tanto yo comprador soy el contribuyente por ese impuesto y tengo que pagarlo porque se ha realizado el supuesto de hecho que establece la norma de ese impuesto sobre transmisiones patrimoniales.

                 Por lo tanto la coactividad es una nota importante de los tributos.

                 c) El carácter contributivo:   Otra nota importante es el carácter contributivo, que significa que los tributos tienen su razón de ser en la financiación del gasto público, existen por que hay que sufragar el gasto público, en carreteras, en funcionario, hospitales, etc. y para eso el ingreso público más importante es el tributo, por tanto, si no existiera gasto público no existiría el tributo.

                 Lo que sí la propia ley se ocupa de decir es que ese carácter contributivo (de financiación de gasto público) es compatible con otras finalidades que puedan tener también los tributos, y así lo dice expresamente en el párrafo dos del artículo 2.1 de la Ley General Tributaria: “Los Tributos, además de ser medios  para obtener los recursos necesarios para el sostenimiento del los gastos públicos, (finalidad contributiva) podrán servir como instrumentos de la política económica general y atender a la realización de los principios y fines contenidos en la Constitución”.

                 Es decir, que junto a esa finalidad contributiva que tienen los tributos, también pueden tener los tributos otras finalidades que estén previstas y amparadas por la constitución. Por ejemplo, puede ser la defensa del medio ambiente ahora están de moda los impuestos ecológicos, impuestos verde, también facilitar el acceso a la vivienda a los ciudadanos españoles, algo que también está  previsto en la constitución, etec.

                 En definitiva que los tributos tienen que ser necesariamente contributivos pero además de eso pueden tener ocasionalmente otras finalidades muy importantes siempre que esas finalidades no sean contrarias al ordenamiento constitucional.

                  Bien pues este es el concepto de tributo que se contiene en la Ley General Tributaria y que hemos explicado las características principales.  

B.- La Clasificación: 

                 Una vez visto el concepto de tributo, ahora vamos a ver la clasificación.

                  Siguiendo también la Ley General Tributaria el artículo 2.2 nos dice: “Los tributos, cualquiera que sea su denominación, se clasifican en tasas, contribuciones especiales e impuestos”. Por tanto, aquí tenemos la clasificación de los tributos, cosa que viene así ya desde la vieja Ley General Tributaria de 1973 en la que ya estaba esta clasificación.

                 Aquí podríamos señalar la expresión de la ley “…cualquiera que sea su denominación..”, con lo cual quiere decir, si como pasa en el régimen fiscal de canarias no encontramos con un tributo que se llama Arbitrio Insular sobre la entrada de Mercancía (A.I.E.M.), el nombre legal será ese, pero lo que es cierto es que los Arbitrios no son una categoría de tributos amparadas por la Ley General Tributaria. La ley General Tributaria nos dice que las únicas categorías son las tres anteriormente dichas.

                 Por tanto cuando nos encontremos con una figura como el A.I.E.M. tenemos que clasificarla en una de esas tres categorías que hemos mencionado. Evidentemente si cogemos la normativa de ese arbitrio veremos que después nos dice que: “El arbitrio Insular  es un impuesto estatal…”, pues ya nos está diciendo el legislador que es un impuesto, que se clasifica como un impuesto aunque su nombre es distinto. SIEMPRE HABRA QUE ENCUADRARLO DENTRO DE UNA DE UNA DE ESAS CATEGORIAS TRIBUTARIAS.

                 La diferencia entre estas tres clases de tributos, aunque el los próximos epígrafes se ampliará, son:

                 Desde le punto de vista jurídico: que es el que aquí explicamos, la diferencia esencial está en la estructura del hecho imponible. El hecho imponible es uno de los elementos esenciales del tributo, que ya veremos, y este elemento esencial es el que marca, desde el punto de vista jurídico, la diferencias entre el impuesto la tasa, y la contribución especial, al ver este hecho imponible veremos cual es la diferencia entre estos tres tributos.

2.- El Impuesto. Concepto. Clases.
                 De esta categoría tributaria se ha dicho que es la fundamental en el sentido de que de las tres que estamos ablando la más relevante es la más importante, de hecho en algunos países solo se estudia el derecho de los impuestos y se marginan las otras dos categorías de tasa y contribuciones especiales.

A.- Concepto:

                  El concepto de impuesto aparece en el artículo 2 apartado 2 letra c) de la Ley General Tributaria que dice: “Impuestos son los tributos exigidos sin contraprestación cuyo hecho imponible está constituido por negocios, actos o hechos que ponen de manifiesto la capacidad económica del contribuyente”. Esta es la definición legal de los tributos denominados impuesto.

Características de los impuestos:

                 a) Exigidos sin contraprestación:  Aquí se ha criticado el empleo que hace el legislador en el empleo de términos que no son muy exactos o que no son muy estricto desde el punto de vista tributario;  cuando dice:  “… exigidos sin contraprestación…”. 

                  En realidad, desde el punto de vista jurídico, ningún tributo es exigido con contraprestación. Aquí se afirma por la doctrina que lo que se quiere decir es que en los impuestos no hay referencia alguna a la actividad del ente público que los cobra, es decir, así como en las tasas y en las contribuciones especiales, ya veremos como en su hecho imponible significa que  tienen que desarrollar una actividad el ente público, el estado, la comunidad Autónoma, el Ayuntamiento, porque el particular, por ejemplo, le solicita que le den de alta a un local comercial, y por tanto el ayuntamiento le cobra una tasa porque hay un servicio que  presta el ayuntamiento, nada de eso sucede en el impuesto.

                 Cuando el legislador emplea, con dudosa exactitud, los términos “exigidos sin contraprestación” quiere decir que  en realidad a un contribuyente se le puede exigir un impuesto sin darle nada a cambio, sin ninguna actividad concreta por parte de la administración pública  en favor de ese contribuyente que, por ejemplo,  paga el I.R.P.F. Pagamos el IRPF aunque el estado a nosotros en particular en concreto, al señor que paga el IRPF, el Estado no le haya prestado ninguna actividad, y ello porque la característica del impuesto es que se exige sin que se  preste ninguna actividad por parte del Ente Público, una actividad concreta a favor de ese contribuyente en particular, porque recordemos que con el IRPF, con el Impuesto sobre sociedades (IS), y contados estos impuestos se sufragan actividades como defensa, policía, enseñanza, etec. pero un ciudadano puede no haber recibido ninguno de esos servicios  públicos y sin embargo estar obligado a pagar el IRPF o el impuesto sobre sucesiones y donaciones (ISyD), porque por ejemplo  ha ganado en el año 2005 una renta superior al mínimo exenta, lo cual origina el devengo del impuesto.

                 b) La capacidad económica: La segunda característica de esta figura de los impuestos es la referencia a la capacidad económica. Dice la Ley: “…cuyo hecho imponible está constituido por negocios, actos o hechos que ponen de manifiesto la capacidad económica del contribuyente…”. Esto es lo importante  del impuesto, por ejemplo, en el IRPF es la capacidad económica que se pone de manifiesto con la renta percibida por el contribuyente, esto es un elemento básico en esta figura que estamos examinando.

                 También la capacidad económica se pone de manifiesto en los otros tributos, las tasas y las contribuciones especiales, pero aquí realmente tiene una mayor importancia en esta figura que en las otras dos.

                  Por eso la doctrina formula una definición de impuesto como aquel tributo cuyo hecho imponible se configura sin referencia alguna a servicios o actividades de la Administración. Por tanto incidiendo en esa idea anterior, yo, ciudadano contribuyente por el IRPF o por el ITP  puedo no haber recibido ningún servicio concreto de la Administración Publica y sin embargo estar obligado a pagar, algo que no sucede ni en la tasa ni en la contribución especial.

B.- Clases de impuestos:
                 Ahora vamos a ver las clases de impuestos que existen. Tenemos cuatro clasificaciones importantes que son: Impuestos Directos e Indirectos, personales y reales; subjetivos y objetivos; y por último instantáneos y periódicos.

                 1.- Impuestos Directos e Indirectos:   Una distinción muy conocida es la que separa o clasifica a los impuestos según sean directos e indirectos. 

                 Aquí podemos decir que la distinción entre un impuesto y otro viene de la Ciencia de la Hacienda, es decir, de lo que se explicaba el otro día de esa disciplina económica que estudia los tributos.

                 De manera que para la Ciencia de la Hacienda, la teoría económica de los tributos, los impuestos directos son los que gravan índices de capacidad económica directos, por ejemplo estamos hablando de la renta, la renta es un índice directo de capacidad económica, por tanto el impuesto que grava ese índice directo, es  el impuesto sobre la renta de las personas físicas, por lo que éste sería un impuestos directo.

                 El consumo de bienes y servicios es un índice indirecto desde el punto de vista económico porque pone de manifiestos una capacidad  económica de una manera indirecta por ejemplo se supone que el señor que consume, que viaja, que compra muchas cosas, tiene capacidad económica,  entonces el consumo es un índice indirecto, por tanto los impuestos que gravan el consumo son impuestos indirectos porque gravan una capacidad económica puesta de manifiesto de forma indirecta.

                 Aquí cabe decir que los impuestos directos e indirectos la explicación que hemos dado es económica, desde el punto de vista jurídico no se ha logrado una explicación satisfactoria, y lo que se considera jurídicamente que son impuestos directos e indirectos son los que están clasificados de esta manera en los presupuestos generales del estado.

                 2.- Impuestos personales y reales: Tenemos también la clasificación en personales y reales.

                 Son impuestos personales aquellos sin los cuales el tributo carece de sentido, el impuesto en concreto carece de sentido, por ejemplo, el IRPF es un impuesto personal porque grava a las personas físicas, lo mismo sucede con el impuesto sobre la renta de las sociedades, el cual es también un impuesto personal porque grava a las personas jurídicas. 

                 Sin embargo existen otros impuestos, que son los impuestos reales, que no distinguen  las características personales de sus contribuyentes, por ejemplo en el impuesto sobre transmisiones patrimoniales (ITP) el contribuyente puede ser tanto una persona física como una persona jurídica, por tanto ahí estamos ante un impuesto real, la categoría de persona no es relevante. Ejemplo, el que compra una casa puede ser una sociedad, puede ser una fundación, puede ser una persona física, para este impuesto no es relevante el carácter personal del contribuyente.

                 3.- Impuestos subjetivos y objetivos: Después tenemos también Impuestos subjetivos y objetivos que hacen referencia dentro de los subjetivos a aquellos cuyas cargas, la cuota a pagar es moldeable o se puede ajustar en función de las circunstancias personales, por ejemplo en el IRPF la carga a pagar o la deuda tributaria dependerá en buena medida del número de hijos, de si el contribuyente es casado o no, de si tiene familiares a su cargo, etec. es un impuesto subjetivo.

                 Mientras que hay otros impuestos como es el de Transmisiones Patrimoniales, como es el impuesto sobre bienes inmuebles, etec. que las circunstancias personales no intervienen para nada. Son los impuestos objetivos.

                 4.- Impuestos instantáneos o periódicos: Y por último tenemos los impuestos instantáneos o periódicos.

                 Impuestos instantáneos son aquellos que se devengan en un momento determinado, el hecho imponible se produce en un momento determinado, por ejemplo, en el impuesto sobre sucesiones y donaciones (ISyD) se produce el momento, el 2 de octubre en que fallece el causante  y en ese momento se devenga el ISyD.

                 El Impuesto de Transmisiones Patrimoniales se devenga en el momento en que se celebra el acto, en el momento en que yo adquiero o compro una vivienda se está devengando el impuesto, son impuestos instantáneos.

                 Sin embargo junto a ellos tenemos los impuestos periódicos que son aquellos en que su situación, el devengo, se va prolongando durante un periodo de tiempo, por ejemplo en el caso del IRPF el hecho imponible se va produciendo a lo largo de todo el ejercicio. El hecho imponible del IRPF es la obtención de rentas ya sea por trabajo personal, por capital mobiliario o inmobiliario, etec. Pues bien, el hecho imponible no se produce, como en los instantáneos, por un acto determinado, o por la obtención de una renta determinada en un día del año, sino que es toda la renta que se ha obtenido durante todo el año, de día uno de enero hasta el 31 de diciembre todas esas rentas integrarían el hecho imponible del impuesto, mientras que en los impuestos instantáneos, como es el caso del ISyD sería el patrimonio que adquirí por muerte de mi padre o de mi madre.

                 En los impuestos periódicos, en esta clasificación, también se distinguen junto con los impuestos instantáneos y los impuestos periódicos, una tercera clasificación que son los impuestos instantáneos pero de declaración periódica. Nos referimos concretamente al caso del IGIC aquí en el IGIC es también un impuesto instantáneo porque se devenga operación a operación, porque el abogado al prestarle un servicio a un cliente le presenta los honorarios y está devengando el impuesto correspondiente, el IGIC.

                 Lo que pasa es que el IGIC no se declara que es un impuesto instantáneo porque es un impuesto que se produce en masa, pensemos en un abogado o en un comercio al por mayor que en un día realiza varias operaciones entonces lo que se hace es que se acumulan esos hechos imponibles devengados en trimestres y en ocasiones en un mes, por esos se llaman impuestos de declaración periódica, figura que son impuestos  instantáneos porque se devengan en un momento determinado, pero se declaran a lo largo de un periodo, normalmente de tres meses.

                 Estas en resumen son las cuatro figuras principales de impuestos.

3.- La Tasa. Concepto.
                 Si nos vamos al artículo 2.2 de la letra a) de la Ley General Tributaria, nos da el concepto de tasa, y nos dice: “Tasas son los tributos cuyo hecho imponible consiste en la utilización privativa o el aprovechamiento especial del dominio público, la prestación de servicios o la realización de actividades en régimen de derecho público que se refieran, afecten o beneficien de modo particular al obligado tributario, cuando los servicios o actividades no sean de solicitud o recepción voluntaria para los obligados tributario  o no se presten o realicen por el sector privado”. 

                 Aquí en la tasa, a diferencia del impuesto, si es preciso que se produzca en el hecho imponible una actividad de la administración que afecta a determinado sujeto, así como en los impuestos no hay una actividad administrativa dirigida a un sujeto en particular sino  a la colectividad genéricamente entendida, aquí, en la tasa, ya hay una actividad de la administración que afecta a determinado sujeto.

a) Actividad de autorización del usos especial del dominio público:

                 Esa actividad puede ser, por un lado la autorización del uso especial del dominio público, esto lo vemos cuando nos sentamos a tomar una cerveza en una mesa establecida en una plaza, ahí estamos ante un ejemplo concreto de una conducta entre el empresario que tiene esa cafetería en la cual yo me estoy tomando una cerveza sentado en una plaza pública, de autorización de uso del dominio público. Estamos sentados allí porque el propietario de la cafetería ha solicitado autorización municipal para utilizar el dominio público de la calle Triana para poner cinco mesas para ello ha pagado la tasa correspondiente que consiste en que la administración le ha autorizado a él a utilizar de manera especial el dominio público.

b) Actividad de prestación de un servicio público:

                Segunda actividad de la administración, prestación de un servicio público, cuando yo solicito que me emita un certificado estoy exigiendo que me preste un servicio público, que me haga un servicio que puede ser que me haga un certificado,  como puede ser en el caso del servicio de incendio sería el acudir a apagar un incendio que se ha desatado en mi casa, en esos supuestos se pueden originar tasas.

                 En cuanto al uso especial del dominio público tenemos ejemplos concretos de esos supuestos que pueden originar tasa en el articulo 20.3 de la ley de haciendas locales (R.D.Leg. 2/2004, 5 de marzo, que aprueba el texto refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales) en el cual nos dice: “ …Que las entidades locales podrán establecer tasas por cualquier supuesto de utilización privativa o aprovechamiento especial del dominio público local, y en particular por los siguiente: …”   entonces nos empieza a dar numerosos ejemplos, como: “h) Entradas de vehículos a través de las aceras y reservas de vía pública para aparcamiento  exclusivo, parada de vehículos, carga y descarga de mercancía de cualquier clase.” El famoso vado que nos posibilita entrar en el garaje significa un aprovechamiento especial del dominio público y origina una tasa.

                 En cuanto a la prestación de servicios públicos el artículo 20.4 de la misma ley de haciendas locales también nos da una relación de tasas que en el ámbito local se pueden establecer por este motivo.

                 Es interesante señalar respecto a las tasas que se originan por la prestación de servicios públicos dos particularidades según se desprende además de la doctrina del Tribunal Constitucional.

                  a) Que el servicio público no ha de ser de solicitud voluntaria: En primer lugar, para que sea considerada tasa el servicio público  no ha de ser de solicitud voluntaria, es decir, que si yo no estoy obligado a solicitar ese servicio público, entonces ya  no estaríamos ante una tasa y lo que yo pago tendría una consideración diferente, no sería un tributo, es una figura diferente que es el precio público.

                 Entonces primera condición para que podamos hablar de tasas, en relación con la prestación de servicios públicos, es que no sean de solicitud obligatoria.

                 b)  Que se preste sin concurrencia con el sector privado: Y en segundo lugar, que ese servicio público se preste sin concurrencia con el sector privado, de manera que si yo voy a bañarme a la piscina municipal Julio Navarro, y en el mismo  término municipal  existen otras piscinas privadas a la que yo puedo entrar pagando un precio no se da el requisito para que pueda ser considerada tasa, y lo que se pagaría en la piscina Julio Navarro sería un precio público, porque hay concurrencia del servicio  público municipal de piscina con el sector privado.

                 El Tribunal Constitucional ha señalado en su doctrina que cuando hablamos de servicios voluntario o no voluntario, primero de los requisitos,  no hay que atender tanto al aspecto legal de la voluntariedad, sino que lo que  hay que atender es  a la característica si de hecho son o no obligatorios, pues el Tribunal Constitucional ha venido a decir que si hoy en día es muy común que quien tenga una casa quiera tener luz y agua la prestación de ese servicio público es obligatorio de hecho aunque no lo sea de derecho, evidentemente estamos ante un servicio público voluntario, porque evidentemente  nadie está obligado a suministrarle luz y agua a su casa, pero hoy en día es algo “obligatorio” el que un contribuyente quiera tener agua y luz eléctrica en la casa.

                 Y en la misma línea se ha movido el Tribunal Constitucional cuando ha señalado que la falta de concurrencia con el sector privado para que podamos hablar de tasa, no hace falta que sea un monopolio de derecho sino de hecho, es decir basta que en el término municipal de que se trate no exista, por ejemplo una emisora de radio privada y la única que exista sea la municipal para que podamos  hablar de tasa.

                 Por eso se dice también que en la tasa una característica importante es la coactividad, es cierto que en la tasa  hay una cierta nota de bilateralidad, es decir, es verdad que el contribuyente de la tasa solicita un servicio y desde ese punto se podría pensar en contraprestación,  pero al final se dice que estamos ante la tasa cuando la actividad es coactiva porque hay una solicitud obligatoria y porque existe régimen de monopolio y esas dos figuras nos dan ese régimen de la tasa como tributo y por tanto como coactiva; el contribuyente que se quiere bañar en el municipio no tiene otra posibilidad que ir a la piscina municipal se ve, en alguna manera, obligado, o coaccionado, a bañarse en la única piscina que es la municipal, dándose por tanto esa situación de coactividad que distingue al tributo de otra figura como es el precio público.

                 Esta figura aunque se puede dar en los tres ámbitos: Estado, Comunidad Autónoma y en el municipio, es en el ámbito municipal donde tiene mayor importancia práctica, es decir, que son siempre las corporaciones locales, sobre todo las municipales, las que más utilizan esta figura de la tasa, tanto por uso especial del dominio público como por prestación del servicio público.

4.- Las Contribuciones especiales. Concepto.
                 La tercera figura de los tributos son las contribuciones especiales. Viene definida en el artículo 2.2 b) de la Ley General Tributaria, que dice: “Contribuciones especiales son los tributos cuyo hecho imponible consiste en la obtención por el obligado tributario de un beneficio o de un aumento de valor de sus bienes como consecuencia de la realización de obras públicas o del establecimiento o ampliación de servicios públicos”.

                 Por tanto aquí en la contribución especial hay que tener en cuenta  que se atiende al principio del beneficio, beneficio que se obtiene por el contribuyente por la actividad pública.

                 De la definición legal que se formula en este artículo 2.2 b) de la L.G.T. se desprende que en la estructura del hecho imponible de las contribuciones especiales es preciso que se den unos elementos que a continuación vamos a examinar:

                 a) Gasto de primer establecimiento: En primer lugar que se de un gasto llamado de primer establecimiento, quiere decirse que en la contribución especial la administración pública realiza una inversión (gasto de capital), por ejemplo instala el alumbrado público en un determinado barrio del municipio, o crea en el municipio el servicio de extinción de incendios, etec.

                 Esto hace que exista la posibilidad de que sean compatibles las contribuciones especiales con las tasas, ya lo dice el artículo 22 de la Ley de Haciendas Locales, que dice: “Compatibilidad con las contribuciones especiales. Las tasas por la prestación de servicio no excluye la exacción de contribuciones especiales por el establecimiento o ampliación de aquellos”. 

                 Esa compatibilidad tiene su razón de ser en que financian dos actividades distintas. En el caso de las Contribuciones especiales, se están financiando inversiones; por ejemplo, en el establecimiento del servicio de extinción de incendios, hay que comprar los coches, los locales, acondicionar un solar, etec. son inversiones que se financia mediante una contribución especial, los servicios concretos  que después se prestan por los bomberos para apagar un incendio determinado,  eso es una actividad distinta que se financia con gastos corrientes, por lo tanto con tasa. De ahí la previsión del artículo 22  de la LHL, de que pueden ser compatible el poner en funcionamiento un servicio público con el gasto corriente, de financiar las actividades concretas que realiza ese servicio público.

                 b) Beneficio especial para determinados contribuyentes: El segundo elemento es un beneficio especial para determinados contribuyentes a parte del beneficio general. Por ejemplo si el ayuntamiento asfalta una calle y pone alumbrado público en ella, evidentemente se beneficia toda la ciudad pero de manera particular se beneficia los propietarios de los inmuebles donde se ha instalado por iniciativa municipal el alumbrado público y se ha asfaltado la calle. Por eso se dice que para que se produzca la contribución especial es necesario que exista un beneficio especial a parte del beneficio general de la colectividad.  

                 En la contribución especial como afecta simultáneamente a un conjunto de sujetos, por ejemplo si el ayuntamiento en una zona de Las Palmas de Gran Canaria  instala el alumbrado público todos los propietarios de esa zona se ven afectados pues se gestiona el impuesto a través de las asociaciones administrativa de contribuyentes, es decir, que todos los afectados pueden reunirse en una asociación para distribuirse la contribución especial que hay que pagar al ayuntamiento por esas obras.

                  En la Ley está previsto que la corporación local pague un porcentaje mínimo de esas obras, normalmente el máximo  a pagar por los contribuyentes está en un 90%, pero no tiene el ayuntamiento que acogerse a ello. 

                  Y éstas serían las características principales de esa modalidad tributaria denominada la contribución especial. 

RESUMEN DE LA ESTRUCTURA DEL HECHO IMPONIBLE:

En el impuesto, no hay actividad concreta ninguna de la administración respecto al sujeto que va a de pagar el impuesto.

En la tasa hay la utilización de un servicio público o la utilización especial del dominio público.

En la contribución especial lo que hay es el establecimiento nuevo de un servicio público que origina un beneficio particular a determinado sujeto.

5.- El sistema Tributario español: Estatal, autonómico y local.
                 Una vez visto el tributo y las distintas clases vamos a ver aquí el sistema tributario español en sus distintas modalidades: Estatal, autonómico y local.

                 Por tanto vamos a ver una visión general no concreta de los tributos, ya que éstos se verán en la parte especial de esta asignatura. Lo que aquí tratamos de ver es que se tenga una idea de los distintos tributos que componen el sistema tributario español.

Concepto de sistema tributario:

                  En cuanto al sistema tributario se le define como el conjunto de tributos que se aplican en un determinado país para la financiación del gasto público.

                  Existen tres niveles o subsistemas que son: El del estado, el de las comunidades autónomas y el de las corporaciones locales.

                 Hay que tener en cuenta que en las comunidades autónomas, cada una tiene sus propios sistemas tributarios porque no todas las Comunidades autónomas establecen los mismos impuestos, en la comunidad autónoma de canaria tiene unos impuestos propios, la comunidad de Andalucía tendrá otros impuestos propios que crea para Andalucía y la de Baleares los suyos, etc.; lo que si existen son unas reglas comunes a todas las comunidades autónomas; pero, después cada comunidad autónoma tiene la autonomía para organizar su sistema tributario. 

                 En las corporaciones locales sucede algo parecido, hoy en día todos los municipios tiene reconocida una cierta autonomía para implantar ciertos tributos o no implantarlos, por tanto no tienen que coincidir los tributos de Telde con los de Las Palmas de Gran Canaria o estos con los de San Bartolomé de Tirajana.

                 De estos tres subsistemas el más importante es el del estado, en primer lugar, porque con éste sistema se financia la administración central, en segundo lugar, por que también se financia los niveles administrativos inferiores, como es el caso de las comunidades autónomas y de los municipios, es decir, parte de los que recauda el estado en sus tributos se transfiere bien a las comunidades autónomas o bien a las corporaciones locales, por lo tanto, se financia con los tributos estatales no sólo la administración central sino también parte de las actividades de las otras administraciones.

                 También es importante porque existen tributos estatales cedidos a las comunidades autónomas, aunque son tributos estatales, ya que es el Estado quien dicta la norma, por ejemplo, en el Impuesto sobre sucesiones y donaciones quien la aplica, quien gestiona ese tributo estatal cedido, quien se queda con la recaudación es la comunidad autónoma, e incluso la comunidad autónoma tiene reconocida potestades normativas limitadas, en general todas las comunidades autónomas la tienen.

1º SISTEMA TRIBUTARIO ESTATAL: 

                 Vamos a empezar viendo el sistema tributario estatal siguiendo la clasificación que antes veíamos de impuestos directos e indirectos, y vamos a ver primero dentro del estado cuales son los impuestos directos y luego veremos cuales son los indirectos.

                 Recuerden que esta clasificación desde el punto de vista económico es impuesto directo porque se grava la capacidad económica que se pone de manifiesto de forma directa a través de índices directos; y en el caso jurídico porque así están clasificados en las leyes de presupuestos. Empecemos con la clasificación:

IMPUESTOS ESTATALES DIRECTOS:

Impuestos sobre la Renta de las personas físicas (IRPF): Es un impuesto personal, que grava la obtención de rentas, no el consumo, por personas residentes en España y la base imponible se compone de: los rendimientos del trabajo personal, rendimientos del capital: mobiliario e inmobiliario (intereses de bancos, arrendamientos, etec.), rendimientos de actividades económicas (empresario, abogados, etec.) y ganancias patrimoniales.

                 Las ganancias patrimoniales hacen referencia básicamente a las ganancias que se obtienen con la enajenación del patrimonio, por ejemplo, yo vendo una casa que la adquirí hace  3 años y aquello que compré en 60.000 euros ahora la vendo en 120.000 euros, hay una ganancia patrimonial de 60.000 euros, la diferencia entre lo que me costó y lo que percibí por la venta, esa ganancia patrimonial tributa de una manera especial según la antigüedad en la adquisición sea mayor o menor a dos años.

                  Este IRPF tiene una tarifa progresiva que tiene dos tramos, la del estado y la de la comunidad autónoma, porque es un impuesto parcialmente cedido a las comunidades autónomas, de manera que la comunidad autónoma tiene su propia tarifa y lo que se recauda pasa directamente a las arcas autonómicas. Por lo que una parte de lo recaudado va al estado y otra a la comunidad autónoma.

                   Las comunidades autónomas tienen cierta capacidad normativa porque  puede aprobar deducciones adicionales, hay unas deducciones para todo el estado y la comunidad autónoma tambien puede aprobar deducciones para los contribuyentes de esa comunidad autónoma.

Impuesto sobre sociedades: Después tenemos el impuesto sobre sociedades, o más correctamente impuesto sobre la renta de las sociedades.

                 Se trata de un impuesto también personal que grava los beneficios obtenidos por las personas jurídicas siempre que sean residentes en territorio español.

                 Es un tipo proporcional, no progresivo del 35%, aunque también existen tipos reducidos para las pequeñas y medianas empresa, etec.

Impuesto sobre la renta de los no residentes: Después tenemos el impuesto sobre la renta de los no residentes, que grava las rentas obtenidas en España por personas físicas o jurídicas  no residentes en España.

                 Por ejemplo un ciudadano que puede ser español, no tiene porque ser extranjero, que reside en París y tiene un piso arrendado en España, pues ahí se produce el impuesto sobre la renta de no residente. (Un residente en París que obtiene unas rentas en España).

                 El tipo general de este impuesto es del 25%, tipo proporcional, aunque existen también otros tipos más reducidos y otros más altas.

Impuesto sobre el patrimonio neto: Después tenemos el impuesto sobre el patrimonio neto, impuesto complementario del IRPF, y lo que grava aquí es el valor del patrimonio de las personas físicas a la fecha del devengo que es el treinta y uno de diciembre de cada año. Fíjense que no se grava la renta sino que lo que se grava es valor del patrimonio que puede tener una persona física a 31/12 de cada año. Hay un mínimo exento que está en 108.000 euros aproximadamente y a partir de ahí hay la obligación de declarar y pagar el impuesto.

                 Es un impuesto personal, estatal y cedido a las comunidades autónomas que tienen también facultades normativas  limitadas.

Impuesto sobre sucesiones y donaciones: Y por último dentro de los impuestos directos tenemos el impuesto sobre sucesiones y donaciones (ISyD), que grava las transacciones lucrativas por personas físicas. Bien sea  mortis causa (será la sucesión, del patrimonio de una persona que es el causante), e inter vivos (sería la Donación un padre de dona una vivienda a un hijo por ejemplo). 

                 También se gravan los seguros de vida  en favor de tercero, cuando muere el que ha constituido el seguro y lo recibe el tercero beneficiario.

                  El ISyD, ya sea  mortis causa o inter vivos, no grava a las sociedades, sólo grava a las personas físicas, si una sociedad recibe una donación tributará por el impuesto sobre sociedades.

                 Es un impuesto estatal  que está también cedido a las comunidades autónomas y tiene determinadas facultades normativas.

                 Es un impuesto que está desapareciendo o rebajándose paulatinamente en las distintas comunidades autónomas puesto que se le están aplicando unas deducciones dentro de la capacidad normativa que tienen las comunidades autónomas. Empezaron en el País Vasco y Navarra reduciendo mucho la tributación sobre todo en las transmisiones mortis causa de padres a hijos, y en muchas comunidades autónomas han seguido el ejemplo y por eso hoy es un impuesto que está tendiendo a desaparecer a largo plazo.

IMPUESTOS ESTATALES INDIRECTOS

Impuesto General Indirecto Canario: Dentro de los impuestos indirectos destaca el IGIC, impuesto general indirecto canaria,  que en el resto del estado español es el impuesto sobre el valor añadido, IVA, y en canarias tenemos esta modalidad de IVA que es el IGIC,  es parecido pero con tipos inferiores.

                 Es un impuesto que se aplica sobre el tráfico empresarial, pero quiere gravar el consumo final, es un impuesto sobre el consumo, se va repercutiendo y al final quien lo paga el consumidor final (persona que compra el bien o servicio). En las fases anteriores de producción del bien el impuesto se va recuperando.

                 Grava el valor añadido en cada operación, este opera en el IGIC como en el IVA en las declaraciones de la siguiente manera:

IGIC repercutido: 100 (lo repercute el empresario en las facturas que emite, se lo factura a sus clientes).

IGIC soportado:  70 (es el soportado por el empresario en sus  compras, lo que le paga a sus proveedores).

IGIC a pagar:  30 (sería la diferencia entre el repercutido y el soportado).

                 En canarias existe un tipo general del 5%, otro reducido del 2% para artículos de primera necesidad y un tipo incrementado del 13% para artículos de lujo, y algunos tipos especiales al 20% y al 35% para labores de tabaco negro y rubio respectivamente).

                 Los hechos imponibles en este impuesto son:

   La entrega de bienes, por ejemplo la venta por una promotora de un chalet, eso sería una entrega de un bien, está entregando el chalet.

   La prestación de servicios, lo que se entrega no es un bien sino un servicio, por ejemplo un abogada que redacta una demanda.

  Las importaciones, a la entrada en canaria  de mercancía se devenga el IGIC.

Impuestos especiales: Se trata de otros impuestos indirectos estatales sobre el consumo de productos específicos, por ejemplo, los productos derivados de los hidrocarburos como la gasolina, el alcohol y las bebidas derivadas como la cerveza, el tabaco, la electricidad y las matriculaciones de vehículos.

                  El consumo de estos productos específicos son gravados por estos impuestos especiales.

                 Canarias  tienen en alguno de estos impuestos especiales un régimen propio, por ejemplo en hidrocarburos no se aplica el impuesto estatal, sino que existe un impuesto propio de la comunidad autónoma de canarias y tiene algunas particularidades en estos impuestos.

                 En alguno de ellos como es el caso de el alcohol, tabaco e hidrocarburos, están armonizados dentro de la unión Europea, en el caso español el territorio peninsular, canarias está fuera de esa armonización.

                  Estos impuestos especiales tienen aparte de recaudar dinero para financiar los gastos públicos, tienen también una finalidad que en algunos casos son de la defensa de la salud pública, y en otros de política energética, por ejemplo en el caso del tabaco y el caso del alcohol, junto a la necesidad de recaudar ingresos para financiar el gasto público, también tenemos la finalidad de combatir productos nocivos como es el caso del tabaco y el alcohol. Por en el fundamento de estos impuestos especiales se mezclan razones de tipo estrictamente recaudatoria, contributiva, con otros motivos de política de salud pública o energética.

                 Interesa destacar que estos impuestos sobre consumos específicos que al final los paga el consumidor, pero el consumidor no es el contribuyente, de manera que al consumir una cerveza pagamos el impuestos pero nosotros consumidores no nos entendemos con la hacienda pública, sino que el que se entiende con la hacienda pública es el fabricante o el importador.

                 En los impuestos  generales sobre el consumo y en los impuestos específicos sobre el consumo el consumidor es al final quien paga el impuesto, pero no es el contribuyente, el contribuyente será el empresario, por lo que el fabricante de la cerveza es el que al final liquida con la hacienda pública. Por supuesto que se lo carga en el precio del producto y por lo tanto lo termina pagando el consumidor final.

Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y actos jurídicos Documentados (ITPyAJD: Otra figura que tenemos en la imposición indirecta estatal, es el impuesto sobre transmisiones patrimoniales y actos jurídicos documentales.

                 Este impuesto grava el tráfico de bienes entre particulares a diferencia del IGIC que grava el tráfico mercantil, es decir, el tráfico cuando se trata de empresarios. Así por ejemplo, si una casa es vendida por un particular a otro,  la imposición indirecta que grava esa operación de venta de particular a particular está sujeta a ITPyAJD. Sin embargo, si se trata de un empresario, pensemos en una promotora que construye unos chalet y los vende, como es un empresario, persona jurídica o una persona física empresaria, esa operación va sujeta al IGIC.

                 (Tráfico mercantil, tráfico empresarial, sujeto a IGIC. Trafico entre particulares sujeto a ITPyAJD).

                 Este impuesto tiene tres modalidades:

Transmisiones patrimoniales onerosas: Venta de vivienda de particular a particular. Arrendamiento. 

Operaciones societarias: Constitución de una sociedad mercantil. 

Actos Jurídicos Documentados: Documentos notariales. Declaración de obra nueva.

                 Se trata de un impuesto estatal cedido a las comunidades autónomas y por tanto es gestionado por ellas, y también tienen facultades  normativas, de ellos hace un par de años fue modificado el tipo de gravamen al 6,5% en las transmisiones de inmuebles, y el próximo año podría volver a ser modificado por que está dentro de las competencias de la comunidad autónoma.

Impuestos aduaneros: Los impuestos aduaneros los gestiona el estado pero son impuestos propios de la Unión Europea, ya que en virtud del artículo 93 de la Constitución al firmar el Tratado de las comunidades europea se les transfirieron las competencias a la Unión Europea, la cual también los regulas. El estado los gestiona hace las liquidaciones y luego lo remite a la tesorería de la Unión Europea.

                 Todos estos son básicamente los impuestos indirectos estatales y junto a estos el estado también tiene tasas y contribuciones especiales como cualquier ente público. Por ejemplo las tasa que se pagan por el aterrizaje de los aviones en los aeropuertos estatales. Otro ejemplo lo tenemos en las tasas que se pagan en los puertos.

2º SISTEMA TRIBUTARIO AUTONÓMICO:

                 En el sistema Tributario Autonómico, ya comentábamos anteriormente que cada comunidad autónoma tiene su propio sistema tributario no es totalmente coincidente el sistema tributario de todas las comunidades autónomas lo que si hay es un esquema común dentro del cual se admite que existan variaciones.

A.- Impuestos propios de la Comunidad Autónoma y recargos sobre impuestos estatales:

                  Y dentro de este esquema común hay que destacar que las comunidades autónomas puedan tener impuestos propios y recargos sobre impuestos estatales. Dentro de unos límites que veremos más adelante, éstas pueden establecer sus tributos propios, estas tienen su parlamente y si el parlamento autonómico lo aprueba pueden establecer un tributo que no puede coincidir con el hecho imponible de un tributo estatal, eso está prohibido.

                  No podrían por tanto crear un  tributo que sea una copia del Impuesto Estatal sobre la Renta. Y también puede imponer un recargo sobre un tributo estatal, es decir un impuesto estatal sobre la renta la comunidad puede aprobar un recargo del 4% o del 5%, y  de hecho así lo hizo la comunidad de Madrid.

B.- Tributos estatales cedidos a las comunidades autónomas:

                 En segundo lugar están los tributos estatales cedidos, son tributos estatales pero cedidos a las comunidades autónomas, dentro de estos tributos cedidos podemos diferenciar entre:

                 a) Totalmente cedidos: El Impuesto sobre el Patrimonio, Impuesto sobre sucesiones y donaciones, impuesto sobre transmisiones patrimoniales y actos jurídicos documentados.

                 Totalmente cedidos salvo la titularidad normativa, la facultad de dictar normas en estos tributos sigue estando en manos del estado, pero se admite cierta capacidad normativa a las comunidades autónomas.

                 b) Parcialmente cedidos: Son varios entre los que destacarían el IRPF, el IVA, en territorio peninsular, en algunas facetas, etec.

                 Por lo tanto en las comunidades autónomas tendríamos en primer lugar, Impuestos propios, y los recargos sobre impuestos estatales, en segundo lugar los tributos cedidos que pueden ser, total o parcialmente cedidos,  y por último también pueden tener tasas e impuestos especiales, que también hay en las comunidades autónomas.

3º SISTEMA TRIBUTARIO LOCAL:

                 Por último tenemos un tercer apartado que seria el  sistema tributario Local. Aquí habría que distinguir:

A) Los impuestos de establecimiento obligatorio: Que son:

El Impuestos sobre bienes inmuebles (I.B.I.), que es el más importantes, que grava la titularidad de bienes inmuebles. Todos los  titulares de bienes inmuebles han de pagar todos los años este impuesto.

El Impuesto sobre actividades económicas (I.A.E): El Impuesto sobre Actividades Económicas (IAE), lo pagan aquellos que realizan actividades empresariales, personas físicas y sociedades, aunque hoy en día sólo lo pagan las sociedades ya que las personas físicas están exentas.

Impuesto sobre vehículos de tracción mecánica: y el impuesto sobre el vehículo de tracción mecánica, todos los titulares de coches tienen que pagar todos los años este impuesto. 

                 De acuerdo con lo que establece el Texto Refundido de la Ley de Haciendas Locales tienen que establecerlo con carácter general todos los ayuntamientos, y los ayuntamientos tienen autonomía para graduar el tipo impositivo, por ejemplo en el IBI hay una escala, un abanico de tipos impositivos entre los cuales el ayuntamiento puede elegir, eso significa que entre Las Palmas de Gran Canarias y Santa Brígida no tiene porque haber un mismo tipo impositivo, en el impuestos sobre bienes inmuebles; tiene  que existir el impuesto pero el tipo de gravamen no tiene porque ser el mismo.

B) Los impuestos de establecimiento voluntario.
                 Y después tenemos los de establecimiento facultativos o  voluntarios por los ayuntamientos, que son:

El Impuesto sobre construcciones, instalaciones y obras: Que es un impuesto que se tiene que pagar cuando un propietario va ha construir una casa, y tendrá que pagarlo si el ayuntamiento lo tiene establecido.

Impuesto municipal sobre el incremento del valor de los terrenos de naturaleza urbana: También llamado impuesto municipal de plusvalías, ese grava al trasmitirse un inmueble por el valor del suelo. El propietario vende una casa y tendrá que pagar este impuesto municipal de plusvalía.

C) Las tasas y contribuciones especiales:
                 Por último, y una vez visto los impuestos, y aquí estarían las tasas y contribuciones especiales que los ayuntamientos pueden establecer, y de hecho donde las tasas y las contribuciones especiales adquieren mayor importancia es en el ámbito municipal.

                 Recordemos que ya vimos con anterioridad que en la Ley de Haciendas locales, al examinar las tasas,  había una relación de supuestos en los que se podían establecer tasas ya sea por aprovechamiento del dominio público o por prestación de servicios públicos.

                                                                  Fin 

TEMA 3

LOS PRINCIPIOS CONSTITUCIONALES Y COMUNITARIOS SOBRE EL TRIBUTO

3.1. Los principios constitucionales del Derecho Tributario.


La C.E. no define el tributo como tal, ni tan siquiera la antigua Ley tributaria de 2003. La Ley tributaria del 2003 definía el tributo en su art, 2.1 diciendo que “son los ingresos públicos que consisten en prestaciones pecuniarias exigidas por una Administración Pública, como consecuencia de la realización del supuesto de hecho ante la Ley vincula el deber de contribuirla, con el fin primordial de obtener los ingresos necesarios para el sostenimiento de los gastos públicos”. Por su parte la doctrina lo ha definido más resumidamente “prestación pecuniaria de carácter coactivo impuesta por un ente público con el objeto de financiar los gastos públicos”. 


Como características básicas se debe destacar las siguientes:

1. Prestación pecuniaria (dinero). Si bien en algunos casos también se contemplan prestaciones personales o de transporte (En supuestos de incendios o calamidad, se podía exigir los medios para suplir la necesidad colectiva) y también de patrimonio. En cualquier caso, siempre el cálculo será valorado en dinero.

2. Carácter coactivo. El Tributo se impone sin el concurso de la voluntad del obligado a satisfacerla. Solamente hay una decisión del ente público, teniendo el contribuyente que cumplirla “ … como consecuencia de la realización del supuesto de hecho ante la Ley vincula el deber de contribuirla…”
3. Carácter contributivo. Los tributos existen para sufragar los gastos públicos. Sin embargo existen otros ingresos que no tienen este carácter contributivo como las sanciones, que tienen como fin el reprimir las conductas ilegales de los ciudadanos.


Los principios constitucionales vienen recogidos en el art. 31 de la CE (Capítulo 2 –derechos y libertades—sección II de los derechos y deberes de los ciudadanos). En el art. 31.1. ” Todos contribuirán al sostenimiento de los gastos públicos de acuerdo con su capacidad económica mediante un sistema tributario justo inspirado en los principios de igualdad que en ningún caso tendrá carácter confiscatorio.” En dicho artículo se encuentra los principios materiales, es decir, como tienen que ser las leyes. En la segunda parte del art. “31. 2 El gasto público realizará una asignación equitativa de los recursos públicos y su programación y ejecución responderán a los criterios de eficiencia y economía”, que la doctrina ha definido como los principios materiales de gasto público de eficiencia y economía. Y un “31.3 solo podrán establecerse prestaciones personales (cuando se presenta la declaración de la renta) o patrimoniales (pago de la deuda tributaria) de carácter público con arreglo a la Ley” que sería el principio de legalidad tributaria, con lo cual no se podrá crear tributos con otra norma que no tenga rango de Ley. 


No cabe el recurso de amparo de acuerdo con el art. 53.2 ya que el art. 31 está fuera de los derechos fundamentales, al estar en la sección segunda del capítulo II. Es importante indicar que a pesar no se pueda interponer directamente el recurso de amparo, si en la aplicación del tributo se vulnera algún derecho fundamental (Ej.: cuando se entra en una vivienda para su embargo, sin autorización judicial) en ese caso si se cabría su interposición.

3.2. El principio de capacidad económica.

Es el principio estrella dentro de los principios materiales sobre el tributo. 

· La doctrina se ha destacado como las reglas básicas para efectuar el reparto de la carga tributaria. En la misma redacción del precepto del art. 31 lo pone de manifiesto en el que dice “todos (incluido los extranjeros) contribuirán al sostenimiento de los gastos públicos de acuerdo con su capacidad económica…” 

· Como segunda idea que guarda capacidad económica -- estrecha relación con el principio de igualdad, que se observa desde tres niveles distintos:

1. Punto de vista histórico. Los tributos se repartan según la riqueza de cada cual y no como se hacía en los antiguos regímenes que concedían privilegios a determinadas clases sociales.

2. Punto de vista lógico. Es normal que la medida de reparto de carga tributaria, sea tomada en cuenta por la riqueza económica y no por la clase de persona, etc.

3. Igualdad formal y material que se menciona en el art. 9.2 C.E. “corresponde a los poderes públicos promover las condiciones para que la libertad y la igualdad del individuo y de los grupos en que se integran sean reales y efectivas…”
· Principios materiales: Funciones que juega en el sistema tributario. 

1. El tributo se aplica porque lo autoriza la Constitución de acuerdo a su capacidad económica.

2. Límites para el legislador. No se puede crear un tributo que no ponga de manifiesto una capacidad económica, debiendo atender a unos índices (que pueden ser variados, renta, patrimonio y consumo) de capacidad económica. Sería inconstitucional imponer un tributo a las personas gordas, etc. Es importante destacar que los tributos también pueden ser, además de gravar esa capacidad económica, puede tener otras finalidades extrafiscales, que además sirvan para proteger el medioambiente (ecotasa), para la salud de los ciudadanos (tabaco, alcohol, etc.), contaminación (hidrocarburos).

3. Sirve de orientación para el legislador en la consecución de la igualdad material (art. 9.2 CE). El sistema tributario ha de prestar atención a la capacidad económica global de cada individuo. Los impuestos más importantes deben ser aquellos que gravan los índices más perfectos de capacidad económica. Aquellos índices que gravan la renta (IRPF y SOCIEDADES) son más perfectos que el patrimonio y a su vez otros que gravan el consumo como el IVA o IGIC.

3.3. El principio de igualdad.

1. La igualdad es un valor del ordenamiento constitucional (art. 1.1 España se constituye en un Estado Social democrático y de derecho que propugna como valores superiores de su ordenamiento jurídico, la libertad, la igualdad y el pluralismo político). La igualdad formal se desarrolla en el art. 14 CE Los españoles son iguales ante la Ley sin que pueda prevalecer discriminación alguna por razón de nacimiento, raza, sexo, religión…” y la igualdad material recogida en el art. 9.2 Los poderes públicos promoverán para que la igualdad sea material…” También en el art. 31, se recoge que debe inspirar el principio de igualdad. Por su parte la violación del art. 14 acudiría al Recurso de Amparo, mientras que la igualdad tributaria del art.31 quedaría fuera de dicho amparo, debiendo de acudir del recurso de inconstitucionalidad de la norma. La doctrina del TC señala que ha sido muy estricto y reacio a aplicar el recurso de amparo en relación con la igualdad tributaria que recoge el art. 31, si bien si lo admite cuando la vulneración se ha generado en el ámbito del art. 14.  Cuando se habla del principio de igualdad del art. 14 se atiende a la constitución de grupos o personas por razones subjetivas, mientras que la del art. 31 las diferencias se establecen por razones objetivas atinentes a las rentas o los ingresos de los sujetos. Ej. STC – Inconstitucionalidad de la tributación conjunta obligatoria –viola el art. 14 CE, - tratamiento de la Ley de IRPF de las pensiones por incapacidad permanente absoluta y en la que diferenciaba los trabajadores por cuenta ajena y funcionarios públicos. 
3.4. El principio de generalidad.

1. Se desprende del art. 31.1 CE “todos contribuirán al sostenimiento del gasto público”, no hay excepción, abarcando por tanto a todas las personas, incluidos los extranjeros, es decir, todos aquellos que tengan una vinculación con el Estado español.

2. Ausencia de privilegios en la distribución de la carga económica.

3. Compatibilidad con beneficios fiscales. Se basan en la capacidad económica. Se crean incentivos fiscales con el objetivo de paliar determinadas situaciones de desventaja. Está prohibido que dichos beneficios fiscales se apliquen a determinadas y concretas personas privadas.

3.5 El principio de progresividad.

Hay que partir de la diferencia entre proporcionalidad y progresividad. Los impuestos son proporcionales cuando tienen un tipo impositivo constante, mientras que son progresivos cuando el tipo impositivo va aumentando a medida que también la riqueza computable.

Ejemplo 

Hipotético

Proporcionalidad: Se dice por la doctrina que aumenta la contribución en proporción superior a ese incremento de riqueza.

Progresividad: Es una técnica respecto de los tipos de gravamen y al mismo tiempo es un principio constitución (art. 31.1 CE). 

Históricamente siempre estuvo el principio de proporcionalidad. Sin embargo, a finales de la II guerra mundial se ha impuesto (parte de la revolución italiana) el principio de la progresividad. Este principio se utiliza o relaciona con el principio de capacidad económica y con el principio de distribución de la renta (art. 40.1 CE “los poderes públicos promoverán las condiciones favorables para el progreso social y económico para una distribución de la renta regional y personal más equitativa, en el marco de una política de estabilidad económica” Los que más tienen deben pagar por tanto más.

El art. 31.1 habla del sistema tributario del principio de progresividad, si bien todos los tributos no tienen que ser progresivos. Existen en nuestro sistema impuestos proporcionales (impuesto sobre sociedades, transmisiones patrimoniales). De ahí que tengamos unos impuestos muy importantes como: IRPF, IMPUESTO SOBRE SUCESIONES Y SOBRE EL PATRIMONIO (progresivo), IMPUESTO SOBRE SOCIEDADES (proporcional) Y EL IVA (proporcional). Gravan el índice de capacidad económica. 

3.6. El límite de la confiscatoriedad. (principio de no confiscatoriedad)

· De este principio se ha dicho que es un límite a los que se podía llegar la progresividad. Si el impuesto continúa progresividad podría llegar hasta el total de la renta del contribuyente, siendo eso un impuesto confiscatorio.

· Guarda relación con el reconocimiento de la propiedad art 33.1-2-3 CE “Se reconoce el derecho de la propiedad, etc.”. Por la doctrina se dice que hay una redundancia al estar garantizado en estos artículos. Se refiere a reforzar y ofrecer una protección al contribuyente, postura esta que es la que defiendo el profesor Francisco Hernández por lo que no está muy de acuerdo con las tesis doctrinales que dicen que hay redundancia.

· Resulta difícil de perfilar. El TC (150/90) dice que no se puede gravar el 100% de la renta, si bien no se ha pronunciado sobre qué cantidad es considerada confiscatoria. Por el contrario el Tribunal Alemán en una sentencia del año 95, sentó que cuando la cantidad a pagar fuera superior al 50% podía entenderse que estamos ante un impuesto que debe ser considerado confiscatorio. El Tribunal Supremo ha definido en una de sus sentencias que afectaba a los profesionales a los que se había fijado una retención inicial del 20%, considerando el Tribunal que debía ser el 15% que era el tipo impositivo en su grado mínimo, ya que si no habrían algunos casos en los que se les estaba aplicando un porcentaje superior.

· También se predica que sería confiscatorio si de la conjunción de varios impuestos se llega hasta el 100% de la renta o del objeto que se ostenta.

· Este principio de no confiscatoriedad lleva también a justificar el que se establezca por el ordenamiento tributario los aplazamientos y fraccionamientos de pago.

3.7. El principio de legalidad tributaria.

3.7.a Fundamentos.

Este principio consiste en la necesidad de una Ley formal para el establecimiento de los tributos. Un tributo no podrá establecerse con un reglamento. El art. 31.3 de la CE Sólo podrán establecerse prestaciones personales o patrimoniales de carácter público con arreglo a la Ley”.  Se refuerza en el art. 133.1 CE “La potestad originaria para establecer los tributos corresponde exclusivamente al Estado mediante ley”. 

En cuanto a su fundamento político este se baza en la auto imposición, ya que para imponer un tributo a los ciudadanos se ha de contar con la potestad de ellos, a través de sus representantes (poder legislativo), no pudiéndose por tanto el Poder ejecutivo imponer tributos. Tiene una tradición histórica en Inglaterra, ya que los parlamentarios ingleses consiguen arrancar al soberano o Monarca que no imponga impuesto sino es contando con estos. 

Existe también otro fundamento que es el principio de legalidad tributaria, que es la garantía de la generalidad frente a la actuación arbitraria e individual. Con ello se da una protección al ciudadano de que ningún funcionario le pueda reclamar un tributo exclusivamente a él. Como las leyes las aprueba el parlamento y su posterior publicación, se ofrece una seguridad jurídica. El contribuyente conoce antes de tener que pagar el tributo la norma.

3.7.b Material. (a qué abarca este principio de legalidad tributaria)

Abarca, de acuerdo con el art. 31 CE, a las prestaciones personales y patrimoniales de carácter público. Buena parte de la doctrina excluye a las prestaciones personales, si bien el profesor Hdez. disiente de ello, ya que las prestaciones personales son tan importantes como las personales. Sin embargo que las prestaciones personales que habla el art. 31.3 tiene un concepto más amplio, ya que no sólo engloba a los tributos sino algo más. El TC en la sentencia 155/95 se pronunció al respecto indicando que las prestaciones patrimoniales que lo hace que sea con reserva de ley o principio de legalidad tributaria es su carácter coactivo, se impone sin la voluntad de los contribuyentes. Asimismo, el alto Tribunal declaró que los servicios públicos esenciales también estaban amparados en la reserva de Ley porque eran decisiones que aunque formalmente eran libres en el fondo tenían carácter coactivo (ej. Conexión de agua, energía, etc.) 

Los tributos han de estar regulados por Ley y sus elementos esenciales. Estos elementos esenciales dice la doctrina, que son aquellos que identifican al tributo, como por ejemplo, el hecho imponible (la obtención de renta). También tiene que estar en la ley los recursos que se sigue para cuantificar (cuál es la base imponible, tipo impositivo, proporcional, progresivo, etc.). Se apunta también que en Ley tributaria tiene que estar todos los derechos y garantías del contribuyente frente a la Hacienda pública (estatuto del contribuyente). En la nueva Ley General Tributaria que empezó a regir en Julio del 2004 ha quedado recogida. Sin embargo, muchos aspectos procedimentales o de plazos se regulan a través de normas con rango inferior a la Ley. En cuanto a los beneficios fiscales, estos tienen que ser regulados a través de Ley, bien sea de nuevo establecimiento, modificación o supresión. “todo beneficio fiscal que se establezca ha de ser a través de una Ley” texto este recogida en la Ley General Tributaria.

También en la Ley General Tributaria en su art. 8 en la que nos dice “Reservas de Ley tributaria”. Por un lado tenemos la Constitución y por otro tenemos una ley ordinaria como la Ley General tributaria. Se dice que el principio de Ley viene fijado por el mandato que impone al Legislador y a la administración autoras del reglamento. Existe también una reserva impropia de Ley, que la Ley General Tributaria ha fijado a través de Ley. El efecto práctico que tiene esta reserva impropia de Ley en la Ley General tributaria es que cuando exista una materia que esté regulada por esta, se ha de ajustar al principio de jerarquía normativa (primero lo que diga la Ley y posteriormente habrá que acudir a normas con rango inferior).

Carácter absoluto (todas las materias tienen que estar regulados por Ley) o relativo (sólo algunos aspectos) del principio de legalidad tributaria. Al respecto se dice que tiene un carácter relativo, por lo que pueden existir normas de rango inferior que regulen aspectos de los mismos. La doctrina aduce que el art. 31.3 indica con arreglo a Ley, por lo que no hay reserva absoluta, si bien también se argumenta que ha de entenderse con carácter relativo porque se hace posible en determinados casos el principio constitucional de autonomía financiera como el de las Corporaciones Locales (art. 142 CE “Las Haciendas locales deberán disponer de los medios suficientes para el desempeño de las funciones que la ley les atribuye a las Corporaciones respectivamente y se nutrirán fundamentalmente de tributos propios…”  La ley lo que hace es fijar un mínimo y un máximo, siendo las propias Corporaciones Locales que las que fijan el tipo entre los márgenes regulados en la Ley. Hay algunos que son obligatorios y otros que son voluntarios. Si fuera absoluta, los Ayuntamientos no podrían tener ningún margen de maniobra, incumpliendo el principio Constitucional de autonomía de las corporaciones locales.

Las tasas tienen un carácter más técnico y de ahí que sean mayormente reguladas a través de reglamento.

3.8. Los principios de legalidad y capacidad económica a en relación con las tasas.

Mirar.

3.9. Otros principios constitucionales.


En primer lugar hay que indicar que la regulación de aplicación de los tributos, se rige no sólo por los principios constitucionales tributarios, sino que también son de aplicación otras garantías constitucionales. Este sería el caso del principio constitucional penal (art. 25.1 Nadie podrá ser condenado o sancionado por acciones u omisiones que en el momento de producirse no constituyan delito, falta o infracción administrativa, según la legislación vigente en aquel momento.) por lo que no se podrá imponer sanción sino está previamente recogido. También el de tutela judicial efectiva (art. 24.1 CE), inviolabilidad e intimidad. Estos derechos pueden ser afectados por actuaciones administrativas que vulneren algunos de estos derechos. Aparte de estos derechos hay uno de carácter general que es el principio de seguridad jurídica o certeza jurídica (art. 9.3 CE “La Constitución garantiza el principio de legalidad, la jerarquía normativa, la publicidad de las normas….”)  cuya garantía consiste en las garantías del ciudadano frente a cambios imprevisibles y claridad en la norma.


Se dice que el principio de seguridad jurídica en el campo tributario no llega hasta el límite establecido en el ámbito penal, al no tener los tributos la misma naturaleza, conjugándose con otros valores o principios constitucionales importantes.

3.10. Principios del Tratado de la Unión Europea en relación con los tributos.


En este caso nos movemos dentro de la futura Constitución Europea, pendiente de aprobación en referéndum por el pueblo español. La influencia de la normativa europea sobre los tributos, como consecuencia de los tratados aprobados, tiene un valor constitucional, al integrarse en el ordenamiento interno, imponiéndose incluso por encima de la Constitución Española. Las disposiciones específicas recogidas en el tratado de la Unión Europea (disposiciones que tienen carácter instrumental para lograr el objetivo que propone la Unión Europea de conseguir el mercado interior, aprobándose una serie de disposiciones en materia tributaria). Como afirma la doctrina, en esas disposiciones dos aspectos:

2.9.a PROHIBICIONES.

1. Art. 25- Impone la eliminación de las aduanas entre los países miembros de la U.E. (no se pueden cobrar derechos aduaneros en el comercio entre los Estados). La Tasa Exterior Común (TEC) se aplica cuando se importa mercancía de terceros países no comunitarios. Los derechos de aduana que se cobran en la frontera, son unos tributos propios de la U.E., debiéndolo ingresar el Estado miembro que lo cobre en la caja de la UE.

2. Art. 90- Que establece la prohibición de tributos internos de carácter discriminatorio. Un Estado miembro no puede establecer tributos que discrimine a productos fabricados en otro país comunitario. Ej. Si un producto español se le aplica una fiscalidad y otra distinta a los que son fabricados en Francia. En Canarias se ha tenido que utilizar la venia europea para la aplicación de los arbitrios, cuya finalidad era la de gravar la mercancía producida en el exterior de las islas.

3. Persigue la neutralidad fiscal en el comercio internacional. Se refiere a que se prohíbe las devoluciones excesivas en las expediciones comerciales a otros estados miembros. Lo que se pretende es que cuando se exporta la mercancía (el Estado que lo hace, lo haga libre de impuestos, debiendo gravar el que la reciba). 

2.9.b ARMONIZACION.

Los Impuestos más importantes son los aplican sobre el volumen de negocios (IVA-IGIC), Impuestos sobre consumos específicos (IMPUESTOS ESPECIALES DE FABRICACIÓN – alcohol, tabaco, hidrocarburos). De estos impuestos (art. 93 Tratado UE) que impone la obligación de armonizarlos, lo que ha hecho que el IVA tenga una normativa (directivas comunitarias, concretamente la VI) teniendo luego los Estados miembros cierta capacidad de maniobra en cuanto a los tipos, exenciones y bonificaciones. A partir del año 92 Canarias tiene el IGIC [de técnica IVA, variando en los tipos impositivos (más reducidos) y algunos otros pequeños aspectos]. También hay directivas armonizando los impuestos especiales de fabricación.

Esta armonización de los impuestos indirectas la tienen que realizar los Estados miembros, que nos lleva, desde el principio de legalidad tributaria, a que la normativa IVA (directiva) no es aprobada por el Parlamento, sino por el Consejo y Comisión, pidiéndosele al Parlamento Europeo un dictamen. Esto claramente está en contra de uno de los principios de legalidad tributaria (con la voluntad de los ciudadanos-autoimposición a través de sus representantes). Por su parte el IVA español, es aprobado por el parlamento español, pero con la restricción fijada por la directiva comunitaria, pudiendo decidir sólo en los tipos, exenciones y bonificaciones. De ahí que se predique que esto no cumple el principio de legalidad tributaria.

En cuanto a la imposición directa (IRPF, SOCIEDADES) no existe la misma obligación de armonizar estos impuestos como lo es el caso de los indirectos. Actualmente la UE está trabajando para la armonización europea de la base imponible del impuesto sobre sociedades.

                                                                                         fin

TEMA 4

EL PODER TRIBUTARIO

1.- Precisiones conceptuales.

En la doctrina tradicional el concepto de poder tributario, o de soberanía tributario, venía considerado como el fundamento o justificación del tributo, institución que se consideraba asentada en la posición de supremacía inherente a la propia existencia del Estado. El tributo es la prestación pecuniaria que el Ente público tiene la capacidad de exigir en base a su potestad de imperio.

En dicha categoría se distinguía entre el poder originario –correspondiente al Estado titular de la soberanía- y el poder derivado –correspondiente a los entes públicos de nivel inferior al Estado, que disfrutaba de dicho poder en la medida en que le venía atribuido por el propio Estado-.

Hoy en día después de la Constitución, esta explicación no es acorde, ya que:

· El poder tributario no puede ser considerado como el fundamento de la imposición. Dicho fundamento se encuentra en el deber de contribuir establecido en la propia Constitución (art. 31).

Ni se puede hablar tampoco de un poder tributario originario, inherente al Estado por su simple existencia. El poder tributario, como los restantes poderes o potestades públicos, existe jurídicamente sólo en virtud de la Constitución y dentro de los límites establecidos en ella.

De ello se deduce que al estudiar el poder tributario se indica la distribución de la competencia o capacidad para establecer tributos entre los diferentes entes públicos de base territorial (Estado, comunidades Autónomas, Corporaciones Locales, etc.).

· Las diferencias en el poder tributario de los entes citados habrá que encontrarla, no en el origen de dicho poder, que procede de la Constitución, sino en los límites que ésta establece para cada uno de los diferentes supuestos.

2.- El poder tributario del Estado.

Dicho poder se encuentra reconocido en el art. 133.1 CE y en el art. 4 LGT: <<La potestad originaria para establecer los tributos corresponde exclusivamente al Estado, mediante Ley>>. 

Esta fórmula se inspira claramente en la diferencia entre poder originario y derivado. El significado de la expresión hay que buscarlo, en primer lugar, en el ámbito simbólico-político, como sucede en otras cuestiones relacionadas con la articulación territorial del poder público (p. ej., en el término <<nacionalidades>>).

Esta calificación constitucional del poder tributario del Estado legitima la precedencia de éste sobre el de las Comunidades Autónomas en los casos de colisión. Cuestión que no es abordada directamente por la CE, pero sí por la legislación de desarrollo de la misma.

El poder tributario del Estado debe ejercerse respetando los principios de la imposición establecidos en la propia CE, que tienen la función de mandato al legislador y de límite a su actuación. 

Los límites del poder tributario del Estado son:

A) Límites derivados del art. 31CE:

a) El límite que representa la necesidad de adecuar la regulación de los tributos a las exigencias de justicia material (apartado 1, del art. 31).

b) Limitaciones de carácter formal (derivadas del principio de legalidad o de reserva de ley) –p. ej., el poder tributario del Estado debe ejercerse a través del Parlamento-.

B)  Límites derivados de otros preceptos constitucionales, que condicionan el ejercicio de la potestad legislativa:

a) Inadmisibilidad de iniciativa legislativa popular en relación a los tributos (art. 87.3 CE).

b) Condicionamientos de las iniciativas parlamentarias que signifiquen disminución de ingresos del presupuesto en curso (art. 134.5 y 6 CE).

c) Restricciones a las modificaciones tributarias mediante la Ley de Presupuestos (art. 134.7 CE), salvo ley sustantiva que lo prevea –p. ej., Disposición Final del Código Tributario-.

3.- El poder tributario de las Comunidades Autónomas.

<<Las comunidades Autónomas y las Corporaciones locales podrán establecer y exigir tributos de acuerdo con la Constitución y las leyes>> -art. 133.2 CE-. También se destaca el art. 156.1 CE que reconoce a las Comunidades Autónomas autonomía financiera y el art. 157.1. CE, la capacidad para establecer tributos propios y recargos sobre los impuestos estatales.

Todos los poderes públicos, sea cual sea su titular y la dirección en que se ejerzan, han de hacerlo sometidos a la Constitución. Existen límites, además de los antes mencionados, que se aplican para las Comunidades Autónomas, condicionando el Poder Tributario autonómico.

Un límite adicional es el sometimiento a las leyes (art. 133.2 CE). El art. 157.3 CE dice que <<mediante ley orgánica podrá regularse el ejercicio de las competencias financieras enumeradas en el precedente apartado 1>>. Entre estas competencias financieras está la de establecer tributos. Al emplear el término podrá, no se trata de un requisito que la CE establezca, sino de una posibilidad cuya oportunidad corresponde juzgar a las Cortes Generales.

Las Cortes en 1980 aprobaron la Ley Orgánica de 22 de septiembre de Financiación de las Comunidades Autónomas (LOFCA). Esta ley en lo que se refiere a la creación de tributos autonómicos sólo recoge las limitaciones ya especificadas en la CE:

A) Respetar los principios o criterios de coordinación con la Hacienda estatal y de solidaridad con todos los españoles (art. 156 CE y art. 2 LOFCA).

B) Se ha de respetar el principio de territorialidad (no podrán adoptar medidas tributarias sobre bienes situados fuera de su territorio o que supongan obstáculo para la libre circulación de mercancías y de servicios) y de unidad del mercado interno. 

Estos mismos principios son recogidos con algo más de especificación en la LOFCA:. Por una parte, el art. 2.1, a) previene que el sistema de ingresos de las CCAA <<deberá establecerse de forma que no pueda implicar, en ningún caso, privilegios económicos o sociales ni suponer la existencia de barreras fiscales en territorio español>>. Por su lado, el art. 9 LOFCA, referido a los impuestos propios de las CCAA, recuerda la vigencia de los siguientes principios:

<<a) No podrán sujetarse elementos patrimoniales situados, rendimientos originados ni gastos realizados fuera del territorio de la respectiva Comunidad Autónoma.

b) No podrán gravarse, como tales, negocios, actos o hechos celebrados o realizados fuera del territorio de la Comunidad impositora, ni la transmisión o ejercicio de bienes, derechos u obligaciones que no hayan nacido ni hubieran de cumplirse en dicho territorio o cuyo adquirente no resida en el mismo.

c) No podrán suponer obstáculo para la libre circulación de personas, mercancías, servicios y capitales, ni afectar de manera efectiva a la residencia de las personas o de la ubicación de empresas y capitales dentro del territorio español, de acuerdo con lo establecido en el artículo 2.1, a), ni comportar cargas trasladables a otras Comunidades>>.

El TC ha señalado que lo que queda prohibido es la adopción de medidas que intencionalmente persigan la finalidad de obstaculizar la circulación; la infracción del mismo se producirá cuando las consecuencias objetivas de las medidas adoptadas impliquen el surgimiento de obstáculos que no guarden relación con el fin constitucionalmente lícito que aquéllas persiguen.

Por último, la LOFCA ha añadido específicamente, la prohibición de la doble imposición (principio de preferencia de la Hacienda estatal en la definición de hechos imponibles): <<Los tributos que establezcan las CCAA no podrán recaer sobre hechos imponibles gravados por el Estado>> -art. 6.1 LOFCA-. El Estado sí que puede reclamar para sí el derecho a establecer tributos sobre hechos imponibles previamente <<ocupados>> por las CCAA aunque se deberá compensar a dichas Comunidades. 

El TC ha señalado que lo que queda prohibido es la duplicidad de hechos imponibles estrictamente, pero no la existencia de hechos imponibles o tributos diferenciados sobre una misma materia imponible o fuente de riqueza.

En sentido opuesto, la LOFCA contempla la posibilidad de que las Comunidades Autónomas establezcan tributos sobre materias reservadas a las Corporaciones locales por la legislación de régimen local, pero sólo en los términos en que sean autorizadas por dicha legislación y con la adecuada compensación económica.

El poder tributario se ejerce también en la regulación de tributos estatales cedidos a las Comunidades Autónomas. Esta facultad normativa en materia de tributos cedidos no aparece en la Constitución ni existía en la concepción inicial de la LOFCA, que estableció la lista de tributos susceptibles de cesión, pero dispuso que lo que se cedía era sólo la recaudación, la cual podía ir acompañada de la delegación de facultades de gestión, pero sin que fuera posible ejercer competencias normativas respecto de los tributos cedidos. La competencia normativa se mantenía en poder del Estado. En esta cesión de tributos se distingue dos fases:

1) Hasta 1996, las Comunidades Autónomas tenían competencias sobre el rendimiento y la gestión, pero no tenían competencias normativas, no pudiendo modificar la normativa del impuesto.

2) A partir de 1996, se produce un cambio con la LOFCA, acentuándose en la reforma del 2000. Se concede competencias normativas, 

4.- El poder tributario de la Comunidad Autónoma de Canarias.

Se aplica el régimen general de las Comunidades Autónomas, apareciendo tributos que sólo se aplican en la Canarias –p. ej. el REFC-.
Los impuestos REFC son, el IGIC, el AIEM antes APIC, etc. Estos tributos REFC no son impuestos propios de la CCAA, son estatales. 

En el IGIC, la titularidad normativa corresponde al Estado, estando cedida la gestión a la Comunidad Autónoma. En cuanto al rendimiento, está cedido en partes iguales a la Comunidad y a las Corporaciones locales.

En el AIEM, la titularidad normativa es del Estado, estando cedida la gestión y el rendimiento a la Comunidad Autónoma y ésta debe invertirlos en los planes locales.

Con ocasión de una cuestión de inconstitucionalidad de la Sala Contencioso-Administrativo, el TC, en Sentencia núm. 156/2004 declaró que en los tributos REFC, la competencia para resolver no eran de los órganos de la Comunidad, sino los órganos estatales, por ser éstos competentes para conocer de los mismos. El TC entiende que estos tributos no son ni impuestos propios de las CCAA, ni de los Cabildos, ni de las Corporaciones locales, y lo que se pensaba era que se trataba de impuestos cedidos. El TC indica que no se trata de impuestos cedidos, ya que no están recogidos en el Estatuto de Autonomía, ni en la LOFCA. Para el TC se trata de impuestos estatales.

Después de esa sentencia, se entiende que los órganos económicos-administrativos de la CCAA son incompetentes, siendo nula de pleno derecho las decisiones que éstos tomen.

Existen otras especialidades del REFC, producido en impuestos estatales, existiendo beneficios fiscales que sólo se aplican en Canarias (RIC, reserva de inversiones en Canarias).

También existen en los impuestos estatales directos y en los indirectos, existen especialidades.

En Canarias no se aplican todos los impuestos estatales indirectos (p. ej., sobre labores de tabaco, sobre hidrocarburos, etc.). Cuando se modifique en el REFC, debe oírse a la Comunidad Autónoma. El art. 46 del Estatuto de Autonomía especifica que << el Parlamento Canario deberá ser oído en los proyectos de legislación financiera y tributaria que afecten al régimen económico-fiscal de Canarias>>.

5.- El poder tributario de las Corporaciones Locales.

La potestad de establecer tributos por parte de las Corporaciones locales constituye una manifestación de su autonomía financiera (art. 142 CE), pudiendo establecer y exigir tributos de acuerdo con la Constitución y las leyes, que equipara en su redacción a CCAA y Corporaciones Locales.

Existe una fundamental diferencia entre las Comunidades Autónomas y las Corporaciones locales. Mientras que las CCAA disfrutan de potestad legislativa, los Ayuntamientos y las Diputaciones carecen de ella.

Las Corporaciones Locales pueden establecer tributos o decidir sobre la regulación de sus elementos esenciales sólo si cuentan para ello con habilitación explícita de una Ley, que debe predeterminar dentro de los límites precisos la disciplinar de dichos tributos al tratar el alcance del principio de legalidad.
La Ley de Regulación de las Haciendas Locales (Texto Refundido aprobado por Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo) ha diseñado el sistema de ingresos de Ayuntamientos y Diputaciones, incluyendo los tributos propios, los recargos sobre tributos autonómicos o de otros entes locales.

La potestad tributaria de las Corporaciones Locales, en relación con dichos impuestos propios, consisten en:

a) Facultad de decidir sobre su establecimiento del tributo o aplicación en concreto, salvo que la imposición es obligatoria.

b) Determinación del tipo o cuantía, dentro de los márgenes fijados en la propia Ley de Regulación de las Haciendas Locales.

Los impuestos son:

· Obligatorios: IBI (Impuesto sobre Bienes Inmuebles), IAE (Impuesto Actividades Económicas) e IVTM (Impuesto sobre Vehículos de Tracción Mecánica) .

· Potestativos:  IIVTNU  (Impuesto sobre el Incremento del Valor de los Terrenos de Naturaleza Urbana) e ICTO (Impuesto sobre Construcciones, Instalaciones y Obras). 

Lo primero que hay que hacer es decidir si se establece o no, los impuestos que son potestativos. Una vez, resuelto, lo segundo es determinar el tipo impositivo dentro de los márgenes legales.

El art. 6 LRHL establece una limitaciones que coinciden casi literalmente con las de las Comunidades Autónomas:

· Principio de territorialidad:<< no someter a gravamen bienes situados, actividades desarrolladas, rendimientos originados ni gastos realizados fuera del territorio de la respectiva entidad>>.

· Principio de neutralidad o de no obstáculo a la circulación de personas, bienes, servicios o capitales: <<no implicar obstáculo alguno para la libre circulación de personas, mercancías o servicios y capitales, ni afectar de manera efectiva a la fijación de la residencia de las personas o la ubicación e empresas y capitales dentro del territorio español ...>>.

Las Corporaciones Locales canarias se rigen por el régimen general, pero también tienen unas especialidades que derivan de unos recursos que reciben (IGIC el 49, 65%; Cabildo 6%; el AIEM todo el porcentaje, etc.).

Sin embargo tienen el inconveniente que todas las Corporaciones locales participan en el Fondo Nacional de las Haciendas Municipales. Las Corporaciones locales canarias participan en menor medida.
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TEMA 5

FUENTES DEL DERECHO TRIBUTARIO.

Introducción.

El art. 7 de la Ley General Tributaria menciona las fuentes del Derecho tributario:

1. <<Los tributos se regirán:

a) Por la Constitución.

b) Por los Tratados o Convenios internacionales que contengan cláusulas de naturaleza tributaria y, en particular por los Convenios para evitar la doble imposición.

c) Por las normas que dicte la Unión Europea y otros organismos internacionales o supranacionales a los que se atribuya el ejercicio de la competencia en materia tributaria.

d) Por la presente Ley, por las Leyes reguladoras de cada tributo y por las demás Leyes que contengan disposiciones en materia tributaria.

e) Por las disposiciones reglamentarias dictadas en desarrollo de las normas anteriores.

En el ámbito de competencias del Estado, cuando una Ley o un reglamento lo disponga expresamente, corresponde al Ministro de Hacienda dictar disposiciones de desarrollo en materia tributaria, que revestirán la forma de Orden Ministerial.

2. Tendrán carácter supletorio las disposiciones generales del Derecho Administrativo y los preceptos del Derecho Común>> .

1.- La Constitución. Remisión.

Es la primera de las fuentes del ordenamiento tributario, reconociéndole el valor de norma jurídica en sentido propio.

Se remite a los principios constitucionales. El artículo 7 de la nueva Ley General Tributaria es el que regula las materias de las fuentes del derecho tributario.

En primer lugar, La Constitución, norma que actúa en sentido propio, es decir, aquellos preceptos que no necesitan desarrollo son aplicables directamente.

2.- Los Tratados Internacionales.

Por debajo de la Constitución, la primera de las fuentes en el orden de jerarquía es la representada por los Tratados internacionales. Así lo entiende mayoritariamente la doctrina, aunque existen autores que defienden la tesis de que la articulación entre Tratados y Derecho interno no se establece en términos de jerarquía, sino de distribución de materias o ámbitos de actuación.

Especifica el art. 96 CE que <<Los Tratados internacionales válidamente celebrados, una vez publicados oficialmente en España, formarán parte del ordenamiento>>, añadiendo que <<sus disposiciones sólo podrán ser derogadas, modificadas o suspendidas en la forma prevista en los propios Tratados o de acuerdo con las normas generales del Derecho internacional>>.

Se acoge el principio de recepción automática. Este mismo criterio se incorpora a la LGT, que en su versión de 1963 adoptaba el criterio contrario.

Con relación al Derecho Tributario tienen interés los Tratados bilaterales celebrados para evitar la doble imposición en los impuestos, pero sobre todo en el de la renta y el patrimonio (art. 7.1 b) LGT y art. 96 CE, como base jurídica para la celebración de estos Tratados).

La importancia que tienen estos Convenios para evitar la doble imposición es que prevalecen sobre la ley interna. Cuando estamos ante un caso de este tipo, no se aplica la ley interna, por ejemplo en el impuesto del IRPF, sino que prevalece lo dispuesto en los Convenios o Tratados –p. ej., art. 5 LIRPF-.

Aparte de esto, tenemos los Tratados a los que se refiere el art. 93 CE (aquellos mediante los cuales se atribuyen a una organización o institución internacional el ejercicio de competencias derivadas de la Constitución, que deben ser autorizados mediante una ley orgánica). Pertenece a este tipo de Tratados, el de adhesión de España a las Comunidades Europeas y los sucesivos negociados por España como miembro de la Unión.

3.- El Derecho de la Unión Europea.

Se integra en los ordenamientos nacionales como Derecho interno. Tanto el Derecho primario (Tratado de la Unió), como el Derecho secundario (normas dictadas en virtud de las competencias que los Estados miembros ceden a la Unión) se aplican de acuerdo con el principio de la primacía del Derecho Comunitario, que prevalece sobre el nacional.

Los instrumentos normativos de la Unión son la Directiva, el Reglamento y las Decisiones. Hoy en día, se cambia la denominación:

A) LEY EUROPEA: Acto legislativo de alcance general. Será obligatorio en todos sus elementos y directamente aplicable en cada Estado miembro (equivalencia al Reglamento).

B) LEY MARCO EUROPEA: Acto legislativo que obliga al Estado miembro destinatario en cuanto al resultado que deba conseguirse, dejando a las autoridades nacionales la competencia de elegir la forma y los medios (equivalencia con Directiva).

C) REGLAMENTO EUROPEO: Acto no legislativo de alcance general que tiene por objeto la ejecución de actos legislativos y de determinadas disposiciones particulares de la Constitución. Podrá ser obligatorio en todos sus elementos y directamente aplicable en cada Estado miembro, o bien obligar al Estado miembro destinatario en cuanto al resultado que deba conseguirse, dejando, sin embargo, a las autoridades nacionales la competencia de elegir la forma y los medios (equivalencia Reglamento en el Derecho nacional).

D) DECISIÓN EUROPEA: Acto no legislativo obligatorio en todos sus elementos. Cuando en la decisión se designen los destinatarios de la misma, sólo será obligatoria para éstos (equivalencia Decisiones).

Desde el punto de vista tributaria, las más importantes son las leyes marcos (antiguas Directivas),  porque son las normas de armonización de los impuestos indirectos de los Estados miembros.

4.- La Ley.

Dentro del Derecho interno de rango ordinario o infraconstitucional, la primera de las fuentes es la ley, la cual tiene un papel central en el Derecho Tributario (principio de legalidad tributaria  o reserva de ley). Esto significa que todas las normas sobre elementos esenciales de los tributos o sobre los derechos y garantías de los contribuyentes, deben estar recogidas en normas con rango de ley.

* Se distinguen Leyes Orgánicas y Ordinarias. La diferencia entre unas y otras no es de rango sino de ámbito de regulación, de acuerdo con el principio de reserva de ley orgánica (art. 81.1 CE). Dicho precepto se refiere como cláusula general de delimitación de la reserva de ley orgánica al desarrollo de los derechos fundamentales y de las libertades públicos, a los Estatutos de autonomía y al régimen electoral general. Dentro de este ámbito no se cuenta, en principio, la materia tributaria en sí misma considerada. Aunque normas con relevancia tributaria pueden contenerse en los Estatutos de Autonomía, también pueden afectar indirectamente al mundo de los tributos otras leyes orgánicas comprendidas en esta cláusula general, como las penales (p. ej., Delitos contra la Hacienda Pública o Contrabando).

Entre los restantes supuestos de leyes orgánicas, la única que interesa directamente a la materia tributaria es la prevista en el art. 157.3 CE que regula el ejercicio de las competencias financieras, incluida la tributaria, que la CE reconoce a las Comunidades Autónomas.

* Otra diferenciación es la correspondiente a leyes estatales y autonómicas. La articulación entre unas y otras  se basa, no en criterios de jerarquía, sino de distribución de competencias.

Dentro de las leyes estatales, aprobadas por las Cortes Generales, se resalta determinadas especialidades que afectan al procedimiento legislativo en el caso de las normas tributarias:

a) Exclusión de la iniciativa popular en relación a las normas tributarias.

b) Las Leyes de Presupuesto: límites a las modificaciones tributarias a través de dicha ley (art. 134.7 CE); límites a las iniciativas legislativas parlamentarias cuando afecten a los ingresos del Presupuesto en curso de ejecución (art. 134.5 y 6 CE).

5.- Actos con fuerza de Ley.

Una de las peculiaridades de la Constitución es la regulación expresa de los actos normativos del Ejecutivo con fuerza de Ley:

A) DECRETOS LEGISLATIVOS:

Se encuentran regulados en el art. 82 CE, que contempla la posibilidad de que las Cortes deleguen en el Gobierno la potestad de dictar normas con rango de ley, excluyéndose de esta posibilidad, a las leyes orgánicas. La delegación legislativa puede adoptar la forma de leyes de base, que serán desarrolladas mediante textos articulados, o bien consistir en la autorización para refundir en uno sólo varios textos legales preexistentes.

La exigencias del principio de legalidad resultan plenamente satisfechas, tanto en el caso de las leyes de bases como en el supuesto de los Textos Refundidos. La CE precisa en este segundo supuesto que la autorización para refundir textos legislativos, aparte de determinar el ámbito normativo a que se refiere la delegación, deberá especificar <<si se circunscribe a la mera formulación de un texto único o si se incluye la de regularizar, aclarar y armonizar los textos legales que han de ser refundidos>>. 

La buena parte de los impuestos estatales están regulados en textos refundidos (Ley IRPF, Ley Impuestos de Sociedades, Ley Impuesto sobre la Renta de no residentes, etc).

B) DECRETOS LEYES:

La figura del Decreto-Ley ha sido rodeada por el Constituyente de garantías centradas, por un lado, en el requisito de la inmediata convalidación por el Congreso y por otro, en la exclusión de determinadas materias de la posibilidad de ser reguladas mediante el recurso a este excepcional instrumento: <<no podrán afectar al ordenamiento de las instituciones básicas del Estado, a los derechos, deberes y libertades de los ciudadanos regulados en el Título I, al régimen de las Comunidades Autónomas, ni al Derecho electoral general>> (art. 86.1 CE)

¿Está comprendida la materia tributaria entre las vedadas al Decreto-Ley?. La cuestión se plantea en razón de la referencia que la cláusula de exclusión hace a los derechos, deberes y libertades del Título I, ya que el art. 31 se encuentra n regulados los principios fundamentales relativos al tributo.

Desde los primeros tiempos de vigencia de la CE hasta el momento presente, el uso del Decreto-Ley para regular aspectos singulares del sistema tributario ha sido práctica bastante usual, dada la frecuencia con que pueden producirse situaciones de urgencia en este campo.

La doctrina se ha dividido en las siguientes posiciones:

a) Autores que interpretando literalmente la cláusula del art. 86 CE excluyen de manera absoluta la posibilidad de que mediante Decreto-ley se produzca la creación o modificación de tributos de cualquier tipo, expresando que <<el Decreto-Ley no puede afectar.., a los derechos, deberes y libertades de los ciudadanos regulados en el Título I >>. En el Título I se encuentra el deber de todos los ciudadanos de contribuir (art. 31 CE). 

b) Autores que conectan de manera expresa la cláusula del art. 86 CE con el principio de legalidad o de reserva de ley del art. 31, defienden que sí es admisible en materia tributaria pero no puede ser utilizado para aquella materia que esté afectada por el principio de reserva de ley o de legalidad tributaria.

c)  Autores que defienden que la determinación del ámbito vedado al Decreto-ley en materia tributaria debe establecerse partiendo, como primera premisa, de la consideración de que no debe relacionarse dicho ámbito con el principio de reserva de ley. 

La única limitación que tiene el Decreto-Ley es que no puede regular de manera sustancial el deber de contribuir (art. 31 CE); no puede afectar esencialmente al deber de contribuir, pudiendo hacerlo de manera marginal, pero sin afectar a este deber.

El TC en un primer momento se decantó por la postura b) –conexión ámbito vedado del Decreto-ley con el principio del legalidad tributaria-, pero fue a partir de la STC 182/1997, se ha decantado por la postura doctrinal c)-poner en relación la delimitación del ámbito vedado al Decreto-ley en materia tributaria con la configuración del deber de contribuir al sostenimiento de los gastos públicos-, queriendo expresar con ello, que no se puede regularse por un Decreto-Ley la esencia del deber de contribuir, pudiendo regular otros aspectos.

La cuestión se traslada a cuándo el Decreto-Ley está afectando  a la esencia del deber de contribuir. El TC sentenció que hay que atender a la materia que se regula.

6.- El Reglamento.

Existen tres niveles de reglamentos atendiendo la procedencia del mismo: estatales, autonómicos y locales.

La primera de las cuestiones es la relativa a la titularidad de la potestad reglamentaria. Según el art. 97 CE, la potestad reglamentaria corresponde al Gobierno, que <<no puede ser sustituido por un Ministro>>.

En relación con la potestad reglamentaria ministerial: <<Solamente mediante preceptos que revistan la forma de Decretos y se adopten por el Consejo de Ministros, podrá ejercitarse esa potestad reglamentaria cuando se trate de Reglamentos de ejecución de una Ley ... sin que quepa admitir una delegación de esa potestad reglamentaria en los casos de Reglamentos para la ejecución de una Ley>>.

<<Al Ministro de Hacienda le corresponde dictar disposiciones de desarrollo en materia tributaria, que revestirán la forma de Orden Ministerial, cuando así lo disponga expresamente la Ley o reglamento objeto de desarrollo. Dicha Orden Ministerial podrá desarrollar directamente una norma cuando así lo establezca expresamente la propia Ley>> (art. 7.1 e) LGT).

La segunda cuestión es la del ámbito material propio de esta fuente normativa. El Reglamento tiene como ámbito natural el desarrollo o ejecución de la Ley, sin poder rebasar los límites impuestos por la reserva de ley y por la preferencia de ley o jerarquía normativa. 

Papel de los Reglamentos es fundamentos específicos (Materias):

· La materia típica del reglamento es los aspectos tributarios formales, de gestión y de procedimiento, respecto de la cuales la Ley suele contener sólo principios generales (art. 97 Ley IRPF).

· La Ley puede remitir al Reglamento la concreción de determinados detalles o aspectos secundarios de los elementos esenciales del tributo (art. 7 Ley IRPF).

· La Ley remite al Gobierno la concreción de conceptos jurídicos indeterminados o la fijación en concreto de algún elemento necesario para la aplicación del tributo para cuya determinación es necesario proceder a cálculos complejos que el Gobierno, siguiendo las indicaciones de la Ley, lleva a cabo en uso de la llamada <<discrecionalidad técnica>>.

¿Puede remitir la Ley al Reglamento la determinación de elementos esenciales de la prestación y del tipo de gravamen o cuantía del tributo?. Se admite que el Reglamento en algunos casos que éste regule el elemento esencial (tipo de gravamen o cuantía de tributo), siempre que la Ley precise con claridad los límites entre los cuales puede elegir la fuente secundaria. Lo que no cabe es una remisión en blanco. 

Para cohonestar la exigencia de la reserva de ley con la del principio de autonomía local, la Ley se limita a autorizar, en unos casos, ordenar en otros, el establecimiento del tributo, dejando a los Ayuntamientos la decisión sobre la cuantía, dentro de límites fijados por la Ley, e incluso la decisión sobre si establecer o no el gravamen en los tributos no obligatorios.

Otro campo propio para la articulación entre Ley y Reglamento, ya en el ámbito estatal, es el de la regulación de las tasas que son tributos que se exigen por la prestación de servicios y que tienen un límite de cuantía en el coste del servicio por cuya prestación se exigen. Una vez establecido el tributo, la Ley puede remitir a un Decreto la fijación concreta de la cuantía. En este caso, son razones de índole técnica las que justifican la remisión a la norma secundaria de la tarea de completar la Ley –p. ej., tasas aeroportuarias-.
REGLAMENTOS AUTONÓMICOS.- En el ámbito autonómico las leyes de los correspondientes Parlamentos serán desarrolladas reglamentariamente por los correspondientes órganos de gobierno. Así lo contemplan los diversos Estatutos de Autonomía, que alguno de ellos especifican la atribución de competencia en el ámbito organizativo o doméstico a los Consejeros.

En la esfera local, la potestad normativa es un corolario lógico del principio de autonomía y se ejerce a través de las ORDENANZAS LOCALES FISCALES. Al carecer las Corporaciones locales de potestad legislativa, las Ordenanzas tienen su fundamento o habilitación concreta en normas legales del Estado. Las Ordenanzas son aprobadas por el pleno de la Corporación.

Los arts. 15 y 16 de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales se ocupa de estas ordenanzas fiscales, diferenciando:

a) Tributos cuya imposición es potestativa (Plusvalía y Construcciones y Obras), en cuyo caso el acuerdo de imposición debe ir acompañado de la Ordenanza reguladora de los elementos del tributo.

b) Impuestos obligatorios (IBI, IAE y Impuesto sobre Vehículos de Tracción Mecánica), pero con posibilidad de modificación de las cuantías, en cuyo caso, y siempre que la Corporación decida hacer uso de esta facultad, deberá aprobar una Ordenanza que contenga los elementos necesarios para la fijación de la cuantía. Si no se hace uso de esta facultad, el Impuesto se exige sin necesidad de acuerdo de imposición ni Ordenanza.

El procedimiento de aprobación de las Ordenanzas fiscales se encuentran regulado en el art. 17 LRHL, destacando la exposición al público, para que los ciudadanos puedan presentar las oportunas reclamaciones. 

7.- El Derecho supletorio.

<<Tendrán carácter supletorio las disposiciones generales del Derecho administrativo y los preceptos del Derecho común>>, dice el art. 7.2 LGT. 

El derecho supletorio será por proximidad y afinidad de la materia, la legislación administrativa general (Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común). Esta misma ley afirma que los procedimientos tributarios se regirán por su propia normativa de manera que ella misma será sólo de aplicación supletoria.

Por lo que respecta al Derecho Civil, el art. 4.3 Cc especifica que <<las disposiciones de este Código serán de aplicación como supletorias en las materias regidas por otras leyes>>.  La Jurisprudencia ha precisado que <<para que sea aplicable el Código Civil es necesario que exista una laguna legal que no pueda ser suplida por las especialidades del Derecho Tributario, o por las generales que informan el Derecho Administrativo>>.
8.- La Codificación en el Derecho Tributario.

Por Codificación hay que entender la regulación unitaria en un solo texto, del conjunto de cuestiones relativas a una determinada materia. La Codificación sirve al objetivo de seguridad jurídica o certeza del Derecho. El movimiento codificador ha tenido su importancia en el nacimiento del Derecho moderno, en sus diferentes ámbitos: Código Civil, Código de Comercio, Código Penal, Ley de Enjuiciamiento Civil, Ley de Enjuiciamiento Criminal, etc. 

En el ámbito del ordenamiento de las Administraciones Públicas, el fenómeno adquiere características diversas y se produce en época mucho más tardía.

Dentro de la esfera del Derecho Tributario, el fenómeno de la codificación es prácticamente nuevo, ya que se produce con la LGT 1963.

Entre los antecedentes del Derecho comparado, está la Ordenanza Tributaria Alemana de 1919, así como el Título Preliminar del Texto Único de los Impuestos Directos italianos de 1958. En un primer momento, el texto de lo que sería la LGT se concibió como una especie de preliminar de la Ley de Reforma del Sistema Tributario, aprobada unos meses más tarde que la propia LGT. En el Ministerio de Hacienda de la época se prefirió hacer dos textos separados y configurar la LGT siguiendo el primero de ellos, la prestigiada Ordenanza Tributaria Alemana.

Así, la LGT contiene los principios generales sobre los tributos: modos de creación y aplicación de las normas tributarias, elementos esenciales del tributo o de la obligación tributaria, procedimientos de gestión.

La LGT 1963 tuvo mucha importancia para el desarrollo de la disciplina del Derecho Tributario, influenciando al legislador posterior y en la jurisprudencia. La LGT 1963 estuvo vigente hasta el 1 de julio de 2004, teniendo dos reformas parciales de 1895 y 1995.

Existió una ley importante dentro de la Codificación Tributaria, que tuvo carácter general que fue la Ley 1/1998, de Derechos y Garantías de los Contribuyentes que modificó varios preceptos de la LGT, introduciendo innovaciones concretas –p. ej., lo relativo a los plazos de prescripción, bajando de cinco años a cuatro años-, permaneciendo como independiente hasta que se refunde con la LGT 2003.

La LGT 2003 en el art. 1 especifica que <<La presente Ley establece los principios y las normas jurídicas generales del sistema tributario español y es de aplicación a todas las Administraciones tributarias con el alcance que se deriva del artículo 149.1.1ª, 8ª, 14ª y 18ª de la Constitución>>.

De los títulos competenciales previstos en el apartado 1 del artículo 149 CE, la presente Ley se dicta al amparo de lo dispuesto para las siguientes materias: <<1ª, en cuanto regula las condiciones básicas que garantizan la igualdad en el cumplimiento del deber constitucional de contribuir; 8ª, en cuanto se refiere a la aplicación y eficacia de las normas jurídicas y a la determinación de las fuentes del derecho tributario; 14ª, en cuanto establece los conceptos, principios y normas básicas del sistema tributario en el marco de la Hacienda general; y 18ª, en cuanto adapta a las especialidades del ámbito tributario la regulación del procedimiento administrativo común, garantizando a los contribuyentes un tratamiento similar a todas las Administraciones tributarias>>.

La LGT 2003 es una Ley amplía, más amplía que la anterior. Contiene 249 artículos. Es continuista, en cierto punto, con las leyes anteriores (LGT 1963 y Ley 1/1998).

Dentro de la codificación en sentido amplio, debemos incluir las leyes propias de cada tributo. Tienen una Ley propia cada una de las figuras del sistema tributario estatal, dejando fuera las de menor alcance. En el ámbito de la Hacienda Autonómica tenemos la Ley Orgánica de Financiación de Comunidades Autónomas (LOFCA) y la de Cesión de Tributos. En el de las Haciendas Locales, la Ley Reguladora de las Haciendas Locales (LRHL).

Como normas de desarrollo reglamentario, tenemos: 

· Los Reglamentos Generales que desarrollan la LGT 2003, divididos en:

· R. de sanciones.

· R. de revisión en vía administrativa.

· R. de recaudación.

· R. de inspección y gestión de los tributos.

· Los Reglamentos de cada Tributo.

A todo este conjunto normativo lo podríamos denominar el Código Fiscal Español: la LGT, la LOFCA, la LRHL y los Reglamentos.

9.- La Jurisprudencia.

No es una fuente del Derecho, en sentido estricto. De hecho, sin embargo, la Jurisprudencia de los Tribunales, de modo especial la del Tribunal Supremo ha ejercido siempre una <<cierta trascendencia normativa>>, que incluso ha pasado a tener reflejo en la regulación positiva, como sucede en la regulación de los motivos de casación.

El Código Civil incluye dentro de su art. 1, dedicado a las fuentes, la siguiente referencia a la Jurisprudencia:

<<6. La jurisprudencia complementará el ordenamiento jurídico con la doctrina que, de modo reiterado, establezca el Tribunal Supremo al interpretar y aplicar la ley, la costumbre y los principios generales del derecho>>.

El propio Tribunal Supremo ha señalado que para que se pueda atribuir carácter de doctrina legal a sus resoluciones:

a) Éstas han de tratarse de doctrina sentada como ratio decidendi del caso y no simples dichos de pasada (obiter dicta).

b) Éstas han de proceder de la Sala especializada en el sector del ordenamiento en el que se va a incorporar la doctrina legal (Sala Tercera).

c) Éstas han de tener carácter reiterado (el TS entiende que existe reiteración cuando han recaído, al menos, dos sentencias sobre la cuestión).

Aparte del Tribunal Supremo, existen:

A) T. CONSTITUCIONAL.- Es el máximo intérprete de la Constitución. Su doctrina tiene una influencia normativa directa, al ser el Constitucional una especie de <<legislador negativo>>, pues tiene la capacidad de expulsar del ordenamiento las Leyes consideradas como no conformes con la Constitución. Pero además, la doctrina sentada respecto de la interpretación que debe darse a los textos legales para que puedan conservarse dentro del ordenamiento tiene igualmente un efecto normativo.

B) T. SUPERIOR DE JUSTICIA DE LAS COMUNIDADES EUROPEAS (pronto TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA DE LA UNIÓN EUROPEA). Su jurisprudencia se ha desarrollado atendiendo a las maneras de actuar de los jueces de uno y otro sistema, pero en la práctica se ha ido decantando, cada vez más, por el modelo anglosajón. Su importante reside en la formación de elementos esenciales del Derecho Comunitario.

Los elementos esenciales del Derecho comunitario son:

· Doctrina sobre la primacía de la norma comunitaria sobre la nacional.

· Las decisiones del Tribunal de Justicia son fuente del Derecho que se integra en el de cada país como ordenamiento interno.

10.- La doctrina administrativa.

La doctrina administrativa está fuera del ámbito de las fuentes normativas. La doctrina administrativa, fijada por la Administración tributaria vincula sólo a la Administración, no a los órganos judiciales, ni a los interesados. Pero mientras que a los órganos judiciales pueden desinteresarse de las opiniones expresadas por los órganos de la Administración con capacidad de crear doctrina, no sucede lo mismo obviamente con los interesados, que saben con quién se juegan los cuartos y estimarán de utilidad conocer su pensamiento acerca de cómo interpreta las reglas del juego. Por eso, aunque la doctrina administrativa no tenga carácter de fuente de Derecho, la exigencia de la seguridad jurídica, obliga a que esa doctrina administrativa se cree con unas condiciones de publicidad que la aproximan a la de las fuentes del Derecho.

Los cauces para creación de doctrina administrativa son:

a) Órdenes interpretativas, emanadas del Ministerio de Hacienda, a las que se refiere el art. 12.3 LGT: 

<<En el ámbito de las competencias del Estado, la facultad de dictar disposiciones interpretativas o aclaratorias de las leyes y demás normas en materia tributaria corresponde al Ministro de Hacienda u órgano en quien delegue.

Las disposiciones interpretativas o aclaratorias serán de obligado cumplimiento para todos los órganos de la Administración tributaria y se publicarán en el Boletín Oficial que corresponda>>.

Las Órdenes interpretativas vinculan, no sólo a la Administración en sentido estricto, a los órganos encargados de la aplicación de los tributos, sino también a los de revisión, a los Tribunales Económico-Administrativos.

b) Contestaciones de consulta vinculantes planteadas por los propios obligados tributarios, actuales o potenciales (público en general). Estas consultas serán respondidas por los órganos que tengan atribuida la competencia para la elaboración de las disposiciones en el orden tributario, su propuesta o interpretación. Este órgano es en el ámbito de la Hacienda estatal, la Dirección General de Tributos. Sus contestaciones tendrán efecto vinculante para los órganos encargados de la aplicación de tributos, no alcanzando a los órganos de revisión (Tribunales Económicos-Administrativos).

c) Doctrina de los Tribunales Económicos-Administrativos. Se trata de órganos de la Administración especializados en la resolución de reclamaciones tributaria. Existen los Tribunales Regionales y el Tribunal Central. La doctrina de los tribunales tendrán eficacia diferente, según cuál sea el nivel del órgano que emana:

· La doctrina del Tribunal Central creada a través de las vías de recurso específicamente orientadas a la finalidad de creación de doctrina (recurso extraordinario de alzada para la unificación de criterio y el recurso extraordinario para la unificación de doctrina). 

· La doctrina creada de manera ordinario mediante resoluciones reiteradas. Esta doctrina vinculan a los Tribunales inferiores y al resto de la Administración tributaria.

· En cada Tribunal Económico-Administrativo, la doctrina sentada por su Pleno, vinculará a las Salas y la de ambos, a los órganos unipersonales. Estor órganos unipersonales es una novedad de la LGT 2003, para asuntos de poca cuantía.

                                                                              fin

TEMA 6

LA APLICACIÓN DE LAS NORMAS TRIBUTARIAS

1.- La naturaleza de las Leyes Tributarias.

            En el pasado se sostuvo que las leyes tributarias eran leyes distintas al resto de las leyes del sistema del ordenamiento jurídico, eran leyes excepcionales, y que por tanto tenían unas características especiales que las diferenciaba del resto de las leyes del ordenamiento jurídico.

             EL PROFESOR SE REMITE AL MANUAL DEL PROFESOR PEREZ ROYO PARA SEGUIR ESTE EPIGRAFE, Y NO PARECE DARLE MUCHA IMPORTANCIA.

             Únicamente se detiene en la última de las teorías sobre la excepcionalidad de las leyes tributarias que hace referencia a la afirmación de que en las leyes tributarias la especialidad deriva del sustrato económico que tienen esas leyes, es decir, porque normalmente la deuda tributaria es el deber de ingresar una cantidad de dinero. Por ello se consideraban como leyes diferentes.

               Esto hoy no se sostiene porque hoy hay multitud de normas, no sólo en el campo tributario, sino también en otros ámbitos como el civil, por ejemplo todo lo referente al régimen del matrimonio, o en el ámbito mercantil,  que también tienen un sustrato económico, por lo tanto, esto es un tema que históricamente se ha planteado pero hoy en día ya se admite que las normas tributarias son normas normales y corrientes como cualquier otras normas del ordenamiento jurídico y por lo tanto no tiene en ese aspecto excepcionalidad alguna.

     2.- La eficacia de las normas tributarias en el tiempo.

             Aquí hay que distinguir dos aspectos principales:

A.- Vigencia de las normas:

             Aquí, en primer lugar, habría que referirse  al comienzo de esa vigencia y en segundo lugar al cese:

              a) Comienzo de la vigencia de las normas: En cuanto al comienzo de la vigencia no hay ninguna particularidad puesto que la norma que nos encontramos en el artículo 10.1 de la Ley General tributaria, es la misma que encontramos en el Código Civil, y dice: “Las normas tributarias entrarán en vigor a los veinte días naturales de su completa publicación en el Boletín Oficial que corresponda, si en ellas no se dispone otra cosa, y se aplicarán por plazo indefinido, salvo que se fije un plazo determinado”.  

             b) Cese de la vigencia:   En cuanto al cese de la vigencia si hay más matizaciones que hacer en el sentido de que nos podemos encontrar:

· Derogación: En las normas que tienen vigencia indefinida las normas tributarias cesan su vigencia con la derogación. En cuanto a la derogación nos encontramos que ésta puede ser: Tacita, que significa que una norma posterior deroga a la anterior si es incompatible con la misma. Si establece un contenido distinto y estamos ante una norma posterior deroga a aquella anterior. Y también puede ser: Expresa, cuando en la norma posterior se dice de manera expresa o directa que queda derogada esa anterior. La derogación expresa es más ajustada al principio de seguridad jurídica que la derogación tácita.

· Transcurso del plazo: También pueden existir normas que tengan una duración no indefinida sino temporal. Ejemplo: En la ley de presupuesto de cada año se contempla algunas normas que tienen una vigencia temporal, no todas, ya que algunas tienen una vigencia indefinida, pero otras,  por ejemplo, durante el año 2007 la tarifa del IRPF será …, este sería un ejemplo de norma de vigencia temporal.    

                 En el campo tributario el artículo 9.2 de la Ley General Tributaria nos dice que: “Las leyes y los reglamentos que modifique normas tributarias contendrán una relación de completa de las normas derogadas y la nueva redacción de las que resulten modificadas”.

                 De tal manera que parece decantarse el legislador tributario por la derogación expresa estableciendo ésta con carácter general.

                 En la Ley General Tributaria tenemos un ejemplo de esta derogación expresa cuando se señala en la disposición derogatoria única de esta ley, que dice: “1. Salvo lo dispuesto en las disposiciones transitorias de esta ley, a la entrada en vigor de ésta quedarán derogadas todas las disposiciones que se opongan a lo establecido en la misma  y, entre otras, la siguientes normas: …”; y entonces da una relación de normas que quedan derogadas a la entrada en vigor de la nueva Ley General Tributaria.

B) Hechos y situaciones a las que se aplica las normas vigentes:

                 Ya supuesto que hemos aclarado el tema de la vigencia,                a continuación vamos a ver en relación con la eficacia de las normas tributarias en el tiempo  un aspecto que ha planteado mayores problemas, que es el de las situaciones jurídicas, hechos o situaciones a los que se aplican las normas vigentes. Vamos a ver aquí a qué hechos y situaciones se aplica las normas que están vigentes.

                 En principio la regla general es que las normas se aplicarán a las situaciones posteriores a su entrada en vigor, esto también afecta a las restantes normas del ordenamiento, derecho administrativo, derecho civil, etc., es decir, que cuando una norma se publica afecta normalmente a los hechos y situaciones  nacidos con posterioridad a su entrada en vigor porque así lo exige, entre otros, el principio de seguridad jurídica.

                Sin embargo esta regla que también se aplica en el campo tributario no es una regla absoluta de manera que la irretroactividad de la norma tributaria de acuerdo con esta idea es una irretroactividad relativa pueden en ocasiones darse carácter retroactivo a algunas normas tributarias porque en las normas tributarias no están comprendidas en el artículo 9.3 de la Constitución, que señala: “ La Constitución garantiza el principio de legalidad, la jerarquía normativa, la publicidad de las normas, la irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no favorables o restrictivas de derechos individuales, la seguridad jurídica, la responsabilidad y la interdicción de la arbitrariedad de los poderes públicos”.

                 Como se entiende que las normas tributarias son normas corrientes y por tanto no son normas restrictivas de derechos individuales pues resulta que las normas tributarias siguen la regla  general, es decir, en principio tienen carácter irretroactivo, se aplican para el futuro, pero pueden en casos especiales admitirse que tengan carácter retroactivo.

                 Hacemos la salvedad de las normas tributarias sancionadoras, ya que como normas tributarias sancionadoras si se le aplica el artículo 9.3 de la Constitución, es decir dejamos al margen el tema de infracciones y sanciones tributarias, estamos hablando con respecto al resto de las normas tributarias.

                 Conforme con esto, se dice, que el principio de seguridad jurídica que es el que fundamenta el carácter irretroactivo de las normas no tiene un valor absoluto protege la confianza legítima de los ciudadanos pero puede ceder si hay otras circunstancias que justifican, de acuerdo con la doctrina del Tribunal Constitucional, que a la norma tributaria se le de un carácter retroactivo. Lo que si ha indicado el Tribunal Constitucional en su doctrina es que ha de justificarse y motivarse porque a una norma tributaria se le da carácter retroactivo.

                 De manera que no cabe que por parte del legislador una norma que aprueba hoy 23 de octubre, abarcará a los hechos acaecidos desde enero del 2006, salvo que se justifique por el legislador el porqué se le da ese carácter retroactivo, sin no se justifica, dice el tribunal Constitucional, estaría ante una arbitrariedad del legislador, porque en principio la regla general es la irretroactividad.

                 La retroactividad relativa de las normas tributarias la tenemos en el artículo 10.2 de la Ley General Tributaria que dice: “Salvo que se disponga lo contrario, las normas tributarias no tendrán efecto retroactivo y se aplicarán a los tributos sin período impositivo   devengados a partir de su entrada en vigor y a los demás tributos cuyo período impositivo se inicie desde ese momento”.

                  Es decir, …a los tributos instantáneos…, por ejemplo impuesto sobre sucesiones y donaciones, hay una nueva norma que afecta al Impuesto sobre Sucesiones y donaciones, en  este caso la norma dice: “… a los tributos devengados a partir de su entrada en vigor…” si la nueva norma de la ley de enero del 2007, sólo afectará a los hechos imponibles de ese tributo que se produzcan a partir de esa fecha, si un contribuyente fallece a 31 de diciembre pues no se le aplicará porque la norma no había entrado en vigor; Y después sigue diciendo “…y a los demás tributos cuyo período impositivo se inicie desde ese momento…” esto hace referencia a tributos instantáneos y con período impositivo, tributo con período impositivo quiere decir que una norma normalmente que modifique el IRPF que modifique el período impositivo, que es el año natural, deberá entrar en vigor antes de que se inicie ese período impositivo. Eso quiere decir que el impuesto sobre la renta que entrará en vigor en el 2007 y que afectará a las rentas obtenidas durante el 2007 podrá ser publicada hasta el 31 de diciembre del 2006 para cumplir este mandato de la Ley General Tributaria, no cabría, en principio, salvo que se justifique adecuadamente que esa norma entre en vigor, por ejemplo el uno de febrero de 2007 porque ya se ha iniciado el período impositivo del IRPF que va desde el 1/1/2007 al 31/12/2007, con lo cual la norma deberá estar publicada con anterioridad, lo cual es el mandato de ese artículo 10.2 de la L.G.T. de acuerdo con el carácter de irretroactividad de las normas tributarias.

                 Al Tribunal se le han planteado casos en los que ha tenido que resolver sobre esta cuestión, por ejemplo, cuando se han modificado por decreto ley la tarifa del IRPF una vez iniciado el ejercicio, es decir, que el gobierno a mitad de año modifica la tarifa que había aprobado con anterioridad al período impositivo y le da carácter retroactivo, es decir, entra en vigor desde el 1 de enero por una norma que se publica el 30 de junio de ese mismo año. 

                   Esa fue una de las cuestiones sobre las que el tribunal tuvo que pronunciarse, el Tribunal lo que vino a decir, para ver si se admite o no la retroactividad de la norma tributaria,  a parte de esa utilización del carácter retroactivo, el legislador tiene que decir por qué una norma tributaria se le da ese carácter retroactivo y surte efecto antes de su entrada en vigor, antes de su publicación.

                 El tribunal Constitucional en algunos casos ha anulado las modificaciones que se han efectuado en esa línea, y sin embargo en esa modificación que decíamos sobre la modificación de la tarifa del IRPF la admitió. Y la admitió por entender que el legislador había justificado que ante la situación de recesión económica que se había producido y de continuar con esa tarifa que se había aprobado previamente no se iba a recaudar lo suficiente para el gasto público y estimó que ese carácter retroactivo estaba justificado, en otros casos no ha admitido.

                 Decíamos que el Tribunal Constitucional ha tenido en cuenta dos circunstancias para admitir o no la retroactividad de las normas tributaria en cada caso concreto. Los siguientes son los tres requisitos admitidos por la doctrina del Tribunal Constitucional para admitir que una norma tributaria, que en principio es irretroactiva, pueda tener este carácter, estas son: Grado de retroactividad, circunstancias del caso y la irretroactividad relativa (justificación), esta última vista anteriormente.

                   En cuanto al grado de retroactividad el Tribunal ha señalado entre el grado de retroactividad propia y retroactividad impropia. 

                 El primero, retroactividad en grado propio significa que los hechos a los que abarca la nueva norma ya se han producido totalmente cuando la nueva norma entra en vigor. Por ejemplo, pensemos que una modificación del IRPF que se publica  en el año 2007 y se refiere a hechos del año 2005, pues esto sería una retroactividad en grado máximo, puesto que ya esos hechos se han producido en el 2005. Por su lado la retroactividad en grado impropio significa que en el año 2006 la nueva norma tributaria se publica el 30 de junio de 2006, es decir, se ha iniciado el período impositivo el 1 de enero del 2006 y el período impositivo todavía no ha finalizado cuando aparece la nueva norma.

                        Pues bien, esta es una de las circunstancias que el Tribunal Constitucional tiene en cuenta para señalar si se admite o no la retroactividad de la norma tributaria, evidentemente, cuando estamos hablando de retroactividad en grado propio  es mucho más fuerte y por tanto la justificación debe ser más importante. Sin embargo, el Tribunal Constitucional en el grado impropio se encuentra más flexible porque todavía, siendo verdad que se ha iniciado el período impositivo, todavía no ha finalizado y por lo tanto es más admisible.

                         Junto a esta figura de la retroactividad, existe otra que es la “ultra-actividad”  que significa que se aplica la ley a situaciones existentes con posterioridad a su derogación, es decir, que si antes estábamos hablando de la nueva ley que abarca a situaciones anteriores a su publicación, ahora estamos ante normas que se derogan pero que sin embargo se siguen aplicando a situaciones existentes con posterioridad a su derogación.

                 Aquí también se distingue entre ulta-actividad propia e impropia, lo más normal en la práctica es que se sigan aplicando en la ultra-actividad impropia, por ejemplo la norma del IRPF establecía que los contribuyentes que vivieran en una vivienda arrendada y que tuvieran unas circunstancias determinadas tenían un beneficio fiscal o una deducción en la cuota por esa vivienda arrendada, cambia la ley, y la ley del año siguiente año 1998, esa deducción se quita, sin embargo como ya existían unos señores que de acuerdo con la  antigua ley estaban gozando de esos beneficios fiscales se estableció en la nueva ley que aquellos señores que vinieran gozando de ese beneficio fiscal por arrendamiento de vivienda que ha desaparecido se le mantendrá durante un período de tiempo determinado, esto sería un ejemplo claro de ultra-actividad, es decir, una norma que ha sido derogada pero que sin embargo se recoge por el legislador que pueda seguir  surtiendo efectos después de su derogación porque así el legislador tributario lo recoge expresamente.

                 Hay que tener en cuenta además de esto que cuando se deroga una norma tributaria, la derogación no significa que la ley vieja no surte efecto ninguno. Por ejemplo, ahora se derogará la vieja ley del IRPF,  pero evidentemente mientras no haya transcurrido el plazo de prescripción de cuatro años la administración tributaria tiene derecho a liquidara los créditos tributarios correspondientes con la vieja norma, es decir, el hecho que la ley del 98 desaparezca no quiere decir que después la Administración no pueda comprobar a un contribuyente la declaración de la renta del año 2005 o la declaración del 2004, por lo que mientras no pase el plazo de cuatro años, aunque la norma se haya derogado. Se aplicaría la norma que estuvo vigente en esa fecha anterior 2005, o 2004.

3.- La aplicación de las normas tributarias en el espacio.
                 Hemos visto en los primeros epígrafes la naturaleza de las leyes tributarias y la aplicación en el tiempo.

                  Aquí vamos a ver la aplicación de las normas tributarias en el espacio y aquí habría que distinguir dos apartados: El ámbito de aplicación de las normas y los puntos de conexión.

   A.- Ámbito de aplicación de las normas: En cuanto al ámbito de aplicación de las normas en principio no plantea problemas porque se entiende que para las normas estatales es el territorio español y en las normas autonómicas sería el territorio de las comunidades autónomas.

    B.- Puntos de conexión: Este segundo punto es más complejo y hacen referencia a los criterios que en función del territorio van a ser utilizados para establecer las situaciones que quedan sometidas al mandato de una norma, esta es la definición que se usa para esta figura que se utiliza también mucho en Derecho Internacional Privado.

                 En el Derecho Tributario lo que se trata de determinar con estos puntos de conexión son los criterios para determinar la sujeción de una situación a la ley de cada tributo, es decir, determinar si una  determinada situación se encuentra sujeta a la ley del IRPF  o a la ley de sucesiones y donaciones, etc. 

                 Para determinar los puntos de conexión tenemos dos planos: el derecho interno y aquí tendremos que irnos al artículo 11 de la ley general tributaria y en otro plano tendríamos a  los tratados o convenios de doble imposición. 

          1º.- Puntos de conexión en el derecho interno.

                         Vamos a empezar por ver los puntos de conexión en el derecho interno. El artículo 11 de la Ley General Tributaria establece: “Los tributos se aplicarán conforme a los criterios de residencia o territorialidad que establezca la Ley en cada caso. (Ya nos está estableciendo los puntos de conexión, …criterios de residencia o territorialidad).  En su defecto, los tributos de carácter personal se exigirán conforme al criterio de residencia y los demás tributos conforme al criterio de territorialidad que resulte más adecuado a la naturaleza del objeto gravado”.

                 Aquí tenemos por tanto un pronunciamiento de la Ley General Tributaria sobre los puntos de conexión nos señala que se aplicará el criterio de residencia en los tributos de carácter personal y el criterio de territorialidad en los restantes. 

                 Por tanto aquí  vemos que se excluyen del punto de conexión el criterio de la nacionalidad, lo que significa que no es relevante para ver si una situación o un hecho queda sujeto a la ley tributaria española la nacionalidad del sujeto pasivo o contribuyente, en el sentido que se tiene en cuenta la residencia, por ejemplo, si residen o no en España, (criterio del territorio), pero no si es español, marroquí o alemán, lo cual sería irrelevante.

· Impuestos de naturaleza personal (criterio de residencia):

                 En cuanto a estos criterios, la Ley General Tributaria es clara en cuanto a los  impuestos de naturaleza personal.

                 Ya en su día hablamos de una distinción entre impuestos de naturaleza personal y real, Impuestos personales tenemos por ejemplo el impuesto sobre la renta de las personas físicas, el impuesto sobre sociedades o el impuesto sobre el patrimonio, y aquí, por tanto, lo importante para determinar la sujeción espacial es la residencia habitual del contribuyente que sería el elemento importante.

                 Por ejemplo, para saber si un contribuyente queda sujeto al IRPF español pues habría que ver si es residente habitual. El concepto de residencia habitual, la misma ley del IRPF, nos dice que es el que reside en España por más de 183 días al año; por tanto, este sería el primer criterio, un contribuyente, ciudadano español o de otro país, que resida en nuestro país más de 183 día al año, se le considerará residente habitual y estará sujeto, cualquiera que sea su nacionalidad, al IRPF.

· Impuesto de naturaleza real y restantes (criterio de territorialidad):

                  Después está el criterio de la territorialidad que abarca a aquellos impuestos que no son personales sino reales. Por ejemplo el Impuesto de Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados.

                 Estos criterios hacen referencia al lugar donde se encuentran situados los bienes, lugar donde se realizan los actos, por ejemplo si se hace una escritura de compraventa de un bien inmueble, que es un hecho imponible del Impuesto de Transmisiones Patrimoniales, pues el lugar donde se encuentra situada esa vivienda o local que se transmite, será lo que nos indique en donde se deberá tributar. Si el bien inmueble está situado en España, aunque se haya hecho la escritura en un notario de París, estará sujeto a la ley española. Este es el criterio de territorialidad.

                 También habría que resaltar que este artículo 11 de la ley General Tributaria tiene un carácter subsidiario, porque miren que  dice: “…Salvo lo que la ley de cada tributo disponga…” por lo tanto eso quiere decir que en lo primero en que hay que fijarse, para determinar el punto de conexión, es lo que dice la ley de cada impuesto, y supletoriamente si no dice nada habría que acudir a este artículo 11 de la Ley General Tributaria.

                 De todas maneras, podemos decir que la regla general que siguen los distintos tributos del sistema tributario español es esta que hemos comentado: Impuesto de carácter personal criterio de la residencia y en los restantes el criterio de territorialidad.

                 Es importante señalar que estos criterios o puntos de conexión no solamente afectan cuando hay un elemento internacional por medio, es decir, que afectan a más de un estado, por ejemplo, un residente en España que tiene una casa en París y la tiene alquilada, en este caso vemos el elemento de internacionalidad que es un español residente en España que recibe unas rentas procedente de una vivienda alquilada en París. Pero junto con esta faceta internacional hay una faceta interna en que los puntos de conexión son muy importantes y es el caso, fundamentalmente, de los tributos cedidos.

· Tributos cedidos:

                 Como hemos comentado en varias ocasiones existen unos tributos estatales que están cedidos a las Comunidades Autónomas, Impuestos sobre sucesiones y donaciones, impuesto sobre transmisiones patrimoniales, etc. Pues bien, en estos tributos los competentes para gestionar el tributo, para quedarse con la recaudación del tributo, son las Comunidades Autónomas.

                    ¿Qué ocurre si con respecto a un tributo concreto hay un elemento que es ajeno a esa comunidad autónoma? Por ejemplo, si el causante (señor que fallece), no residen en canarias sino en Madrid,  pero todas sus propiedades se encuentran en canarias, ante esta situación, si esta persona fallece, ¿Qué Comunidad Autónoma sería la competente para gestionar y para quedarse con la recaudación del Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones? ¿La comunidad de Madrid que es donde residía o   la Comunidad Autónoma de Canarias que es donde el tenía todas sus propiedades?. Para resolver esto tenemos que acudir a los puntos de conexión, y en este caso concreto, en la Ley 21/2001, que es una ley complementaria de la LOFCA (Ley Orgánica de Financiación de las Comunidades Autónomas), en sus artículos 22 y siguientes establecen los puntos de conexión para los tributos cedidos para esa Comunidad Autónoma. Así por ejemplo en el Impuesto sobre sucesiones nos dice que la comunidad autónoma competente será el territorio donde el causante tenga su residencia habitual a la fecha del devengo, es decir, aquel que fallece, lo importante es donde tenía fijada su residencia habitual y esa serás la Comunidad Autónoma competente para gestionar el impuesto y para quedarse con el importe de la deuda tributaria.  

          2º.- Convenios de Doble imposición:

                  Una vez visto los puntos de conexión en el derecho interno, vamos a hacer ahora referencia a los Convenios de Doble Imposición que también se ocupan de esta materia en el plano internacional.

                   Cuando hay Convenio de Doble Imposición, por su categoría de Tratado Internacional, tenemos que a tender a lo que dice ese Convenio de Doble Imposición respecto a dónde se gravan esas rentas de ese ciudadano español que tiene un piso alquilado en París y como hay un convenio de doble imposición entre España y Francia tendremos que ir a lo que nos diga ese Convenio, y en el nos dirá que las rentas inmobiliarias se gravan en el país donde se obtienen (Artículo 6 del Convenio España-Francia de 10 de octubre de 1995). Por tanto la solución nos la dará el Convenio de Doble Imposición. Estos Convenios suelen ser principalmente referidos al Impuesto sobre la Renta y al Impuesto sobre el Patrimonio.

4.- La interpretación en el Derecho Tributario.
                 Vamos a ver aquí la interpretación en el derecho tributario. Aquí entramos en un terreno íntimamente relacionado con la teoría general del derecho, ya que la interpretación de las normas no es  un concepto propiamente del derecho tributario sino de cualquier rama del ordenamiento.

                  Se ha definido la interpretación como la averiguación del sentido de la norma jurídica y se ha dicho de la interpretación que es un momento necesario en el proceso de aplicación de una norma, para interpretar la norma hay que conocer que es lo que quiere decir, cual es su sentido, en definitiva, hay que interpretarla.

                 En el campo tributario el artículo 12 de la Ley General Tributaria establece tres normas, y dice:

           “1. Las normas tributaria se interpretarán con arreglo a lo dispuesto en el apartado 1 del artículo 3 del Código Civil”. Recordemos que es el precepto que habla de los modos de interpretar, la interpretación sistemática, histórica, social, gramatical, etc. Luego es el precepto del Código Civil que establece que criterios existen  para interpretar las normas, lo que hace la norma  Tributaria es remitir a la norma civil, pero podía haberse omitido por no ser necesaria hoy en día.

                 El mismo artículo 12 en su apartado 2 señala otra norma sobre interpretación diciendo: “2. En tanto no se defina con la normativas tributaria, los términos empleados en sus normas se entenderán conforme a sus sentido jurídico, técnico o usual, según proceda”.  Aquí lo que hace el legislador en este precepto de la Ley General Tributaria es referirse en primer lugar a lo que diga la normativa tributaria cuando emplea un término, es frecuentes que en determinadas normas tributarias, como el IVA o el IGIC, cuando se habla de joyas y piedras preciosas, dice: se entiende por joyas y piedras preciosas… y nos da una definición de lo que el legislador tributario entiende lo que se debe entender por joyas y piedras preciosas. 

                 Después dice que si no existe una definición concreta “…los términos empleados en su norma se entenderá conforme a su sentido jurídico, técnico o usual, según proceda”.

                 Aquí el legislador tributario dice que si no hay un término que se emplee en una norma, y la norma no aclara en que sentido se ha de entender, pues habrá que acudir a su sentido jurídico técnico o usual según proceda, por lo cual, al final es el intérprete el que tiene que aplicar el término en el sentido que estime más oportuno, porque la norma de la Ley General Tributaria no indica nada en sentido contrario.

                  Y después, por último tenemos una tercera disposición en este ámbito interpretativo, en el sentido, de que  nos dice el artículo 12.3, que en el ámbito del estado la facultada de interpretar las normas tributarias corresponde al Ministro de Hacienda, lo cual vimos también al hablar de la doctrina administrativa.

                    Y estas son las normas sobre interpretación que nos encontramos en Ley General Tributaria.                                 

5.- La integración. La analogía.
                 Este apartado hace referencia a la integración y a la analogía con referencia expresa al campo tributario.

                  Vamos a distinguir de aquí en primer lugar el concepto de integración y analogía, y en un segundo apartado su aplicación al derecho tributario.

         A.- La integración y la analogía. 

                 En cuanto al primer apartado sabemos que la integración en el ordenamiento en general se produce cuando no hay una norma directamente aplicable al caso, cuando existe una laguna, entonces el ordenamiento ha de integrar esa laguna, llenar esa laguna, mediante la integración.

                 Por lo tanto es una figura distinta a la interpretación. Ya que en la interpretación existe una norma de la cual hemos de averiguar su sentido, mientras que en la integración ante la ausencia de normas tenemos que llenar esa laguna con los modos de que dispone el ordenamiento.

                 Uno de los modos de integración del ordenamiento es la analogía basada en  el razonamiento por semejanza, es decir, que existe un caso que no está expresamente contemplado en la norma ya que existe una laguna, pero si existe en la norma o una regulación para caso en los hay cierta semejanza, entonces podemos decir que como hay una regulación normativa para casos semejantes podemos aplicarla a ese caso concreto en el que existe una laguna.

      B.-  Aplicación al Derecho Tributario:

                 Respecto a esta figura, el artículo 14 nos dice que: “No se admitirá la analogía para extender más allá de sus términos estrictos el ámbito del hecho imponible, de las exenciones y demás beneficios o incentivos fiscales”.

                 La analogía se prohíbe ene. Campo tributario para el ámbito del hecho imponible, elemento esencial del impuesto, y para los beneficios fiscales. 

                 Aquí cabe reseñar que históricamente ha habido algunas discusiones doctrinales en el sentido de que como rige el principio de legalidad no cabe emplear la analogía cuando hay una laguna en un elemento esencial del tributo, según esta postura cuando respecto de los elementos esenciales de un tributos, hecho imponible, sujetos pasivo, base imponible, tipo impositivo, deuda tributaria, cuando respecto de estos elementos esenciales del tributo hay una laguna no cabe rellenarla mediante la analogía, porque prima el principio de legalidad tributaria.

                   Hoy se piensa, con mayor acierto por la doctrina, que quizás aquí lo importante no es el principio de legalidad tributaria, sino el principio de seguridad jurídica y en este aspecto se señala por una parte de la doctrina que sí podría aplicarse la analogía para rellenar lagunas en el campo tributario respecto de elementos esenciales del tributo siempre que no sean esos dos que prohíbe el artículo 14 de la Ley General Tributaria, es decir, el hecho imponible y las exenciones o beneficios tributarios, en estos si que no cabe en ningún caso la aplicación analógica pero en los otros elementos esenciales tributarios si podría aplicarse la analogía. Por ejemplo, si hay una laguna en la base imponible del impuesto sobre la renta de las personas físicas, se podría suplir siempre que exista semejanza con la base imponible del impuesto de sociedades.  (Esta es la opinión del profesor Pérez Royo pero no es unánime por la doctrina).

6.- La calificación.
               Vamos a ver aquí otro precepto que se refiere a la calificación.

         A.- Concepto de calificación:

                 Es una operación intelectual que consiste, después de interpretar el sentido de la norma, tenemos que calificar la situación concreta de la vida real, si el supuesto concreto de la vida real, encaja dentro del presupuesto de hecho abstracto de la norma. Por ejemplo: si yo me he comprado una casa nueva en año 2005 y en el año 2006 yo tengo al hacer la declaración del IRPF, tendré que ver si la deducción por adquisición de vivienda que establece la ley del IRPF es aplicable al caso concreto mío. Eso sería calificar, hay una norma por deducción por vivienda, entonces yo tengo que ver si esa compra de la vivienda reúne los requisitos para ser susceptible de dicha deducción.

                 Existen algunos casos en los que el presupuesto de hecho de la norma es relativamente sencillos porque son datos de hechos, por ejemplo, la norma que hablaba sobre la competencia en el impuesto sobre sucesiones y donaciones, se establecía que viene determinado por la residencia habitual, en este caso lo que habría que calificar era cual era la residencia habitual del causante, eso es un presupuesto de hecho fácil y sencillo de ver ya que sólo se trata de saber cual era la residencia habitual del causante, determinará la competencia de una comunidad y otra para gestionar y cobrar el impuesto. 

                 Pero a veces el presupuesto de hecho que establecen las normas tributarias no son tan simple, por ejemplo en el Impuesto de Transmisiones Patrimoniales y actos jurídicos documentados nos dice que el hecho imponible  es la adquisición, la compraventa de un bien inmueble, pues bien la compraventa de un bien inmueble es un concepto jurídico, por lo que hay que ir a las escrituras de ese bien inmueble y ver si realmente es un contrato de adquisición o de arrendamiento o de opción de compra, por lo que estamos ante una calificación que encierra elementos jurídicos y no solamente fácticos.

                  Por tanto la calificación a veces  puede ser sencilla porque  el presupuesto de la norma tributaria es sencilla y a veces puede ser más complicado porque se refiere a cuestiones o situaciones jurídicas.

       B.- Aplicación al Derecho Tributario.

                   A continuación vamos a ver lo que pasa con el derecho tributario.

                 El artículo 13 de  la Ley General Tributaria se refiere a esta materia diciendo que: “Las obligaciones tributarias se exigirán  con arreglo a la naturaleza jurídica del hecho, acto o negocio realizado, cualquiera que sea la forma o denominación que los interesados le hubieran dado, y prescindiendo de los defectos que pudieran afectar a su validez”.

                 Aquí tenemos lo que dispone la norma tributaria a este respecto de la calificación. A continuación desarrollaremos los que nos dice la norma:

a) Calificación conforme a criterios jurídicos: Esto tiene su explicación por una razón histórica porque también anteriormente  se empleaba o hablaba de calificación económica y jurídica, naturaleza económica y jurídica, y ahora el legislador ha querido  otra ves reseñar que estamos ante una norma jurídica y por lo tanto se ha de atender, no a la naturaleza económica, sino a la “naturaleza jurídica del hecho, acto o negocio”, es decir, hay una operación de sesión de un inmueble a cambio de una renta, ¿Eso qué es jurídicamente? No nos cuente usted si eso es económicamente una sesión…, eso jurídicamente es un arrendamiento (hay que atender en definitiva a la naturaleza jurídica de la operación).

b) Cualquiera que sea la forma o denominación que los interesados hubieran dado: También en segundo lugar nos dice la Ley General Tributaria “..cualquiera que sea la forma o denominación que los interesados hubieran dado..”, eso es importante porque sabemos que en el derecho  “LAS COSAS SON LAS QUE SON Y NO LAS QUE LAS PARTES DICEN QUE SON” , si en el ejemplo anterior tenemos un contrato de sesión de un inmueble a cambio de una renta eso es un contrato de arrendamiento, y ya podemos decir que es un contrato de opción de compra o un contrato de compra venta, se le puede llamar como se quiera, pero es jurídicamente tras una calificación o examen de sus circunstancias un contrato de arrendamiento. Por lo tanto de ahí se explica lo de “cualquiera que sea la forma o denominación que los interesados hubieran dado”  hay que atender a su naturaleza jurídica con independencia de cómo se le hubiese denominado.

c) Prescindiendo de los defectos que hubieran podido afectar a su validez: Y además dice la norma: “prescindiendo de los defectos que hubieran podido afectar a su validez”.  Con esto quiere decirse que para que un contrato, por ejemplo de compraventa, si se celebra un contrato de compraventa aunque tenga un defecto del tipo que sea ese contrato surte efecto en el campo tributario, si es un contrato de compraventa se origina el impuesto de transmisiones patrimoniales, y si es de un bien inmueble deberá tributar al 6,5%; con independencia de que tenga alguna cláusula que pudiera implicar la nulidad del mismo, solamente en el caso de que dicho contrato quede sin efecto, no por mutuo acuerdo entre las partes, sino por sentencia judicial o resolución administrativa, según el caso, que lo declare nulo de pleno derecho, entonces si que se reconoce en el campo tributario la devolución del impuesto pagado por Transmisiones Patrimoniales. Fíjense que la devolución del importe pagado no es porque el contrato tenga alguna cláusula que sea inválida, sino porque un juez o la administración en su caso así lo ha determinado. 

                 Esto lo podemos ver a parte de en la Ley General Tributaria en el artículo 57  de la ley del Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados,  que regula las devoluciones en este impuesto y que dice: “1. Cuando se declare o reconozca judicial o administrativamente, por resolución firme, haber tenido lugar la nulidad, rescisión o resolución de un acto o contrato, el contribuyente tendrá derecho a la devolución de lo que satisfizo por cuota del Tesoro, …”.

                 Hay que tener en cuenta que esto es importante porque nos señala la doctrina que los destinatarios de la norma tributaria, con el sistema actual de aplicación de los tributos, que es la autoliquidación, vemos que el primero que tiene que aplicar el tributo y por lo tanto interpretar la ley y calificar su situación tributaria es el propio contribuyente, claro restá que la Administración podrá también hacerlo y podrá estar o no de acuerdo con el contribuyente, pero el primero en interpretar y calificar la ley es el contribuyente. 

7.- La declaración de conflictos en la aplicación de la norma.
                 Esta denominación es nueva en la Ley General Tributaria ya que la misma es introducida en la Ley General Tributaria de 2003, hasta entonces era conocida como el  Fraude de Ley tributaria.

         A.- EL PLANTEAMIENTO GENERAL: Vamos a ver en primer lugar el planteamiento general, en el cual podemos distinguir por un lado entre tipología de comportamientos elusivos y por otra  las respuestas del ordenamiento a esos comportamientos.

              a) Tipos de comportamiento elusivo: En cuanto a la tipología de los comportamientos elusivos nos estamos refiriendo a las clases de comportamientos elusivos y podemos diferenciar tres tipos de comportamientos para eludir el pago de un tributo:

                    1º La ocultación de hechos imponibles: Alguien a comprado una casa y sin embargo no declara esa compra y no paga impuestos de transmisiones Patrimoniales del 6,5% del valor de esa casa, esta sería la primera clase de comportamiento elusivo, estoy ocultando, no estoy declarando oculto lo que tengo obligación de declarar.

                    2º No producir el hecho imponible: En segundo lugar otra conducta sería a la vista de lo que va a suponer pagar a Hacienda por la compra de un bien inmueble, pues abstenerse de realizar el hecho imponible, no comprar la vivienda, de esta forma se elude el hecho imponible pero no se ha infringido la norma sólo que no se ha producido el hecho imponible.

                    3º  Conflicto en la aplicación de la norma (Fraude de Ley): Hay una tercera clase de comportamiento que es evitar formalmente la realización del presupuesto de hecho del tributo obteniendo el mismo resultado. Aquí significa que yo doy en esta tercera clase un rodeo de manera que  formalmente no he comprado la casa o no se ha realizado el hecho imponible, pero debido a ese  rodeo al final yo realizo realmente el hecho imponible aunque formalmente no aparezca realizado. Este tercer comportamiento es el que se contempla en esta figura del fraude de ley y que actualmente se llama conflicto en la aplicación de la norma.

              b) Respuesta a la tercera conducta (Conflicto en la aplicación de la norma o Fraude de Ley): Una vez vista la tipología vamos a ver ahora la respuesta del ordenamiento a este tercer tipo de conducta que es la que nos ocupa.

                   El Ordenamiento en general y el tributario en particular puede emplear dos sistemas para combatir ese tercer tipo o conducta que hemos visto:

                   1º Establecer en cada ley del impuesto correspondiente medidas antifraude de ley, por ejemplo, en el caso de la casa que se compra y por la que se ha pagado y costado realmente 300.000 euros, a la hora de hacer la escritura se declara por la mitad, esto es, 150.000 euros, es evidente el ahorro, ya que al aplicar el tipo impositivo del 6,5% sobre los 150.000 euros se está ahorrando la mitad de lo que se tendría que pagar por I.T.P  al aplicarse el tipo sobre una base inferior. La norma lo que dice es que la base imponible sobre la que se aplica el tipo 6,5% no es el valor declarado sino el valor real del bien, con ello será irrelevante lo que se declare en la escritura de compraventa, o lo que se diga que se ha pagado por la compra efectuada,  lo revelante es el valor real de dicho bien. Esto sería una medida antifraude. Si el valor declarado es superior al valor real prevalecerá siempre el valor declarado.

                           Otro ejemplo sería el siguiente, en el IRPF hay una presunción de que las cesiones de capital se entenderán retribuidas salvo prueba en contrario, esto quiere decir, que si su padre le deja a usted 60.000 euros y usted no hace nada se supone que usted ha pagado a su padre  aparte de devolver el capital, unos intereses (interés legal del dinero) y su padre tendrá que incorporar en su declaración de la renta esos intereses devengados, y ello porque  hay una presunción de devengo de intereses en las cesiones de capital, esto también es una medida antifraude.

                   2º Cláusulas generales antielusivas (Artículo 15 Ley General Tributaria): La anterior es la primera reacción del ordenamiento para evitar conductas fraudulentas y la segunda es las llamadas cláusulas generales antielusivas, y un ejemplo de esta cláusula general antielusiva es la del artículo 15 de la Ley General Tributaria que vamos a analizar aquí como ejemplo de cláusula general antielusiva:

                   El artículo 15.1 nos dice: “1. Se entenderá que existe conflicto en la aplicación de la norma tributaria cuando se evite total o parcialmente la realización del hecho imponible  o se minore la base o la deuda tributaria mediante actos o negocios en los que concurran las siguientes circunstancias: a) Que, individualmente considerados o en su conjunto, sean notoriamente artificiosos o impropios para la consecución del resultado obtenido. b) Que de su utilización no resulten efectos jurídico o económicos relevantes, distintos del ahorro fiscal y de los efectos que se hubieran obtenido con los actos o negocios usuales o propios”.

                      Recordemos que estamos en el supuesto o negocio de la tercera clase de conducta elusiva que veíamos, es decir, que se da un rodeo para tratar de no pagar el tributo o pagar menos tributo. Entonces nos dice la norma que en estos supuestos en los que existe lo que antes se llamaba fraude de ley y ahora se llama conflicto de aplicación de la norma y los requisitos son estos dos que se han de dar conjuntamente:

· REQUISITOS DE LA NORMA:

                     1º Actos o negocios notoriamente artificiosos.

                     2º Que la única explicación o justificación sea el ahorro fiscal.

                     Por ejemplo si una persona o contribuyente quiere compra una casa y resulta que se va a encontrar con un gravamen del 6,5% existiría la posibilidad de constituir una sociedad de manera que comprador y vendedor constituyen una sociedad el vendedor aporta a la sociedad la casa el comprador aporta a esa sociedad el dinero posteriormente  disuelven la sociedad y resulta que el dinero va a mano del vendedor y la casa a mano del comprador.

                 En conjunto estas operaciones de constituir una sociedad aportando la cosa y el dinero y después disolviéndola y llevándose lo contrario de lo que aportaron sería más barato que pagar el 6,5% vendiéndose la casa directamente. Porque la constitución y disolución de la sociedad saldría más barato que pagar el 6,5%. Esto podría ser un ejemplo de lo que estamos hablando, operación en fraude de ley o con el nuevo nombre conflicto en la aplicación de la norma, porque como podemos ver se trata de un negocio notoriamente artificioso (se constituye la sociedad y se disuelve a los pocos días), es un artificio porque la sociedad nos se constituye normalmente para disolverse a los pocos días sino que se constituye por un tiempo para procurarse beneficios, para llevar a cabo un negocio y después si va mal se disuelve, pero no es normal constituir una sociedad y a la semana disolverla, es artificioso.

                     Y en segundo lugar que la única explicación sea el ahorro fiscal. Evidentemente en este caso la única explicación sería el ahorro fiscal porque aquí no hay ninguna explicación económica, o de otro tipo, la única explicación es que es más barato desde el punto de vista fiscal constituir y disolver que comprar directamente. Por lo tanto este es un ejemplo de operaciones en fraude de ley que el legislador intenta perseguir.

· REQUISITOS DE PROCEDIMIENTO:

                      Hemos visto los requisitos de la norma, pero también existen unos requisitos de procedimiento que se establecen en el artículo 159 de la Ley General Tributaria en el sentido de que en estos casos la declaración de que se ha producido esta situación lo hace un órgano específico del Ministerio de Hacienda; hay que decir que no estamos ante una figura de fraude puro y simple, no es que se haya ocultado algo y no que no se ha declarado una operación, o no se han declarado unos ingresos, etc. Estamos ante una situación más compleja en la que se ha montado todo un mecanismo para abaratar o conseguir un ahorro fiscal pero no estamos ante una situación de infracción tributaria sino que se trata de una situación particular o específica y por eso el legislador la trata así.

· EFECTOS:

                     Y también, a parte de los anteriores requisitos de procedimiento tenemos que ver cuales son los efectos  si la comisión específica declara que se ha producido en una operación de conflicto en la norma:

              1º.- En primer lugar que se recalifica el negocio ordinario cuya realización formal se ha evitado, en este caso se diría: aquí no ha habido una constitución y disolución de sociedad, aquí desde el punto de vista tributario lo que ha existido es una operación de compra venta por lo tanto tributáriamente se califica como una compraventa y tributa como una compraventa y no como una constitución y disolución de sociedades.

               2º.- El segundo aspecto es que se pueden cobrar intereses de demora, de manera que como se ha ingresado fuera del plazo la deuda tributaria pues se podrá cobrar intereses de demora.

                 3º.- El tercer aspecto es que no se imponen sanciones, y esta es una especificidad por lo que antes se decía, se recalifica, usted ha realizado una compraventa, usted me tiene que pagar la deuda tributaria correspondiente a la operación compraventa con intereses de demora pero no le voy a imponer sanción, y esto es lo que lo diferencia de la otra figura que es la simulación que veremos en el próximo epígrafe de este tema.

                        En la simulación hay una auténtica infracción tributaria y se puede imponer sanciones.


Igual la no sanción tiene su fundamento en que a veces es difícil de determinar si ha habido realmente esta intención o no de infringir la norma.

8.- La declaración de simulación.
        A.- Aspectos Generales:

                 Vamos a ver en primer lugar los aspectos generales de la simulación.

                  Dentro de este apartado de aspectos generales vamos a ver en primer lugar el concepto de simulación.

              a) Concepto de simulación: La simulación se ha definido como la ocultación bajo la apariencia  de un negocio jurídico normal de otro propósito negocial distinto a ese que aparece como celebrado.

               Las modalidades de simulación, afirma la doctrina, son dos, la simulación absoluta y la simulación relativa:

               - Simulación absoluta: Entendemos por simulación absoluta cuando se ha celebrado  un negocio jurídico pero debajo realmente no existe, es decir, hay un acuerdo para que no se produzca negocio jurídico alguna. El clásico ejemplo es el del deudor “A” que tiene una finca y ante un intento del acreedor por cobrar la deuda, concierta con un amigo “B” la compraventa de esa finca, de manera que aparentemente “A” le vende la finca a “B”, pero realmente “A “y “B” acuerdan que no hay una compraventa real, no hay pago de precio, no hay salida de patrimonio, y es una operación o negocio jurídico simulado tendente a escapar de la deuda y salvar la finca de un posible embargo por parte del acreedor. 

               Esta sería la simulación absoluta.

               - Simulación relativa: La simulación relativa es que debajo del negocio aparentemente celebrado existe otro negocio distinto al que se le ha dado forma. El clásico ejemplo también es el del padre que le va a donar a su hijo una cosa, bien inmueble por ejemplo, y como el coste de esa operación es alto porque tiene que pagar el impuesto sobre sucesiones y donaciones, lo que hace es que celebra una compraventa. Y aparece que formalmente el negocio jurídico celebrado es una compraventa cuando realmente no hay tal compraventa sino una mera donación de padre a hijo. Eso sería simulación relativa existe un negocio jurídico pero formalmente distinto al que se ha celebrado.

                 Hay por tanto aquí un elemento esencial en la simulación que es la ocultación de la voluntad real de las partes, del contrato celebrado, la compraventa en ambos casos, no se deduce la voluntad de las partes sino que esa voluntad queda oculta en algo que no se manifiestas y que en ningún momento sale al exterior.

              b) Diferencia entre el conflicto en la aplicación de la norma (fraude de ley) y la simulación:   Vamos a comentar ahora la diferencia de la simulación con el fraude de ley (conflicto de aplicación de la norma).

                Así como en la simulación hay ese elemento oculto, en el fraude de ley no se finge ni se oculta nada y esa sería la diferencia entre las dos figuras. Mientras que en el fraude de ley todo aparece al exterior de manera que lo que intentan las partes utilizar un negocio jurídico que tiene otra finalidad, lo utilizan de una manera impropia  para conseguir la reducción fiscal pero está todo exteriorizado, recuerden que en caso de la compraventa de inmueble que se disfrazaba bajo la forma de una sociedad de una sociedad, ahí estaba todo exteriorizado: A y B tienen concertado la compraventa de un inmueble, como quiera que el coste fiscal les parece muy elevado, conciertan la constitución de una sociedad en la cual “A”, que es el propietario, aporta el inmueble, y “B” que es el comprador, aporta el dinero, posteriormente uno aporta el dinero y otro se lleva la casa, con lo cual han conseguido un ahorro fiscal. Aquí todo está al exterior de manera que ahí no se está ocultando nada pero se está utilizando una operación impropiamente, se está utilizando la constitución de una sociedad de una manera impropia con el sólo objeto de conseguir un ahorro fiscal.                

                 Sin embargo en la simulación no sucede así, en la simulación hay un elemento que siempre queda oculto, es decir en el caso que se ha puesto en la simulación absoluta el vendedor oculta que realmente no ha habido tal operación, están dando la apariencia de que se ha celebrado una compraventa para huir del intento de cobro por parte del acreedor, pero realmente debajo no hay nada.

                   Y en el otro caso el padre oculta que le vende al hijo cuando realmente el hijo no tiene ni siquiera patrimonio para poder pagarle a su padre esa casa que figura comprándosela por un precio hipotético, pues aquí también hay un elemento oculto, aquí lo que hay realmente es una donación aunque se celebra formalmente como una compraventa.

                    Bien esta es la diferencia entre fraude de ley y simulación.

               c) Reacción del ordenamiento ante esta situación: Y para acabar con este apartado dedicado a los aspectos generales de esta figura que es la simulación tenemos este tercer apartado que es la reacción del ordenamiento ante estas situaciones.

                    En el código civil el artículo 1276 nos da la pauta en el sentido de que cuando se produce la simulación de un negocio, si la simulación es absoluta, el negocio celebrado se entiende nulo, no hay realmente acuerdo de compraventa en el ejemplo puesto, y por lo tanto se entiende nulo.

                    En el caso de la simulación relativa, a lo que el ordenamiento le da valor es al negocio disimulado en el ejemplo puesto a la operación de donación esto es jurídicamente una donación aunque se haya simulado una compraventa.

        B.- Situación en el Derecho Tributario.
                    Bien, estos son los aspectos generales de la simulación vamos a ver partiendo de estas ideas la situación en el derecho tributario.

              a) Contenido (artículo 16 de la Ley General Tributaria): En el campo tributario se produce con   bastante frecuencia la utilización de estas figuras con el objeto de obtener un ahorro fiscal. 

                 Y aquí, en el campo tributario, el ordenamiento reacciona estableciendo preceptos antisimulación en las leyes de cada tributo, de manera que una primera medida que toma el ordenamiento tributario es la de establecer preceptos en la ley de cada tributo, en la ley del IRPF, en la ley de TP y AJD, en la ley de S y D, etc. que tratan de salir al paso de las simulaciones que puedan producirse. 

                 Pero además establece un precepto general para combatir esta figura que se encuentra en el artículo 16 de la Ley General Tributaria, de manera que ese precepto antisimulación nos dice: “1. En los actos o negocios en los que exista simulación, el hecho imponible gravado será el efectivamente realizado por las partes.” Por lo tanto, véase que en los actos o negocios en los que exista simulación el hecho imponible gravado será el efectuado por las partes, coincidencia por lo demás con lo planteado desde el campo civil que vimos en los aspectos generales, es decir, en el caso de la donación disimulada bajo una compraventa fiscalmente se dice que es una donación y se grava como una donación, declarándose sin efecto y nula esa operación.

                 En un segundo apartado dice que: “2. La existencia de simulación será declarada por la Administración tributaria en el correspondiente en el correspondiente acto de liquidación, sin que dicha calificación produzca otros efectos que los exclusivamente tributarios.”. Es decir, que cuando se declara desde el punto de vista tributario que ha habido una simulación, por ejemplo, la donación que se esconde bajo una compraventa eso surge efecto sólo en el campo tributario, es decir que en el campo civil mientras el juez civil no lo decida así eso seguirá siendo una compraventa pero desde el punto de vista tributario se habrá calificado como una donación.

                  Y por último nos señala el apartado tres: “3. En la regularización que proceda como consecuencia de la existencia de simulación se exigirán los intereses de demora y, en su caso, la sanción pertinente.”.  Fíjense que aquí, a diferencia de lo que ocurría en el  fraude de ley, si se exige sanción. Unas de las características del fraude de ley (conflicto de la aplicación de la norma), puesto que se entendía que no existía ese elemento de ocultación sino un abuso del derecho, era que no había sanción. 

                  Aquí sin embargo se considera que si es castigable con una sanción la conducta de los contribuyentes.

              b) Concurrencia en el caso de simulación con otros acreedores: Cabe señalar en un segundo apartado que cuando la Administración Tributaria concurre con otros acreedores, personas físicas o jurídicas, esta declaración de simulación ya no puede declararla ella, sino que tiene que realizarla el juez competente, de manera que por eso se señala en la ley que la simulación la declarará la Administración en el correspondiente  acto de liquidación, es decir, en el momento de emitir una calificación sobre la operación y liquidarla. Pero si luego, posteriormente, a la hora de cobrar esa deuda resulta que hay otros acreedores que tienen intereses directos en esa operación que se ha realizado, entonces la Administración Tributaria en fase de recaudación no podrá hacerlo por su cuenta, ya que existen otros intereses ajenos y tendrá que ir a la vía judicial.

              c) Aspectos procedimentales de la simulación: En un tercer apartado haremos referencia a los aspectos procedimentales de la simulación tributaria.

                Aquí habría que destacar que la Administración tienen la facultada en el momento de liquidar de declarar la simulación, “esa operación que usted ha realizado es falsa, es una apariencia, pero lo que usted ha realizado es falso y yo Administración le liquido por esto”.  La Administración lo puede hacer, pero evidentemente debe tener las pruebas de la simulación, es decir, que le corresponde a la Administración Tributaria acreditar que ha existido una simulación, por ejemplo en el caso de la donación de padre a hijo disimulado bajo una operación de compraventa, la Administración puede decir: “su hijo en el momento en que le compró a usted y se hizo constar en la escritura pública que le pagaba a usted la cantidad de 120.000 euros pues resulta que era un estudiante y no tenía patrimonio ninguno para pagarle a usted esa cantidad” , ahí, habría una prueba en la que la Administración pone de manifiesto la simulación del negocio. Lógicamente deberá darle audiencia al interesado.

                  Otro aspecto a destacar de la simulación frente al fraude de ley, es que así como en este último se necesita iniciar un procedimiento especial que se tramita ante un órgano especial de la Administración para declarar el conflicto en la aplicación de la norma, en la simulación no hay expediente especial alguno, de manera que se sigue el procedimiento normal, procedimiento de comprobación inspectora normalmente y allí se declara la simulación.

         d) Gran confusión entre la figura de la simulación y la del fraude de ley: Por último habría que señalar en un cuarto apartado respecto a la simulación tributaria la gran confusión que ha existido hasta el momento, no sólo por parte de la Administración Tributaria sino también por parte de los tribunales de justicia.

                En la Administración Tributaria se ha observado una tendencia a utilizar la figura de la simulación en todos los caso frente a la figura del fraude de ley porque la Administración Tributaria tiene la ventaja en la simulación frente al fraude de ley de que no tiene necesidad de ese expediente especial y además puede imponer sanciones al obligado tributario cosa que no sucede en el fraude de ley.

                 Pero esa confusión de derivar casos que son de fraude de ley a casos de simulación, en los tribunales de justicia tampoco han estado muy finos hasta el momento porque se han llegado a considerar casos que eran auténticos fraudes de ley como casos de simulación, incluso declarando en el caso de fraude de ley se podía imponer sanciones, incluso penas, considerando delito fiscal, en el caso de que excedieran de la cantidad establecida para ser considerado delito fiscal.

                 Sin embargo ante la polvareda que han levantado esas sentencias que confundían lo que era fraude de ley de lo que era simulación, el Tribunal Constitucional en una sentencia reciente de 10 de mayo de 2005, desautorizó el criterio del Tribunal Supremo señalando y clarificando y distinguiendo estas dos figuras de fraude de ley o conflicto en la aplicación de la norma y simulación.

                                                                   Fin

TEMA 7

EL HECHO IMPONIBLE

1.- Los conceptos fundamentales  de la teoría del tributo.
                 En los temas del 2 al 6 hemos estado estudiando aspectos que hacen referencia a los tributos, a los principios constitucionales, al poder tributario, etc. Y ahora nos vamos a una parte del derecho tributario que es el Derecho Tributario material, y a partir del tema 11 nos meteremos en el llamado Derecho Tributario formal.

                 Vamos a ver en esta parte del derecho tributario material los elementos esenciales del tributo y por tanto será el objeto de estos temas.

                  Esta parte se inicia con el hecho imponible y el primer apartado se denomina los conceptos fundamentales de la teoría del tributo, cuando hablamos de la teoría del tributo nos estamos refiriendo a los elementos esenciales del tributo: El hecho imponible, el sujeto pasivo, la base imponible, el tipo impositivo, la deuda tributaria, etc.

                   Aquí vamos a distinguir dos apartados:

   A.- El contenido de las normas tributarias: 

           En primer lugar hablaremos del contenido de las normas tributarias y aquí podemos distinguir tres apartados:

          1º.- La obligación tributaria: Consiste básicamente en el ingreso de la deuda tributaria, por tanto en una obligación material. Ingresar una cantidad de dinero en concepto de tributo.

           2º.-  Los deberes formales: El obligado tributario o contribuyente  no sólo tiene la obligación de ingresar una cantidad de dinero, sino que también tienen que declarar y autoliquidar, lo que hacemos todos los años con el IRPF. Tiene también obligación de llevar, los que son empresarios, profesionales, sociedades,   sus libros contables, de manera que  cualquier empresario sabe que a parte de pagar la deuda tributaria, de liquidar y pagar, también tiene la obligación de llevar su contabilidad, todos ellos son deberes formales que no consisten en pagar pero son obligaciones de llevar una conducta determinada.

       3º.-  Los deberes a cargo de terceros: Quiere decir que en el ordenamiento tributario muchas vecen no solamente están obligados los contribuyentes sino que también el empresario que retiene a sus trabajadores, y al pagarle sus salarios todos los meses está obligado a retenerle una cantidad e ingresarla el empresario en Hacienda. Fíjense que aquí este señor es un tercero, no es el sujeto pasivo o contribuyente por el IRPF, que sería el empleado, sin embargo, el tercero que es ese señor que paga esos rendimientos de trabajo personal, o el banco que paga a sus depositarios esos intereses el banco está también obligado a retenerle.

                 Esto es a grosso modo el contenido de las normas tributarias.

B.- Explicación conceptual (Doctrina):

                  Desde el punto de vista conceptual ha habido dos teorías para explicar las normas tributarias:

         1º.- Teoría relación jurídico – tributaria: En primer lugar la que nos habla de la relación jurídico – tributaria. Esta teoría que aparece primero en el tiempo centra toda su atención en la obligación tributaria, en el primero de estos aspectos que antes habíamos comentado, es decir, en la obligación material de pagar el tributo.

                 Cuando se plantea que ocurre con los deberes formales se contesta que la obligación tributaria es la fundamental pero podemos decir que la relación jurídico tributaria tiene un contenido complejo que incluye tanto a la obligación tributaria como a los deberes formales. Pero lo principal para estos es la obligación tributaria.

          2º.- Teoría que se centra en el procedimiento tributario: Frete a esto surge posteriormente otra explicación que se centra en el procedimiento tributario. Esta teoría dice que la norma tributaria no es solamente obligación de pagar, obligación tributaria sino que es importante también los procedimientos a través de los cuales la administración tributaria hace efectivo su crédito. 

               Estas son las dos teorías principales que surgen a principio del siglo XX, la que centra su interés en la obligación tributaria, en la llamada relación jurídico tributaria, y la posterior que centra el interés en que lo importante son los procedimientos tributarios. Es decir, dice esta teoría,  que lo importante es entregar el dinero pero también lo es la  garantía que tienen los contribuyentes a través de los procedimientos.

2.- La relación jurídico tributaria. Concepto legal y contenido.

                 Según se desprende de la denominación del epígrafe tenemos  dos aspectos a destacar:
      A.- Concepto Legal de la relación jurídico tributaria (artículo 17.1 LGT): 

                 Concepto legal de la relación jurídico Tributaria que nos encontramos en el artículo 17.1 de la Ley General Tributaria que dice: “Se entiende por relación jurídico tributaria el conjunto de obligaciones y deberes, derechos y potestades originados por la aplicación de los tributos”.

                 Aquí, en esta definición de relación jurídico tributaria, que es bastante amplia, se meten obligaciones (el hecho de pagar), también los deberes formales (ese deber formal de llevar contabilidad, ese deber de declarar y autoliquidar, ese deber de utilizar el número de identificación fiscal,  etc), pues todos esos deberes también están comprendidos en la relación jurídico tributaria,  “derecho y potestades originados por la aplicación de los tributos, por lo tanto una definición bastante amplia.

                  Podemos decir que queda al margen, esta definición de la teoría jurídico tributaria, de esas dos teorías que antes les decía, tratando de permanecer al margen de la polémica que ha habido entre los defensores de una y otra.

   B.- Contenido de la relación jurídico tributaria (Artículo 17.2 L.G.T.).

                 Lo que es más importante en este epígrafe es el contenido de la relación jurídico tributaria.

· El Artículo 17.2 de la Ley General Tributaria.

                 Aquí tenemos que ir en primer lugar al artículo 17.2 de la Ley General Tributaria que dice: “De la relación jurídico-tributaria pueden derivarse obligaciones materiales y formales para el obligado tributario y par la administración, así como la imposición de sanciones tributarias en caso de su incumplimiento.”,  por tanto nos habla de:

· Obligaciones  materiales: es decir, de paga una cantidad determinada de dinero.

· Obligaciones formales: Declarar, contabilidad, emisión de facturas, utilización del NIF, etc.

· Y sanciones por incumplimiento.

                 Este es el contenido de la relación jurídico tributaria de acuerdo con el artículo 17.2 de la Ley General Tributaria, es decir, atendiendo ya no a una teoría, sino al mismo precepto de la Ley General Tributaria.

· Clasificación de obligaciones y deberes:

                 En base a este precepto se puede formular una clasificación dentro de  este mismo apartado referente al contenido, podemos hablar de una clasificación de las obligaciones y deberes que tiene su reflejo en la Ley General Tributaria, y así tenemos en un primer apartado:

A) Derecho Tributario material:

                    1º Obligaciones materiales de los obligados tributarios: Estas obligaciones materiales son la obligación principal que deriva del hecho imponible. Por ejemplo la de pagar el IRPF todos los años.

                 Obligaciones materiales de los obligados tributarios también serán los ingresos a cuenta, es decir, lo que hablábamos del empresario que retiene a  los trabajadores, eso serían los ingresos a cuenta. El abogado que ejerce la profesión tiene que ingresas todos los trimestres a cuenta de su declaración que la hará el año siguiente, el denominado pago fraccionado. Todos estos son obligaciones tributarias a cuenta de la obligación tributaria principal. Es decir, a cuenta de esa declaración que van a pagar a final del ejercicio en el mes de mayo o junio del años siguiente (IRPF). 

                    También son obligaciones materiales de los obligados tributarios  las que se dan entre particulares, es el caso, por ejemplo, del IGIC, el abogado que pasa su minuta a un cliente tiene que repercutir el IGIC, ésta sería una obligación entre dos particulares, el que presta el servicio y el señor que recibe el servicio. Pero también es una obligación tributaria material porque el abogado una vez a cobrado a su cliente una parte de esa factura debe ingresarla en concepto de IGIC.

                 También tenemos las obligaciones tributaria accesorias, es decir, además de la principal, de los pagos a cuenta, de las entre particulares, tenemos por último las accesorias, por ejemplo, cuando un obligado tributario se retrasa y en ves de ingresar su declaración de la renta  en junio la ingresa en septiembre tendrá que pagar un recargo, esta sería una obligación accesoria.  

                2º Obligaciones materiales de la administración: Pero no solamente los obligado tributarios tienen obligaciones materiales, también la administración las tiene.  

                 Estas obligaciones son por ejemplo devolver los ingresos que derivan de la aplicación de las normas tributarias (ejemplo: cuando la declaración de la renta sale a devolver) la administración tributaria tiene la obligación de devolver el exceso. Por lo tanto sería una obligación material de la administración. 

                 También tiene la administración la obligación de devolver los ingresos indebidos, cuando un contribuyente se equivoca e ingresa más también la administración tributaria tiene la obligación de devolverle el dinero, etc.

B) Derecho Tributario formal:

3º Obligaciones formales  de  los  obligados  tributarios:  Después

tenemos en un tercer apartado las obligaciones formales, es decir, si hasta ahora habíamos hablado de obligaciones materiales tanto de los obligados tributarios como de la administración ahora estamos hablando de obligaciones formales de los obligados tributarios, y tenemos una referencia a esta cuestión en el artículo 29 de la Ley General Tributaria, que dice: “Son obligaciones tributarias formales las que, sin tener carácter pecuniario, son impuestas por la normativa tributaria o aduanera a los obligados tributarios, deudores o no del tributo, y cuyo cumplimiento está relacionado con el desarrollo de actuaciones o procedimientos tributarios o aduaneros”.  Este sería el concepto de obligación tributaria formal, que después se desarrolla en el apartado dos, y dice: “… los obligados tributarios deberán cumplir las siguientes obligaciones:…” y empieza a desarrollar en este apartado dos del artículo 29 esas obligaciones, y entre otras tenemos: “a) la obligación de presentar declaraciones censales… c) la obligación de presentar declaraciones, autoliquidaciones y comunicaciones. d) la obligación de llevar y conservar libros de contabilidad y registros….  e) la obligación de expedir y entregar facturas o documentos sustitutivos.” 

                 Todas estas son obligaciones formales  de los obligados tributarios.

                4º Obligaciones procedimentales de la Administración: Y también existen obligaciones formales, o más bien, procedimentales de la administración tributaria. Por ejemplo, la obligación de resolver, la administración tributaria cuando se inicia un procedimiento está obligada en un plazo determinado a resolver, está obligada a notificar a los contribuyentes, está obligada a motivar los actos administrativos. Pues todos estos son obligaciones y deberes procedimentales de la administración.

                 De manera que en este epígrafe hemos visto de una manera adaptada a los preceptos de la Ley General Tributaria el concepto legal de relación jurídico-tributaria artículo 17.1. También hemos visto el contenido en el artículo 17.2 con las tres grandes materias que aparecen en este artículo 17.2, y hemos hecho una clasificación de esas obligaciones y deberes en estos cuatro grandes apartados: Obligaciones materiales de los obligados tributarios, obligaciones materiales de la administración tributaria, obligaciones formales de los obligados tributario y obligaciones procedimentales de la administración tributaria. Todo esto es al final la clasificación de las obligaciones y deberes.

3.- La indisponibilidad del crédito tributario.

                 El tercer epígrafe hace referencia a la indisponibilidad del crédito tributario que quiere decir que la Administración no puede renunciar al crédito tributario, no puede transmitirlo, ni aceptar cambios en el lado pasivo, en el lado deudor de la obligación tributaria.

      A.- Diferencias de la obligación Tributaria con el Derecho Civil:

                  Aquí vamos a ver en un primer lugar las diferencias con el derecho civil, estamos hablando de las diferencias de la obligación tributaria, por tanto del crédito tributario que ostenta la administración.

                   Sabemos que en el derecho civil, de acuerdo con el principio de la autonomía de la voluntad, existe disponibilidad en el lado activo y pasivo de la obligación. De manera que un acreedor puede trasmitir su crédito, crédito que tiene frente al deudor, a otra persona, y el deudor con el consentimiento del acreedor, puede también transmitir o que se subrogue otra persona en su posición. Esto sucede en el campo del derecho civil.

   B.- Obligación Tributaria: Sin embargo en el campo de la obligación tributaria no sucede esto.

                 De manera que el crédito tributario debido al interés público en que se basa hace que la Administración tenga que cobrar el crédito pero además, del sujeto que aparece obligado en la ley. En definitiva en el campo de la obligación tributaria el crédito tributario es indisponible y eso aparece reflejado en el artículo 18 de la Ley General Tributaria cuando dice: “El crédito tributario es indisponible salvo que la ley establezca otra cosa”.  Es decir que la Administración no puede condonar a nadie el crédito tributario, de hacerlo sería ilegal.

                  Pero no solamente el crédito tributario es indisponible sino que también lo son el conjunto de las situaciones subjetivas que derivan de la relación jurídico-tributaria, de manera que tampoco el sujeto pasivo u obligado tributario puede cambiarlo, ejemplo, el obligado que tiene un amigo y dice que en vez de pagarlo él lo paga su amigo. El artículo 17.4 nos señala que: “Los elementos  de la obligación tributaria no podrán ser alterados por actos o convenios de los particulares, que no producirán efectos ante la Administración, sin perjuicio de sus consecuencias jurídico privadas.” Es frecuente en el campo civil que al hacer una escritura de compraventa se dice que el vendedor asume el pago del Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales, que es uno de los impuestos que se devengan con ocasión de una compraventa y ese pacto por el cual el vendedor no el comprador se compromete a pagar el impuesto sobre transmisiones patrimoniales ese 6,5% del valor del inmueble que se vende es válido en el derecho civil pero no es válido en el derecho tributario, porque en virtud de este precepto los pactos privados no prevalecen sobre la ley tributaria. Si la Ley Tributaria dice que el obligado tributario a pagar ese impuesto es el comprador eso es lo que prevalece en el campo tributario, sin perjuicio que después el comprador que es el obligado tributario o contribuyente pague el tributo, y luego puede ir por la vía civil y reclamárselo al vendedor porque así está en la escritura privada; pero ante la Administración Tributaria en virtud de ese precepto se le reclamará la deuda tributaria al comprador, que es el obligado tributario que establece la ley, independientemente de los pactos que entre ellos se hayan establecido, según viene establecido “no producirán efectos ante la Administración, sin perjuicio de sus consecuencias jurídico privadas”.

                 Otro ejemplo igual lo tenemos en el Impuesto municipal sobre el incremento del valor de los terrenos.

   C.- Discrecionalidad de la Administración: Hemos visto en esta referencia a la obligación tributaria la indisponibilidad del crédito, también el hecho de que no se puede cambiar al sujeto pasivo, y por último vamos a hacer una referencia a la discrecionalidad de la Administración Tributaria.

                 Y en este punto hemos de decir que la Administración Tributaria tiene una discrecionalidad limitada a la hora de aplicar la norma tributaria por la importancia que tiene el principio de legalidad tributaria.

                 De manera que la Administración Tributaria a la hora de fijar los elementos esenciales del tributo, el hecho imponible, el sujeto pasivo, la base imponible, el tipo, la cuota, etc. No tiene discrecionalidad ninguna, sino que tiene que aplicar la ley. 

                 Eso no quita que existan algunas facetas en la aplicación de los tributos en los cuales nos podamos encontrar con esa discrecionalidad limitada, por ejemplo en el caso de los aplazamientos de pago, cuando un obligado tributario a título de contribuyente tiene un deuda tributaria que pagar y tiene dificultades de tesorería puede solicitarle a la administración que le aplace la deuda, entonces la Ley General Tributaria en el artículo 65 prevé que la administración tributaria inicie un procedimiento y le pueda conceder el aplazamiento del pago si aprecia que este contribuyente no es insolvente, ya que tiene patrimonio pero no tiene tesorería para pagar, esto sería un caso concreto que se pone como ejemplo  de discrecionalidad de la administración. Otro caso que se pone como ejemplo de discrecionalidad limitada de la administración son las actas con acuerdo, esto es una figura nueva que surge en la Ley General Tributaria de 1963 y que en determinadas circunstancias se puede llegar a un acuerdo entre el obligado tributario y la administración tributaria y está regulada en el artículo 155 de la LGT.

                 Pero lo importante es que salvo los casos que hemos expuesto la discrecionalidad de la Administración es limitada por esa circunstancia de que el principio de legalidad tributaria hace que la regulación básica del tributo, esos elementos esenciales vengan determinados por la ley.

                 En el examen de septiembre una cuestión práctica que se planteó es que si una donación de padre a hijo se simula bajo la apariencia de un contrato de compraventa entre ambos la declaración de simulación realizada por la Administración Tributaria si/no implica la nulidad del contrato de compraventa en virtud de, precepto. Es decir, se planteaba la cuestión práctica de si en esta donación simulada bajo la apariencia de un contrato de compraventa la declaración de simulación implicaba la nulidad del contrato de compraventa y en virtud de qué precepto.    

4.- El hecho imponible (1). Concepto y funciones.

                Ahora vamos a entrar a ver el primer elemento esencial de todo tributo algo que tiene que producirse en cualquier tributo que es el hecho imponible.

                El Hecho imponible se divide en el programa en dos epígrafe, el primero es el concepto y las funciones y el segundo epígrafe se refiere a la estructura del hecho imponible.

        A.- El Concepto:

                 Vamos a comenzar con el concepto y la función del hecho imponible. En cuanto al concepto nos viene dado por el artículo 20 de la Ley General Tributaria que establece: “El hecho imponible es el presupuesto fijado por la ley para configurar cada tributo y cuya realización origina el nacimiento de la obligación tributaria principal.”.

                  Por tanto de esta propia definición se desprende que es elemento esencial y fundamental en la estructura del tributo.

                   Por tanto todos los elementos esenciales del tributo: hecho imponible, sujeto pasivo, la base imponible, el tipo impositivo, la cuota tributaria, etc. Todos estos elementos esenciales que iremos viendo a lo largo de los sucesivos temas son importantes. Pero entre todo ellos destaca el hecho imponible. Puesto que si no se realiza el  hecho imponible no nace la obligación tributaria según hemos visto en el artículo 20.

B.-  Funciones del hecho imponible:

                 Vamos a ver dentro de un segundo apartado referido a las funciones que cumple el hecho imponible  tres funciones que  son:

   1º.- El nacimiento de la obligación tributaria.

                     2º.- La identificación del tributo.

                     3º.- El hecho imponible como índice de capacidad económica.  

               1º El nacimiento de la obligación tributaria: Primeramente vamos a ver la función del hecho imponible como origen o nacimiento de la obligación tributaria.

                 Históricamente la discusión respecto a este punto se ha planteado el debate respecto a si la obligación tributaria nace con la realización del hecho imponible, ese presupuesto que está fijado en la ley, o si realmente nace en un momento posterior cuando se liquida o autoliquida el tributo.

                  Vamos a dejar bien claro estos dos momentos que son diferentes: En el IRPF, por ejemplo, se dice que el impuesto nace, SE DEVENGA, al final del periodo impositivo, generalmente a 31/12 de cada año. Por tanto el hecho imponible se produce en este impuesto el 31 de diciembre. Pero sin embargo, en esta fecha no se liquida, ni hay obligación de ingresar cantidad alguna, después es en el mes de mayo y junio del años siguiente es cuando existe la obligación de autoliquidar ese impuesto que ha nacido el 31 de diciembre del años anterior. Por lo que se liquida en el momento de presentar la declaración-liquidación.

                   Por lo tanto desde el punto de vista histórico se ha planteado la cuestión si la obligación tributaria nace en el momento en que se produce el hecho imponible, 31 de diciembre o nace cuando se hace líquida que es cuando sabemos cuanto vamos a pagar.

                 Vemos que nuestra ley General Tributaria toma como nacimiento de la obligación tributaria el momento en que se realiza el hecho imponible, el 31 de diciembre. Sin embargo esta discusión doctrinal hoy en día se destaca que en la práctica  no tiene excesivas consecuencias, esto se pone de manifiesto cuando a la hora de señalar cuando comienza el plazo de prescripción de la deuda tributaria, es decir, ese plazo de cuatro años que tiene la administración para liquidar una deuda tributaria si no está conforme con lo que ha hecho el contribuyente, no comienza desde el nacimiento de la obligación tributaria a 31 de diciembre sino que comienza desde el momento de finalización del plazo de la declaración liquidación.

                 Se destaca por la doctrina como se ha separado, en un aspecto muy importante como es la prescripción, no se tiene en cuenta  ese momento teórico que es cuando dice la ley que  nace la deuda tributaria, que es cuando se realiza el hecho imponible, sino que nos vamos para el inicio de la prescripción a una fecha distinta que es al 30 de junio que es cuando finaliza el plazo de esta declaración. Este es un ejemplo de la pérdida de importancia que tiene la fecha del nacimiento de la obligación tributaria.

                   También se observa que el nacimiento de la obligación tributaria no guarda tampoco una relación directa con el momento en que hay que ingresar. Si el nacimiento de la obligación tributaria se produce a 31 de diciembre sin embargo resulta que el momento en que se tiene que ingresar la deuda tributaria tiene que ser incluso anterior a esa fecha, es el caso de los pagos a cuenta de ese abogado o de ese médico que tienen que hacer los pagos fraccionados trimestrales con anticipación al devengo de la obligación tributaria, a cuenta de esa obligación tributaria que todavía no ha nacido y que  sin embargo el profesional tiene que ir haciendo pagos fraccionados trimestrales.     

             Y lo mismo pasa con las retenciones que se efectúan a los empleados o trabajadores por  cuenta ajena, la obligación tributaria no ha nacido para ese empleado pero sin embargo todos los meses se le va reteniendo a cuenta de esa obligación tributaria que todavía no ha nacido.

                 Con estos dos ejemplos se quiere poner de manifiesto la relativa importancia que tiene el nacimiento de la deuda tributaria, es evidentemente el momento del hecho imponible pero ello no tiene consecuencias prácticas  como acabamos de ver en esos dos ejemplos respecto a la prescripción y respecto a la fecha de ingreso de la deuda tributaria.

                 Por   eso  se  afirma  por la  doctrina  (profesor  Pérez  Royo) 
que se podría redefinir el hecho imponible como el elemento del tributo que fundamenta o legitima la adquisición de la prestación tributaria, y ello porque realmente sólo es el fundamento, se ha producido el hecho imponible y eso va a tener después unas consecuencias, pero ello no significa que en el momento en que nazca el hecho imponible a partir de esa fecha es cuando se pongan en marcha una serie de mecanismos. Por lo tanto las obligaciones tributarias pueden nacer incluso antes del hecho imponible, la prescripción se comienza a contar desde otro momento diferente. Pues bien esta es la primera de las funciones que realiza el hecho imponible señalando el nacimiento de la obligación tributaria con esas matizaciones que hemos efectuado.

               2º La identificación del tributo: La segunda función que realiza el hecho imponible es la identificación del tributo, el hecho imponible sirve para identificar el tributo, y esto en un doble sentido:

                     a) En primer lugar, recordemos que cuando veíamos la distinción entre Tasas, Impuestos y Contribuciones especiales, hablábamos de que la distinción estaba en la estructura del hecho imponible, de manera que por ejemplo, en el hecho imponible del impuesto no se hace referencia alguna a actividades o servicios de la Administración Tributaria, cosa que si sucede en las Tasas y en las Contribuciones Especiales, por lo tanto, si analizamos un hecho imponible, nos sirve para ver si estamos ante una tasa o ante una contribución especial o ante un impuesto. Este sería el primer aspecto para lo que sirve el hecho imponible.

                     b) En segundo lugar, también sirve para diferenciar dentro de cada categoría tributaria un tributo de otro.  Por ejemplo, para diferenciar el Impuesto sobre Sucesiones y donaciones, o el Impuesto sobre sociedades, del impuesto sobre la Renta de las personas Físicas no tenemos mas que ir a ver el hecho imponible. Analizando o estudiando el precepto legal que define el hecho imponible de cada impuesto sirve para que diferenciemos un impuesto de otro.

               3º.- El hecho imponible como índice de capacidad económica: Nos queda por ver el tercer aspecto o tercera de las funciones que cumple este elemento esencial del tributo que es el hecho imponible y es la de que el hecho imponible sirve como índice de capacidad económica.

                             Realmente esto ya lo hemos visto al explicar el epígrafe correspondiente al principio de capacidad económica, tema 2 del programa, por lo que aquí sólo vamos a insistir brevemente en esa idea  que ya en su momento vimos. 

                             La formula constitucional del principio de capacidad económica nos dice que no se puede establecer un impuesto que no refleje alguna capacidad económica, decíamos como ejemplo, que si el legislador establece un impuesto por ser calvo, sería declarado inconstitucional, porque la calvicie no es un elemento o índice de capacidad económica, sino una circunstancia física de la personal, por tanto no se cumpliría el principio de capacidad económica que exige que todos los tributos tengan en cuenta la capacidad económica de los sujetos pasivos.

                              Por tanto ese principio de capacidad económica es un límite negativo para el legislador que no puede establecer un hecho imponible que no sea revelador de una capacidad económica.

                              Evidentemente la capacidad económica ha de estar presente también en los restantes elementos del tributo y no sólo en el hecho imponible, ello quiere decir, que por ejemplo, en la base imponible también tiene que estar presente el principio de capacidad económica, no tendría sentido por ejemplo, que dos personas que han obtenido una renta en el años 2006 y que por lo tanto han cumplido el principio de capacidad económica, no tendría sentido que fueran gravados igual, ya que una persona que hubiera obtenido una renta de 40.000 euros de otra persona que hubiera obtenido una renta de 300.000 euros. Es decir dentro de la capacidad económica que se ha puesto de manifiesto por ambos contribuyentes después la base imponible se preocupa de gravar y de modular  gravando más al que más capacidad económica tiene por que ha obtenido más rentas.

                             Con eso queremos decir que la capacidad económica tiene que estar presente, por supuesto en el hecho imponible, ya que si no, no habría tributo desde el punto de vista constitucional, pero también tiene que estar presente en los otros elementos, como puede ser en la Base Imponible o el Tipo Impositivo.

5.- El hecho imponible (2). Estructura.

                 La segunda parte de este elemento esencial es el que se dedica a la estructura del hecho imponible.

                  En este epígrafe se distinguen cuatro aspectos que conforman la estructura del hecho imponible:

                  1º El aspecto material.

                  2º El aspecto subjetivo.

                  3º El aspecto espacial.

                  4º El elemento temporal del devengo.

                  Vamos a ir explicando cada uno de estos aspectos del hecho imponible:

       1º.- Aspecto material: Se dice que el aspecto material del hecho imponible es la capacidad económica que está incorporada en el propio hecho imponible. Así por ejemplo cuando vamos a la ley del IRPF vemos que nos dice que el hecho imponible es la obtención de rentas, constituye el hecho imponible, nos lo dice el artículo 6, “la obtención de rentas por el contribuyente”. Por tanto aquí desde el punto vista material, lo importante es la obtención de rentas, este aspecto material, por tanto es el objeto del tributo, lo que quiere gravar el Impuesto sobre la Renta es la obtención de rentas por el sujeto pasivo.

                Cabría hacer alguna matización en el sentido de que en algunos tributos no coincide esa manifestación de capacidad económica que figura en el hecho imponible, no concede con la riqueza que realmente se quiere gravar, y se pone como ejemplo típico por la doctrina el caso del impuesto sobre el patrimonio, porque en este impuesto sobre el patrimonio lo que se grava es la posesión o tenencia de un patrimonio  a 31/12 de cada año. Eso es lo que nos define el aspecto material del hecho imponible del Impuesto sobre el Patrimonio: la propiedad, posesión, tenencia de un patrimonio a 31 de diciembre de cada año.

                 Sin embargo lo que se quiere gravar con este impuesto es la renta que se produce con ese patrimonio, y la prueba es que, como ya estudiaremos en el estudio del impuesto sobre la renta, que existe un  límite conjunto IRPF-IP, eso pone de manifiesto que aunque realmente el legislador define el hecho imponible del Impuesto sobre el Patrimonio como la posesión o tenencia de un patrimonio, sin embargo lo que está queriendo gravar es la renta que le origina ese patrimonio.

                 En cualquier caso lo que interesa destacar es que el elemento material del hecho imponible es esa manifestación de capacidad económica que está incorporada en el propio hecho imponible.

                 En el caso del Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales es la adquisición de un patrimonio, no la tenencia, sino cuando yo adquiero una vivienda, adquiero una propiedad inmueble y tengo que pagar, ahí me están gravando esa capacidad económica que se pone de manifiesto cuando yo compro una vivienda, un coche, etc.

       2º.- Aspecto subjetivo: El segundo aspecto a considerar en la estructura del hecho imponible es el elemento subjetivo,  éste elemento tampoco ofrece mucha dificultad  puesto que es la relación con el elemento material que antes vimos de la persona obligada a satisfacerlo.

               En el caso anterior del IRPF está muy claro, como en todos los impuestos personales, ya que sería la obtención de rentas por el sujeto pasivo. La obtención de rentas el elementos material; por el sujeto pasivo, el elemento subjetivo.

                Aquí se destaca por la doctrina una matización a tener en cuenta que el elemento subjetivo hace que desde el punto de vista del derecho tributario, el legislador tributario puede tener  unos criterios distintos del legislador civil. Por ejemplo, cuando en el IRPF un matrimonio obtiene rentas del trabajo personal porque los dos trabajan, civilmente esos son bienes gananciales  en la calificación civil, pero sin embargo desde el punto de vista tributario se imputan al que los obtiene, y lo mismo en las actividades profesionales y empresariales, fíjense aquí como se destaca que el legislador tributario no tiene, y esta respaldado por el Tribunal Constitucional, porque sujetarse a los criterios civiles. Civilmente una renta  puede tener una calificación ganancial, pero sin embargo desde el punto de vista tributario no tiene por que coincidir con lo civil,  puede coincidir pero puede no coincidir. El legislador tributario puede tener sus propias reglas.

       3º.- Aspecto espacial: El tercer elemento sería el espacial. También nos hemos referido a esta cuestión cuando hablamos de la aplicación de la ley en el espacio, cuando hablamos de los puntos de conexión, recordemos qué sucede cuando hay un elemento de internacionalidad en una relación jurídico tributaria, por ejemplo, un residente en Las Palmas que tiene una vivienda en Londres alquilada, ¿qué sucede en estos caso?, en los que hay sujeción a dos ordenamientos tributarios, al Británico y al Español, este es el tema, ¿quién predomina?, Convenio de Doble Imposición, o los criterios de conexión fijados por las leyes españolas, por lo que aquí nos remitimos a lo que vimos en su momento.

                 También son importante, además de  los puntos de conexión en el aspecto internacional, sino que también tienen mucha importancia cuando hablamos de distintas Comunidades Autónomas, es decir, en el plano interno español,  recordemos que hablamos de los impuestos cedidos, en el caso del Impuesto sobre sucesiones y donaciones, por ejemplo, una personas que reside en Sevilla pero que tiene bienes en Madrid y en Tenerife, en caso de fallecimiento ¿Qué Comunidad Autónoma es la competente en este caso?.

                  A esto hace refiere este elemento espacial y nos remitimos a lo que ya se ha explicado al respecto.

              4º.- Aspecto temporal del devengo: Por último tenemos el cuarto aspecto del hecho imponible que es el elemento temporal del devengo.

                 Quizás de estos cuatro aspectos es el más destacado, todos son importante, pero desde luego no cabe duda que el devengo, que en definitiva no es más que el aspecto temporal del hecho imponible es de los aspectos más destacado.

                 El artículo 21.1 de la LGT se ocupa de este elemento temporal del hecho imponible, donde primero después de tratar en el artículo 20 el hecho imponible, dice: “el devengo es el momento en el que se entiende realizado el hecho imponible y en el que se produce el nacimiento de la obligación tributaria principal”. 

                 En los “tributos instantáneos” no hay problema, por ejemplo, en un Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones, o en un Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales, puesto que ahí nace en un momento específico, cuando fallece el causante que deja un patrimonio a sus herederos, el momento de su fallecimiento es el momento del devengo, momento en el que nace la obligación tributaria; ene. Caso de Transmisiones Patrimoniales, es el momento en que se otorga una escritura pública y que se adquiere la propiedad de ese inmueble,  ese sería el momento en que también se devenga el hecho imponible del impuesto de transmisiones patrimoniales.

                 Pero existen otros impuesto, recuerden lo que vimos en su momento,  que se prolongan en el tiempo, es decir, que tienen un periodo impositivo, es el caso del impuesto sobre la renta de las personas físicas o es el caso del impuesto sobre sociedades. En el caso del impuesto sobre sociedades con ejercicio natural (en el que coincida el ejercicio con el año natural, ya que también puede tener un período impositivo distinto), pero lo normal es que una sociedad inicie su ejercicio el uno de enero y que lo acabe el treinta y uno de diciembre, ese sería el período impositivo.

                 Y ahí, nos aclara la norma “el devengo…en el que se produce el nacimiento de la obligación tributaria principal”, pues normalmente la ley del IRPF o del IS nos dice que en estos tributo con periodos impositivos el devengo es el último día del periodo impositivo por tanto el 31 de diciembre de cada año.

                  Debe señalarse que el devengo aunque forma parte del hecho imponible sin embargo el legislador, por esa importancia que tiene, muchas veces lo regula en un artículo separado, y así por ejemplo, si vamos a la ley del Impuesto sobre la Renta separadamente del hecho imponible, aunque forma parte de su estructura, el artículo 12 nos dice cuándo se devenga este impuesto; o en el caso del IBI en el artículo 75 de la Ley de Haciendas Locales también nos dice cuándo se devenga este impuesto, quizás por esa importancia que tiene este aspecto  se le separa, y por tanto hay un artículo que habla del hecho imponible y otro artículo específico nos habla del devengo, es decir del aspecto temporal del hecho imponible.

6.- Supuestos de no sujeción.

                 Vamos a ver a continuación como complemento de esta figura importante, de este elemento esencial del tributo, el programa dedica un epígrafe   a los supuestos de no sujeción.

                  Y efectivamente la ley General Tributaria en el artículo 20.2 nos señala que: “La ley podrá completar la delimitación del hecho imponible mediante la mención de supuestos de no sujeción”.  Es decir, que se completa la definición del hecho imponible señalando aquello que no es hecho imponible, por ejemplo, en la ley del IRPF en el artículo 6.4 nos dice: “No estará sujeta a este impuesto la renta que se encuentre sujeto al impuesto sobre sucesiones y donaciones”, esto se ha planteado sobre todo respecto a los seguros de vida, y para evitar que pueda producirse una doble tributación cuando un causante con seguro de vida fallece y que el seguro de vida pueda tributar en los herederos tanto vía renta de personas físicas como en el Impuesto sobre sucesiones y donaciones, para evitar esa doble tributación el legislador aclara que no estará sujeta en este caso concreto lo que está sujeto al impuesto sobre sucesiones y donaciones.

Vamos a ver los tres aspectos principales de este epígrafe que son:

                 1º El sentido que tienen las normas de no sujeción.

                 2º Las diferencias con la exención tributaria.

                 3º Cuando las normas de no sujeción son definitorias del hecho imponible. 

       1º El sentido de las normas de no sujeción: Ya lo hemos adelantado, sería aclarar o completar la definición del hecho imponible, mediante una determinación negativa, tal cosa, este es el hecho imponible, tal operación no constituye, no está sujeta, no es hecho imponible, junto a una delimitación positiva del hecho imponible, hay una delimitación negativa.

                 Se ha dicho también que constituye una interpretación autentica de la ley porque el legislador para evitar equivoco, a continuación de señalar el hecho imponible dice, por ejemplo, en el impuesto sobre la renta, dice: la obtención de rentas por el sujeto pasivo, (hecho imponible); pero lo que está sujeto al impuesto sobre sucesiones y donaciones no es renta, (no está sujeto al IRPF). Por tanto hablamos de una interpretación auténtica, es decir, aquella que realiza el propio legislador.

       2º Las diferencias con la exención tributaria: En segundo lugar las diferencias que tiene esta figura de la no sujeción con otra figura con la que guarda cierta relación que es la exención tributaria y que veremos posteriormente en el último epígrafe de este tema.

                 En la exención cabe adelantar que se produce el hecho imponible pero no se produce las consecuencias. Si una operación está sujeta pero está exenta, entonces decimos que se ha producido el hecho imponible pero el legislador tributario la considera exenta, o sea, que no tiene que pagar, no tiene consecuencias económicas, no tiene consecuencia de ingreso de deuda tributaria.

                  Es el caso por ejemplo de los premios de la lotería nacional o de las apuestas deportivas benéficas, ahí se ha producido el hecho imponible ya que se ha obtenido una renta pero el legislador en atención a determinadas circunstancias las declara exentas.

                 Sin embargo en la no sujeción la diferencia que tiene es que el hecho imponible no se produce, que si se produce en la exención.

                  Esta diferencia entre exención y no sujeción tiene algunos aspectos prácticos, por ejemplo que a la no sujeción se le pueda aplicar la analogía (en artículo 114 LGT, veíamos que se limitaba  a la exención pero si a la no sujeción).

                  Pero sobre todo esta diferencia que estamos hablando tiene gran importancia práctica en el deslinde de los dos impuestos indirectos principales que es el caso del impuesto sobre transmisiones patrimoniales y actos jurídicos documentados y en canarias el IGIC, porque nos señala al deslindar estos dos tributos esta distinción que estamos hablando exención no sujeción es muy importante.

                   En el manual tenemos un ejemplo concreto de este juego entre estos dos impuestos, lo que en el mismo se quiere poner de manifiesto allí es que en los casos de los préstamos hipotecarios relacionados con la adquisición de los inmuebles hay dos posibilidades, que esos préstamos hipotecarios sean no empresariales, por ejemplo de un particular a otro particular, y empresarial.

                   En el caso de los préstamos  no empresariales, es decir, entre particulares están sujetos al Impuesto de Transmisiones Patrimoniales modalidad transmisiones onerosas que los declara sujetos pero exentos. Sin embargo los préstamos hipotecarios empresariales, por ejemplo de un banco a un particular, están sujeto al IVA o al IGIC en Canarias que los declara sujetos pero exentos. Fíjense que el tratamiento en los dos impuestos para los préstamos hipotecarios es el mismo en impuestos diferentes, es decir, que  préstamo de particular a particular sujeto a transmisiones patrimoniales modalidad transmisiones onerosas, está sujeto pero exento; préstamo empresarial, por ejemplo de un banco a un particular, está sujeto al IVA o al IGIC pero exento.

                 Bien esta es la situación en nuestros impuestos, hay un impuesto que es el Impuesto sobre Actos Jurídicos Documentados que grava los documentos notariales, que tienen acceso al registro y son inscribibles en un registro público, y es que este impuesto sobre actos jurídicos documentados declara que las escrituras de préstamos hipotecarios que sean no empresariales no están sujetos al impuesto de actos jurídicos documentados, de manera que esto estaría no sujeto actos jurídicos documentados; mientras que los documentos empresariales, es decir, las escrituras públicas que recojan préstamos hipotecarios de un banco por ejemplo un particular si están sujetos a actos jurídicos documentados, en la actualidad el 0,75%.

                 Con lo anterior lo que se ha tratado de poner de manifiesto es resaltar que este impuesto de actos jurídicos documentados que grava los documentos notariales, escrituras públicas que tienen acceso a un registro público, este impuesto de actos jurídicos documentados utiliza la figura de la no sujeción, si está sujeto a transmisiones onerosas no estará sujeto a actos jurídicos documentados con independencia de que esté exento o no, es decir, no lo tiene en cuenta  el legislador de actos jurídicos documentados, para el legislador  lo importante es que esté sujeto, que después esté exento o no será otra cuestión. Las escrituras de préstamos no empresariales al estar sujeto al ITP modalidad transmisiones onerosas quedan fuera de Actos Jurídicos documentados (no sujetas), en cambio, en el caso de los préstamos empresariales como no están sujeto a transmisiones patrimoniales onerosas sino que están sujetos a IVA o IGIC si están sujetos a su vez a actos jurídicos documentados.

Esquema:

	
	ITP (Transm.Onerosa
	IVA/IGIC
	AJD

	Préstamo no empresarial
	SUJETO/EXENTO
	NO SUJETO
	NO SUJETO

	Préstamo empresarial


	NO SUJETO
	SUJETO
	SUJETO


               Es decir, que aquí en esta situación están sujeto pero exentos pero lo que toma como referencia este tributo de Actos Jurídicos Documentados es la situación de no sujeción no importando si están o no exento. Si es una situación sujeta a Transmisiones onerosas no lo estará a Actos Jurídicos Documentados.

                 Las consecuencias económicas en principio son las mismas, es decir, en un caso de no sujeción no hay deuda tributaria; y el caso de exención como ha nacido el hecho imponible pero está exento pues tampoco hay deuda tributaria. Pero en algunos impuestos puede tener mucha importancia porque la sujeción o la exención es lo que marca la  referencia de otros impuestos que utilizan la sujeción como elemento para a su vez ellos gravar esas operaciones.

        3º Cuando las normas de no sujeción son definitorias del hecho imponible: Hemos hablado del sentido de las normas de sujeción,   de las diferencias con la exención y finalmente hay un tercer aspecto que interesa destacar que es que en ocasiones las normas de nos sujeción no solamente son aclaratorias sino que son definitorias, son las que realmente nos marcan cual es el hecho imponible, también en el manual hay un ejemplo de los que sucede en el ITP, concretamente en el artículo 7 de la ley de este impuestos de transmisiones patrimoniales, primero nos dice que son transmisiones patrimoniales sujetas las adquisiciones de bienes, etc., y después nos dice que no estarán sujetas al concepto de Transmisiones Patrimoniales onerosas las operaciones enumeradas anteriormente cuando sean realizadas por empresarios o profesionales en el ejercicio de sus actividad empresarial o profesional.

                  Lo cual quiere decir que si yo le compro una vivienda a un promotor que se dedica habitualmente a esta actividad de venta de vivienda, esto no constituye el hecho imponible del impuesto de transmisiones, constituirá el hecho imponible del impuesto General indirecto Canario, pero no el de transmisiones patrimoniales. Entonces lo que se pone de manifiesto es que cuando la norma del impuesto de transmisiones patrimoniales nos dice primero,  que es hecho imponible la adquisición de bienes o derechos,  eso tiene que completarse con las normas del aparado 7 que nos dice que si yo adquiero bienes que son comprados o adquiridos a empresarios o profesionales en el ejercicio de sus actividad eso no forma parte del hecho imponible, no es hecho imponible en transmisiones patrimoniales  sino que es hecho imponible del IVA o del IGIC en Canarias.

                 Por eso se dice que a veces las normas de no sujeción no solamente nos están aclarando sino que están definiendo lo que es el hecho imponible.

7.- La exención tributaria.

                 Vamos a completar lo que hemos visto con el último epígrafe que hacer referencia a la exención tributaria, aquí son tres aspectos los que vamos a ver:

               1º El concepto de exención. (Artículo 22 LGT).

a) Concepto estricto de exención tributaria.

b) Concepto amplio de exención tributaria.

              2º Caracterización jurídica.

               3º Su fundamento.

       1º El concepto de exención: En cuanto al concepto que aparece en el artículo 22 de la LGT vamos a plantearnos dos posibilidades, un concepto estricto y un concepto amplio de exención tributaria.

                 El artículo 22 nos dice que: “son supuestos de exención aquellos en que a pesar de realizarse el hecho imponible la ley exime del cumplimiento   de la obligación tributaria principal”. Lo que decíamos anteriormente al señalar las diferencias entre la no sujeción con la exención, se ha realizado el hecho imponible pero la ley exime del cumplimiento de la obligación tributaria.

            a) Concepto estricto: En un concepto estricto la exención forma parte de lo que se llaman los beneficios tributarios o beneficios fiscales, es decir, desde este punto de vista existen el genero, que sería los beneficios fiscales, en el caso Canarios estamos muy acostumbrados porque en el régimen fiscal canario, es un conjunto en buena parte de beneficios fiscales, es el caso de la Reserva para inversiones en canarias, las deducción por inversiones, etec., nuestro régimen fiscal está lleno de beneficios fiscales, bien, pues esta figura tiene o puede tener dentro de sí la exención, puede tener la bonificación, la deducción, por ejemplo por adquisición de vivienda, etc., todos ellos son beneficios fiscales. Y en este concepto estricto  la exención forma parte, es uno de los beneficios fiscales.

· Beneficios fiscales:

· Exención.

· Bonificación.

· Deducción (ejem. Adquisición de vivienda).

                 La exención se diferencia en este concepto que así como la deducción es una minoración de la deuda tributaria, por ejemplo, porque me aplican el 15% en la cuota, la exención significa por el contrario que no tengo que paga nada porque está exento, mientras que la bonificación por ejemplo de un 40%, en la exención es de un 100%.

                  Esto es lo que quizás hoy en día lo que más se utiliza.

            b) Concepto amplio: Hay también un sentido amplio que podemos encontrar algún precepto o algún trabajo en el que se equipara y nos dice que realmente la exención es beneficio fiscal.

                   Es decir, hay un sentido estricto que quiere decir la exención es uno de los beneficios fiscales junto con las deducciones, las bonificaciones, las reducciones en la base. Y en un sentido amplio tradicional y quizás ya un poco antiguo, en el que antiguamente se hablaba de exenciones como genérico, y comprendía a todos los beneficios fiscales, por lo tanto desde este concepto amplio también una deducción sería una exención.

                   Pero como decimos, actualmente, desee el punto de vista técnico  el que predomina más es el sentido estricto, de tal manera que el beneficio fiscal es el género y dentro de él nos encontramos distintos conceptos como los que hemos señalado. 

       2º Caracterización jurídica: En un segundo punto de la exención tributaria es el de caracterización jurídico, ahí habría que distinguir dos facetas:

                    a) En el marco de la relación jurídica tributaria concreta: En primer lugar en el marco de la relación jurídica tributaria concreta, esto es, por ejemplo, que  en la ley del IRPF existe una deducción por adquisición de vivienda del 15%, bien, pues se produce en el año 2006 que un contribuyente ha comprado una casa y la va a destinar a su residencia habitual y esa casa él tiene derecho a que se le aplique esa deducción, de manera que si hacienda le hace una liquidación e ignora esa deducción a la que él tiene derecho puede reclamar, desde ese punto de vista estamos en el marco de esa relación jurídica tributaria concreta, la de este contribuyente y la de hacienda por el año 2006 pues está claro que él tiene un derecho subjetivo.

                      Lo que quiere decirse por otro lado es que sin embargo ese derecho subjetivo que tiene el contribuyente no es un derecho adquirido, es decir, que la legislación puede cambiar y las exenciones que un momento determinado exista una deducción o un beneficio fiscal o una exención en sentido amplio y que en un momento determinado o en un año determinad tengamos derecho a esa porque así estaba establecido ello no quiere decir que ello constituya un derecho adquirido en el sentido de que siempre voy a tener ese derecho. La doctrina del Tribunal Constitucional afirma que la normativa en materia tributaria puede cambiar y no hay derechos adquiridos en materia de deducciones o beneficios fiscales. De manera que pueden dejarse sin efecto beneficios fiscales que estaban otorgados y eso lo vemos con frecuencia en el campo tributario.

                 También es verdad que el legislador normalmente se cuida mucho por las repercusiones políticas que tiene, cuando hay un cambio legislativo como el que ahora está efectuándose en el  IRPF que para el 2007 hay un nuevo impuesto y cuando introduce algún cambio, por ejemplo, se va a limitar, unos porcentajes que antes existían que de manera general eran del 15% de deducción y que podía llegar hasta el 20% ó 25% con unas condiciones o unos requisitos especiales por la compra de una vivienda habitual, eso lo suprime, pero el legislador, para evitar los problemas que pudieran surgir por las personas que ya se venían aplicando ese beneficio, dice, yo mantengo a futuro a aquellos que ya venían gozando de ese beneficio y les permite que en el futuro una vez entrada en vigor la ley puedan seguir gozando de aquellos beneficios, por ejemplo de esos porcentajes máximos, es el caso de la ultraactividad que ya explicamos en su momento.

                 Lo que se quiere decir con esto es que aunque el Tribunal Constitucional ha señalado en su doctrina que el beneficio fiscal, la exención, no constituye ningún derecho adquirido, de manera que lo que yo tengo hoy como contribuyente lo puedo mañana perder si hay un cambio normativo y no podría quejarme jurídicamente, aunque políticamente pueda poner verde al gobierno. Pero a pesar que eso es así, el gobierno por razones que en este sentido son loables por seguridad jurídica, etec. Procura cuando hay un cambio normativo para aquellas personas que ya venían gozando del beneficio trata de mantenerlo en la nueva legislación, a pesar de cómo digo, de que la doctrina del tribunal constitucional facultaría para eliminarlo puesto que no se trata técnicamente de un derecho adquirido.

        3º Fundamentos de la exención: Y por último, fundamentos de la exención. 

               a) Finalidad extra-fiscal: En primer lugar, el fundamento del beneficio fiscal ha de obedecer a una finalidad extra-fiscal,  por ejemplo protección de la vivienda, es decir del derecho a gozar de una vivienda, el de que los canarios tengamos igualdad de condiciones a pesar de nuestra lejanía e insularidad con el resto de los españoles, pues todo eso puede justificar o ser el fundamento para  el otorgamiento de un beneficio fiscal o exención siempre que sea compatible y que estén esas finalidades extra-fiscales presente en el ordenamiento constitucional, protección del medio ambiente, etc.

               b) Principio de capacidad económica: También ese fundamento de la exención a veces lo encontramos en  el principio de capacidad económica. Y en el caso del IRPF se supone que no se puede tratar igual al contribuyente que tiene hijos que al contribuyente que no tiene hijos a su cargo, la capacidad económica no es la misma. Evidentemente el que tiene hijos a su cargo tiene que destinar dinero a su educación, alimentación, vestidos, etec., por eso atendiendo al principio de capacidad económica, se contempla de un mínimo exento por hijos, estas son reducciones  o exenciones en un sentido amplio que tienen su fundamento en el principio de capacidad económica.

        4º La relación de las normas de exención con los principios constitucionales:    Bien los anteriores son los tres aspectos a destacar de la exención tributaria, es decir, el concepto, la caracterización jurídica y el fundamento, pero también y por último habría que añadir en un cuarto apartado muy ligado a estos que les he explicado como es la relación de la norma de exención con los principios constitucionales.

a) Principio de legalidad: Por el principio de legalidad, ya lo vimos en su momento, el artículo 133.4 de la Constitución establece que todo beneficio fiscal que afecta a los tributos del estado deberá establecerse por ley, es decir, que no cabe establecer una exención en sentido amplio, es decir, exención, bonificación o cualquier beneficio fiscal, sin respetar el principio de legalidad, no puede establecerse por ejemplo por una orden ministerial o un decreto.

b) Principio de capacidad económica: Y en cuanto al principio de capacidad económica, siempre que sea compatible, que esté protegida esa finalidad extra-fiscal, por ejemplo, protección del medio ambiente, esté protegida constitucionalmente no hay problema porque está reconocido así en la constitución.

c) Cautelas del artículo 134.2 de la Constitución: De todas manera cabe señalar por último que el legislador constituyente establece unas cautelas para la exenciones o beneficios fiscales, y así señala en el 134.2 de la Constitución que los presupuestos generales del estado consignarán el importe de los beneficios fiscales que afecten a los tributos del estado, es decir, que para conocer cuanto es lo que se conoce como gasto fiscal, es decir, lo que el estado deja de recibir, como consecuencia de todas las exenciones en sentido amplios, en la ley de presupuestos generales del estado de cada año ha de consignarse que cantidad deja de percibir. Esto se hace para que se tenga constancia de cual es el coste para las arcas del estado la existencia de esos beneficios fiscales. Por eso se obliga a incluir esta partida en los Presupuestos Generales del Estado de cada año.

                                                                                        Fin

TEMA 8

LOS SUJETOS DEL TRIBUTO

1.- El sujeto activo.

                 Se dedica este tema octavo a los sujetos del tributo. Estamos explicando los elementos esenciales del tributo y ya hemos visto el primer elemento esencial que es el hecho imponible, y ahora pasamos a ver otro elemento esencial importante que son los sujetos del tributo.

       A.- Acreedor del tributo:

                  El primer epígrafe de este tema octavo se dedica a el sujeto activo de la relación jurídico tributaria, con ello estamos haciendo referencia al acreedor del tributo, del que en definitiva tiene el derecho a cobrar o exigir el tributo, como se habrán imaginado este será la Administración Tributaria competente en cada caso, la Agencia Tributaria Estatal en el caso de tributos estatales, la Agencia Tributaria de la Comunidad Autónoma, de los municipios, estos son los sujetos activos o acreedores del tributo.

        B.- Matizaciones sobre el acreedor tributario:

              1º Titular de la potestad normativa y titular del derecho de crédito: De todas maneras hay que hacer algunos matices en esta figura del sujeto activo o acreedor tributario. Estos matices son que en primer lugar hay que distinguir entre el titular del poder tributario (el titular de la potestad normativa), por tanto el que crea el tributo, y el ente público titular del derecho de crédito.

                  Puede ser que el titular de la potestad normativa coincida con el titular del derecho de crédito, por ejemplo el estado crea el Impuesto sobre Sociedades y es el que tiene  derecho a exigir el impuesto sobre sociedades.

                   Pero también puede pasar que no coincida en el caso del IGIC el titular de la potestad normativa, el que crea el tributo, es el estado, sin embargo el que lo exige, titular del derecho de crédito, el que puede reclamar el pago del tributo es la Comunidad Autónomo Canaria, por tanto como vemos no tiene porque coincidir el ente que crea el tributo con el ente que lo exige.

              2º Acreedor tributario o titular del derecho de crédito y el beneficiario del tributo: También hay que distinguir entre el acreedor tributario y el beneficiario del tributo. Hemos hablado por tanto en el primer punto sobre el titular de la potestad normativa y titular del derecho de crédito tributario. 

                 En este segundo punto, o matización que  hay que decir es que pueden existir diferencias entre el titular del derecho de crédito y el ente  beneficiario del tributo, tenemos también un ejemplo cercano ya que en el IGIC, hemos dicho que el titular del derecho de crédito es la Comunidad Autónoma porque así está establecido en la ley 20/1991, al contemplar que el titular de la gestión del impuesto, por lo tanto, el que liquida el impuesto es la Comunidad Autónoma, de manera que la norma es estatal, el titular del derecho de crédito es la Comunidad Autónoma de Canarias, pero sin embargo el destinatario o los beneficiarios de ese tributo,  o lo que es lo mismo, los titulares de esa recaudación, no solamente es la Comunidad Autónoma de Canarias, sino que un 49% más o menos corresponde a las corporaciones locales canarias (cabildos y municipios). Sin embargo el sujeto que tiene el derecho de crédito es la comunidad Autónoma Canaria, mientras que las corporaciones locales, los cabildos y municipios, no tienen frente al contribuyente del IGIC ningún derecho a exigirles nada, porque no tienen las competencias para exigir el IGIC, ya que quien tiene la totalidad de las competencias para la exigencia del crédito es la Comunidad Autónoma de Canarias. Otra cosa es que una vez recaudado, de lo que se recaude se reparte en ese 49% quedándose con el 51%.

                 Por lo tanto, lo que en definitiva tienen las corporaciones canarias es un derecho frente al titular del derecho de crédito que tiene la Comunidad Autónoma Canaria a que se le abone ese 49%, pero ellos frente al contribuyente no tienen competencia alguna.

         C.- Competencias para exigir el tributo:
                 De lo que hemos dicho se desprende el tercer apartado que podemos destacar de este epígrafe, que es que lo importante en el sujeto activo es que tenga las competencias, es decir, que tenga las competencias para exigir el tributo. Teniendo en cuenta que esas competencias se ejercitan a través de unos procedimientos de manera que esos procedimientos, como por ejemplo, de liquidación de la deuda, de inspección, de recaudación, esos procedimientos son los que únicamente los puede ejercitar el titular del derecho de crédito que es el competente para iniciar esos procedimientos.

                 Ya veremos cuando estudiemos los procedimientos, cuando entremos en el derecho tributario formal, cuales son las características de esos procedimientos, de reclamación, de liquidación, de gestión tributaria, y ahí es donde veremos las características o aquellas potestades que tiene el sujeto activo.

2.- Los obligados tributarios.

                 El epígrafe segundo se refiere a los obligados tributarios. En  este epígrafe podríamos distinguir dos apartados: Uno hace referencia a la definición de obligado tributario y un segundo apartado que hace referencia a la relación de obligado.

                        A.- Definición de obligado tributario.

                        B.- La relación de los obligado tributario.

        A.- Definición de obligado tributario:
                 En cuanto a la definición nos viene dada por el artículo 35 apartado 1º de la LGT que nos dice: “Son obligados tributarios las personas físicas o jurídicas y las entidades a las que la normativa tributaria impone el cumplimiento de obligaciones tributarias”.

                  Tampoco la definición legal es muy expresiva porque realmente viene a decir que son aquellas a las que la normativa impone obligaciones tributarias.

                  De esta definición que formula la nueva LGT del 2003 se ha destacado el cambio respecto a la vieja ley de 1963, y es que la vieja ley sólo hablaba de sujetos pasivos del tributo, y ahora se formula un concepto que es el de obligados tributarios, concepto mucho más amplio  que aquel que estaba en la vieja ley, que parecía referirse sólo a los contribuyente y sustitutos del contribuyente.

                 Ahora el término es por tanto de un alcance mucho mayor. En cualquier caso del obligado tributario lo que hay que destacar es que está en una situación de deber, en una situación de obligación. Ya veremos a continuación cuales pueden ser estos obligados tributarios.

         B.- La relación de los obligados tributarios:
                 La relación se contiene en el artículo 35.1 de la LGT que no es cerrado sino que dice simplemente: “Entre otros son obligados tributarios”.

                 En el 35.2 aparece una relación de la letra a) a la k), en el que determinas quienes son los obligados tributarios, por ejemplo entre otros: “a) Los contribuyentes; b) Los  sustitutos del contribuyente; c) Los obligados a realizar pagos fraccionados;  d) Los retenedores; e) Los obligados a practicar ingresos a cuenta; f) Los obligados a repercutir;” etec. Y después añade en el numero 3 del mismo artículo 35: “También tendrá el carácter de obligado tributario aquellos a quienes la normativa tributaria imponen el cumplimiento de obligaciones tributarias formales.”

                 Y por último, el número 5 de este mismo artículo dice que también son obligados tributarios los responsables.

                 De manera que el concepto o alcance de obligado que se formula  en la LGT es por tanto amplísimo.

                 Incluso se señala que normalmente coincide, es decir, una misma persona puede ser contribuyente y a la vez estar obligado a efectuar ingresos a cuenta, porque el empresario que tiene una tienda de calzados es contribuyente por el IRPF y también tiene que hacer pagos fraccionados, por tanto es un obligado tributario a efectuar pagos a cuenta, y posiblemente si tiene empleados estará obligado a retener siendo retenedor. Por tanto esas figuras subjetivas que aparecen en el artículo 35.2 de la LGT no tiene por que ser personas diferentes sino que una misma persona puede reunir 2, 3 ó 4 figuras de obligado tributario. Puede también ser obligado a repercutir el impuesto etc.

                 La clasificación que se ha hecho resumiendo, sintetizando esta relación que aparece en el artículo 35.2 de la LGT interesa destacarla, y así tendríamos:

· Sujetos a una obligación material: Estos son por ejemplo, deudores tributarios, señores que tienen que pagar, retenedores por ejemplo tiene que retener e ingresar, o el mismo contribuyente que todos los años tiene que presentar su declaración de la renta liquidarla e ingresarla, si le sale a ingresar. Después están también aquí los responsables, de los cuales hablaremos de ellos en este mismo tema, y los sucesores que es otra figura que iremos viendo. Esta sería la primera clasificación.

· Sujetos a unas obligaciones formales: Recordemos que las obligaciones formales son las que no consisten en ingresar una cantidad de dinero, ya que eso sería una obligación material. Obligación formal, también llamadas deberes formales, estas serían por ejemplo: presentar declaraciones a hacienda, llevar libros de contabilidad, atender los requerimientos que formule hacienda aunque sea con relación a las obligaciones de terceros.

· Sujetos de relaciones entre particulares: Y por último tenemos los sujetos de relaciones entre particulares. Relaciones entre particulares que surgen con motivo de la aplicación de los tributos, es el caso, por ejemplo, de la repercusión. El contribuyente del IVA o del IGIC en canarias que cunado realiza una venta o presta un servicio, por ejemplo un abogado, si supera un determinado volumen de ingresos en el año anterior tiene cuando emite una factura a un cliente tiene que repercutirle el IGIC, eso sería una relación entre particulares pero que derivan de la aplicación de los tributos. También el obligado a retener.

                 Estas son por tanto las tres categoría en las que se pueden resumir esa relación amplia de obligados tributarios que aparecen en el artículo 35.2 de la LGT.

                 Podemos decir que la categoría más importante de todos estos obligados tributarios sería la del contribuyente porque realmente es la única que como señala la doctrina es “imprescindible”, es decir, que en todo tributo tiene que existir este obligado tributario, aquel que está obligado a pagar la obligación tributaria principal, el tributo en cuestión; las otras figuras pueden presentarse o no presentarse, por ejemplo la figura del retenedor no existe en otros tributos, por ejemplo en el caso del Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales no existe la figura del retenedor, existe en el impuesto de la renta de las personas físicas o de sociedades. Por eso se dice que el que siempre tiene que existir es esta figura relevante del contribuyente.

 3.- El sujeto pasivo: el contribuyente y el sustituto.

        A.- El sujeto Pasivo:

                 Vamos a hablar en primer lugar de esa categoría genérica que es el sujeto pasivo. El sujeto pasivo no aparece en esa lista de obligados tributarios del artículo 35.2 de la LGT, pero sin embargo si se menciona en el artículo 36.1 de la LGT, cuando nos dice: “Es sujeto pasivo el obligado tributario que según la ley debe cumplir la obligación tributaria principal así como las obligaciones formales inherentes a la misma, sea como contribuyente o como sustituto del mismo”.

                   Esta definición legal ya nos está diferenciando las dos clases de sujetos pasivos: contribuyente y sustituto del mismo, estos si que aparecen en la relación de obligados tributarios.

                 Es también el sujeto pasivo un elemento esencial del tributo, y no puede faltar en ningún tributo, no puede faltar el sujeto pasivo contribuyente, la figura del sujeto pasivo sustituto del contribuyente aparece en pocos tributos del sistema tributario español, por lo que, elemento esencial sólo es el sujeto pasivo contribuyente.

        B.- El Contribuyente:

                 Vamos a ver por tanto esta figura esencial que es el contribuyente. Esta figura aparece definida en el artículo 36.2 de la LGT, artículo que nos dice: “Es contribuyente el sujeto pasivo que realiza el hecho imponible”.

                 Se destaca de esta figura del contribuyente que éste es el titular de la capacidad económica, ya que como vimos el hecho imponible es el índice de capacidad económica que se quiere gravar, esta es una de las funciones que cumple el hecho imponible, la más conocida la obtención de rentas en el IRPF, por lo tanto la consecuencia es que si el contribuyente es el que realiza el hecho imponible, el contribuyente es el titular de la capacidad económica que se define en el hecho imponible, consecuencia lógica.

                 Únicamente destacar respecto al contribuyente que se contiene en el artículo 36.1 dice el precepto: “No perderá la condición de sujeto pasivo quien deba repercutir la cuota tributaria a otros obligados, salvo que la Ley de cada tributo disponga otra cosa”.

                  Estas ideas generales que hemos dicho, que es un elemento esencial, que es el titular de la capacidad económica que figura en el hecho imponible, tiene una matización en el caso del traslado de la carga tributaria, es decir, en algunos tributos, es el caso del IGIC, es el caso de los impuestos especiales, la ley prevé que el contribuyente tiene obligación de trasladar o de repercutir la cuota tributaria hacia el adquirente del bien o servicio; en el caso del IGIC, por ejemplo, el abogado que presa sus servicios a un cliente, el abogado está obligado, no es que pueda o no pueda, el contribuyente del IGIC en este caso concreto es el abogado. El abogado a la vez que presta el servicio está obligado a repercutirlo mediante la factura que emite al adquirente de ese servicio jurídico su cliente. 

                 Pues bien aquí hay una modulación que interesa destacar, en el sentido de que en algunos tributos la traslación o repercusión de la cuota tributaria, el titular de la capacidad económica que se quiere gravar no es propiamente el contribuyente, sino que es aquella persona que adquiere el bien o servicio y por ese motivo el legislador se ocupa de establecer la obligación de la repercusión, el abogado, el empresario, la sociedad que es la contribuyente del IGIC  en el fondo es un intermediario, es legalmente el contribuyente pero realmente es un intermediario que el legislador coloca para llegar al verdadero titular de la capacidad económica que   se quiere gravar, que sería aquel señor que adquiere el bien o servicio. El IGIC es un impuesto de consumo que llega al consumidor a través de la repercusión.

Resumen: 

                 Por tanto dentro de la regla general que hemos dicho de que el contribuyente es el titular de la capacidad económica que se nos manifiesta en el hecho imponible, también tenemos esta regla especial para aquellos tributos en que existe la repercusión. En estos casos no se puede decir realmente que el contribuyente sea el titular de la capacidad económica sino que es aquella persona a la que se le repercute el tributo, a ese es al que se le quiere gravar, porque se estima que es el consumidor el que pone de manifiesto esa capacidad económica. 

        C.- El sustituto del contribuyente:

                 Dentro de este epígrafe dentro de un tercer apartado, la segunda figura del sujeto pasivo es el sustituto del contribuyente.

                 El artículo 36.3 de la LGT, nos dice que: “Es sustituto el sujeto pasivo que, por imposición de la ley y en lugar del contribuyente, está obligado a cumplir, la obligación tributaria principal, así como las obligaciones formales inherentes a la misma.

                  El sustituto podrá exigir del contribuyente el importe de las obligaciones tributarias satisfechas, salvo que la Ley señale otra cosa”.

Características:  

               De esta definición de sustituto podemos destacar sus características que son:

             1º Que ha de ser establecido por ley, de manera que la norma legal es la competente, no podría crearse esta figura sujetiva por decreto o por una orden ministerial.

                 Hay que resaltar que el sustituto del contribuyente no es el titular de la capacidad económica sino que sólo por razones de técnica operativa, de mayor facilidad de la gestión del tributo, la ley crea esta figura en algunos tributos.

                 Hoy en día existe sobre todo en los tributos locales, por ejemplo, en el impuesto sobre construcciones, instaciones  y obras, también llamado, I.C.I.O., establece que es sustituto del contribuyente aquella persona que haga una obra, por ejemplo, un propietario que quiere construir una vivienda, y para ello contrata con una constructora para que se la haga, pues esa constructora que es la que se ocupa de solicitar los permisos municipales correspondiente es sustituto del contribuyente, de manera que la ley para facilitar técnicamente la gestión del impuesto crea esta figura del sustituto.

             2º Ocupa el lugar del contribuyente, ya el mismo nombre lo dice, eso significa que debe cumplir con las obligaciones materiales y formales, por ejemplo, esa constructora con la que se ha contratado la construcción de una vivienda en el Ayuntamiento de Las Palmas deberá presentar la declaración y tiene que ingresar la deuda tributaria.

               3º Tiene derecho a resarcirse, es decir, como él es el sustituto del contribuyente, ya lo dice la ley,  puede exigirle que una vez pagada la deuda tributaria podrá reclamarle al contribuyente el pago de la misma. Lo que sucede es que eso queda fuera del ámbito tributario aunque ello deberá ser por la vía civil.

                4º Papel marginal de esta figura, y por último destacar que tiene esta figura un papel marginal, de manera que así como en el viejo sistema fiscal español durante el régimen del general Franco esta figura era una figura importante porque el sistema tributario era distinto, en la actualidad esta figura no tiene realmente mucha vigencia está en algunos tributos locales como pueden ser en el I.C.I.O., en el I.B.I. también para algunos supuestos del I.B.I., podemos verlo en el artículo 63.1 de la Ley de Haciendas Locales en el que hay un caso particular, pero no es de uso muy frecuente hoy en día por el legislador.

4.- Los obligados a realizar pagos a cuenta. Los retenedores.

       A.- Los obligados a los pagos a cuenta de la deuda tributaria principal.

              Aquí tenemos varias figuras; y quizás lo más importante, es decir que estos obligados a pagos a cuenta no se dan en todos los tributos de manera que hay numerosos tributos en los que no existe esta figura.

             Existe concretamente en el IRPF y en el Impuesto sobre sociedades, (IS), por tanto limitado a estos dos tributos.

             Y dentro de esta figura de los pagos a cuenta tenemos:
             1º Los pagos fraccionados: Esta es la obligación de ingresar el pago a cuenta que recae sobre el propio contribuyente. Ya se ha comentado anteriormente que el abogado o profesional, como el empresario individual sujetos pasivos y contribuyentes del IRPF tiene que hacer unos ingresos trimestrales que son los pagos fraccionados.

                 Ellos no sólo tienen que pagar el IRPF en el 2007 con respecto a las rentas del 2006, sino que durante el año 2006 en los meses de abril, y así cada tres meses tiene que hacer cuatro pagos a cuenta correspondiente a la renta del 2006, a estos se les llama pagos fraccionados y los realiza el mismo contribuyente.

                 No solamente existe para las personas físicas sino que también las sociedades están sujetas a este pago fraccionado como pago a cuenta, de manera que las sociedades tienen que hacer tres pagos al año a cuenta de la deuda tributaria por el impuesto sobre sociedades durante el ejercicio.

             2º Las retenciones.

                  Aquí también podemos decir que esta figura sólo está establecida en el IRPF y en el IS.

                  Fíjense que aquí el obligado a practicar las retenciones no es el propio contribuyente, ya lo veremos posteriormente, es decir, que así como en el pago fraccionado es el propio contribuyente el que le adelanta a hacienda una parte de lo que tendrá que pagar, en las retenciones es un tercero, que es el empleador o el empresario el que a sus trabajadores les retiene pero es a cuenta, no del empresario, sino a cuenta de la obligación tributaria del retenido, de ese trabajador, o de ese funcionario público.

              Y lo mismo sucede con los rendimientos de capital mobiliario o  en los rendimientos de capital inmobiliario, pero ya lo veremos más adelante.

              Lo importante es destacar es saber diferenciar entre lo que son pagos fraccionados y lo que son retenciones, los dos son pagos a cuenta pero distintos.

              Los pagos a cuenta en general, tanto los pagos fraccionados como las retenciones, tiene una finalidad principal que sería la de dotar de liquidez al Estado,  pero también sería la de que el contribuyente paga a plazos la deuda tributaria, porque evidentemente luego lo deduce. Las retenciones a parte de esa finalidad hay otra finalidad muy importante como es la de control de recibir hacienda  información.

             3º Los pagos a cuenta: Y por ultimo junto a los pagos fraccionados y las retenciones tenemos los ingresos a cuenta.

                 Esto se plantea cuando las retribuciones que están sujetas a retención, como por ejemplo, rendimiento de trabajo personal o rendimiento de capital mobiliario, no se pagan en efectivo, sino que se pagan mediante la entrega de un objeto, por ejemplo, por tener una cuenta bancaria se le invita un viaje a china o se le da una vajilla, esos sería una retribución en especie.

                 Abunda, quizás más en las retribuciones de trabajo personal, por ejemplo, cuando a un empleado o directivo se le dice por la empresa que a parte del sueldo le pongo una vivienda cuando usted se va a trabajar a Madrid y además también podrá usted utilizar un coche, pues esos serían ejemplos de unas retribuciones en especie. 

                 En esos caso no se puede hacer retención, ya que se le está pagando en especie, se le está poniendo una vivienda que paga la empresa, por lo que en esos casos es cuando funciona esa figura que es más específica que es el ingreso a cuenta. En estos casos lo que se hace es que sobre el valor de mercado de esa retribución en especie, por ejemplo, sobre el alquiler de esa vivienda que se está ahorrando el trabajador, la empresa deberá hacer un ingreso a cuenta, es muy parecido a la retención, la función es más o menos la misma, pero la diferencia es que es imposible retenerle, y entonces lo que se hace por parte de la empresa es efectuar un ingreso a cuenta.

  B.- Los retenedores y obligados a ingresar a cuenta.

                 Una vez visto los pagos a cuenta en general, ahora vamos a centrarnos aquí en la figura de los retenedores y obligados a ingresos a cuenta.

                 En primer lugar destacar la importancia práctica que tiene, puestos que aunque sólo se aplica en estos dos tributos, sobre todo en el IRPF tiene un carácter masivo, y en un impuesto de carácter masivo que afecta a un gran número de contribuyentes, y por lo tanto las retenciones juegan un papel importante.

                 Las finalidades son, junto a lo que hablamos, de las necesidades de tesorería de hacienda, habría que destacar ese carácter de información que persigue hacienda, de manera que en la lucha contra el fraude fiscal la retención se convierte en fundamental, tanto es así, que antes la retención se aplicaba sólo a los rendimientos de trabajo personal, por ejemplo los sueldos; a los rendimientos de capital mobiliario, por ejemplo, dividendos cuando se repartía entre los accionistas, o cuando se le pagaba en un banco a un depositante intereses se les retenía. También existe la retención a los profesionales personas físicas, ejemplo, cuando a un abogado o un médico se le paga una factura por otro empresario se está obligado a retener también, hoy el 15%.

                 Pero cuando se vio que el papel que tenía no era solamente proporcionar o adelantar dinero a hacienda sino que además le daba a hacienda una información preciosa, puesto que suponía que los retenedores están obligados, no solamente a retener e ingresar, sino declarar las cantidades y datos concretos de la persona a quienes se le ha retenido, por lo cual eso le da una información extraordinaria a Hacienda, y tanto es así que hacienda ha extendido hoy en día la obligación de retener al arrendamiento de locales.

                 Con lo cual los llamados rendimientos de capital inmobiliario, cuando son locales arrendados ya existe el pagador y el arrendatario tiene la obligación de retener también el 15% e ingresarlo y eso cumple una función sobre todo de información y ya sabe esa persona que si no declara a hacienda, hacienda ya tiene el dato y podría requerírselo. Y para mayor abundamiento en la ley de prevención del fraude fiscal, ley que está a punto de entrar en vigor, se establece una retención para los empresarios que se encuentren en módulos, es decir, aquellos empresarios de pequeña dimensión que se acogen al sistema de módulos, y en los cuales se estaba viendo que también existía bolsas de fraude fiscal, y para controlar los ingresos de esos empresarios, de manera que cuando un empresario pague a uno que se encuentre en régimen de módulos,  la nueva obligación es la retención. La retención es casi irrelevante, porque el gobierno lo había establecido en un 3% y al final se ha quedado en el 1%, de la factura de ese empresario en módulo el pagador empresario está obligado a retener ese 1%, lo cual nos pone de manifiesto que lo importante no es la cantidad retenida sino lo que importa es la función informativa, lo que supondrá que va a ver un control de los ingresos de ese señor que está en módulo.

                 Por tanto esta función de información junto con la de tesorería es la que cumple esta figura de los retenedores.

Concepto:

                 La definición legal está en  el artículo 37.2 de la LGT, que dice: “Es retenedor la persona o entidad a quien la Ley de cada tributo impone la obligación de detraer e ingresar en la Administración tributaria, con ocasión de los pagos que deba realizar a otros obligados tributarios, una parte de su importe a cuenta del tributo que corresponda a éstos”.

                  Por lo tanto insisto en la idea de que el retenedor lo que está haciendo es retener a cuenta de la obligación tributaria de un tercero.

                  Es importante señalar en la retención, en la obligación del retenedor, que es una obligación autónoma de la principal, de manera que tiene su propio presupuesto de hecho, y como se pone de manifiesto lo veremos mejor con un ejemplo: Puede ser que el obligado principal, el contribuyente, al final del año no tenga obligación y que su deuda tributaria sea cero, por ejemplo el trabajador que hace su declaración y le sale a devolver, o simplemente le sale sin ingreso ninguno, eso no significa que el empresario no tenga que retener, éste ha de retener y pagar esas retenciones con independencia de cual sea el resultado de la declaración de su empleado, el empresario tiene la obligación de retener, por lo tanto eso quiere decir que es autónoma de la obligación principal.

Consecuencias:

                 Las consecuencias que se desprenden de esta nota de autonomía que hemos destacado son las siguientes:

· La primera consecuencia es que el retenedor esta obligado al pago haya o no practicado la retención, es decir, es indiferente desde el punto de vista del cumplimiento de la obligación de retener que el retenedor haya pagado o no, si no lo hubiera hecho deberá pagarlo ya que debió hacerlo.

· La segunda consecuencia es que el retenido tiene derecho a deducir la retención practicada, de manera que si el retenido contribuyente al hacer su declaración del IRPF tendrá derecho a deducir lo que se le ha retenido. Pero puede resultar que la cantidad esté mal retenida porque el retenedor no se ha ajustado a las previsiones legales. En este caso el contribuyente tiene derecho a deducir la cantidad que debió habérsele retenido. Con ello quiere decirse que si al contribuyente se le tuvo que haber retenido el 8% y el retenedor retuvo el 4%, el contribuyente al hacer su declaración puede deducir el 8%, porque esto fue lo que se le debió haber retenido de acuerdo a la norma legal.

5.- El responsable. Concepto y clases.

El art. 41.1 LGT establece que <<la ley podrá configurar como responsables solidarios o subsidiarios de la deuda tributaria, junto a los deudores principales, a otras personas o entidades>>.

Por deudores principales se entienden, el sujeto pasivo y los obligados a retener o a ingresar a cuenta.

Concepto.- El responsable es una persona que, en virtud de la realización del presupuesto definido en la norma, queda sujeto al pago de la deuda tributaria en función de garantía, para el caso de la falta de pago del deudor principal. 

Clases.- Como tal obligación en función de garantía, es necesario distinguir entre:

1) La responsabilidad subsidiaria. El responsable estará sujeto al pago de acuerdo con el <<beneficio de excusión>> (previo agotamiento de la acción de cobro, incluso en vía ejecutiva, contra el deudor principal).

2) La responsabilidad solidaria. La deuda podrá ser exigida al responsable en cualquier momento, sin más requisito que el de haber requerido el pago al deudor principal. 

El art. 41.2 LGT 2003 especifica que <<salvo precepto legal expreso en contrario, la responsabilidad será subsidiaria>>.

Para exigir la responsabilidad será necesario:

1) Producirse el presupuesto de hecho del que la responsabilidad se deriva.

2) Declarar la responsabilidad en un acto administrativo con previa audiencia al interesado, estableciéndose igualmente el montante de la deuda exigible al responsable.

El precepto que acabamos de citar dice que será necesario un acto de derivación de responsabilidad <<salvo que una norma con rango de Ley disponga otra cosa>> (p. ej., en el Impuesto sobre la Renta de No Residentes en el caso de pago de rendimientos a un sujeto sin establecimiento permanente, la Ley establece la responsabilidad solidaria del pagador, que se exigirá sin necesidad de acto administrativo de declaración de responsabilidad).

El acto de derivación de responsabilidad tendrá un presupuesto distinto, según se trate de:

a) Responsabilidad subsidiaria: La derivación de la acción no se producirá hasta que haya concluido íntegramente el procedimiento de recaudación en vía ejecutiva dirigido contra el deudor principal y contra los responsables solidarios.

b) Responsabilidad solidaria: La derivación de responsabilidad se podrá producir en cualquier momento del procedimiento de cobro contra el deudor principal.

El responsable dispondrá lógicamente de una acción de repetición o de resarcimiento.

6.- El responsable. Supuestos de responsabilidad solidaria y subsidiaria en la LGT.

Responsabilidad solidaria.- El presupuesto del que se deriva la situación de responsabilidad debe ser establecido por Ley.  Los supuestos de responsabilidad solidaria son:

1) Responsabilidad por colaboración en la comisión de infracciones. Las personas o entidades que sean causantes o colaboren en la realización de una infracción tributaria serán consideradas responsables, no sólo de la sanción, sino también de la deuda principal.

2) Responsabilidad de los copartícipes de entes desprovistos de personalidad jurídica.

3) Responsables por adquisición de explotaciones económicas. La transmisión de una empresa significa que el nuevo titular responde solidariamente de las deudas tributarias contraídas en el ejercicio de la actividad.

Para evitar incertidumbres, la Ley prevé que quien pretenda adquirir una empresa solicite a  Hacienda certificación de las deudas tributarias pendientes. Si la certificación no se expidiere en el plazo de tres meses, no habrá lugar a exigir responsabilidad por las deudas que pudieran existir.

Después de tantas idas y venidas, el Tribunal Supremo aclaró en dos Sentencias que la responsabilidad en cuestión era subsidiaria y que no se podía exigir sin previa declaración de fallido del sujeto pasivo principal. La LGT 2003 viene a restablecer la situación anterior a la formación de la doctrina legal. 

4) Responsables por actuaciones que impidan la ejecución sobre el patrimonio del deudor en el procedimiento de recaudación. La Administración tributaria goza de la facultad de exigir directamente en vía ejecutiva su crédito, con ejecución sobre el patrimonio del deudor, para lo cual dictará y aplicará las correspondientes órdenes de embargo, que podrán haber ido precedidas de medidas cautelares. En el caso de que esta actuación se vea impedida por maniobras de terceros, éstos serán considerados responsables hasta el importe del valor de los bienes que se hubieran podido embargar o enajenar.

Responsabilidad subsidiaria.- Contempladas en el art. 43 LGT 2003:

1) Responsabilidad de los administradores de sociedades que hubieran cometido infracciones tributarias.

Las infracciones tributarias son imputables a la persona, física o jurídica, titular del deber u obligación tributaria de cuyo incumplimiento se deriva la infracción. En el caso de que el infractor sea una persona jurídica, es exigible la responsabilidad a los administradores que con su comportamiento hayan dado lugar a la comisión de la infracción. La responsabilidad no se refiere sólo a la sanción sino a la totalidad de la deuda tributaria.

Para que esta responsabilidad de los administradores nazca, es necesario que éstos hayan mantenido una conducta de la que directa o indirectamente se haya derivado la comisión de la infracción.

2) Administradores de personas jurídicas que hayan cesado en su actividad.

Se refiere a los casos de personas jurídicas que, sin haber sido formalmente disueltas, han cesado en sus actividades. Tiene la condición de que los administradores tendrán la responsabilidad solidaria <<siempre que no hubieran hecho lo necesario para su pago o hubieran adoptado acuerdos o tomado medidas causantes del impago>>.

3) Gestores de patrimonios en liquidación.
Entre los deberes que incumben a los administrados de patrimonios en fase de liquidación (ya se trate de sociedades o de situaciones concursales), se cuenta el de procurar el cumplimiento de las obligaciones tributarias pendientes.

4) Adquirentes de bienes afectos al pago de deudas tributarias.
Entre las garantías en sentido técnico del crédito tributario está la de la afección de determinados bienes al pago de los tributos que gravan su adquisición.

5) Agentes y comisionistas de Aduanas que actúen en nombre y por cuenta de sus comitentes.

Supuesto que surge en relación con las figuras tributarias propias del tráfico exterior (derechos aduaneros y del IVA de las importaciones).

6) Responsabilidad por las retenciones y repercusiones a practicar por contratistas o subcontratistas a quienes se haya cedido la ejecución de obras o prestaciones de servicios. 

Es una novedad más relevantes en la LGT 2003.

Mediante la norma se pretende cubrir el riesgo que para la Hacienda se deriva de ciertas prácticas en que incurren algunas empresas: con la finalidad de evitar el <<engorro>> que acarrea la gestión de personal en materia de seguridad social y de retenciones fiscales, se acude a la cesión de la ejecución de obras o servicios a un tercero.

Para estos supuestos se establece: la empresa cedente queda sujeta, en concepto de responsable subsidiario, al cumplimiento de las obligaciones de retención y repercusión de la empresa cesionaria (contratista o subcontratista).

Para evitar situaciones de incertidumbre, el precepto contempla la posibilidad de que el contratista o subcontratista solicite un certificado de estar al día en el cumplimiento de sus obligaciones.

7.- Los obligados con ocasión de la traslación jurídica de la cuota.

Obligados con ocasión de la repercusión o traslación jurídica de la cuota.- La LGT 2003 ha incluido expresamente en el contenido de la relación jurídico-tributaria las relaciones entre particulares derivadas de las normas de aplicación de los tributos. Se trata de unos obligados que no satisfacen deuda a la Administración, sino que son sujetos de obligaciones entre ellos mismos.

Las obligaciones son las que se derivan del régimen de retenciones y las correspondientes a los supuestos de repercusión obligatoria de la cuota.

La figura de la que hablamos era conocida por la doctrina bajo el nombre de traslación jurídica de la cuota o de la deuda tributaria. Se habla de traslación jurídica o legal para diferenciarla de la traslación de hecho o desplazamiento de la carga a un tercero en el juego de las fuerzas del mercado.

La traslación jurídica es aquella que aparece expresamente contemplada y regulada en la Ley. Su campo de aplicación es el de las principales figuras de la imposición indirecta (p. ej., el IVA y los Impuestos Especiales). En ellos se detecta una contradicción entre su caracterización legal como impuestos sobre el consumo y la definición formal de su hecho imponible, que se refiere a las entregas de bienes o prestaciones de servicios. Consecuentemente, los sujetos pasivos a títulos de contribuyentes son los citados empresarios, profesionales o fabricantes. No los consumidores de dichos bienes o servicios. Esta contradicción es superada por la propia Ley mediante la expresa previsión de la repercusión de la cuota tributaria sobre el adquirente, hasta llegar al consumidor final. Repercusión que es un deber para el sujeto pasivo, quedando el adquirente obligado a soportarla.

Las figuras subjetivas u obligados tributarios que se derivan de esta regulación son caracterizadas en términos generales en la LGT mediante las siguientes definiciones:

a) Obligado a repercutir: La persona o entidad que debe repercutir la cuota tributaria a otras personas o entidades y que coincidirá con aquel que realiza las operaciones gravadas.

b) Obligado a soportar la repercusión: la persona o entidad a quien se deba repercutir la cuota tributaria y que coincidirá con el destinatario de las operaciones gravadas. El repercutido no está obligado al pago frente a la Administración tributaria, pero debe satisfacer al sujeto pasivo el importe de la cuota repercutida.>>

El obligado a repercutir y el obligado a soportar la repercusión son sujetos de una obligación que, aunque se produzca entre particulares, se desarrolla en cumplimiento de un mandato legal contenido en una norma tributaria.

En la doctrina que analizó la figura del sujeto obligado a soportar la repercusión en sus inicios se solía decir que el mencionado sujeto es una persona extraña a la relación jurídica tributaria y que su obligación de soportar la repercusión entra dentro de las relaciones jurídico-privadas. Esta fue la línea seguida por el TS. Sin embargo, a partir del momento en que la normativa propia de los tributos se ocupa expresamente de la repercusión, se hace difícil entender que estamos ante relaciones extrañas al ámbito tributario. Especialmente si se tiene en cuenta que la repercusión viene configurada como una obligación y que la propia Ley establece que las controversias entre el sujeto que repercute la cuota y el sujeto obligado a soportarla se sustancian ante los órganos administrativos y jurisdiccionales especializados en la resolución de controversias tributarias.

El sujeto obligado a soportar la repercusión es el titular de la capacidad económica (el consumo) que quiere gravar el impuesto.
8.- La sucesión en la deuda tributaria: de personas físicas y de personas jurídicas.
Entre los obligados tributarios incluye la LGT a los sucesores en la titularidad de deudas tributarias. De acuerdo con las normas generales del ordenamiento privado, a la muerte de una persona sus sucesores a título universal se subrogan en la titularidad de las situaciones jurídicas de contenido patrimonial, entre las que incluyen las deudas tributarias. A parte, la LGT habla también de sucesión en el caso de extinción de la personalidad jurídica de las sociedades y demás personas morales.

La LGT 1963 se refería a estos dos supuestos en un lugar impropio (Capítulo dedicado a las Infracciones y Sanciones Tributarias). La LGT 2003 ha encuadrado la regulación en el campo de los obligados tributarios.

La sucesión mortis causa, en el caso de personas físicas, aparece regulada en el art. 39 LGT:

<<A la muerte de los obligados tributarios, las obligaciones tributarias pendientes se transmitirán a los herederos, sin perjuicio de lo que establece la legislación civil en cuanto a la adquisición de la herencia.

Las referidas obligaciones tributarias se transmitirán a los legatarios en las mismas condiciones que las establecidas para los herederos cuando la herencia se distribuya a través de legados y en los supuestos en que se instituyan legados de parte alícuota.

En ningún caso se transmitirán sanciones. Tampoco se transmitirá la obligación del responsable salvo que se hubiera notificado el acuerdo de derivación de responsabilidad antes del fallecimiento.>>

El artículo reproduce las conclusiones que se derivarían de la simple aplicación del Código Civil:

a) Sucesión a título particular (legados ordinarios), el legatario no asume deuda alguna del heredero.

b) Legado sea de parte alícuota o de que toda la herencia sea distribuida en legados, la posición del los legatarios, será la propia del heredero.

PÉREZ ROYO piensa que con buen criterio de técnica legislativa, lo prudente hubiera sido abstenerse de dictar normas que son pura repetición de lo que ya establece el Código Civil. Y si se persiste en la conveniencia de incluir el mandato en la normativa tributaria, hacerlo con remisión a los preceptos del Código. 

En los casos de sucesión en que el causante no fuera deudor en nombre propio, sino a título de responsable, la LGT dice que no se transmitirá la obligación,<<salvo que se hubiera notificado el acuerdo de derivación de responsabilidad antes del fallecimiento>>.

La nota que se hace de la no transmisión de las sanciones puede considerarse superflua, a la vista de la concepción hoy predominante en la doctrina y jurisprudencia sobre el carácter personal de las sanciones.

En el apartado 2 menciona el caso de que a la muerte del causante, existiera deudas tributarias devengadas pero aún no liquidadas. La falta de liquidación no impedirá lógicamente la transmisión de la deuda, junto con la herencia. El acto de liquidación no tiene efectos constitutivos, sino meramente declarativos. En estos casos, la cuestión es con quién han de entenderse las actuaciones encaminadas a la liquidación. Según la LGT, estas actuaciones <<se entenderán con cualquiera de ellos>>.

Los preceptos citados tienen sentido en el caso de que el heredero instituido haya aceptado la herencia. Si esta aceptación no se ha producido, se estará en situación de herencia adyacente y será al representante de la misma a quien corresponderá el cumplimiento de las obligaciones y deberes del causante y con quien deberá proseguirse las actuaciones. Si éstas llegaran al estadio de liquidación de las deudas tributarias del causante sin que la herencia haya salido de esta situación, las deudas se liquidarán a nombre de la herencia adyacente y podrán satisfacerse con cargo a los bienes de la misma.

Sucesión en las deudas de las personas jurídicas (tratamiento correspondiente a las deudas tributarias, una vez que se ha producido sus disolución y extinción de su personalidad).- Existen diversos supuestos en el art. 40 LGT:

<<1. Las obligaciones tributarias pendientes de las sociedades y entidades con personalidad jurídica disueltas y liquidadas en las que la Ley limita la responsabilidad patrimonial de los socios, partícipes o cotitulares se transmitirán a éstos, que quedarán obligados solidariamente hasta el límite de valor de la cuota de liquidación que les corresponda.

Las obligaciones tributarias pendientes de las sociedades y entidades con personalidad jurídica disueltas y liquidadas en las que la Ley no limita la responsabilidad patrimonial de los socios, partícipes o cotitulares se transmitirán íntegramente a éstos, que quedarán obligados solidariamente a su cumplimiento.

2. El hecho de que la deuda tributaria no estuviera liquidada en el momento de producirse la extinción de la personalidad jurídica de las sociedades o entidad no impedirá la transmisión de las obligaciones tributarias devengadas a los sucesores, pudiéndose entender las actuaciones con cualquiera de ellos.>>

El sentido de esta norma es claro: disuelta y liquidada la sociedad, los socios pasan a tener la condición de sucesores de la entidad disuelta. Todos ellos quedarán solidariamente obligados entre sí a pagar las deudas de la sociedad. El límite de su responsabilidad por esta deuda dependerá de la forma social: si la entidad disuelta era de las que limitan la responsabilidad de los socios, a éstos, en cuanto sucesores, no les será exigible un importe superior al de la cuota de liquidación recibida por cada uno en la división de haber social; si se trataba de una entidad sin limitación de responsabilidad, cada socio responderá con su patrimonio, sin límite alguno.
El apartado 2 completa la regulación diciendo que la transmisión de las deudas tributarias a los socios se produce tanto si las deudas tributarias se encuentran liquidadas como si están pendientes de liquidación, siguiéndose en este caso, con cualquiera de los socios.  

El problema que plantea este precepto es que toma como presupuesto una situación que no puede producirse si la disolución de la sociedad se lleva a cabo con respeto a lo que dispone la legislación mercantil. Y en esta regulación se establece claramente que una pieza esencial del procedimiento de liquidación es precisamente el pago a los acreedores. De manera que los socios no podrán recibir la cuota de liquidación o de distribución del haber social sin que previamente se hayan satisfecho las deudas de los acreedores. Lo que se distribuye entre los socios, es el activo (salvo positivo del balance de liquidación si existe). En el caso de insolvencia de la sociedad, los liquidadores instarán la declaración de quiebra o suspensión de pagos. Pero a diferencia de lo que sucede con las personas físicas, no cabe hablar de sucesión: los ex socios habrán recibido su cuota de liquidación, que no incluirá deuda alguna. 

Esto es lo que establece la legislación mercantil para las sociedades llamadas de capital (Leyes de Sociedades Anónimas y de Sociedades de Responsabilidad Limitada). El legislador tributario parece indicar que en el caso de que, pese a todo, tras la liquidación y cese de la sociedad, aún quedaran deudas tributarias pendientes, a la Administración se le ofrece el <<atajo>> de ir directamente contra los ex socios, en lugar de exigir la responsabilidad a los liquidadores como al resto de los acreedores.

En el caso de sociedades que no limitan la responsabilidad, el Código de Comercio sigue una línea análoga, aunque existen particularidades, como la de que los acreedores podrán, en el proceso de liquidación, dirigirse contre el patrimonio de los socios, pero sólo después de haber hecho excusión del patrimonio social. La LGT parece también en este caso ofrecer a la Hacienda Pública un trato especial: si la sociedad se hubiera extinguido y aún subsistieran deudas tributarias, por no haberse conducido correctamente el proceso de liquidación, la Administración podrá dirigirse contra los ex socios, que responderán de forma solidaria y sin beneficio de excusión sobre el patrimonio que poseían en común.

En el apartado 3 del art. 40 LGT, sí que se puede hablar de sucesión a título universal:

<<En los supuestos de extinción o disolución sin liquidación de sociedades mercantiles, las obligaciones tributarias pendientes de las mismas se transmitirán a las personas o entidades que sucedan o que sean beneficiarias de la correspondiente operación. Esta norma también será aplicable a cualquier supuesto de cesión global de activo y pasivo de una sociedad mercantil.>>

A diferencia de lo anterior, este supuesto encaja dentro de lo que prevé la normativa mercantil. En ésta se contempla que el acuerdo de disolución no irá seguido de la apertura del proceso de liquidación de la sociedad disuelta en los casos de fusión o escisión total o cualquier otro de cesión global del activo y el pasivo. En estos casos estamos ante auténticos supuestos de sucesión a título universal. El verdadero sentido de la norma de este supuesto es el de aclarar que en estos casos no hay lugar a aplicar el precepto sobre la responsabilidad por adquisición de la titularidad de empresas, sino que el procedimiento aplicable será el de sucesión a título universal.

El apartado 4 agrupa dos supuestos diferentes: 

1) El de la disolución de fundaciones. Las deudas tributarias pendientes se transmitirán a los destinatarios de bienes y derechos.

2) El de la disolución de los entes carentes de personalidad jurídica. Se transmitirán a los partícipes o cotitulares de los referidos entes.

El apartado 5 establece que en los diferentes supuestos de sucesión, ésta se extiende a las sanciones. A diferencia de lo que sucede en el caso de la sucesión de personas físicas, en la que se aplica el principio de responsabilidad personal de las infracciones, en el caso de las personas jurídicas, la responsabilidad derivada de las infracciones cometidas por la sociedad se transmite a los socios, una vez disuelta la entidad. 

9.- Los entes sin personalidad jurídica como obligados tributarios. 

Un problema presente en cualquier sector del ordenamiento es el de los entes carentes de personalidad jurídica (p. ej., comunidades de bies, las herencias yacentes, las sociedades irregulares, etc.). Este problema, adquiere dimensiones acrecidas en el presente con la proliferación de organizaciones con el mismo sustrato de una sociedad, pero a la que la propia Ley configura de manera expresa como carente de personalidad (p. ej., fondos de inversión).

EL art. 35.4 LGT 2003 especifica:

<<Tendrán la consideración de obligados tributarios en las Leyes en que así se establezca las herencias adyacentes, comunidades de bienes y demás entidades que, carentes de personalidad jurídica, constituyan una unidad económica o un patrimonio separado susceptibles de imposición.>>

Las Leyes que establecen obligaciones o deberes tributarios (o derechos) pueden tomar como referente subjetivo de su presupuesto de hecho no sólo a las personas naturales o morales, sino también a estos entes desprovistos de personalidad (p. ej., LRHL en la regulación del IBI especifica que serán sujetos pasivos las personas físicas y jurídicas y las entidades del art. 35 LGT que sean titulares del inmueble; la Ley del Impuesto de Sociedades dispone que serán sujetos pasivos las personas jurídicas y los fondos de inversión, las Uniones Temporales de Empresas, los fondos de pensión, etc.).

La diferencia entre ambas radica en la diferente clase de impuesto, en la diferente estructura del hecho imponible en uno y otro caso:

1) En el ejemplo del IBI, su presupuesto de hecho no incluye ninguna determinación personal: puede ser titular del inmueble una persona física, una sociedad o bien una comunidad de bienes.

2) En el ejemplo del Impuesto de Sociedades, en cambio, estamos ante un impuesto que requiere en su hecho imponible un requisito personal: el de que la persona que obtiene los beneficios gravados sea una persona jurídica. En este caso, la inclusión entre los sujetos pasivos de los entes citados no se limita simplemente a un problema de sujetos pasivos u obligados tributarios, sino que alcanza a la propia definición del hecho imponible.

Cómo se resuelve la cuestión sobre el puesto que ocupa el ente de hecho en la relación jurídica tributaria: la doctrina que estudió este tema puso de relieve que, al tratarse de entes carentes de personalidad, no tenían capacidad para ser centro de imputación de obligaciones, de manera que verdaderos sujetos pasivos u obligados tributarios serían los partícipes. Pero lo que importa es ver cómo se entabla la relación entre la Administración, por un lado, y el ente de hecho y los partícipes, por otro. Se configura en el art. 42.1 b) LGT, que configura la posición de estos sujetos como responsables solidarios de la obligación material de la entidad.

La deuda se liquidará y exigirá al ente de hecho, las actuaciones se entenderán con quien lleve la administración, pero con la garantía de que la deuda podrá ser exigida, en régimen de solidaridad con la entidad, a los comuneros o partícipes, en proporción a sus respectivas participaciones. O sea, que si la comunidad no paga, Hacienda procederá a distribuir la deuda entre los comuneros en proporción a sus cuotas y a cobrar a cada uno su parte correspondiente.

La norma habla de los entes carentes de personalidad como obligados tributarios, mientras que la LGT 2003 hablaba de sujetos pasivos. La nueva redacción viene a cubrir algún caso que la formulación anterior no contemplaba (p. ej., casos en que la ley configura al ente de hecho, no como sujeto pasivo, sino como deudor de una obligación distinta de la derivada del hecho imponible: retenedor).

                                                                    fin

TEMA 9

LOS ELEMENTOS CUANTITATIVOS DEL TRIBUTO

1.- Introducción.
                 El objeto de la obligación tributaria consiste en una prestación pecuniaria. Dicha cuantificación debe venir señalada de acuerdo con la Ley. Los mecanismos técnicos a través de los cuales ésta prevé la determinación de la cuantía del tributo en cada caso pueden ser distintos, en función de las diferentes clases de tributo.

Podemos en relación a los elementos cuantitativos del tributo distinguir entre: 

1) Tributos de cupo o reparto, en los que su normativa contempla la fijación de la cuantía en dos fases:

a) Una primera,  en la que se establece la suma global o cupo a recaudar por dicho concepto.

b) Una segunda,  en la que dicha suma global será distribuida entre los diferentes sujetos afectados, de acuerdo con los criterios establecidos en la norma.

2) Tributos de cuota: La cuantía viene determinada de acuerdo con los elementos previstos en la norma, sin predeterminar la cuantía global a recaudar.

La diferenciación a que acabamos de aludir tuvo una gran importancia en el pasado. En los sistemas tributarios más primitivos, el estilo de imposición predominante era el del cupo, del cual se fue pasando a la tributación de cuota como criterio general. No obstante, en el presente subsisten importantes vestigios de la tributación de cupo. De manera singular en la esfera local.

En nuestro país, existe una categoría de tributos, las contribuciones especiales, que se aplica con este criterio.

Existe otra clasificación que es:

1) Tributos de cuota fija: la cuantía viene establecida directamente por la Ley o norma reguladora. A cada hecho imponible real, subsumible en la definición de la norma, corresponde la cuota que para el mismo establece la misma (p. ej., algunos supuestos de tasas).

2) Tributo de cuota variable: La cuantía de la prestación se modula en función de la <<intensidad>> con que en cada supuesto real se considera realizado el hecho imponible. En estos casos, la Ley no contiene directamente el señalamiento de la cuota, sino la regulación abstracta de los elementos de cuya conjugación resultará, en cada supuesto real, dicha cuota. Estos elementos son: la base y el tipo de gravamen

2.- La base imponible.
       La LGT 1963 no contenía una definición explícita del concepto de base imponible, limitándose a regular, los procedimientos para su determinación. 

En el art. 50.1 LGT 2003 se incorpora una definición explícita: <<La base imponible es la magnitud dineraria o de otra naturaleza que resulta de la medición o valoración del hecho imponible>>.

La base imponible constituye la expresión cifrada del hecho imponible. Se trata de una magnitud definida en la Ley y que expresa la medición del hecho imponible.

La magnitud que la Ley establece en cada caso para definir la base imponible puede consistir en una cantidad o suma de dinero o bien venir expresada en otros términos o unidades de medida (p. ej., en el IRPF, la base es la suma de ingresos netos o renta del sujeto pasivo en el período de imposición; en los Impuestos Especiales –sobre Alcohol-, la base está constituida por el volumen de alcohol puro expresado por hectolitros).

La definición de la base imponible debe guardar una importante relación o coherencia con respecto al hecho imponible que se trata de medir, ya que de otra manera, se estaría alterando, a través de la base, la propia definición del hecho imponible. En una cantidad de supuestos, la definición de la base es casi superflua, al derivarse de modo natural de la del hecho imponible (p. ej., IRPF, Imp. Sociedades, Imp. Sucesiones y Donaciones, etc).

La base imponible es un subconcepto de la categoría más general de <<bases tributarias>>, a la que se refiere la LGT 2003. La base imponible es la que se utiliza para medir el hecho imponible, del que nace la obligación tributaria principal. Pero puede existir otras bases tributarias, para el cálculo de las obligaciones de pago a cuenta: los pagos fraccionados y los pagos por retenciones o ingresos a cuenta. .Artículo 49 L.G.T. Cuantificación de la obligación tributaria principal y de la obligación de realizar pagos a cuenta: “La obligación tributaria principal y la obligación de realizar pagos a cuenta se determinarán a partir de las bases tributarias, los tipos de gravamen y los demás elementos previstos en este capítulo, según disponga la ley de cada tributo”. 

3.- Métodos de determinación de la base imponible.
También en relación con la base debe distinguirse entre :

1) Base normativa, es decir, la definición general y abstracta, contenida en la Ley,

2)  Base fáctica o real, es decir, la correspondiente a cada hecho imponible concretamente realizado. 

En relación con dicha base imponible fáctica se plantea uno de los problemas más importantes en la aplicación del tributo: el de la determinación, caso por caso, de su magnitud o medida.  Conocido que la base imponible en el IRPF es la renta o ingresos netos obtenidos en el período impositivo, así como las reglas específicas para su cuantificación, debemos pasar ahora a conocer cómo se aplican dichas reglas a cada caso concreto, cómo se mide la base imponible real derivada de cada hecho imponible concreto.

Nos encontramos por tanto, ante una de las piedras de toque de la congruencia entre el sistema impositivo legal y el real. Según SAINZ DE BUJANDA, la opción legal por uno u otro régimen de determinación de bases, unida a la propia configuración de los mismos, es de la mayor importancia, porque a través de esa regulación puede llegarse a la desnaturalización del sistema tributario, de los hechos imponibles (así sucedió con las evaluaciones globales, que conducían de hecho a la transformación de algunas de las principales figuras del sistema en tributos de cupo, con la particularidad de que el indicado cupo u objetivo de recaudación se negociaba entre la Administración y los comisionados de cada gremio o categoría de contribuyentes).

La LGT después de establecer el concepto de base imponible, se ocupa de los modos de determinación:

a) Estimación directa.

b) Estimación objetiva.

c) Estimación indirecta.

        Los métodos de determinación de la base imponible son tres: la estimación directa, la objetiva y la estimación indirecta.

A.- La estimación directa:

             Su definición se encuentra en el art. 51 LGT: <<El método de estimación directa podrá utilizarse por el contribuyente y por la Administración de acuerdo con lo dispuesto en la normativa de cada tributo. A estos efectos, la Administración utilizará las declaraciones o documentos presentados, los datos consignados en los libros y registros comprobados administrativamente y los demás documentos, justificantes y datos que tengan relación con los elementos de la obligación tributaria>>.
La estimación directa es el método que más adecuadamente mide la magnitud en que consiste la base imponible. En ella existe una perfecta correspondencia entre la definición de la base imponible y su medición, que se lleva a cabo directamente sobre las magnitudes empleadas en la propia definición, sin la medición de conceptos o magnitudes añadidas.

De la definición se puede deducir las siguientes notas:

1) La estimación directa será de aplicación <<de acuerdo con lo dispuesto en la normativa de cada tributo>>. La generalidad de los tributos establecen que la determinación de la base se hará en régimen de estimación directa. En los tributos cuya normativa no habla expresamente de la cuestión, el régimen de estimación directa es el aplicable implícitamente (p. ej., en los impuestos municipales).

Solamente en algunos tributos, la Ley admite la opción de la estimación objetiva para determinados supuestos.

2) <<El método de estimación directa podrá utilizarse por el contribuyente y por la Administración>>. Los tributos pueden exigirse mediante:

a) Procedimiento de autoliquidación. El sujeto presenta una declaración-liquidación, la determinación inicial de la deuda corresponde al propio sujeto pasivo, que, al practicar su autoliquidación, deberá establecer el importe de la base imponible. En estos casos, la Administración podrá actuar posteriormente para controlar si la declaración y las operaciones de autoliquidación se corresponden realmente con la realidad.

b) Declaración seguida de liquidación administrativa. La tarea de determinación de la base corresponderá directamente a la Administración.

3) Los métodos utilizables para el cálculo de la base. La Administración utilizará las declaraciones o documentos presentados, los datos consignados en libros y registros comprobados administrativamente y los demás documentos, justificantes y datos que tengan relación con los elementos de la obligación tributaria. Y aquí es donde surgirán diferencias entre unos tributos y otros: en los instrumentos o medios de verificación o comprobación de lo declarado (p. ej., en el IRPF sobre rendimientos del trabajo, la base se determinará en función de lo declarado por el sujeto pasivo, que podrá ser contratado con la información de que dispone la Administración a partir de las retenciones realizadas por el pagador de estos rendimientos).

En los tributos que establecen a cargo del sujeto pasivo deberes de llevanza de contabilidad y/o registros fiscales, la determinación de la base se lleva a cabo trasladando a la declaración los datos que resultan de la contabilidad y los registros fiscales, que deben ser puestos a disposición de la Administración. La estimación directa en estos casos es la que se lleva a cabo mediante la contabilidad. Interesa resaltar que en estos casos, aparece el deber de llevar la contabilidad o registros fiscales.

En los que no existen deberes contables o registrales, la estimación directa se hará a partir de los datos consignados en la declaración o declaración-liquidación y de los documentos o justificantes que puedan exigirse para respaldar dichos datos. (ej. En el Impuesto de sucesiones y donaciones, se presenta este y acompaña los gastos que le permite la Ley [gastos de entierro, etc.], pudiéndose deducir dichos gastos).
       4)   Dentro del régimen de estimación directa, existe en la normativa del IRPF la modalidad de la estimación directa simplificada, que pueden aplicar los empresarios y profesionales que no hayan superado en el año anterior los 600.000 euros de cifra neta de negocios, simplificándose el cálculo de las amortizaciones y pudiendo aplicar también una reducción del 5% en concepto de gastos de difícil justificación.

B.- La estimación objetiva:

             El segundo método de determinación es la estimación objetiva. Aquí hay que señalar que así como en la Estimación directa se aplica en todos los tributos del sistema tributario, este sólo se aplica en determinados tributos, sólo en el IRPF (autónomos), y en el Impuesto sobre sociedades sólo en el régimen especial que es el de las entidades navieras, por lo tanto en los demás impuestos del sistema tributario no se aplica.

Características:

               Las dos notas características de este método de determinación son:

       a) Carácter opcional: Esto quiere decir que ningún contribuyente de los que se le puede aplicar este régimen de estimación objetiva, por ejemplo, pequeños empresarios, está obligado a permanecer en él, sino que si quiere puede renunciar y que se le determine la base en estimación directa.

             Esto es lógico porque pensemos que en la estimación objetiva, como veremos, el rendimiento que se le aplica es el rendimiento medio, presunto, ya lo veremos posteriormente. Esto significa que el contribuyente puede salir perjudicado, pensemos que un empresario que tenga pérdidas reales en un año determinado, esas pérdidas en el régimen de estimación directa sería computable, pero si estuviera en el régimen de estimación objetiva  no sería computable porque se le aplicaría los módulos, por ejemplo el rendimiento por empleado, por superficie del local, por consumo de energía eléctrica, etec. Por lo tanto, aún teniendo perdidas reales le podría salir un beneficio por aplicación de módulos, por ello, para evitar todas estas distorsiones es por lo que se establece el carácter opcional, de manera que se  puede renunciar a régimen de módulos, y no es obligatorio.

       b) Debe estar previsto expresamente en la ley: En la ley de cada tributo porque la Ley General Tributaria se remite a lo que diga cada tributo.

                   Pues bien vamos a ver las características principales de este método de determinación en el IRPF, que es básicamente donde tiene aplicación:

· En primer lugar, se aplica sólo a determinados rendimientos del IRPF, básicamente a los rendimientos de actividades empresariales, que son una modalidad de los rendimientos de actividades económicas, ya que por ejemplo, los profesionales están excluidos, tampoco será aplicable a otros rendimientos como son los rendimientos de capital  mobiliario, capital inmobiliario, etc. sólo será aplicable a los rendimientos empresariales dentro de los de actividad económica.

·  En segundo lugar una característica en el IRPF, es que no se aplica a todos los empresarios, sino a aquellos pequeños empresarios que no superen en el ejercicio anterior un determinado volumen de ingresos o ventas para el conjunto de actividades económicas. Un empresario que factura más de esta cantidad para el ejercicio siguiente ya no podría estar en el régimen de módulo o régimen de estimación objetiva.

· En tercer lugar, también relacionado con la nota del carácter opcional, es que cabe la renuncia.

Contenido:

               1.-   En cuanto al contenido de este método de estimación es que el rendimiento  resulta de la aplicación de índices o módulos a los que se imputa un determinado rendimiento, de ahí que también se le denomine, “régimen de módulos”, ya que el rendimiento no es el rendimiento real obtenido por el contribuyente, sino que en virtud de determinadas magnitudes, por ejemplo el número de empleado, superficie del local donde desarrolla su actividad, kilowatios consumidos en el años, etec. Se utilizan estos módulos y  se dice por ejemplo que al módulo de superficie se le asignamos tantos euros de rendimiento por metro cuadrado, y así se determina el rendimiento del empresario, aplicando a los índices concretos lo que viene establecido en la norma. Y eso nos dará el rendimiento que se le aplicará a cada empresario.

                    La consecuencia que tiene esta es que ya no estamos hablando del rendimiento real del empresario sino que se sustituye por un rendimiento medio presunto; ya que es hacienda quien dado unos estudios efectuados determina el rendimiento que ha de tener una actividad determinada dependiendo de la clase de actividad, el personal que tenga a su servicio, el consumo de kilowatios, la superficie del local, etec. Es la propia administración tributaria quien determina el rendimiento presunto que se debe determinar por ese empresario en base a los índices o módulos establecidos.

                     Por la doctrina se apunta que se está alterando el hecho imponible del impuesto, ya que realmente lo que grava el impuesto es la renta obtenida y no la renta media o presuntamente obtenida, esta es la crítica que desde el punto de vista doctrinal se le hace a este método de determinación de la base.

                   2.-  Por último, en cuanto al contenido, hay que señalar que en cuanto a las obligaciones formales, contabilidad mercantil, registros fiscales, facturas, etec. éstas son menores en el empresario en estimación objetiva, que las exigidas a los que están en estimación directa. Porque al empresario por módulo sus rendimiento se le determinan en función de los parámetros que están en la ley, no hace falta esa contabilidad tan exhaustiva que se le exige al empresario que está en estimación directa. Por ello las obligaciones formales son menores. 

Resumen:

                        Estas son las características principales de este régimen de estimación de bases en el IRPF. Repasando brevemente hemos hablado:

a) A que rendimientos les afecta.

b) Que no son todos los empresarios, sino todos aquellos que no superen determinados límites cuantitativos.

c) Que se puede renunciar.

d) Y finalmente, hablamos del contenido de este régimen, es decir, como se fijan los rendimientos en este régimen y también hemos hecho referencia a sus obligaciones formales: a la hora de guardar facturas y a la hora de llevar libros de contabilidad.

· En IVA e IGIC: Y, ya por último habría que hacer referencia en esta estimación objetiva la IVA y al IGIC porque para aquellas empresas que estén acogidas al régimen de módulo en el IRPF se prevé el régimen simplificado en el IVA o en el IGIC, pero con la diferencia de que aquí en el IGIC lo que se determina a través del sistema de módulos ya no son bases o rendimientos como hemos visto en el IRPF, los rendimientos que al final constituyen la base, sino que lo que se determina en el IVA y el IGIC son cuotas que tiene que ingresar ese pequeño empresario por el IVA o por el IGIC.

C.- La estimación indirecta: 

          Vamos a ver ahora el tercer método de determinación. Veamos sus notas principales:

        1.- Se trata de un régimen subsidiario: Se trata de un régimen subsidiario del régimen de estimación directa o de estimación objetiva, es decir, que se aplica en defecto de los anteriores, cuando no es posible calcular la base de acuerdo con lo previsto en la estimación directa o en la estimación objetiva. 

         2.- Circunstancias que determinan su aplicación: La ley en su artículo 53 de la LGT nos va señalando estas causas:

               a) Falta de presentación de declaraciones o que las declaradas sean incompletas o inconexas. Esta causa ha sido matizada por la jurisprudencia en el sentido en que ante un intento de la Administración Tributaria de extender el régimen de aplicación indirecta la Jurisprudencia ha entendido que sólo se puede aplicar el régimen de estimación indirecta cuando hay imposibilidad de determinar la base imponible, es decir, si un contribuyente no ha presentado su declaración por un impuesto determinado IRPF o IS, pero existen otros métodos u otros modos de determinar la base imponible por ejemplo, por que esta empresa lleva la contabilidad, o tiene las facturas de los ingresos y los gastos, o tiene los movimientos de las cuentas bancarios, entonces no cabe por el mero hecho de no haber presentado la declaración no cabe la posibilidad de aplicar el régimen subsidiario de estimación indirecta. 

                b) Cuando exista resistencia, obstrucción, excusas o negativas a la actuación inspectora, en definitiva la ley está contemplando aquí el supuesto en que la administración que va a comprobar, por ejemplo, un contribuyente que ha presentado su declaración por el Impuesto sobre sociedades, pero se encuentra que la empresa no le facilita sus libros de contabilidad, no le facilita las facturas, no le permite la entrada en el local donde desarrolla su actividad,  prácticamente la administración no puede comprobar si lo declarado es correcto o no, en este caso en el que hay una negativa o una obstrucción a la labor inspectora, pues para este caso también se aplica este régimen subsidiario                                                  

                 c) Incumplimiento sustancial de las obligaciones contables o registrables, se señala con tercera causa de aplicación de este régimen el incumplimiento sustancial de las obligaciones contables o registrables, por ejemplo cuando la empresa no lleva la contabilidad.

                   Aquí también se ha añadido por la jurisprudencia que si faltan los libros de contabilidad pero existen otros justificantes como pueden ser: facturas, movimientos de cuentas bancarias, relación de proveedores y clientes, etec. entonces, si cabe a través de estos documentos que aporta la empresa, aunque no aporte los libros de contabilidad, al igual que decíamos anteriormente respecto a la falta de presentación de declaraciones o la presentación de declaración falsas, también aquí la jurisprudencia viene a matizar que si existen todos esos datos, por el mero hecho de no llevar los libros de contabilidad, y siempre que  se pueda reconstruirse cual ha sido la base imponible, no cabe la aplicación del régimen de estimación indirecta.

                  d) La desaparición o destrucción de los libros y registros contables así como de los justificantes: La cuarta causa de aplicación de la estimación indirecta, señala la norma, que es la desaparición o destrucción de los libros y registros contables así como de los justificantes, de manera que en este supuesto no es que no lo tenga sino que debido a una causa de fuerza mayor, incendio, inundación, etec, en la empresa y han desaparecido los libros y todos los documentos relacionados con la contabilidad, pues esta sería una  causa en la que no habría infracción, ya que no habría una conducta infractora o culpable de la empresa, sino una causa de fuerza mayor y por ello no se cuenta con estos datos, en este caso también se aplicaría también el régimen de estimación indirecta.

         3.- Medios indirectos o indiciarios aplicados por la Administración Tributaria para llegar a estimar la base imponible: En un tercer apartado vamos a ver cuales son los métodos indirectos o indiciarios que puede aplicar la Administración Tributaria en estos casos.

              Aparecen regulados en el artículo 53.2 Ley General Tributaria.

· En primer lugar, los datos disponibles del sujeto pasivo en la Administración Tributaria: la ley dice que se aplicarán para determinar la base imponible en ese ejercicio determinado, los datos disponibles del sujeto pasivo, es decir, que la  Administración Tributaria puede tener algunos datos de ese contribuyente que no tiene nada, que no tiene la contabilidad, y no tiene datos ninguno; pero la Administración Tributaria puede tener de su relaciones, de sus proveedores o de sus clientes puede tener alguna información, porque  los proveedores le han declarado las ventas que le han hecho o los clientes le han declarado las compras que le han hecho. Por lo que la Administración puede tener algunos datos.

· En segundo lugar, datos disponibles del sector económico: También se señala que se puede aplicar como medio indiciario para llegar a esa base estimada indirectamente los datos disponibles del respectivo sector económico. Es decir, que si se trata de una fabrica de pan en la que se sabe que las dimensiones de esa fábrica, que tiene diez empleados, que tiene cinco hornos, etc., con estos datos se puede llegar que el rendimiento presunto o estimado que puede haber tenido esa fabrica con esa características dado el rendimiento que ha habido en otras fábricas de las mismas o similares características en el sector.

· Y por último, aplicación de los índices o módulos del obligado tributario: Por último la Ley General Tributaria en su artículo 53.2, también nos dice que se pueden aplicar los índices, módulos o datos del obligado tributario.

        En definitiva, en este régimen se trata por todos esos medios indiciarios que aparecen en el artículo 53.2 de la L.G.T. de que en defecto de la estimación directa o de la estimación objetiva, llegar a una base estimada, por eso se llama estimación indirecta ya que se trata de una manera aproximada pero se llega a ella porque concurren circunstancias especiales.

        Es importante señalar que hay un procedimiento establecido, que ya veremos cuando se de el tema relativo a la inspección, pero sirva como adelanto, que la inspección está obligada a hacer un informe razonado sobre la aplicación o porque llega a esa cifra de rendimiento estimado por este método, es decir que aunque es un régimen subsidiario se trata de respetar la motivación  genérica que tienen los actos administrativos, entre ellos los tributarios. La Administración Tributaria al fijar esa base por este método tiene que explicar porqué llega a esa conclusión.

         También en vía judicial los tribunales han señalado que a la hora de estimar el rendimiento con la estimación indirecta ha de ser coherente con la base imponible del impuesto sobre la renta, porque ha existido algún caso en el que la estimación indirecta se ha atendido sólo a los ingresos, y los tribunales han dicho que si en el impuesto sobre la renta lo que se grava es el rendimiento neto, es decir, la diferencia entre los ingresos y gastos, en la estimación indirecta hay que fijar junto a los ingresos presuntos, también  los gastos que son necesarios para alcanzar esos ingresos, por lo tanto no cabe fijar sólo los ingresos brutos sin tener en cuenta los gastos en que podía haber incurrido ese contribuyente al que se le aplica esa estimación indirecta.

4.- La base liquidable.
       Hemos visto la Base Imponible como primer elemento cuantitativo del tributo y en un segundo apartado los métodos de determinación de la base imponible, ahora vamos a ver la base liquidable.

      El Concepto: 

               En cuanto al concepto de base liquidable aparece reflejado en el artículo 54 de la Ley General Tributaria, que dice: “La base liquidable es la magnitud resultante de practicar, en su caso, en la base imponible las reducciones establecidas en la Ley.”.  Podemos resumir:

BASE IMPONIBLE – REDUCCIONES = BASE LIQUIDABLE
               Por lo tanto, lo que se desprende de este precepto es que si no hay reducciones en la base imponible o bonificaciones en la base, tenemos que la base imponible sería igual a la base liquidable, ambas magnitudes coincidirían, en cambio si hay deducciones tendríamos dos magnitudes diferentes una base imponible y otra base liquidable, lo cual iría en función de la normativa de cada tributo, por ejemplo, en el IRPF y en el Impuesto sobre el Patrimonio, existen reducciones en la base imponible, (en el IRPF aportaciones a planes de pensiones, las pensiones compensatorias en el caso de personas separadas todas ellas son reducciones en la base imponible); pero por ejemplo, en el Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales no existen reducciones por tanto en este impuesto la base imponible sería igual a la base liquidable.

· Hay que diferenciar con las deducciones en la cuota, que son otra cosa a las que aquí vemos que son deducciones o reducciones en la base imponible para llegar a la base liquidable.

5.- El tipo de gravamen.
              Vamos a ver ahora el tipo de gravamen, ya hemos visto la Base Imponible, la Base Liquidable y ahora vamos a ver otro elemento cuantitativo del tributo que el tipo de gravamen.

      A.- El Concepto:

               El concepto legal lo tenemos en el artículo 55.1 de la LGT que dice: “El tipo de gravamen es la cifra, coeficiente o porcentaje que se aplica a la base liquidable para obtener como resultado la cuota integra.”

                El tipo de gravamen depende de cómo sea la base imponible, si la base imponible está expresada en dinero normalmente es un porcentaje; pero si la base imponible está expresada en otra magnitud, como es el caso de los impuestos especiales, fabricación de cerveza, fabricación de alcohol que aquí se expresa en volumen fabricado, entonces el tipo ya no puede ser un porcentaje sino que es una cantidad de dinero por cada litro fabricado, por ejemplo, de cerveza. Pero lo normal es que la base imponible esté expresada en dinero por lo que el tipo de gravamen esté expresado en un porcentaje.

      B.- Las Clases de tipo de gravamen:

               1º Tipo consistente en un porcentaje: Tenemos en primer lugar el tipo consistente en un porcentaje.

                 Este sería aplicable sobre la base expresada en dinero tipo que a su vez se puede subdividir en:

a) Proporcional: Es un porcentaje único cualquiera que sea la base, en el Impuesto de Transmisiones Patrimoniales, tenemos 

b) un porcentaje para transmisiones onerosas que es el 6,5% en canarias cualquiera que sea la base del bien inmueble, el tipo permanece constante. En un porcentaje sobre la base y no varía al variar la base.

c) Progresivo: Tenemos también el tipo progresivo, aquí es una escala o tarifa que varía a medida que lo hace la base, normalmente va aumentando ese porcentaje a medida que aumenta la base. Es el caso del IRPF. 

Ejemplo 

Hipotético

            Respecto a los tipos progresivos que están vigentes en el IRPF, en el IP, en el ISD, Tenemos un ejemplo, de impuesto progresivo en la tarifa del IRPF para 2003 (tramo estatal):

	Base liquidable

_______

Hasta euros


	Cuota integra

______

Euros
	Resto base Liquidable

_________

Hasta euros
	Tipo aplicable

_______

Porcentaje

	0,00
	0,00
	4.000
	9,06

	4.000
	362,40
	9.800
	15,84

	13.800
	1.914,72
	12.000
	18,68

	25.800
	4.156,32
	19.200
	24,71

	45.000
	8.900,64
	En adelante
	29,16


                 Por ejemplo, si aplicamos esta tarifa a un contribuyente con una base liquidable de 26.000 euros, tendríamos que su cuota íntegra sería igual a 4.205,74 euros. Consideremos ahora un contribuyente con una base liquidable superior en un 1%, es decir, una base de 26.260 euros. La cuota correspondiente a esta base sería igual a 4.269,98 euros. La base ha aumentado en un 1% y la cuota, en cambio, en un 1,53%.

                 En el anterior ejemplo podemos ver un supuesto de tarifa progresiva. Los conceptos que interesa retener en la aplicación de una escala de esta naturaleza son (por lo que se refiere a los tipos) los de tipo medio y tipo marginal. El tipo marginal es aquel que se aplica a la porción de la base que exceda de la cuantía señalada para el inicio de cada tramo. En el ejemplo anterior, el 24,71 %. El tipo medio es el que resulta de calcular lo que representa la cuota obtenida de la aplicación de la tarifa respeto de la base. En el ejemplo anterior, el 16,17% y 16,26% según cada caso. 

Ejemplo 1:

     Base Tabla:  25.800                           Cuota integra:  4.156,32

     Resto base:      200 (200 * 24,71%)    Cuota integra:      49,42

                        --------                                                  ----------

Base liquidable: 26.000                             Cuota integra: 4.205,74

               26.000 ------------------( 4.205,74
                   100 -------------------(     X = 16,17 (Tipo medio)
               26.260 ------------------( 4.269,98

                   100 -------------------(     X = 16,26 (Tipo medio)
               2º Tipos específicos: Tenemos también los tipos específicos, tipos de gravámenes específicos que son aquellas cantidades de dinero sobre bases no expresadas en dinero, por ejemplo por litros de cerveza fabricada, se grava por el impuesto especial sobre la fabricación de cerveza, con una cantidad de dinero. Es decir se grava al fabricante y luego éste después repercute. Éste sería un ejemplo de un tipo específico.

               3º Tipos graduales: Después también tendríamos un tercer tipo de gravamen, que son los tipos graduales, este es una suma o cantidad de dinero sobre una base monetaria que está dividida en tramos. De estos tipos graduales tenemos un ejemplo a continuación: (ITPyAJD en relación con los arrendamientos).

	Euros
	Efectos, euros

	Hasta 30
	15

	De 30,01 a 10.000
	30

	De 10.000,01 a 20.000
	60


                 Realmente este se utiliza muy poco, porque de todos estos no cabe duda que la clase más importante es la del porcentaje, tanto proporcional como progresivo. El específico se utiliza limitado para los impuestos especiales y los graduales también son utilizados para casos muy determinados. Por tanto los más importantes son los tipos en forma de porcentaje.

               4º Tipos Cero y tipos reducidos: En un cuarto apartado tendríamos que hablar de los tipos cero y de los tipos reducidos.

                   a)  Los tipos cero: Los tipos cero que existen en algunos impuestos, realmente el efecto de que en determinadas operaciones se configuren al tipo cero, es muy parecido a la exención. Realmente aunque la doctrina quiere diferenciarlo, realmente las diferencias con la exención son muy sutiles. Es decir, cuando nos encontramos con que una operación se grava al tipo cero podemos estar hablando a primera vista de una operación exenta. Ahí, lo que se pretende sobre  todo es sujetarlo al impuesto, por ejemplo cuando los planes y fondos de pensiones son gravados al tipo cero en el impuesto sobre sociedades, realmente lo que se pretende es sujetarlos al Impuesto sobre sociedades, no gravarlos, pero al estar sujetos al impuesto sobre sociedades, le impone a los fondos de pensiones una serie de obligaciones de tipo formal de control: tienen que presentar sus declaraciones correspondientes, llevar libros de contabilidad,  etc.

                   b) Los tipos reducidos: Después tenemos los tipos reducidos, aquí como dice la doctrina cuando existen tipos reducidos en un impuesto determinado eso pertenece al ámbito de los beneficios fiscales; por ejemplo, en el impuesto sobre sociedades existe un tipo general del 35%, pero después para las fundaciones legalmente reconocidas tributan al 10%, si una fundación que está reconocida como tal y que presenta sus cuentas al protectorado de fundaciones,   por esa finalidad social que tienen las fundaciones se la somete a un tipo reducido, el 10% en vez del 35%, beneficio fiscal para esta clase de personas jurídicas.

                   También para las Pymes, pequeñas y medianas empresas, también existen unos tipos reducidos, de manera que la primera parte de sus beneficios tributan al 30% en vez de al 35%, por esos también se habla de que una forma de manifestarse los beneficios fiscales es a través de un tipo reducido, pueden existir deducciones en la base, reducciones en la cuota o también tipos reducidos.

                    Existe un tipo general y cuando se quiera proteger a determinadas sociedades o a determinadas operaciones se aplica un tipo reducido.

                     En el IGIC, por ejemplo, existe un tipo reducidos para los productos de primera necesidad, existe el tipo general del 5% y después para alimentos existe el tipo reducido del 2% porque lo que se quiere es que determinados productos que se consumen con una gran frecuencia cualquiera que sea el nivel de rentas tengan ese tipo reducido.

6.- La cuota tributaria. Su determinación.
      A.- La cuota tributaria:

              Vamos a ver en primer lugar que dentro de la cuota tributaria encontramos tres conceptos diferentes que es lo que tenemos que explicar en primer lugar, y que serían:

               1º Cuota íntegra: Primero sería la cuota íntegra, y dentro de la cuota íntegra hay que distinguir entre tributo de cuota fija y tributos de cuota variable.

                   El 56.1 de la Ley General Tributaria, nos dice: “La cuota íntegra se determinará: a) Aplicando el tipo de gravamen a la base liquidable. b) Según cantidad fija señalada al efecto”. Pues bien, la letra b) cuando dice, según cantidad fija señalada al efecto es precisamente en los casos de tributos de cuota fija, los cuales son aquellos en los que la cuota está ya determinada en la norma y por lo tanto no hay que hacer cálculos, sino que la propia norma nos dice cual es la cuota a pagar, por ejemplo la expedición del título de licenciado en Derecho,  para el cual hay que pagar una tasa, y esa tasa, su cuantía ya viene determinada en la norma, de ahí esa letra b) del artículo 56.1 de la LGT.

                  Los tributos de cuota variable son lo de la letra a) del repetido artículo 56.1 de la LGT, es decir que la cuota íntegra se determina aplicando el tipo de gravamen a la base liquidable. En el caso del impuesto sobre transmisiones patrimoniales, para la transmisiones de inmuebles, el tipo de gravamen  sería el 6,5%, y la base liquidable sería el valor del inmueble, por ejemplo, si el valor del inmueble fuera 100.000 euros, si le aplicamos el tipo de gravamen del 6,5&%, la cuota integra sería 6.500 euros.

                  Por último señalar que en la cuota integra se pueden aplicar reducciones, o establecerse límites en la ley de cada tributo, por lo que esta cuota integra tampoco es intocable, sino que legalmente también se pueden establecer reducciones, y una que quizás sea la más conocida de todas es la que establece que la suma de la cuota íntegra del impuesto sobre el patrimonio y de la cuota íntegra del impuesto sobre la renta no puede ser superior al 60% de la base imponible del impuesto sobre la renta; esto afecta sobre todo a aquellos patrimonios elevados y una baja rentabilidad, por ejemplo por ser propiedades que no rentan mucho, por lo que se establece un límite por el cual la suma de las dos cuotas íntegras de patrimonio  e IRPF no puede ser superior al 60% de la base imponible, y entonces se reduce la cuota íntegra del impuesto sobre el patrimonio, a fin de evitar que personas con mucho patrimonio y poca renta paguen de forma excesiva en el impuesto sobre el patrimonio.

               2º Cuota líquida: Pero además de la cuota íntegra pueden existir, dependiendo de cada tributo, otro concepto que es la cuota liquida.

                    Podríamos resumir diciendo que la cuota liquida es la cuota íntegra menos las deducciones y bonificaciones, o lo que es lo mismo, sería el resultado de aplicar a la cuota integra las deducciones y bonificaciones, por ejemplo, si nosotros tenemos la cuota íntegra del IRPF en una cantidad determinada por ejemplo 1.000 euros, y tenemos derecho a una deducción por compra de una vivienda nueva habitual, entonces suponiendo un 15% de deducción, lo cual nos daría un cuota líquida de 850 euros.

                          Cuota íntegra ----------------(   1.000 euros.

                          Deducciones de la cuota ----(      150 euros.

                          Cuota Liquida ----------------(      850 euros.

                      Evidentemente las deducciones no tienen porque ser una sino que podrían ser varias, por compra de vivienda, por donativos, por ser profesional y haber invertido en un ordenador, etc. Todos estos importes habría se sumarlos para restárselos a la cuota integra y que nos diera la cuota líquida.

                      Esa figura no tiene porque darse en todos los impuestos, pero si se da y no hay deducciones y bonificaciones, la cuota integra coincidirá con la cuota liquida. Al igual que ocurría con la base imponible y la base liquidable si no habían deducciones.

                3º Cuota Diferencial: Esta figura se da en aquellos tributos en los que existan retenciones y pagos a cuenta, sería el caso del IRPF y del I.S, en los cuales existen retenciones y pagos a cuenta, lo tenemos en el 56.6 de la LGT que dice: “La cuota diferencial será el resultado de minorar la cuota líquida en el importe de las deducciones, pagos fraccionados, retenciones, ingresos a cuenta y cuotas, conforme a la normativa de cada tributo”.                      

                  Tenemos un ejemplo en el caso típico del trabajador que tiene su cuota integra, su deducción por compra de vivienda, que nos daría la cuota líquida, y por último la deducción por pagos a cuenta (retenciones), que nos daría la cuota diferencial.

                   Por eso la cuota diferencial no tiene por que tener siempre saldo positivo a ingresar, sino que también podría tener saldo negativo a devolver, es decir, cuando hay unas retenciones elevadas que superan al importe de la cuota líquida se produciría una declaración a devolver, una cuota diferencial a devolver. 

      B.- La determinación de la cuota:

              Vamos a ver en un segundo lugar la determinación de la cuota. En general no existe problemas ya que la regla general es que la cuota se determina, para el caso de tributos de cuota variable,  utilizando la base liquidable y el tipo,  y a través de esta operación, aplicando el tipo a la base liquidable, nos da la cuota.

               No obstante, existe un caso especial en el IVA y en el IGIC en el que la cuota se puede determinar en régimen de estimación directa para una empresa normal, lo que quiere decir que la cuota se determina a través de la contabilidad, facturas, etc., Y también se puede determinar a través de la estimación objetiva. Por lo que en estos dos impuestos existe la posibilidad de determinación objetiva de la cuota.

             En resumen de todo lo visto podemos sacar el siguiente esquema:

                       Base imponible (medición del hecho imponible)

           - Reducciones de la base (establecidas por ley) aport. planes de pensiones

                  =   Base liquidable
                       x Cuota integra
           - Deducciones y bonificaciones de la cuota (donativos, compra viv.habitual)

                 = Cuota líquida
           - Pagos a cuenta (retenciones, pagos fraccionados…)

                 = Cuota diferencial  

7.- La deuda tributaria.
           El concepto de deuda tributaria viene definido en el a.rtículo 58, que dice: “1. La deuda tributaria estará constituida por la cuota o cantidad a ingresar que resulte de la obligación tributaria principal o de las obligaciones de realizar pagos a cuenta.  

2. Además, la deuda tributaria estará integrada, en su caso, por: 

a) El interés de demora. 

b) Los recargos por declaración extemporánea. 

c) Los recargos del período ejecutivo. 

d) Los recargos exigibles legalmente sobre las bases o las cuotas, a favor del Tesoro o de otros entes públicos. 

3. Las sanciones tributarias que puedan imponerse de acuerdo con lo dispuesto en el título IV de esta ley no formarán parte de la deuda tributaria, pero en su recaudación se aplicarán las normas incluidas en el capítulo V del título III de esta ley.”

           Según este artículo 58 podemos diferenciar dos contenidos:

        A.- Contenido esencial ( cuota o cantidad a ingresar que resulte de la obligación tributaria principal o de la obligación de realizar pagos a cuenta.

1. La deuda tributaria estará constituida por la cuota o cantidad a ingresar que resulte de la obligación tributaria principal o de las obligaciones de realizar pagos a cuenta. 

        B.- Contenido accidental ( Además de la cuota o cantidad a ingresar por pagos a cuenta, la deuda tributaria puede incorporar también otros conceptos, que enumera el artículo 58.2. Según este precepto, formarán también parte de la deuda tributaria, en su caso:

.       a) El interés de demora.

b) Los recargos por declaración extemporánea. 

c) Los recargos del período ejecutivo. 

d) Los recargos exigibles legalmente sobre las bases o las cuotas, a favor del Tesoro o de otros entes públicos.  (Las CC.AA. pueden establecer recargos sobre impuestos estatales, en estos casos es cuando se refiere este supuesto, en caso de existir, forman parte del contenido esencial
· No forman parte de la deuda tributaria las sanciones tributarias. Así lo establece el apartado 3 del artículo 58 de la LGT, cuando dice:

“3. Las sanciones tributarias que puedan imponerse de acuerdo con lo dispuesto en el título IV de esta ley no formarán parte de la deuda tributaria, pero en su recaudación se aplicarán las normas incluidas en el capítulo V del título III de esta ley”.

               Por lo tanto hoy tenemos que tener claro, y así lo dice la Ley General Tributaria del 2003, que aquellas sanciones que se puedan imponer al aplicar los tributos por haberse cometido una infracción, no forman parte de la deuda tributaria, hasta la ley anterior si estaban integradas, hoy se sostiene, con buen criterio, que una cosa es la deuda tributaria, la cuota con los intereses y otra cosa es la sanción,  puede tener que pagarse la cuota tributaria, pero puede no haber lugar a imponer una sanción tributaria, por ejemplo porque el contribuyente ha tenido una interpretación distinta y razonable de la norma diferente a la de la Administración Tributaria. La conclusión al final será que hay que pagar la deuda tributaria pero la conducta del contribuyente no puede calificarse como una conducta infractora por lo tanto puede no producirse sanción tributaria.

               Habría que señalar que el procedimiento de imposición de sanción es desde hace algunos años un procedimiento separado como regla general, de manera que a diferencia de lo que sucedía anteriormente en que en el mismo procedimiento se liquidaba la cuota y se imponía la sanción hoy en día se hacen dos procedimientos separados, precisamente porque que son dos figuras diferentes. Sin embargo, en el procedimiento de recaudación, a la hora de recaudar, ya lo veremos posteriormente,  sí se aplican las normas de la deuda tributaria a la hora de pagar, por ejemplo los plazos, si se aplican las normas de la deuda tributaria a la sanción tributaria.

RESUMEN:

                  Por tanto este es el contenido actual de la deuda tributaria, el contenido esencial, el contenido accidental, y como figura independiente tenemos a las sanciones tributarias.

                                                                               Fin

TEMA 10

LA EXTINCION DE LA OBLIGACIÓN TRIBUTARIA, SUS GARANTÍAS.

                 En este tema 10 en la primera parte del tema se dedica a la extinción de la deuda tributaria y sobre la forma en que se extingue la obligación tributaria el artículo 59 de la LGT, nos señala: “La deuda tributaria podrán extinguirse por pago, prescripción, compensación o condonación por los medios previstos en la normativa aduanera y por los demás medios previstos en las Leyes”.

                  Vamos a ir viendo por este orden las formas de extinción de la deuda tributaria.          

1.- El pago: remisión.
                 En cuanto al pago que es el primer epígrafe, nos remitimos a lo que veamos posteriormente en el tema 15 dedicado al procedimiento de recaudación, que precisamente trata en los primeros epígrafes del pago en periodo voluntario con todas sus incidencias y con todos sus aspectos.

2.- La prescripción.
                 En cuanto a la prescripción se encuentra en la página 312 del manual. La prescripción es una de las formas más importantes de extinguirse la obligación tributaria. Veamos sus distintos apartados:

                A.- Introducción:

                      a) La prescripción es un modo de extinción de derechos y acciones por pasividad del titular, es realmente la misma figura con determinadas variantes que encontramos en otras ramas del ordenamiento como puede ser el derecho civil.

                        Cuando el titular de un derecho no ejercita ese derecho con el paso del tiempo decae el derecho, desaparece la posibilidad de que ejercite ese derecho que ha tenido puesto que durante un periodo de tiempo ha permanecido pasivo, no lo ha ejercitado.

                         Pues esa misma idea sucede también con la prescripción en materia tributaria, por eso se dice que un modo de extinción de derechos y acciones.

                        b) La caducidad: En segundo lugar tenemos que diferenciar la figura de la prescripción de la  caducidad.

                          De manera que una cosa es la prescripción y otra cosa es la caducidad, las dos nos las encontramos presentes, como en otras ramas del ordenamiento, en el derecho tributario.

                           En la prescripción es interrumpible y si se interrumpe la prescripción  se reanuda el plazo en su integridad, de manera que una vez interrumpida la prescripción vuelve a contarse el plazo que ya adelanto que es de CUATRO AÑOS.

                           La caducidad no admite interrupción solamente suspensión. En el campo civil la prescripción se opone al titular del derecho por el deudor civil, sin embargo en el campo tributario tanto la prescripción como la caducidad se aplican de oficio, lo cual quiere decir, que  la pueden solicitar el contribuyente pero también la Administración tiene la obligación de aplicarla de oficio.

                          c) Derechos de los que se ocupa la Ley General Tributaria al señalar o regular la prescripción: En el Derecho tributario, se establecen plazos de prescripción para los siguientes derechos:

· Derecho para liquidar la deuda tributaria.

· Derecho para exigir dicha deuda tributaria ya liquidada.

· Derecho para solicitar devoluciones.

· Derecho a obtener devoluciones y reembolsos.

                          En definitiva fíjense que los supuestos que regula la ley General Tributaria al ocuparse de la prescripción para liquidar la deuda tributaria, es decir para cuantificar el importe de la deuda tributaria, por ejemplo, a un contribuyente se le está comprobando su declaración por el IRPF por no estar de acuerdo la Administración con la autoliquidación que el contribuyente ha hecho, pues la administración tendrá un plazo de cuatro años para determinar si la deuda tributaria autoliquidada es correcta (esto es lo que se entiende por liquidar).

                          Otro supuesto distinto es para exigir, una vez liquidada la deuda tributaria se le notifica al contribuyente la liquidación y la Administración tiene un plazo también de cuatro años, porque si la Administración liquida, se le notifica al contribuyente y este no paga y la Administración no hace nada transcurre el plazo para exigir la deuda tributaria liquidada.

                          El tercer supuesto es para solicitar devolución, adelantamos que las devoluciones tributarias pueden ser:

                           - Devoluciones que derivan de la aplicación normal de los tributos supuestos muy corrientes en el IRPF, en el IS, en el IGIC, que por la propia mecánica del tributo, por ejemplo, como ya vimos, los pagos a cuenta pueden ser superiores a la cuota líquida y por tanto nos puede salir una cuota diferencial a devolver.

                           - También podemos tener supuestos de devolución de ingresos indebidos, es decir, que una persona que tiene que ingresar 300 euros, ingresa 600 euros porque se equivoca, esto sería un ingreso indebido.

                       Aquí también existe un plazo de cuatro años, este plazo de prescripción opera en contra del contribuyente, los primeros (liquidar y exigir) son a favor de la Administración. En este caso la prescripción para solicitar la devolución y para obtener la devolución  que se ha acordado por la Administración.

                d) Modalidades de caducidad: En cuanto a la caducidad habría que hacer una breve referencia a las modalidades de caducidad. Y habría que distinguir entre, caducidad de acción y caducidad de procedimiento:

· Caducidad de acción: Un supuesto de caducidad de acción sería la interposición de un recurso, en materia tributaria los recursos hoy en día tienen normalmente el plazo de un mes bien sea en reposición o bien sea en vía económico administrativo. Si se pasa el plazo de un mes ha caducado la acción para recurrir. 

· Caducidad de procedimiento: Significa que se ha iniciado el procedimiento pero no se ha resuelto en el plazo establecido, de manera que un procedimiento de gestión tributaria normalmente tiene 6 meses para resolverse y si pasa ese tiempo desde el inicio del procedimiento éste ha caducado.

                  Estas son por tanto las dos modalidades de caducidad que nos encontraremos a lo largo de los procedimientos tributarios.

       B.- Derecho para liquidar la deuda tributaria:

                      Ahora vamos a ver el primero y principal de los derechos que es el de liquidar la deuda tributaria.

                      Aquí habría que destacar que la administración puede comprobar tanto la declaración que presenta el contribuyente, la autoliquidación o la liquidación provisional; ya iremos viendo a lo largo de los próximos temas estas tres figuras: La declaración prácticamente es que el contribuyente declara pero no liquida; la autoliquidación o declaración – liquidación es que el contribuyente declara y liquida, y la liquidación provisional es  la que emite la Administración Tributaria, ya iremos viendo más adelante cada una de estas figuras.

               Procedimiento en los que este derecho se aplica es en los procedimientos tributarios de gestión e inspección, que son los procedimientos en los que se liquida, de ahí su importancia, conceptos estos que también iremos viendo.

               En un tercer apartado veremos el régimen jurídico de la prescripción de este derecho que estamos hablando.

                 1º El plazo: En primer lugar el plazo que en la actualidad es de cuatro años, hasta la entrada en vigor de la ley de derechos y garantías de los contribuyentes el plazo general de prescripción era de cinco años.

                 2º El cómputo: En segundo lugar de este régimen jurídico hay que referirse al cómputo, cómo se computa este plazo de cuatro años para saber si ha prescrito o no el derecho a liquidar una deuda tributaria.

                      El momento inicial es el del día siguiente a aquel en que finalice el plazo reglamentario para presentar la declaración o autoliquidación; no es la fecha en que se presentó sino cuando finaliza el plazo para la presentación voluntaria de la declaración.

                      Si hubiera alguna interrupción por parte de la Administración debido a unas actuaciones comprobadoras o por parte del contribuyente mediante la presentación de una declaración complementaria el plazo de cuatro años volvería a iniciarse. Artículo 68.1 de la LGT.

                  3º La interrupción: La interrupción la podemos ver en la letra a) del artículo 68.1 de la LGT que dice: “Se interrumpe los plazos de prescripción. a) Por cualquier acción de la Administración tributaria, realizada con conocimiento formal del obligado tributaria, conducente al reconocimiento, regularización, comprobación, inspección, aseguramiento y liquidación de todos o parte de los elementos de la obligación tributaria. b) Por la interposición de reclamaciones o recursos de cualquier clase, por las actuaciones realizadas con conocimiento formal del obligado tributario en el curso de dichas reclamaciones o recursos de cualquier clase. c) Por cualquier actuación fehaciente del obligado tributario conducente a la liquidación o autoliquidación de la deuda tributaria.”.

                 Todos estos son supuestos que interrumpen la prescripción, aquí hay una interesante jurisprudencia que ha señalado y matizado en base a este precepto dos aspectos a destacar:

                  1º Conocimiento formal del interesado: En primer lugar tiene que ser con conocimiento formal del interesado, por lo tanto aquí el tema de notificaciones es muy importante, es decir, la notificación para que surta efectos debe ser en forma, es decir, efectuada correctamente. También las consecuencias que tiene es que el contribuyente haya notificado el cambio de domicilio fiscal, porque si no lo ha hecho, entonces  se supone que rige el anterior domicilio que tenía y las notificaciones que le llegan a ese domicilio son válidas.

                  2º La acción de la Administración ha de ser dirigida a liquidar efectivamente  la deuda tributaria:    Otra cuestión quizás más importante es que la acción de la Administración tiene que ser dirigida efectivamente a liquidar la deuda tributaria, y en esto hay una jurisprudencia del supremo en el sentido que aclara que no son admisibles las diligencias argucias, quiere decirse que en algunas épocas se observó que la Administración que cuando estaba a punto de prescribir un año determinado enviaba la notificación de una diligencia diciéndole: “en relación con el ejercicio del IRPF del año 2001 se le comunica que se le inician actuaciones de comprobación” enviándosele unos días antes de que finalizara el plazo y después no se iniciaba nada más, con lo cual el efecto que se pretendía, y por eso que el Tribunal Supremo haya llamado a esto “diligencias argucias”, era que al mandar la Administración esa notificación de la diligencia era la de ganar un plazo nuevo de cuatro años. El supremo rechazó esa práctica que denominó “diligencias argucias”, diciendo que si la Administración después no desarrolla la actuación comprobadora no es admisible que esa mera emisión de una diligencia que no va seguida de actuaciones reales y efectivas dirigidas a comprobar el año en cuestión puedan surtir efectos. 

                 Y también se señala en la misma línea que de lo que se trata es que la administración haga actuaciones liquidatorias, otra cosa es que la administración trate de cobrar una deuda tributaria, ya que cobrar una deuda tributaria no es liquidar una deuda tributaria, y aquí se señala la diferencia entre procedimiento gestión o inspección, y procedimiento de recaudación; el supremo ha dicho que cuando lo que  se está intentando es cobrar una deuda tributaria  eso no interrumpe el plazo para liquidar otra deuda tributaria, por lo tanto han de tratarse de actividades de la administración dirigidas efectivamente a liquidar la deuda tributaria. Sobre esto ha habido bastante jurisprudencia.

Efectos de la prescripción:

                 Otro aspecto dentro del régimen jurídico de la prescripción son los efectos, el efecto que tiene es la extinción del derecho a liquidar, por lo tanto si ha transcurrido el plazo de prescripción ya la Administración tributaria no puede liquidar la deuda tributaria y por lo tanto no puede cobrar.

Modo de ejercicio de la prescripción:

               En cuanto al modo de ejercicio de la prescripción se ha de aplicar de oficio por la Administración, pero si la Administración no lo aprecia tendrá que se el particular el que lo ponga de manifiesto y tanto es así que no cabe la renuncia en la prescripción ganada. Ello es así, porque hace años se entendió que si la deuda tributaria estaba prescrita pero el contribuyente la ingresaba se entendía tácitamente que había renunciado a esa prescripción de la deuda tributaria porque él la había ingresado, porque estaba renunciando tácitamente y que eso era válido. Pero, sin embargo, la jurisprudencia y posteriores cambios normativos tributarios determinan que hoy no cabe esa posibilidad.

                Es decir que si hoy un contribuyente se equivoca e ingresa una deuda tributaria que está ganada, la Administración debe apreciarlo de oficio y en caso contrario el contribuyente cuando se de cuenta del error puede instar la devolución de esa deuda tributaria ya prescrita.

Efectos en relación con las obligaciones tributarias formales:

                 Por último en este aspecto del régimen jurídico de la prescripción del  derecho a liquidar tenemos los efectos en relación con las obligaciones tributarias formales. De esto se ocupa el artículo 70 de la LGT, y la regla general es que las obligaciones tributarias formales no pueden ser exigidas cuando ha prescrito la deuda tributaria. Por ejemplo no se le puede exigir a un empresario que enseñe los libros de contabilidad o las facturas de una deuda tributaria que ya está prescrita, ello no tendría sentido, ya que las obligaciones tributaria formales son instrumentos para liquidar la deuda tributaria material; si la deuda tributaria material está prescrita las obligaciones tributarias formales dejan de tener sentido.

                 Otro caso diferente es el que se plantea en algunos supuestos y que tienen el origen en la diversidad de plazos que se producen entre dos figuras, por ejemplo en el caso más corriente es el que se produce con la aplicación de bases imponibles negativas. Cuando una sociedad o empresa tiene perdidas en un ejercicio y tiene bases imponibles negativas tiene derecho a compensarlas con los beneficios de los quince años siguientes, es decir, si una empresa ha tenido unas pérdida de 100.000 euros en el ejercicio 2006, esa empresa tiene derecho a que en los próximos quince años siguientes pueda compensar esas bases negativas con los beneficios obtenidos.

               Esto origina un problema en el sentido de que la prescripción dura cuatro años mientras que ese derecho a compensar bases imponibles negativas dura mucho más (15 años). Y por eso el artículo 70 establece una regla específica y que dice lo siguiente, si se produce esa circunstancia, por ejemplo que en el año octavo se procede a comprobar los datos de una empresa que está aplicando bases imponibles negativas de años anteriores la empresa podría decir que no tiene que presentar nada porque las pérdidas se originaron por ejemplo en 1998 y estamos en el año 2006, en el año 2006 se le comprueba a esa sociedad y esa sociedad ha venido durante todos estos años compensando bases imponibles negativas y en el 2005 ha compensado por ejemplo 10.000 euros procedentes de una base imponible negativa que se originó en el año 1998, aquí no cabe que la empresa le diga a la Administración tributaria cuando en el año 2005 se le diga que dado que se ha reducido 10.000 euros en concepto de bases imponible negativas de 1998, que no le  presenta los libros de contabilidad por haber pasado ya más de cuatro años y dicho ejercicio está prescrito.

                 Por eso se establece una regla especial, que dice, que en estos casos aunque la deuda tributaria del año 1998 está prescrita, la empresa tendrá que justificar con esa contabilidad del año 1998 la reducción en la base imponible que hizo en el año 2005, y es lógico que si dura 15 años podríamos encontrarnos con empresas que estén falsificando o haciendo trampa y como han pasado cuatro años ya no se le podría inspeccionar. Por ello si la empresa se reduce la base negativa obtenida en el 1998, esa empresa aunque esté prescrito el año deberá acreditar, para que la Administración pueda comprobar que la reducción que está haciendo en el 2005, es correcta.

       C.- Derecho a exigir la deuda tributaria:

                      En lo expuesto hasta ahora nos hemos referido al principal de los derechos, que es el derecho a liquidar, pero también recuerden que antes se expuso que también existía el derecho a exigir la deuda tributaria (esto está en al página 363 y ss. del manual), el derecho a exigir la deuda tributaria que ya está liquidada.

                       Aquí este derecho sobre todo se ejercita en el procedimiento de recaudación, la deuda tributaria está liquidada y entonces se trata de cobrar.

                 1º El plazo: En primer lugar el plazo es el mismo de cuatro años.

                 2º El cómputo: En segundo lugar en cuanto al cómputo el momento inicial para este derecho que estamos hablando es el día siguiente a la terminación del periodo voluntario de pago. Si la Administración tributaria ha liquidado un deuda y nos manda que hay que pagar una liquidación y nosotros no pagamos y la Administración no hace nada durante cuatro años ha prescrito el derecho al cobro por la Administración.

                  3º La interrupción: Después existen también los supuestos de interrupción, supuestos en los que ese plazo de prescripción se puede interrumpir.

       D.- La prescripción de la acción para solicitar devoluciones:

                      El tercer derecho que prescribe para solicitar la devolución (esto está en la página 318 y ss. del manual).

                 1º El plazo: En primer lugar el plazo es el mismo de cuatro años.

                 2º El cómputo: El plazo comienza a contarse desde el día siguiente al de la finalización del plazo para solicitar la correspondiente devolución o en defecto de plazo, desde el día siguiente a aquel que la devolución pudo solicitarse. 

                 3º La interrupción: Los motivos de interrupción serán de dos clases: cualquier actuación fehaciente que pretenda la devolución o rectificación de la autoliquidación, y, la interposición, tramitación o resolución de reclamaciones o recursos de cualquier clase.

                     El primero de estos motivos corresponde al obligado tributario. Como la propia presentación de la solicitud que, por las razones que sean, no se presentó en su momento. El plazo de prescripción que estaba corriendo desde el fin del plazo reglamentario para declarar, se interrumpirá y se iniciará de nuevo el cómputo. Si la Administración no resuelve en los seis meses que ordena la ley, el plazo seguirá corriendo y será necesaria una actuación del solicitante, por ejemplo, la denuncia de la mora y reclamación de intereses, aunque sea a estos solos efectos de provocar una nueva interrupción, pues la puesta en mora no es necesaria y los intereses se devengan y se aplican de oficio. 

                4º Los efectos que produce: Los efectos serán la extinción del derecho a pedir la devolución.                 

       E.- El derecho para obtener devoluciones y reembolsos del coste de la garantía:

                      Una vez que se haya estudiado el primero de los derechos, que sería el derecho para liquidar, los otros serán de aprensión mucho más sencilla porque la estructura, es decir, plazos, computo, interrupción de alguna manera son reiterativos. Una vez asimilado el primer derecho los otros ya son más sencillos y en algunos casos reiterativos.

                      En cuanto al plazo todos son de cuatro años, y cuando hablamos de la modificación que operó con la ley del año 1998 de cinco a cuatro años es verdad que en principio benefició al contribuyente puesto que la administración tiene menos tiempo para liquidar y para cobra lo liquidado, pero también perjudicó al contribuyente en el sentido de que tienen menos plazo para solicitar la devolución y obtener el cobro de lo acordado para devolver.

3.- La compensación.
                 Tras haber estudiado la prescripción ahora tenemos que seguir estudiando los otros modos de extinción de la obligación tributaria, porque evidentemente los dos más importantes son: el pago y la prescripción.

                 Pero existen también otros modos de que la deuda tributaria desaparezca o se extinga.

                 El primero de estos restantes es la compensación. Esta es una figura que después del pago y de la prescripción es hoy en día la más relevante.

        A.- El concepto:

                  Aquí podemos distinguir en primer lugar el concepto de la compensación que hace significa que el deudor tributario es a la vez acreedor con la hacienda pública. Es igual que en el Derecho Civil cuando resulta que el deudor tiene a su vez un crédito contra el acreedor.

                 El artículo 71.1 de la LGT, nos dice que: “Las deudas tributaria de un obligado tributario podrán extinguirse total o parcialmente por compensación con créditos reconocidos por actos administrativos a favor del mismo obligado, en las condiciones que reglamentariamente se establezcan”.

                Por tanto se establece mediante este precepto esta posibilidad de que las deudas tributarias se puedan compensar por créditos reconocidos por actos administrativos.

                 Hay dos circunstancias que refuerzan la aplicación de esta figura de la compensación en la actualidad:

                 a) Las devoluciones: En primer lugar las devoluciones de acuerdo con la normativa de los tributos nos estamos refiriendo, no a las devoluciones por ingresos indebidos, sino a esas devoluciones que son normales, que son naturales por la propia mecánica de aplicación del IRPF, del IS, o del IVA o del IGIC.

                 Sabemos, ya lo hemos explicado, que cuando resulta que en el IRPF la cuota líquida es inferior a los pagos a cuenta (retenciones, pagos fraccionados) que ha ido efectuando el obligado tributario el resultado o la cuota diferencial va a ser negativa o va a ser a devolver. Esto origina que el obligado tributario se le reconozca al final del procedimiento el derecho a una devolución, no es con la declaración – liquidación que resulta a devolver, porque ahí no hay un acto administrativo, ya que lo que hay es un acto del particular. Si posteriormente esa declaración – liquidación es confirmada mediante un acto administrativo por el cual se le reconoce el derecho a la devolución, entonces ya el obligado tributario tiene un crédito (derecho a la devolución) y entonces podrá compensar ese derecho o crédito reconocido con otra deuda tributaria que yo tenga que ingresar.

                 b) Flujos monetarios entre las Administraciones Públicas: El segundo aspecto son los flujos monetarios entre las Administraciones Públicas. Lo cual quiere decir que hoy en día es muy frecuente que existan transferencias del estado a las Comunidades Autónomas para su financiación, del Estado y de las Comunidades Autónomas a las Corporaciones Locales, por lo que se está produciendo anualmente transferencias de cantidades entre estas Administraciones.

                 Pues bien, esto también origina que en algún momento se puedan compensar cantidades; por ejemplo, si vemos que un ayuntamiento tiene que ingresar las retenciones de sus funcionarios y trabajadores en la Hacienda del Estado, se establece un mecanismo por el que se puede compensar esa deuda tributaria del Ayuntamiento con las transferencias que la Administración del Estado le tiene que hacer por todos los conceptos que están hoy vigentes. Eso hace que tenga también importancia esta figura de la compensación.

       B.- Pautas que se siguen en la compensación:

                 Brevemente citaremos las pautas que se siguen en la compensación:

                 a) Se compensan deudas tributaria con créditos reconocidos: En primer lugar, es la que ya hemos hablado, la idea central es que se compensan deudas tributarias con créditos reconocidos, de manera que hasta que no exista el reconocimiento del crédito no se puede compensar.

                  b) A solicitud del propio obligado tributario: En segundo lugar, que la solicitud se puede efectuar a solicitud del propio obligado tributario, tanto en el periodo voluntario como en periodo ejecutivo.

                 En estas dos fases el propio obligado tributario puede tomar la iniciativa y solicitar la compensación.

               c) Compensación de oficio: También se establece la compensación de oficio  que aplica la propia  Administración Tributaria, los supuestos de esta compensación de oficio las tenemos en el artículo 73 de la LGT, entre ello, por ejemplo uno de esos supuestos de compensación de oficio es el de cuando la deuda tributaria ya está en periodo ejecutivo. Es decir, se ha notificado la deuda tributaria, no se ha pagado en periodo voluntario, se ha iniciado el periodo ejecutivo, y entonces la Administración dice: este señor no ha pagado y se le impone el recargo de apremio, pero se da cuenta que a este mismo señor se le tiene que devolver una cantidad determinada de dinero por ejemplo del año pasado está pendiente una devolución de la renta, pues esa cantidad que había que devolverle la Administración de oficio compensa esa cantidad a devolver con la deuda que tiene en periodo ejecutivo el contribuyente, aplicándola a la deuda tributaria.

               d) Compensación de las deudas de otras Administraciones Públicas: Después también tenemos las compensaciones de las deudas de otras Administraciones Públicas, que se regula en el artículo 74 de la LGT, en el que se establece, entre otras, esa regla que antes comentamos que si existe una deuda tributaria por parte de una Administraciones.

                 Estas son las ideas básicas de cómo funciona la compensación que la tenemos desarrollada en estos preceptos, y para terminar este epígrafe habría que referirse a unos supuestos específicos que están relacionados con la compensación que son:

                                - La suspensión de ingreso de la deuda.

                                - y prestación de garantía.

   -> Caso del IRPF:

                 Vamos a referirnos al caso más importante, ya que hay dos en la Ley General Tributaria, pero nos referiremos al más importante que es el que se regula en el artículo 62.7 de la Ley General Tributaria, cuando nos dice:  “En los supuestos en los que la ley de cada tributo lo establezca, el ingreso de la deuda de un obligado tributario podrá suspenderse total o parcialmente, sin aportación de garantía y a solicitud de éste, si otro obligado presenta una declaración  o autoliquidación de la que resulte una cantidad a devolver o una comunicación de datos, con indicación de que el importe de la devolución que pueda ser reconocido se destine a la cancelación de la deuda cuya suspensión se pretende.”.

                 Esta previsión que hay en la LGT sólo ha sido desarrollada en el IRPF, en el cual ya hace algunos años se estableció que en los matrimonios cuando a uno de los dos cónyuges le resultaba a devolver y al otro a ingresar cabía la posibilidad de que al final se compensara la deuda tributaria de uno con lo que había que devolverle al otro.

           Todos estos son los aspectos más destacables de la compensación.

4.- La condonación.
                El siguiente modo de extinción de la deuda tributaria es la condonación. Aquí cabe señalar que la deuda tributaria desaparezca por condonación del acreedor tributario sólo puede hacerse en virtud de ley. Y aquí vemos como se diferencian la condonación tributaria de la condonación en derecho civil o mercantil, como en virtud del principio de la autonomía de la voluntad el acreedor es libre en cualquier momento de perdonarle o condonarle la deuda al deudor; sin embargo en el derecho tributario el artículo 75 se limita a decir que: “La deuda tributaria sólo podrán condonarse en virtud de Ley, en la cuantía y con los requisitos que en la misma se determinan.”.

                 Por lo tanto queda claro que la Administración tributaria, que es el acreedor tributario, no puede en ningún momento condonar la deuda porque está sujeto al principio de legalidad también en este punto.

                 Sucede raramente, es decir, con ocasión de las catástrofes que se puedan sufrir, sequías, lluvias, inundaciones, ocasionalmente se acuerda, se lleva al parlamento medidas, por ejemplo,  para los agricultores afectados de esa zona, se le condona determinados tributos, etec. Pero es una figura, en principio extraña, que salvo en caso de catástrofes naturales no se puede producir.

5.- La insolvencia del deudor.
                Otra figura final que aparece como modo de extinción de la deuda tributaria, es la llamada “insolvencia del deudor”, esta figura se menciona en el artículo 76 de la Ley General Tributaria, y dice: “1. Las deudas tributarias que no hayan podido hacerse efectivas en los respectivos procedimientos de recaudación por insolvencia probada, total o parcial, de los obligados tributarios se darán de baja en cuentas en la cuantía procedente, mediante la declaración del crédito como incobrables total o parcial, en tanto no se rehabiliten dentro del plazo de prescripción de acuerdo con lo dispuesto en el apartado 2 del artículo 173 de esta Ley.”.

                 Y el apartado 2 de este artículo 76 dice: “2. La deuda tributaria se extinguirá si, vencido el plazo de prescripción, no se hubiera rehabilitado.”.

                 Por lo tanto el régimen jurídico de esta figura de esta manera de extinguirse la deuda tributaria, de acuerdo con el 76 y en relación también con el 173.2 de la Ley General Tributaria, que va en el mismo sentido, cuando complementando lo visto en el articulo 76 dice: “En los casos en que se haya declarado el crédito incobrable, el procedimiento de apremio se reanudará, dentro del plazo de prescripción, cuando se tenga conocimiento de la solvencia de algún obligado al pago.”.

                 Por lo tanto podemos decir que las fases o el régimen jurídico de este modo de extinción  funciona de esta manera:

· En primer lugar, se produce la extinción provisional de la deuda tributaria. Se produce esta extinción provisional cuando se ha seguido el procedimiento de apremio contra el deudor tributario (no ha pagado en periodo voluntario, y después se le ha seguido el procedimiento de apremio, se le ha tratado de embargar bienes, ejecutar sobre su patrimonio para poder cobrar la deuda tributaria, y al final no es posible porque el deudor tributario no tiene patrimonio, no tiene bienes), ante ello la primera fase, que ordena la ley es la extinción provisional.

· Pero si tenemos en cuenta que si se produce lo que podríamos llamar “mejor fortuna del deudor tributario”, se rehabilita la deuda, por ello decimos que es una extinción provisional porque durante el plazo de prescripción para exigir la deuda tributaria, que son cuatro años, nos encontramos que el obligado tributario que ha sido declarado insolvente, resulta que hereda unos bienes, le toca la lotería, o por cualquier causa le llega mejor fortuna, entonces se rehabilita la deuda tributaria, pero siempre dentro del plazo de prescripción de cuatro años.

· Si no sucede eso y trascurre el plazo de cuatro años se produciría la extinción definitiva de la deuda tributaria. El cómputo de los cuatro años empieza desde que se declara insolvente y el crédito incobrable. La declaración de insolvencia y de crédito incobrable se produce mediante un acto administrativo y queda constancia.

                 Este sería el funcionamiento o el régimen jurídico de la insolvencia del deudor, y es lo que podemos extraer del artículo 76 y 173.2 de la LGT.

6.- Las garantías del crédito tributario.
                En este epígrafe hablaremos de las garantías del crédito tributario. Y aquí hay que hablar de que son garantías que nacen directamente de la ley.

                De manera que es lo que diferencia a estas garantías de lo que sucede en el derecho civil en el que por ejemplo la garantía hipotecaria nace de la voluntad de lo particulares acogiéndose a una previsión legal; de tal manera que el deudor garantiza la deuda civil al acreedor civil constituyendo una hipoteca.

                Pero aquí las garantías de las que vamos a hablar nacen directamente de la propia ley.

            A.- Derecho de prelación: 

                En primer lugar vamos a hacer una referencia muy somera al derecho de prelación que tienen las deudas tributarias y que se mencionan en el artículo 77 de la LGT, que dice: “1. La Hacienda Pública tendrá prelación para el cobro de los créditos tributarios vencidos y no satisfechos en cuanto concurran con otros acreedores, excepto que se trate de acreedores de dominio, prenda, hipoteca y otro derecho real debidamente inscrito en el registro correspondiente con anterioridad a la fecha en que se haga constar en el mismo el derecho de la Hacienda Pública, sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 78 y 79 de esta Ley. 2. En caso de convenio concursal, los créditos tributarios a los que afecte el convenio, incluidos los derivados de la obligación de realizar pagos a cuenta, quedarán sometidos a lo establecido en la Ley 22/2003, de 9 de julio, Concursal.”.

                 Lo que interesa resaltar en este primer punto es que existe este derecho de prelación, de manera de que si concurre la deuda tributaria con otros créditos no tributarios que no tienen esta particularidad de estar inscrito en el Registro correspondiente, o no se trata de un concurso o de un procedimiento concursal, prevalecería el crédito tributario.

        B.- Clases de garantías:

              Dentro de estas garantías vamos a ver tres garantías que son:

a) La Hipoteca legal tácita: Que se regula en el artículo 78 de la LGT, que dice textualmente “En los tributos que graven periódicamente los bienes o derechos inscribibles en un registro público o sus productos directos, ciertos o presuntos, el Estado, las Comunidades Autónomas y las entidades locales tendrán preferencia sobre cualquier otro acreedor o adquirente, aunque éstos hayan inscrito sus locales tendrán preferencia  sobre cualquier otro acreedor o adquirente, aunque éstos hayan inscrito sus derechos, para el cobro de las deudas devengadas correspondientes al año natural en que se exija el pago y al inmediato anterior.”.

                 En primer lugar la hipoteca legal tácita es una garantía legal que opera en virtud de ley y sin necesidad de acto de constitución ni de inscripción.

                 En segundo lugar se antepone a los títulos registrales.

                 Y en tercer lugar tiene aplicación en un tributo  concreto que es el impuesto sobre bienes inmuebles, es decir que su alcance real es el del Impuesto sobre Bienes Inmuebles. Véase que en el artículo 78 dice: “En los tributos que graven periódicamente los bienes o derechos inscribibles en un registro público…” , por lo tanto este es el caso de lo bienes inmuebles que son gravados periódicamente por un tributo municipal que es el impuesto sobre bienes inmuebles. En estos casos, por ejemplo, si se ha producido una transmisión y el trasmitente  resulta que adeuda los recibos del I.B.I., eso quiere decir que el bien en cuestión, la Hacienda Local tiene una garantía por los dos años de IBI.

                   O lo que es lo mismo si sobre un mismo deudor concurren varios acreedores  y uno de ellos por ejemplo es una Corporación Local a la que se le deben dos recibos del IBI, pues entonces tiene preferencia sobre los otros acreedores. El único supuesto que se da es en el IBI que compete a los Ayuntamientos.

b) La afección de bienes: La segunda garantía real es la afección de bienes que se regula en el artículo 79 de la LGT, y dice: “1. Los adquirentes de bienes afectados por Ley al pago de la deuda tributaria responderán subsidiariamente con ellos, por derivación de la acción tributaria, si la deuda no se paga.”. 

                 Esto al explicar los supuestos de responsabilidad tributaria subsidiaria, vimos que uno de los supuestos era el adquirente de los bienes afectos, pues eso lo podemos encontrar mencionado en el artículo 43.1 d), que dice: “Son responsables subsidiarios. d) Los adquirentes de bienes afectos por Ley al pago de la deuda tributaria, en los términos del artículo 79 de esta Ley.”.  Es decir, que se remite a este artículo que ahora estudiamos.

                 Pues éste se define por la doctrina este derecho de afección de bienes al pago de la deuda como un auténtico gravamen real sobre los bienes transmitidos, de manera que esos bienes transmitidos se pueden ejecutar para cobrarse la deuda tributaria. Y este derecho de afección de bienes es inscribible en el registro de la propiedad.

                  Vamos a resaltar en que impuestos se produce esta afección de bienes: sería en el Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentado y en el Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones. Estos son los dos tributos en los que se produce esta afección de bienes, de manera de que si se transmite una vivienda o un local queda afecta ese bien en concreto al pago de la deuda tributaria, en este caso al pago del Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales. Y es muy corriente y se puede comprobar cuando se solicita al Registro de la Propiedad una certificación para saber quien es el titular y las cargas que tiene un inmueble, vemos como los registradores hacer constar que la vivienda se encuentra afecta al apago del ITP por la anterior transmisión, siendo esa referencia que hacen los registradores es este derecho del que estamos hablando. Esto se hace constar, ya que es inscribible,  para que el posible comprador lo tenga en cuenta, es decir, que si va a comprar tenga en cuenta que existe una carga que es el pago de la liquidación del ITP.

                 Ejemplo, tenemos un bien determinado que es un local, este local se transmite el 1/1/2006 por el titular (A) anterior que había  comprado el 1/1/2005, y en el registro está la afección correspondiente a la primera transmisión, cuando compró (A). Supongamos que había que pagar 12.000 euros, lo que quiere decir que cuando el vendedor (A) cuando el 1/1/2006 va a comprar ese bien tiene que tener en cuenta que ese bien por la transmisión anterior que fue el 1/1/2005, puede estar afecto al pago del ITP, porque esta operación que se realizó el 1/1/2005 se valoró el bien por ejemplo, en 100.000 euros, pero hay que tener en cuenta que esa operación que se realizó el 1/1/2005, la Hacienda Pública tiene un plazo de cuatro años para comprobar, de manera que hasta el 1/1/2009, la Administración puede comprobar si el pago del ITP del año 2005 se realizó correctamente y suponiendo que el 1/1/2008 practica una liquidación por esta operación al sujeto pasivo que fue el que a su vez vendió el 1/1/2006, pero si este señor no paga Hacienda podría embargar el bien y el comprador (B) no podría decir nada, ya que hay un derecho de afección sobre ese bien. En su caso si no paga el sujeto pasivo, respondería el inmueble.

            Excepción:

                * Existen unas excepciones cuando el que adquiere el bien está protegido por la fe pública registral, es decir, que si no se hizo constar por el registrador esa afección de bienes  al pago del ITP entonces el bien no respondería subsidiariamente.

                *  Y también el adquirente de buena fe en un establecimiento mercantil para los bienes muebles que no son inscribibles. 

                 Como decíamos esta es una responsabilidad subsidiaria y los dos impuestos principales en los que tiene importancia son los de Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados y el Impuestos sobre Sucesiones y Donaciones. 

c) El derecho de retención: Esta sería otra de las garantías del crédito tributario. Y aquí podemos destacar dos apartados:

                        - Descripción: Para la descripción tenemos que irnos al artículo 80 de la LGT, que nos dice: “La Administración Tributaria tendrá el derecho de retención frente a todos sobre las mercancías declaradas en las Aduanas para el pago de la pertinente deuda aduanera y fiscal, por el importe de los respectivos derechos e impuestos liquidados, de no garantizarse de forma suficiente el pago de la misma.”.

                           Esta es la descripción que hace la LGT de este derecho que en definitiva consiste en la garantía del pago del crédito en estos casos concretos en que se importa mercancía y hay que pagar la deuda aduanera o la deuda fiscal. 

                        - Figura típica del derecho aduanero: Por eso se dice que esta figura del derecho de retención es una figura típica del derecho aduanero, porque se origina  esta figura con la importación, con la entrada de la mercancía en el territorio español, entonces si no se garantiza adecuadamente el pago de esa deuda, que en principio era sólo deuda aduanera, pero lo que pasa es que después se le unen deudas fiscales, y ello es porque a la importación de mercancía, por ejemplo, en el caso de canarias  no solamente tendrá que pagarse el arancel (derecho aduanero comunitario) que gestiona la Administración Tributaria del Estado, sino que también tendrá que pagarse el IGIC a la importación que gestiona la Consejería de Hacienda, de tal manera que estos son los dos derechos: el Derecho aduanero y la deuda fiscal que es el IGIC a la importación, que en la península sería el IVA a la importación.

                 Y esas son las dos deudas que si no las garantiza el importador se le puede retener, es decir, no se le entrega la mercancía mientras no garantice el pago o la pague. Se podrá garantizar mediante aval bancario la deuda aduanera y el IGIC a la importación.

                                                                        Fin

TEMA 11

LA APLICACIÓN DE LOS TRIBUTOS. PRINCIPIO GENERALES.

                 Vamos a ver a continuación la parte dedicada al derecho tributario formal, hasta ahora estábamos explicando el derecho tributario de la parte general y a partir del tema 7 que se dedica al hecho imponible estábamos viendo el derecho tributario material o sustantivo, ya ahora vamos a empezar a ver a partir de este tema 11 el derecho tributario formal.

                 Por lo tanto aquí lo que estudiaremos es no tanto en que consiste el tributo, lo elementos esenciales del tributo: el hecho imponible, la base imponible, el sujeto pasivo, el tipo, la cuota, sino otro aspecto o dimensión del derecho tributario que es como se hacen efectivo los derechos y obligaciones que derivan de la obligación tributaria. Es decir, “el cómo”, por eso se llama derecho tributario formal o procedimental, o lo que es lo mismo, a través de qué mecanismos se hacen efectivos todos esos elementos que ya hemos visto del tributo que componen la obligación tributaria es lo que comenzamos a ver a continuación.

1.- Introducción.
                En este primer epígrafe habría que señalar:

 A.- La aplicación de los tributos: En primer lugar nos estamos refiriendo ahora a la aplicación de los tributos, es decir, como se hacen efectivos esos derechos y obligaciones que derivan de la obligación tributaria.

B.-  Actividad de la Administración: Para esta aplicación de lo tributos podemos encontrarnos con una actividad de la administración que se ejercita a través de unas funciones, que se pueden resumir en las siguientes:

· Función de gestión.

· Función de inspección

· Función de recaudación.

· Función sancionadora.

· Función de revisión de actos tributarios, como consecuencia de recursos.

      Es decir que la Administración tributaria al aplicar los tributos está ejercitando alguna de estas cinco funciones.

C.- Actos de los obligados tributarios: Por su parte los obligados tributarios también desarrollan una actividad dirigida a la aplicación de los tributos y se pueden descomponer esa actividad en dos:

a) Cumplimiento de deberes: En este caso los obligados tributarios estamos obligados a presentar todos los años a presentar el IRPF anual, presentamos la declaración, autoliquidamos y pagamos, esos es el aplicar los tributos cumpliendo deberes. Los empresarios o las sociedades están obligadas además de a presentar su declaración liquidación tienen otro deber tributario, que es el llevar la contabilidad  de acuerdo con el código de comercio, ahí tenemos también otro deber para aplicar los tributos. El abogado que ejerce libremente como profesional autónomo tiene que llevar los llamados libros de registro de ingresos y gastos, no la contabilidad de acuerdo  con el código de comercio porque no es comerciante, pero como profesional libre la Administración tributaria  le exige la llevanza de esos libros registro, y eso es un deber que se hace para aplicar el tributo, en este caso para aplicar el IRPF del abogado, está obligado éste  a cumplir ese deberd e llevar esos libros registro,  es un deber tributario por el que se le puede sancionar por no llevarlos.  

b) Ejercitan derechos: Y también el obligado tributario puede ejercitar derechos, es decir,  puede recurrir si no está de acuerdo con una liquidación e iniciar el procedimiento de revisión. También puede solicitar la devolución de ingresos indebidos y a que se le devuelva lo ingresado indebidamente; aquí también estaría ejercitando derechos en aplicación de los tributos.

D.- Procedimiento: Es importante reseñar que esta actividad que realiza la administración y los obligados tributarios al aplicar los tributos se realiza a través de un procedimiento.

            Ésta es una idea básica en la materia del derecho tributaria formal que ahora iniciamos, es decir que cuando la administración tributario, inspecciona o comprueba a un obligado tributario está iniciando un procedimiento.

            Cuando la administración tributaria ante un obligado que no paga y le quiere cobrar forzosamente porque voluntariamente no ha  pagado, se inicia el llamado procedimiento de apremio, periodo ejecutivo, etc., es decir, está iniciando un procedimiento de recaudación. De manera que toda las relaciones entre administración tributaria y obligado tributaria en aplicación de los tributos dan lugar a los procedimientos.

           Cuando el obligado tributario recurre, ejercita el derecho que tiene si no está de acuerdo con una liquidación,  está ejercitando un procedimiento de revisión, en definitiva, la revisión y todas estas funciones de que hablamos se articulan todas a través de  procedimientos, esta es hoy  una  idea básica y central,  porque nosotros a partir de ahora examinaremos los grandes procedimientos tributarios: 

· Procedimiento de gestión. 

· Procedimiento de inspección.

· Procedimiento de recaudación.

· Procedimiento de sanción.

· Procedimiento de revisión.

E.- Regulación de la materia en la Ley General Tributaria: Esto se refleja en la L.G.T. en la cual nos encontramos que esta materia se contemplan en:

· Titulo III: Que se llama precisamente “La aplicación de los tributos”.

· Título IV: “La potestad sancionadora”, en el cual se regula la potestad de la administración de sancionar a los infractores tributarios.

· Título V: “De la revisión en vía administrativa”, por lo que contempla los distintos recursos que existen en vía administrativa en materia tributaria.

           Esta es la síntesis de la materia que a continuación comenzaremos a  ver.

2.- Derechos de los obligados tributarios.
           El segundo epígrafe de este tema hace referencia a los derechos de los obligados tributarios.

A.- Descripción del artículo 34 de la LGT.  

        Aquí podríamos destacar que existe un artículo de la L.G.T. que nos describe o señala cuales son esos derechos, que es el artículo 34 de dicha ley. Con esto la Ley General Tributaria del 2003 sigue el ejemplo que inició la Ley de Derechos y Garantías del Contribuyente del año 1998, que procedió a enumerar, a establecer una lista, que antes no existía en la vieja ley general tributaria del año 1963 de los derechos de los obligados tributarios.

           Esta lista del artículo 34 es bastante amplia y comprende desde la letra a) hasta la letra s). 

           Por ejemplo: la letra h) dice: que el obligado tributario tiene derecho a no aportar aquellos documentos ya presentados por ellos mismos y que se encuentren en poder de la Administración actuante.  En la letra s) dice: Derecho a obtener copias a su costa, de los documentos que integren el expediente administrativo en  el trámite de puesta de manifiesto del mismo en los términos previstos en la ley. En la letra m) dice: derecho a ser oído en el trámite de audiencia, en los términos previstos en esta ley.

B.- Crítica de la Doctrina al artículo 34 de la LGT.

           La doctrina ha señalado que esta relación del artículo 34 es muy amplia, comprende 20 derechos, también que es muy diversa, pero sobre todo se destaca por la doctrina que esta relación del artículo 34 es un poco cara a la galería, en el sentido de que son derechos que realmente, o bien ya en cada procedimiento se menciona, cuando se regula el procedimiento de gestión o el de inspección se menciona, por lo cual quizás es redundantes este artículo 34, e incluso otros derechos se desprenden de la misma constitución de manera que la doctrina ha señalado que es un tanto cara a la galería e inútil. Pero ahí está.

3.- La información y asistencia a los obligados tributarios.
           Quizás más importante que el anterior sea este epígrafe dedicado a la información y asistencia a los obligados tributarios.

A.- Descripción:

           Esta información se describe en el artículo 85 de la Ley General Tributaria, titulado “Deber de información y asistencia a los obligados tributarios”. Y dice: “La administración deberá prestar a los obligados tributarios la necesaria información y asistencia a cerca de sus derechos y obligaciones”.

           Realmente tiene importancia esta labor de información y asistencia, porque a diferencia de lo que ocurre en el derecho administrativo, que también regula la relación entre los ciudadanos y las administraciones públicas, en el campo tributario, y de ahí la importancia que puede tener ese deber de información y asistencia, el obligado tributario se encuentra sujeto a muchos deberes y entre esos deberes los de presentar y autoliquidar sus impuestos, eso hace que esa tarea de información y asistencia que tiene que realizar la administración tributaria tenga una importancia esencial, porque el ciudadano es el que va por delante, es decir,  que ahora tenemos, por ejemplo, la nueva ley del IRPF del 2007, y el ciudadano cuando tenga que hacer su declaración de la renta del 2007, en primavera del 2008, va a tener que aplicar directamente, en virtud de ese deber de  autoliquidar el impuesto, él va a ser el que presente y auto liquide , aplique en definitiva la ley nueva del IRPF.

           Eso significa que le interesa mucho al ciudadano para saber si acierta, para no equivocarse, para no ser sancionado por la administración, conocer cuál es el criterio de la administración; porque aquí no es que la administración emita un acto y que el ciudadano si está de acuerdo o no recurra, aquí lo que ocurre es que el obligado tributario es el que va por delante y tiene que aplicar por primera vez    

B.- Actuaciones de la Administración para cumplir este deber de información:

       1º Publicaciones y divulgaciones: 

a) Publicaciones: Las relación de las actuaciones en que se instrumentará este deber de información y asistencia de la administración tributaria nos aparece mencionada en el artículo 85.2 de la LGT. Y estas actuaciones son: en primer lugar, publicaciones de los textos actualizado de las normas tributarias y de la  doctrina administrativa que se desarrolla en el artículo 86, que dice: “El Ministerio de Hacienda difundirá por cualquier medio, durante el primer trimestre del año los textos actualizados de las normas estatales con rango de Ley y Real Decretos en materia tributaria en los que se haya producido  variaciones respecto de los textos vigentes en el año precedente, … “. Aquí hay un deber de información por parte de la administración tributaria.

b) Publicaciones de consultas y resoluciones: También está obligada a difundir, nos dice el 86.2, las contestaciones a consultas y resoluciones económicas administrativas que consideren de mayo trascendencia y repercusión. Etcétera, etcétera.

       2º Comunicaciones y actuaciones de información:

               En segundo lugar, nos dice la Ley General Tributaria,  actuaciones de comunicación y de información, actuación que se desarrolla en el artículo 87 de la LGT, y dice: “La administración tributaria informará a los contribuyentes de los criterios administrativos existentes para la aplicación de la normativa tributaria, facilitará la consulta a las bases informatizadas donde se contienen dichos criterios y podrá remitir comunicación destinada a informar sobre la tributación de determinados sectores, actividades o fuentes de renta.”.

                Por lo tanto, así como en el caso anterior “de las publicaciones”, nos referíamos a que el deber se refería a publicar las leyes, las normas actualizadas y las consultas de mayor importancia, aquí se está refiriendo a los criterios administrativos existentes para la aplicación de las normativas tributarias, es decir que opina el ministerio  de hacienda sobre este aspecto, por ejemplo, del IRPF, o sobre este aspectos del Impuesto sobre sociedades, criterios administrativos de la administración Tributaria.

3º Contestaciones a consultas escritas:

     Se verá en un epígrafe posterior de este mismo tema. (Epígrafe 4).

4º Actuaciones previas de valoración:

     Se verá en un epígrafe posterior de este mismo tema. (Epígrafe 5).

5º Asistencia en la realización de declaraciones:

           Aquí se hace referencia a ese deber que tiene el contribuyente de autoliquidar sus impuestos, y lo que se viene a establecer es que la Administración Tributaria está obligada a prestarle apoyo. Por eso en las campañas de renta la Administración Tributaria ofrece la posibilidad al contribuyente, montando un dispositivo especial, ya sea  mediante consultas telefónicas o personalmente en la sede de la Agencia Tributaria, para hacerle y apoyarle a la hora de hacer la declaración de la renta a los contribuyentes que así se lo soliciten.

             Normalmente son contribuyentes que realizan las declaraciones más simples que tributan por rendimientos de trabajo personal, y no son empresarios, ya que estos últimos suelen tener su propio asesor fiscal que es quien le hace la declaración.

              Todos estos son deberes que establece la Ley General Tributaria para facilitar esos deberes tributarios que tienen los contribuyentes.

           Bien, de estos deberes que tiene la Administración Tributaria de información y asistencia nos vamos a ocupar ahora de dos concretos que son: La consulta tributaria escritas y después las actuaciones de valoración.

4.- Consultas tributarias escritas.
       A.- Definición:

           Las consultas tributarias escritas se pueden definir como una facultad del obligado tributario que lo que quiere conocer es el criterio de la Administración Tributaria antes de aplicar éste la norma, y para ello se establece este mecanismo de asistencia e información que consiste en la consulta tributaria escrita.

           Su régimen se regula en los artículos 88 y 89 de la L.G.T.

     B.- Sujetos que pueden formular las consultas:

           Los sujetos que pueden formular las consultas tributarias pueden ser tanto los obligados tributarios a título individual, es decir, cualquier obligado tributario que tenga una duda, puede elevar la consulta tributaria; y también los entes que representan o defienden intereses colectivos, por ejemplo asociaciones de empresarios, colegios profesionales, sindicatos, etc., todos estos pueden también cuando tienen un duda tributaria que afecta al común de sus afiliados o de sus miembros, pueden elevar también la correspondiente consulta tributaria.

      C.- Objeto:

           En cuanto al objeto de esta figura, se trata de conocer el criterio de la administración sobre determinados aspectos de la norma de un impuesto, ya sea del IRPF, del ITP, del Impuesto de sociedades, etc.; o bien el régimen tributario de de determinadas operaciones, por ejemplo, un obligado tributario que va a efectuar una donación a su sobrino que reside en Estados Unidos  pues puede preguntarle a la Administración cuales son las consecuencias fiscales de esa donación que va a realizar, ya que tiene dudas si se aplica la normativa española, si se aplica la normativa de estados unidos, o si se tiene que atender al convenio de doble imposición, por lo cual hace la consulta a la administración tributaria competente para evitar problemas de índole fiscal en el futuro.   

      D.- Procedimiento:

           En cuanto al procedimiento para realizar consultas tributarias escritas se señala en la norma, Ley General Tributaria en estos preceptos citados que deben realizarse con carácter previo a la finalización del plazo, es decir, si tengo alguna duda tributaria que afecta a mi declaración del año 2006, debo realizar la consulta antes de que finalice el plazo, si el plazo finaliza en junio del 2007, no tendría sentido que se formule en octubre del 2007, cuando ya ha finalizado el plazo.

           Evidentemente, no implica la interrupción del plazo, es decir, por el hecho de que un obligado tributario presente una consulta sobre el IRPF, por ejemplo, no significa que para él quede interrumpido el plazo.

           La consulta ha de realizarse por escrito, por tanto las consultas verbales se pueden efectuarse, pero estas no tienen valor jurídico alguno, ya que sólo se trataría de la opinión del funcionario de turno, pero carecen de valor.

           En esa consulta por escrito habrá que formularse los antecedentes de caso, que sería una breve descripción de los hechos que se van a consultar, por ejemplo: “Yo vivo en España, tengo un sobrino que vive en Estados unidos, y quiero regalarle un bien inmueble situado en Madrid etc”; es decir, explicar todos los antecedentes del hecho a consultar; incluso se admite que el contribuyente además de exponer los antecedentes del caso, que también ponga su propio criterio u opinión de cómo tributaría esa operación. 

           Normalmente los órganos competentes para evacuar las consultas es la Dirección General de Tributos tanto del Ministerio de Hacienda como, en el caso de la Comunidad Autónoma de Canarias, la Dirección General de Tributos de la Consejería porque es el órgano que tiene atribuidas la potestad para la elaboración de disposiciones tributarias, órgano que presenta los proyectos de normas en inicia el camino para que una norma sea aprobada, ya también para interpretar la norma, etc., por ello se localiza en ese órgano de la Administración Tributaria.

       D.- Plazos:

           El plazo de contestación de la Administración Tributaria debe de ser de seis meses, sin que el transcurso de este plazo signifique que se acepta el criterio que ha expuesto el obligado tributario.

E.- Efectos:

           Quizás la parte más importante, en la práctica, de estas consultas tributarias serían sus efectos.

           Históricamente, en relación a la respuesta de estas consultas tributarias, ha ido variando y hoy en día con la nueva Ley General Tributaria, ley del 2003, los efectos son importantes porque son vinculantes para la administración tributaria, de manera que si la administración tributaria emite una contestación en un sentido determinado, luego no puede variar su criterio por estar vinculada por él.

           Anteriormente existía en la ley general tributaria de 1963 consultas vinculantes y no vinculantes, pero hoy en día, como novedad importante, es que toda consulta que emita la administración tributaria tienen carácter vinculante; por lo que, salvo que se produzcan determinadas circunstancias como cambios normativos, criterios jurisprudenciales nuevos, etc., la administración tributaria está vinculada por la contestación que de al obligado tributario.

           Pero además se señala otra novedad importante en la ley general tributaria del 2003, como es el que los efectos de la evacuación de la consulta se extienden a terceros que estén en la misma situación. De manera que si una persona se entera que otra persona que ha hecho una consulta a la cual se le ha respondido de una manera determinada y él se encuentra en idéntica situación también podría esgrimir frente a la Administración Tributaria la existencia de esa contestación a consulta aunque él no la haya formulado, y utilizarla a su favor.

           Y por último, en relación a esto, señalar que las consulta tiene carácter informativo y no son recurribles, es decir que si no estamos de acuerdo con la contestación a la consulta que no ha llegado, entonces no podremos recurrirla, dado su carácter informativo, lo que si podremos recurrir si nosotros seguimos en disconformidad con esa respuesta a la consulta y en un momento determinado la administración tributaria aplica la consulta y nos dicta un acto por el que no estamos de acuerdo, entonces si que ese acto administrativo sería recurrible, pero la consulta como tal con la que no estamos de acuerdo, no es recurrible. 

           En caso de formular una consulta y no ser respondida por la administración, desde el punto de vista sancionador hay un argumento importante ya que si la administración tributaria pretende sancionar, se podría argumentar que ha habido una voluntad por parte del contribuyente mediante esa consulta de hacer las cosas bien y aclarar el tema y la administración no ha cumplido en responder en el plazo de los seis meses.

           Bien estos serían los aspectos más destacados de esta figura importante porque en la práctica se utiliza con mucha frecuencia.

5.- Actuaciones de valoración.
           A parte de la anterior figura, dentro de los deberes de información y asistencia al obligado tributario de la administración, tenemos las llamadas actuaciones de valoración.

           Hay que destacar en primer lugar que la valoración de los bienes transmitidos es un momento importante en la aplicación del tributo porque en algunos tributos la valoración del bien constituye la base imponible, por ejemplo en las transmisiones patrimoniales, onerosas, en el impuestos sobre sucesiones y donaciones, etc., la base imponible está representada por el valor de lo que se transmite, vía mortis causa, en el caso de sucesiones, o inter vivos en el caso de donaciones, pero a la hora de cuantificar el tributo, un elemento muy importante es cuánto es el valor de eso que se ha donado, que se ha vendido o que se ha heredado.

           Además de eso se produce la circunstancia de que en determinados impuestos como los citados, la norma dice que la valoración de bien será el valor real o valor de mercado, por tanto el valor no es algo que está ya totalmente fijado, sino que sabemos que la base imponible es el valor del bien, y ¿cuál es el valor del bien?, pues el valor del bien es el valor real, y ¿cuál es el valor real?, ahí es donde se plantea el problema.

           Para solucionar ese problema, la norma prevé dos tipos de salida:

   A.- Información sobre valor fiscal de los inmuebles:

         Una es la información sobre el valor fiscal de los inmuebles, esta figura es aplicable en tributos como el Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados, y en el Impuesto sobre sucesiones y donaciones modalidad donaciones, no tiene sentido en el impuesto sobre sucesiones por lo que ahora veremos.

           Son impuesto en los que, como antes decíamos, la base imponible es el valor real del bien que está sujeto a comprobación, es decir, que si yo vendo o yo adquiero un local y lo escrituramos en 250.000 euros, que sería el valor declarado, ese valor puede ser comprobado por la administración dentro del período de prescripción de cuatro años, y puede tener una opinión diferente, y considerar que el valor real del local que dice la ley no sea lo que se declaró sino que sea 300.000 euros.

           En estos caso es cuando esta figura, de la que estamos hablando, tiene su importancia, porque tiene su finalidad averiguar el coste final de la operación.

           Si nos vamos al artículo 90.1 de la LGT, nos dice: “Cada Administración tributaria informará, a solicitud del interesado y en relación con los tributos cuya gestión le corresponda, sobre el valor a efectos fiscales de los bienes inmuebles, que situados en el territorio de su competencia, vayan a ser objeto de adquisición o transmisión.”. 

           Por tanto, si yo voy a adquirir un bien, ese local, y yo preveo que puede haber diferencias entre el valor que yo voy a declarar, y el valor que la administración después me compruebe, una manera de solucionarlo es a través de esta figura, es decir, el contribuyente tiene derecho a solicitar a la administración tributaria competente que se pronuncie sobre el valor de esos bienes, por eso decimos que la finalidad es calcular el coste fiscal que es a lo que se dirige esta figura de la que estamos hablando.

           La administración competente, por los impuestos de que se trata, será la comunidad autónoma donde radique el inmueble.

           Se tiene que hacer la solicitud por escrito con los datos y circunstancias relevantes, por lo que se tiene que indicar: si se trata de una vivienda o de un local,  la superficie del mismo, lugar donde se encuentra situado, características, etc.

           La contestación que efectúe la administración tributaria la vincula durante tres meses, es decir, que una vez recibida la contestación, si en el plazo de tres meses, me adecuo al valor que se me ha dado por la administración tributaria, ésta  no podrá modificarme ese valor, puesto que es valor que ella me fijó.

           Es importante señalar que la LGT, y esto es un defecto, no señala el plazo de contestación ni los efectos, en alguna comunidad autónoma, como Baleares,  esta figura se ha mejorado en el sentido de señalar que la no contestación en plazo supondría la aceptación del valor propuesto por el interesado; pero en la ley general tributario, y por tanto, con carácter general salvo que la comunidad autónoma haya aprobado una norma específica no se fija plazo para la contestación.

           Destacar también que la contestación que efectúe la Administración Tributaria sobre el valor de los inmuebles no impide la posterior comprobación de los datos de hecho, ya que para lo que está vinculada la administración es por el valor que le ha dado, pero lo que se podrá comprobar es si realmente las circunstancia de hecho de ese local, por ejemplo, que eran de 300 m2, y que estaba situado en esa calle, etc., circunstancias de hecho que eran las que fundamentaban ese valor, por lo que se podría comprobar esos extremos o circunstancias de hechos declarados por el obligado tributario y que eran veraces y no mintió u ocultó en su consulta al solicitar el valor del inmueble.

            Y por último se regula que la no contestación no implica la aceptación del valor propuesto, es decir, quizás ese sea uno de los puntos débiles de esta figura, que está muy bien para solucionar los problemas que se puedan plantear, pero debería haber señalado un plazo y los efectos de la no contestación en plazo.

   B.- Los acuerdos previos de valoración (articulo 91 LGT):

         Hay otro instrumento que forma parte de ese deber de asistencia e información que tiene la Administración Tributaria que son los acuerdos previos de valoración.

           Esta figura se regula en el artículo 91 de la LGT, y nos dice: “Que los obligados tributarios podrán solicitar a la administración tributaria cuando las leyes o los reglamentos propios de cada tributo así lo prevean que determine con carácter previo y vinculante la valoración a efectos fiscales de rentas, productos, bienes, gastos y demás elementos determinantes de la deuda tributaria.”.

           Esta figura tiene aplicación sobre todo en dos impuestos: En el impuesto sobre sociedades y en el impuesto sobre la renta de las personas físicas.

           Y tiene relevancia en estos impuestos porque para determinadas operaciones el legislador tributario dice que las operaciones se valorarán a precio de mercado, pongamos un ejemplo concreto: cuando hay una sociedad que tiene con sus socios un préstamo, que el socio le presta a la sociedad o la sociedad le presta al socio una cantidad de dinero, o tiene un local y se lo arrienda, y que hoy en día son operaciones muy normales, es decir, lo que se llama “operaciones vinculadas entre la sociedad y el socio”.

           Pues bien la norma general para estas operaciones vinculadas es que se han de valorar a valor de mercado de mercado, es decir que si el socio le alquila un local a la sociedad ubicado en la avenida Mesa y López de Las Palmas de Gran Canaria, lo que no puede hacer es poner una renta simbólica ya que la sociedad es mía y el local es mío, sino que la ley establece que esa operación se han de valorar a valor de mercado, es decir, al precio que se haría entre personas independientes, y ese sería el valor de mercado.

           Esta figura es muy importante en el IRPF y en el IS, por ser éstas operaciones que están sujetas a una regla especial de valoración.

           El problema es que muchas veces es difícil determinar cual es el valor de mercado, y para solucionar este tema es por lo que surge esta figura de acuerdos previos de valoración, que consiste en un acuerdo entre Administración Tributaria y contribuyente sobre el valor de una operación determinada por eso el contenido de esta figura podemos estructurarlo en tres apartados:

            1º El obligado tributario formula una propuesta de valoración. (Yo creo que el valor de mercado para el alquiler del local propiedad de mi sociedad es tal..).

           2º Contestación de la Administración en el plazo determinado por la norma de cada tributo. Aquí la LGT se remite a lo que se diga en la norma del IRPF o del IS.

           3º Y la LGT dice finalmente, que la falta de contestación en plazo a esa propuesta de valoración que le eleva el obligado tributario es la aceptación de la propuesta, aquí la LGT si dice que la falta de contestación significará la aceptación de la propuesta, pero como la ley general tributaria lo que hace es remitirse a lo que diga la normativa de cada tributo  nos encontramos con que, por ejemplo, en el Impuesto sobre Sociedades nos dice que en este caso que el silencio de la Administración tiene carácter desestimatorio. Claro, la LGT es una ley ordinaria que establece una especie de regla general sin perjuicio de lo que diga la ley de cada tributo, y como la ley del IS también es una ley ordinaria y por tanto del mismo valor pues el legislador de la ley del IS dice que el silencio se entenderá como desestimatorio; es decir, que no se aprueba la propuesta del contribuyente.

           Todo esto, si cabe, tiene ahora más importancia ya que la nueva Ley de Prevención del  Fraude Fiscal, que ya entró en vigor, estipula que en las operaciones vinculadas de todos estos que estamos hablando, sociedades, socios, prestamos, alquileres de inmuebles, coches que se compran o que utiliza el socio, etc., en todas estas operaciones vinculadas la sociedad deberá valorarlo a precio de mercado, sino que también deberá tener los informes y documentación acreditativa de cual es ese valor de mercado, o por qué la sociedad llega a la conclusión de que ese es el valor de mercado. Por lo que esta figura será más importante ahora, y el contribuyente, para evitar problemas elevará la propuesta de valoración previa  a la Administración sobre todas esas operaciones vinculadas.

           En el IRPF se remite a la ley del IS y por tanto el silencio también tendrá carácter negativo.

           Incluso en la nueva ley del fraude fiscal dice que estas operaciones vinculadas en las que hay que guardar esta documentación acerca de la valoración de las operaciones vinculadas socio sociedad, el mero hecho de no tenerla constituirá una infracción tributaria, por lo que aunque el valor esté bien, si la sociedad no dispone de los documentos acreditativos de porqué llegó a ese valor de mercado, podrá estar cometiendo una infracción tributaria. 

6.- El deber de información tributaria.
           Este es un deber, ya no de la administración tributaria, sino de los obligados tributarios.

           Podemos decir que contar con una adecuada información es básica para la gestión del sistema tributario, ello parece evidente, para gestionar adecuadamente, para comprobar y vigilar que se pagan los tributos, la administración tributaria tiene que tener información de las operaciones económicas que se realizan, de las compraventas, de las ventas, de los consumos que los obligados tributarios realizan, y esa información es vital para que la administración tributaria pueda gestionar los distintos tributos del sistema tributario.

           Partiendo de esa relevancia que tiene la información tributaria las leyes dedican determinados preceptos a este deber de los obligados tributarios de informar a la administración tributaria, e incluso se establecen unas sanciones  en el caso de que no se cumplan con esos deberes de información tributaria que ahora comenzamos a ver.

   A.- El deber de información tributaria en general:

           Vamos a ver en primer lugar un primer apartado, el deber de información tributaria en general y lo dividiremos en los siguientes apartados:

         a) El Fundamento: En qué se basa ese deber que tienen los obligados tributarios de informar de las operaciones con trascendencia tributaria a la Administración.

              El fundamento se ha señalado desde hace ya tiempo que consiste en un deber jurídico que tienen los contribuyentes de colaborar con la administración tributaria. Es un deber genérico de colaborar con la administración tributaria ya que ésta persigue fines de interés general, de ahí ese deber de los obligados tributarios a  colaborar con ella.

              En concreto el Tribunal Constitucional en una sentencia ya bastante antigua (sentencia 110/1984), señaló que este deber de informar es un deber que se fundamenta en el artículo 31 de la Constitución, de manera que para el TC, el deber genérico de contribuir al sostenimiento de los gastos públicos, comprende no solamente el de pagar los impuestos que a cada uno le correspondan, sino también el deber de suministrar información para que la administración tributaria pueda gestionar las obligaciones tributaria, tanto del propio obligado tributario, como la de terceros.

              Cuando hablamos aquí del deber de información tributaria, no solamente estamos hablando del deber de proporcionar información de carácter económico sobre uno mismo, sino también de las informaciones económicas con terceros. De manera que permitan a la Administración saber lo que se ha comprado y lo que se ha vendido por ese tercero.

         b) El ámbito sujetivo: El ámbito subjetivo es muy amplio porque nos dice la ley que toda persona natural o jurídica pública o privada, dice la LGT en el artículo 93: “Las personas físicas o jurídicas, públicas o privadas, así como las entidades mencionadas en el apartado 4 del artículo 35 de esta Ley, (entidades sin personalidad jurídica), estarán obligadas a proporcionar a la Administración Tributaria toda clase de datos, informes, antecedentes y justificantes con trascendencia tributaria relacionados con el cumplimiento de sus propias obligaciones tributarias o deducidos de sus relaciones económicas, profesionales o financieras con otras personas.”.

              Por tanto vemos que las personas que están comprendidas u obligadas por este deber de información tributaria es amplísimo, por ejemplo, abarcan también a las administraciones públicas, ya que éstas tienen que dar a cuenta a la Agencia Tributaria de las subvenciones que han dado. La subvención es una operación económica que puede tener trascendencia tributaria, por lo tanto la comunidad autónoma de canarias tiene que presentar todos los años un listado con los datos de las empresas y las personas y las cantidades que han recibido subvenciones. Por tanto, como vemos, es algo que obliga no sólo a los particulares sino también a las Administraciones Públicas.

         c) El objeto de la información: En cuanto al objeto de esta información tributaria ya veíamos en ese artículo 93.1 de la LGT, que son datos con trascendencia tributaria.

               Ésta expresión es en sí mismo bastante amplia, porque informaciones o datos con trascendencia tributaria pueden ser de mucha índole, pueden ser subvenciones, o, puede ser un particular que va la casa Mercedes y se compra un coche de 5 ó 6 millones de pesetas, pues esa operación puede tener trascendencia tributaria puesto que ese Mercedes es un objeto de consumo que pone de manifiesto la obtención de una renta, pone de manifiesto una capacidad económica y por tanto es una operación con trascendencia tributaria; eso hace que todas las casas de coches y empresas en general, estén obligadas a que en el mes de marzo de cada año mediante un impreso que se llama 347, remitan a la Administración Tributaria una relación con los datos con todas las personas a las cuales se les ha comprado o vendido por importe superior a los 3.000 euros en el año inmediato anterior, porque se estima que a partir de esa cantidad la operación tiene trascendencia tributaria. 

         d) La  forma: En cuanto a la forma de cumplir este deber de información tributaria nos encontramos que hay dos posibilidades:

             -> Bien el cumplimiento con carácter general por mandato de la norma que es lo que tradicionalmente se ha llamado “información por suministro”. Y es por ejemplo el caso que acabamos de ver, referido a esas operaciones de más de 3.000 euros que las empresas realicen de compras o de ventas, y tienen obligación por que existe un decreto que así lo regula. Por ejemplo, también los retenedores que no sólo están obligados a retener e ingresar en el Tesoro sino que también una vez al año están obligados a presentar, porque así está establecido en la norma, un impreso denominado 190 en el que detallan las retenciones de trabajo personal y en ese impreso detallan todas aquellas personas con sus datos personales, domicilio, DNI, etc., a las que les han retenido, siendo ésta otra información importante que tiene la Agencia Tributaria. Estas sería la primera modalidad “información por suministro” en cumplimiento de una norma.

              -> También existe la posibilidad de que este deber se ejecute a través de requerimiento individualizado en e seno de procedimientos individuales, es decir, que si la Administración Tributaria está investigando o comprobando a un obligado tributario o empresa determinada puede pedir información a otras personas, a terceros, que han tenido relación con ese obligado tributario. Esto, tradicionalmente se ha llamado “información por captación”, aquí ya no es una norma sino que son los propios órganos de la Administración Tributaria los que requieren la información.

         d) Límites de la potestad de recabar información: El último subapartado en este deber de información con carácter general que estamos explicando es el de los límites de la potestad de recabar información que tiene la Administración Tributaria, que es correlativa al deber que tiene el contribuyente de aportar información.

              Se ha señalado varios límites que tiene la Administración Tributaria a ejercer esta potestad de recabar información:

              1.- Criterio de proporcionalidad: En primer lugar se ha señalado el criterio de proporcionalidad de manera que la administración Tributaria se entiende que puede recabar esos datos particulares del obligado tributario en general, pero siempre de una manera proporcional a la gestión de los tributos. Y se han dado casos en los que los tribunales se han manifestado rechazando actuaciones concretas de la Administración Tributaria ejerciendo la potestad de información. Por ejemplo cuando se ha pedido a las compañías de teléfonos que proporcionen las listas de aquellas que tienen móviles, las compañías protestaron ya que dicha información no tenía trascendencia tributaria, y fue ganado en los tribunales, los cuales consideraron que dicha petición era desproporcionada. 

                2.- Protección a la intimidada: En segundo lugar se ha señalado que un límite lo constituye también la protección a la intimidad, de manera que el derecho constitucional a la intimidad constituye también un límite. Y han existido también actuaciones concretas, por ejemplo en el terreno de los médicos en el que se han anulado distintas disposiciones que establecían el deber de los médicos a especificar en las facturas los conceptos por los que habían intervenido a los pacientes, el Tribunal Supremo decidió que eso podía afectar al derecho a la intimidad de los pacientes y no era necesario que ni en el libro registro que están obligados a llevar los médicos, ni en las facturas hicieran constar el concepto o asistencia médica que han prestado, si, naturalmente, el importe.

                De todas maneras esa protección a la intimidad no es ilimitada y así ha sido declarado por el Tribunal Supremo diciendo que nos se trata de un límite insalvable, pero que hay que ponderar cada caso en particular.

                3.- El secreto bancario: Hay que mencionar que el secreto bancario ya desde aproximadamente el año 1978 ya está derogado, es decir, que actualmente el secreto bancario no está amparado frente a la Hacienda Pública. Cierto es que la hacienda Pública puede pedir datos pero siempre cumpliendo determinadas cautelas y un procedimiento específico.  

               4.- Determinados funcionarios públicos: En cuanto a determinados funcionarios públicos habría que señalar que pueden oponer a este deber de información tributaria la existencia de determinados secretos, como por ejemplo, el secreto estadístico. Los datos que se recaben para el Instituto Nacional de Estadística con fines estadísticos no se podrían traspasar a la Administración Tributaria, el secreto de la correspondencia, par el caso de los funcionarios de correo.

                 5.- Los Notarios: En el caso de los notarios hay también determinados aspectos que quedan amparados por el secreto del protocolo notarial. Hay que llamar la atención que no son datos de carácter económicos, sino que estos se refieren a circunstancias familiares, por ejemplo, naturaleza de los hijos, etc.

                6.- Secretos de los profesionales: En último lugar vamos a referirnos al secreto de los profesionales, y aquí hemos de distinguir entre el común de los profesionales, arquitectos, médicos, economistas, etc., que solamente les ampara el secreto frente a la administración tributaria en cuanto a los datos privados que no tienen carácter patrimonial o económico, es decir, cuando reciben datos de sus clientes que no son patrimoniales si estarían amparados por el secreto profesional, pero no los de carácter económicos.

                  Y hay una especialidad entre los profesionales que llevan a cabo una labor de asesoramiento y defensa, en que el secreto profesional es más amplio pues que aquellos datos confidenciales que pueden haber recibido de sus clientes, entre los cuales pueden encontrarse los patrimoniales si podrían estar amparados por el secreto profesional, es el caso, por ejemplo, de un abogado que recibe en virtud de su relación de confianza con el cliente determinados datos, incluso de carácter económico que si podrían estar amparados en el secreto profesional frente a un posible requerimiento de la Administración Tributaria.

  B.- Artículo 94 de la Ley General Tributaria:

           Como hemos mencionado de forma de pasada el artículo 94 de la LGT regula este deber respecto de las autoridades y órganos Públicos que también están sujetos.

            Todos aquellos, colegios profesionales, colegios técnicos de arquitectos o ingenieros  que cobran por cuenta del profesional, es decir, que el cliente les paga a través del colegio, con el Visado, etc., son también un ejemplo de entes que están obligado a proporcionar información tributaria. Por lo que este campo de autoridades y órganos públicos es amplísimo.

       C.- Carácter reservado de la información (art. 95 LGT):

           Y por último dentro de este epígrafe vamos a ver el carácter reservado de esta información de la cual se ocupa el artículo 95 de la LGT.

           La Administración Tributaria maneja una información enorme como consecuencia de toda esta regulación, de todo este deber que tienen los obligados tributarios de dar información, de hecho todos los años la información que recibe la Administración Tributaria es enorme.

            Por ello se ha establecido una cautela para proteger esa información, de manera que lo que establece el legislador es que en principio toda esta información que se recibe sólo se puede utilizar para la aplicación de los tributos, lo que pasa es que el artículo 95 establece también una serie de salvedades, salvedades que la verdad se han ido ampliando.

            Desde un principio el uso de esta información solamente por la LGT de 1963 se declaró restringido a la aplicación de los tributos con muy pocas excepciones. Y esto planteo algunos problemas puesto que hubieron tribunales y juzgados que pidieron información sobre el patrimonio, digamos en los casos de separaciones matrimoniales, en los casos en que hay obligación de pago de alimento a los hijos, de pensiones a las esposas, etc., y hubieron fricciones porque la Agencia Tributaria se negaba a proporcionar dicha información amparándose en esa ley que declaraba los datos como reservados.

              Algo parecido pasó con las Comisiones de Investigación Parlamentarias que en algunos momentos se iniciaban sobre temas tributarios y también se pidieron datos y los mismos fueron igualmente  denegados.

              El problema radicaba en que la Agencia Tributaria no estaba facultada por ley para facilitar esos datos, ya que la ley General Tributaria anterior decía muy claramente que era para la aplicación de los tributos.

              Por eso si vemos hoy el artículo 95.1 de la LGT podemos comprobar que las salvedades que permiten utilizar esa información tributaria para otros fines es bastante amplia detallándose desde la letra a) a la letra k) de dicho artículo.

              A titulo de ejemplo en las letras:

              e) dice: “La colaboración con las comisiones parlamentarias de investigación en el marco legalmente establecido”.

              f) dice: “La protección de los derechos e intereses de los menores e incapacitados por los órganos jurisdiccionales o el Ministerio Fiscal”. 

              h) dice: “La colaboración con los jueces y tribunales para la ejecución de resoluciones judiciales firmes. La solicitud judicial de información exigirá resolución expresa por parte del juez que previa ponderación de los intereses públicos y privados afectados en el asunto de que se trate y por haberse agotado los demás medios o fuentes de conocimiento sobre la existencia de bienes y derechos del deudor, se motive la necesidad de recabar datos de la Administración Tributaria..”.

Otros mecanismos de protección:

            Otros mecanismos de protección de esta información tributaria viene representada por las sanciones administrativas a los infractores del deber de sigilo, normalmente serán funcionarios públicos.

            Se dice en la LGT que aquellos funcionarios públicos que divulguen o que no respeten el secreto de la información tributaria que ellos manejan serán sancionados como faltas muy graves a parte de la responsabilidad penal o civil en que puedan incurrir.

             De hecho ya ha habido algún caso en la que se observó que algún funcionario estaba vendiendo datos a compañías privadas, siendo este un caso concreto de que se estaba utilizando la información tributaria para otros fines lo cual era totalmente ilegal.

              Por último también señalar que también están afectados por ese deber de sigilo los retenedores y obligados a realizar pagos a cuenta, pues puede darse el caso de que las empresas que retengan a sus trabajadores manejen información que puede ser sensible de separación matrimonial, de hijos discapacitados, o cualquier otra información de este tipo. Lo cual supone que estos retenedores deben guardar un deber de sigilo y no podrán divulgar a terceros e incluso pueden también ser sancionados por ese motivo.

                                                                    Fin
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TEMA 12

NORMAS COMUNES SOBRE ACTUACIONES Y PROCEDIMIENTOS TRIBUTARIOS.

1. Especialidades de los procedimientos tributarios respecto del procedimiento administrativo común.

A) Iniciación.

Las formas de iniciación son las mismas que se contemplan en la regulación general: de oficio y a instancia del particular (obligado tributario). El art. 98.1 LGT precisa las modalidades que puede asumir la iniciación a instancia del obligado tributario: autoliquidación, declaración, comunicación, solicitud o cualquier otro medio.

B) Desarrollo.

El art. 99 LGT se limita a recordar una serie de derechos y facultades de los obligados tributarios (p. ej., rehusar la presentación de documentos que no resulten exigibles por la normativa tributaria o que ya hayan sido presentados  y se encuentren en poder de la Administración, etc.).
Aparte de esto, se enumeran y definen distintos tipos de documentos de que se servirá la Administración en el curso de los procedimientos: comunicación, diligencias, informes y otros.

La más significativa de las especialidades es la relativa al trámite de audiencia previo a la propuesta de resolución. Éste es un principio o rasgo general del procedimiento administrativo común (ley 30/92): la necesidad de que, antes de formular la propuesta de resolución, con la que concluye el desarrollo de la instrucción procedimental, se dé audiencia al interesado, de manera que sus consideraciones y puntos de vista puedan ser tenidos en cuenta en dicha propuesta. Este principio general se puede prescindir en los procedimientos tributarios:

1) Cuando se suscriban actos con acuerdo.

2) Cuando en las normas reguladoras del correspondiente procedimiento esté previsto un trámite de alegaciones posterior a dicha propuesta.

La regla general es que no existirá trámite de audiencia previo a la propuesta de resolución en los procedimientos en vía de gestión. En ellos sólo existirán las alegaciones posteriores a la propuesta. En cambio, en el procedimiento de inspección, con excepción de los casos en que la terminación se produzca de manera convencional, mediante acta con acuerdo, existirá un doble trámite de audiencia: la previa a la propuesta de resolución y la correspondiente a las alegaciones al acta.

C) Terminación.

Las formas de terminación del procedimiento contempladas en la legislación general son las siguientes: resolución, desistimiento, renuncia y declaración de caducidad. A ellas se añade la imposibilidad material de continuación por causas sobrevenidas. Además hay que añadir la terminación convencional o mediante acuerdo de las  partes.

2. El acto de liquidación.

La forma usual de terminación, pues la ordenación general del procedimiento administrativo establece el deber de dictar resolución expresa, deber que se reitera en la reglamentación de los procedimientos tributarios, es la resolución del órgano competente. Pero existe un acto resolutorio que sobresale entre todos: el de liquidación, que constituye la culminación de los más importantes procedimientos tributarios, tanto en l avía de gestión como en la de inspección.

El acto de liquidación es el acto resolutorio por excelencia, no sólo porque en él se decide sobre lo que constituye el elemento central en la aplicación del tributo, sino también porque a él van referidas en otros procedimientos (o subprocedimientos) de carácter accesorio o instrumental.

La liquidación, considerada como actividad material de cuantificación de la deuda tributaria, representa un momento indispensable, en la aplicación del tributo. Una vez producido el hecho imponible que general la obligación tributaria, será necesario hacer <<líquido>> el contenido de esa obligación.

En el procedimiento tributario moderno, la mayor parte de los tributos se gestionan mediante el sistema de autoliquidación. En él se mantiene la actividad de cuantificación o liquidación de la deuda, en el sentido lógico o material del término liquidación. Pero esta operación se encarga al propio sujeto pasivo, el cual, además de declarar el hecho imponible y sus circunstancias, debe calcular en el mismo acto el importe de la deuda tributaria, que además, deberá ser ingresada junto con la presentación de la declaración-liquidación o autoliquidación. 

¿Qué sucede con el acto de liquidación?. 

a) En aquellos casos en que rige el sistema de autoliquidación, la liquidación administrativa se producirá en aquellos casos en que la Administración considere necesario rectificar la autoliquidación presentada por el sujeto pasivo. Para ello deberá abrir un procedimiento que culminará precisamente con el acto de liquidación.

b) También se producirá el acto de liquidación cuando el propio sujeto solicite a la Administración la rectificación de su autoliquidación.

El art. 101. 1 LGT 2003 contiene la definición de la liquidación:

<<La liquidación tributaria es el acto resolutorio mediante el cual el órgano competente de la Administración realiza las operaciones de cuantificación necesarias y determina el importe de la deuda tributaria o de la cantidad que, en su caso, resulte a devolver o a compensar de acuerdo con la normativa tributaria.

La Administración tributaria no estará obligada a ajustar las liquidaciones a los datos consignados por los obligados tributarios en las autoliquidaciones, declaraciones, comunicaciones, solicitudes o cualquier otro documento.>>

Glosando esta definición podemos resaltar:

1) La liquidación es un acto resolutorio, una manifestación de voluntad expresa de la Administración. El objeto de esa manifestación de voluntad es la determinación de la cuantía de la deuda tributaria. En rigor, se trata de una pronunciamiento sobre la existencia e importe de la deuda tributaria.

2) De la liquidación puede resultar una cantidad a ingresar. Pero si arroja una cantidad negativa o cero, su efecto será, según la normativa de cada tributo, el establecimiento de la cantidad a devolver o a compensar.

3) La Administración no está sujeta en su actividad de liquidación a los hechos declarados por el sujeto pasivo. Éste quedará vinculado por sus actos y no podrá rectificar los hechos declarados, si no es mediante la prueba de que incurrió el error. La Administración, por su parte, podrá utilizar los datos de hecho de que disponga previamente, así como los que descubra en el curso del procedimiento. Pero cuando no se atenga a los hechos declarados o cuando rectifique los criterios aplicados por el sujeto en su declaración o autoliquidación, deberá exponerlo expresamente en la motivación del acto de liquidación.

Contenido del acto de liquidación.-  El art. 102. 2 LGT 2003 especifica los elementos de la notificación de las liquidaciones tributarias:

<<Las liquidaciones se notificarán con expresión de:

a) La identificación del obligado tributario.

b) Los elementos determinantes de la cuantía de la deuda tributaria.

c) La motivación de las mismas cuando no se ajusten a los datos consignados por el obligado tributaria o a la aplicación o interpretación de la normativa realizada por el mismo, con expresión de los hechos y elementos esenciales que las originen, así como de los fundamentos de derecho.

d) Los medios de impugnación que pueden ser ejercidos, órgano ante el que hayan de presentarse y plazo para su interposición.

e) El lugar, plazo y forma en que debe ser satisfecha la deuda tributaria.

f) Su carácter de provisional o definitiva.>>

En relación con elementos determinantes de la cuantía: la liquidación deberá incluir la base y el tipo aplicados para calcular la cuantía de la deuda principal, así como el de las obligaciones accesorias, en el caso de que existan: recargos, intereses, con explicación igualmente de los elementos empleados para su cálculo (tiempo de retraso, tipo de interés aplicado, etc.).

En cuanto a la motivación, es necesaria cuando la liquidación se gire teniendo en consideración elementos de hecho distintos de los consignados por el obligado tributario en su declaración o cuando, aunque no rectificando los datos, los criterios para su calificación o la aplicación de la norma a dichos hechos se lleva a cabo con criterios distintos de los seguidos por el obligado tributario en su declaración.

Como todo acto administrativo expreso, la liquidación deber ir acompañada del correspondiente <<pie del recurso>>, y deben indicarse las circunstancias de tiempo, lugar y forma de pago.

La liquidación debe mencionar expresamente su carácter de provisional o definitiva.

En relación con los tributos <<de recibo>>, se trata de una clase de tributos que se exigen mediante un procedimiento particular. Son aquellos cuyo hecho imponible consiste en una situación o dato permanente (p. ej., el Impuesto Municipal sobre Bienes Inmuebles, que se exige en razón de la titularidad de un bien inmueble y cuya cuantía se determina en función del valor del bien y del tipo fijado por el correspondiente Ayuntamiento. Una vez que se notifica la liquidación inicial, mientras no se alteren los valores o se modifique el tipo, la cuantía de la liquidación no cambia, por lo que no será necesaria la notificación individual cada año).

3. Clases de liquidación.

El efecto de la liquidación es el de causar estado en el correspondiente procedimiento. A partir de él se abre la vía de impugnación para el obligado tributario. Por su parte, la Administración quedará igualmente vinculada por su decisión, que sólo podrá ser rectificada mediante el oportuno procedimiento. Precisamente en lo que concierne al alcance de esta <<fijeza>> del estado derivado del acto de liquidación, a las vías para su rectificación o revisión, es donde se centra la distinción fundamental entre las clases de liquidaciones tributarias: provisionales y definitivas:

1) Las liquidaciones provisionales son susceptibles de ser rectificadas, en tanto no hayan transcurrido el plazo de prescripción, mediante otra liquidación surgida de otro procedimiento tributario en el que se hayan puesto de manifiesto nuevos elementos.

2) Las liquidaciones definitivas no pueden ser rectificadas si no es en vía de revisión. 

Según el Tribunal Supremo son actos de liquidaciones definitivas,  <<Actos aquellos en los que la Administración Tributaria gestora ha realizado las correspondientes comprobaciones y una vez que tiene todos los elementos de juicio relativos al hecho imponible dice su última palabra y practica la correspondiente liquidación por eso es definitiva. Actos provisionales son aquellos que dicta la Administración Tributaria sin haber ultimado la comprobación, por ello cuanto ésta es parcial las liquidaciones son provisionales y a cuenta de la definitiva futura>>.

La liquidación, tanto la provisional como la definitiva, será firme cuando no sea impugnada en plazo o cuando sea resuelto el recurso que pone fin a la vía administrativa (firmeza en dicha vía) o en la contencioso-administrativa (firmeza en vía jurisdiccional).

El art. 101. 3 LGT establece en qué supuestos la liquidación será definitiva; en los restantes supuestos, por exclusión, la liquidación tendrá la condición de provisional:

<<Tendrán la consideración de definitivas:

a) Las practicadas en el procedimiento inspector previa comprobación e investigación de la totalidad de los elementos de la obligación tributaria, salvo lo dispuesto en el apartado 4 de este artículo.

b) Las demás a las que la normativa tributaria otorgue tal carácter.>>

Según esto, para que una liquidación sea definitiva es necesario que la misma sea la culminación de un procedimiento de inspección y que además, en él se haya realizado la comprobación acabada de las circunstancias determinantes de la obligación tributaria. El primer requisito (las practicadas en el procedimiento inspector) es una novedad de la LGT 2003. Con anterioridad bastaba el segundo requisito (que la resolución hubiera ido precedida de una comprobación acabada de todos los elementos de la deuda tributaria).

Según el apartado b), también serán definitivas aquellas liquidaciones a las que la normativa tributaria otorgue tal carácter (aquellas que sean calificadas como tales por un precepto).

Una última distinción: el que la liquidación provisional, a diferencia de la definitiva, esté abierta a la posibilidad de ser modificada y sustituida por otra, no quiere decir que esta modificación pueda deberse a un cambio de criterio de la Administración. La rectificación de una liquidación provisional por otra debe basarse sobre nuevos elementos de hecho (por una comprobación más profunda de los mismos datos de hecho).

4. El deber de resolver.

Al igual que sucede en la regulación general del procedimiento administrativo, la normativa tributaria establece el deber de la Administración de resolver expresamente todas las cuestiones que hayan sido planteadas en los procedimientos de aplicación de los tributos. Esta resolución no será necesaria en los procedimientos relativos al ejercicio de derechos que sólo deban ser objeto de comunicación por el obligado tributario, así como en aquellos otros en que la terminación se haya producido por alguna de las otras causas distintas de la resolución expresa: caducidad, pérdida sobrevenida el objeto, renuncia o desistimiento. Pero incluso en estos casos el interesado tiene el derecho de solicitar que se declare expresamente que se ha producido alguna de estas circunstancias, quedando la Administración obligada a contestar a la petición.

La resolución deberá ser motivada en determinados casos: los actos de liquidación, los de comprobación de valores, los que impongan una obligación, los que denieguen un beneficio fiscal o la suspensión de la ejecución de actos. El art. 103.4 LGT cierra la enumeración con la referencia a cuantos otros establezca la normativa vigente.

La obligación de resolver se complementa con el señalamiento de un plazo para cumplirla. De esta cuestión se ocupa el art. 104 LGT. El plazo será el que se establezca en la normativa reguladora de cada procedimiento y no podrá exceder de SEIS MESES, salvo previsión diversa en norma con rango de Ley o en la normativa comunitaria. En los casos en que no aparezca fijado plazo máximo de manera expresa, éste será de SEIS MESES.

El plazo se contará desde el inicio del procedimiento:

a) En los casos en que la iniciación se produce de oficio, desde el momento en que el interesado recibe la notificación del acuerdo de inicio.

b) En los casos de iniciación a instancia de parte, desde que el documento (autoliquidación, declaración, solicitud) tiene entrada en el registro.

En cuanto al cómputo del plazo, hay que tener en cuenta que no se incluirán en el mismo los períodos de interrupción justificada que se especifiquen reglamentariamente ni las dilaciones por causa no imputable a la Administración.

Existe una importante excepción a la regla de los seis meses: se trata de la relativa al procedimiento  de apremio o de ejecución forzosa sobre el patrimonio del obligado. Esta facultad de apremio o autoejecución constituye el resorte de última instancia para hacer efectivo el derecho al cobro de la deuda tributaria. La normativa tributaria ha excluido expresamente a este procedimiento de la fijación de un plazo máximo.

Silencio administrativo.-  El régimen de actos presuntos y en general las consecuencias del silencio de la Administración son diversos según que el procedimiento haya sido iniciado a instancia de parte o de oficio. En uno y otro caso habrá que estar, en principio, a lo previsto en la regulación de cada procedimiento. La diferencia se manifiesta en el régimen aplicable para aquellos supuestos en que no existe regulación expresa:

1) En los procedimientos iniciados a instancia del obligado tributario.- La regla es la del silencio positivo: los interesados podrán entender estimada su solicitud por silencio administrativo. Se exceptúan de esta regla los procedimientos de ejercicio del derecho de petición y los de impugnación de actos y disposiciones.

2) En los procedimientos iniciados de oficio, es necesario distinguir según la índole del objeto del procedimiento, según que del mismo puedan derivarse efectos favorables o desfavorables para el obligado tributario:

a) Procedimientos de los que pudiera derivarse el reconocimiento o constitución de derecho s u otras situaciones jurídicas individualizadas, se aplicará el régimen del silencio negativo.

b) Procedimiento susceptibles de producir efectos desfavorables o de gravamen, la falta de resolución dará lugar a la caducidad.

5. La caducidad.

Entre las formas de terminación de los procedimientos tributarios aparece la caducidad.

La caducidad es una forma de extinción de determinados derechos o facultades. En este sentido, se asemeja a la prescripción, con la cual, sin embargo, tienen diferencias importantes. Existen ciertos derechos o facultades cuyo ejercicio se encuentra sujeto a plazos preclusivos, con cuyo transcurso caducan (p. ej., los plazos para interponer reclamaciones). De lo que ahora se trata es de la terminación de un procedimiento por paralización del mismo o por el transcurso del período máximo establecido para su conclusión.

1) Declaración de caducidad en perjuicio del obligado tributario.- Se producirá en los procedimientos iniciados a instancia de parte, cuando se produzca una paralización imputable a la inacción del propio obligado tributario. En estos casos, la Administración le advertirá de que, transcurridos tres meses de paralización, podrá ser declarada la caducidad (art. 104. 3 LGT). El mandato debe ser completado con el art. 92 Ley 30/92, que especifica que: 

<<1. Consumido este plazo sin que el particular requerido realice las actividades necesarias para reanudar la tramitación, la Administración acordará el archivo de las actuaciones, notificándoselo al interesado. Contra la resolución que declare la caducidad procederán los recursos pertinentes.

2. No podrá acordarse la caducidad por la simple inactividad del interesado en la cumplimentación de trámites, siempre que no sean indispensables para dictar resolución. Dicha inactividad no tendrá otro efecto que la pérdida de su derecho al referido trámite.>>
2) Caducidad en perjuicio de la Administración. – Se produce en los procedimientos iniciados de oficio y susceptibles de producir efectos desfavorables o de gravamen (p. ej., cualquier procedimiento encaminado a la práctica de una liquidación). En estos casos la regla general es la de que el transcurso del plazo máximo para resolver sin que se haya llegado a producir tal resolución determinará la terminación del procedimiento por caducidad.

3) Efectos de la declaración de caducidad.- El art. 104. 5 LGT especifica que <<producida la caducidad, ésta será declarada de oficio o a instancia de parte, produciéndose el archivo de las actuaciones>>. Esto no significa que se tenga por extinguido el derecho o facultad que la Administración estaba ejerciendo. La LGT nos dice que la caducidad no produce <<la prescripción de los derechos de la Administración tributaria>>. En realidad, lo que quiere decir es que no se produce la extinción. Lo que se ha extinguido es sencillamente el procedimiento, pero, en tanto no se haya cumplido el plazo de prescripción, podrá iniciarse un nuevo procedimiento.

En definitiva, la caducidad de que estamos hablando tiene unos efectos reducidos:

A) Cómputo del plazo de prescripción del derecho o facultad que la Administración ejercía en el procedimiento caducado. La iniciación del mismo había determinado la interrupción de la prescripción. Pues bien, este efecto interruptivo se tiene por no producido si el procedimiento caduca por falta de resolución en plazo.

B) Esta iniciación determinaba que las actuaciones posteriores del obligado tributario ya no podían considerarse espontáneas. Singularmente, las actuaciones de pago. El pago fuera de plazo, si es espontáneo, sin requerimiento previo, tiene un régimen más favorable que el que se produce tras mediar un requerimiento. Pues bien, la apertura de un procedimiento sobre una obligación tributaria tiene el efecto de considerar producido el requerimiento, anulando la posibilidad de pagos espontáneos. Este efecto es el que se entiende no producido en los procedimientos caducados por falta de resolución en plazo.

Conviene advertir que esta regla presenta excepciones o matices de relieve: el régimen de caducidad es diferente para cada una de las categorías o procedimientos de aplicación de los tributos. La regla del art. 104 LGT es válida sólo para los procedimientos de gestión, pero no para los de inspección ni para el sancionador:

· En el de inspección, la superación del plazo para resolver no determina la caducidad, el procedimiento no se archiva, aunque se producen determinados efectos: los del segundo párrafo del art. 104. 5 LGT, más el de que no se devengarán intereses por el tiempo transcurrido desde la superación.

· En el sancionador, en él sí que juega la caducidad en toda su extensión, dando lugar, no sólo a la terminación del procedimiento, sino a la extinción del derecho o acción para imponer las sanciones.

6. La prueba en los procedimientos tributarios.

A) Reglas generales. Casos de prueba tasada.

Las normas sobre la prueba contenidas en los artículos 105 a 108 LGT comienzan con la referencia a la carga de la prueba: quien pretenda hacer valer su derecho deberá probar los hechos constitutivos del mismo. En cuanto a los medios de prueba y su valoración, se mantiene igualmente la referencia clásica de remisión al Código Civil y a la LEC. El primero contiene las normas materiales o sustantivas sobre medios de prueba, especialmente después de que la LEC 2000 derogara aquellos preceptos con contenido procesal. Se trata de los arts. 1214 a 1253, sobre la prueba de las obligaciones.

La LEC, por su parte, contiene los preceptos de carácter procesal. Los artículos a considerar son los comprendidos entre 281 y 393, ambos inclusive. El legislador tributario mantiene su técnica de remisión a los textos de las obligaciones y del proceso civil, en lugar de la formulación preferida en la regulación general del procedimiento administrativo: <<los hechos relevantes para la decisión de un procedimiento podrán acreditarse por cualquier medio de prueba admisible en Derecho>>.
Rigen en nuestra materia los principios generales sobre la prueba propios de nuestro ordenamiento. De manera especial, el de no limitación de los medios de prueba y el de libre apreciación de la prueba por el órgano decisor:

1) No limitación de los medios de prueba.- Las partes pueden acudir, para sostener sus pretensiones, a cualquier medio de prueba admitido en Derecho: no existe prueba tasada o circunscrita a medios determinados, excepto en aquellos casos en que una Ley así lo establezca de manera expresa.

2) Libre apreciación de la prueba por el órgano decisor.- El órgano de la Administración competente para resolver en cada procedimiento deberá tener en cuenta las pruebas presentadas, valorándolas con la misma libertad de apreciación de que disfruta el juzgador en el proceso civil (reglas de la sana crítica). Y con el deber de justificar adecuadamente al dictar su resolución los medios de prueba tomados en consideración.

Al ser la propia Administración la encargada de dirigir e impulsar el procedimiento, los obligados tributarios están dispensados de aportar aquellos elementos de prueba que ya obren en poder de la Administración: bastará con indicar su existencia.

En los tributos exigibles con ocasión del ejercicio de actividades empresariales o profesionales (IRPF, por los rendimientos empresariales, Impuesto de Sociedades, IVA), las operaciones de ingresos y de gastos deberán acreditarse mediante facturas con los requisitos exigidos en la normativa reglamentaria.

Otro caso de prueba tasada previsto en la LGT es el relativo a aquellos supuestos en los que la cuantificación de la obligación tributaria se ve afectada por la deducción de cantidades producidas en ejercicios anteriores.

B) Los medios de prueba.

La primera de estas normas es la relativa al valor probatorio de las diligencias. Las diligencias y actas son los vehículos de documentación de las actuaciones de la Administración tributaria en el procedimiento de inspección. Las diligencias se extienden para hacer constar hechos, mientras que en las actas se documentan también hechos y, además, se establecen las propuestas de liquidación o de resolución que correspondan. En cualquier caso, se trata de documentos públicos y, como tales, hacen prueba de los hechos en ellos reseñados. Según precisa la LEC, este tipo de documentos no entran dentro de la categoría de los que hacen <<prueba plena del hecho>>, como sucede en los documentos públicos propiamente dichos, es decir, en aquellos cuya función específica es la dación de fe pública. Respecto de estos otros documentos administrativos a los que, sin embargo, las Leyes otorguen el carácter de públicos, su fuerza probatoria <<será la que establezcan las Leyes que le reconozca tal carácter. En defecto de disposición expresa en tales Leyes, los hechos, actos o estados de cosas que consten en los referidos documentos se tendrán por ciertos ....salvo que otros medios de prueba desvirtúen la certeza de lo documentado>>.
La LGT contiene una serie de referencias a otros elementos de la prueba:

1) Valor probatorio de las declaraciones y manifestaciones del obligado tributario.- Los hechos manifestados o aceptados por el propio obligado hacen prueba respecto del mismo. Prueba que podrá ser desvirtuada mediante la demostración de que se incurrió en error de hecho. La LGT dice que los datos y elementos consignados por el obligado tributario en su escrito inicial o en otros documentos aportados en el curso del procedimiento <<se presumen ciertos para ellos (los obligados que los presentan) y solo podrán rectificarse por los mismos mediante prueba en contrario.>>
2) Valor probatorio de las declaraciones de terceros en cumplimiento de su deber de información.- <<.. se presumen ciertos, pero deberán ser contrastados cuando el obligado tributario alegue la inexactitud o falsedad de los mismo. Pare ello podrá exigirse al declarante que ratifique y aporte prueba de los datos relativos a terceros incluidos en las declaraciones presentadas.>>

El obligado que niega su veracidad podrá también aportar pruebas en sustento de su versión de los hechos.

3) Valor probatorio de los registros fiscales y públicos en general.- <<La Administración tributaria podrá considerar como titular de cualquier bien, derecho, empresa, servicio, actividad, explotación o función a quien figure como tal en un registro fiscal o en otros de carácter público, salvo prueba en contrario.>>

No es lo mismo el valor probatorio de las inscripciones en el Registro de la Propiedad que la que se deriva del Catastro Inmobiliario o, el registro de matriculaciones de vehículos en la Jefatura Provincial de Tráfico. La Administración tomará como titular de los bienes o actividades a los que aparezcan como tales en el registro, pero esta verdad no es inatacable, si se aporta la prueba en contra.

C) Valor probatorio de las presunciones.

Pasamos ahora a las reglas relacionadas en sentido estricto con las <<presunciones en materia tributaria>>. Son solamente dos, las contenidas en los apartados 1 y 2 del art. 108 LGT.

Las presunciones son un medio de prueba, mediante el cual, una vez establecida la existencia de un hecho base, se entiende demostrada la producción de otro hecho o circunstancia derivada del mismo. Existen dos tipos de presunciones: las legales y las no establecidas por la ley ( judiciales):

1) Las presunciones legales tienen el efecto de invertir la carga de la prueba: demostrado el hecho base, corresponde a la otra parte probar que, a pesar de ello, no se ha producido la consecuencia que la propia Ley hace derivar del mismo.

<<Las presunciones establecidas por las normas tributarias pueden destruirse mediante prueba en contrario, excepto en los casos en que aquéllas expresamente lo prohíban.>>

2) Las presunciones judiciales (no establecidas por ley):

<<Para que las presunciones no establecidas por las normas sean admisibles como medio de prueba, es indispensable que entre el hecho demostrado y aquel que se trate de deducir haya un enlace preciso y directo según las reglas del criterio humano.>>

Es la regla clásica que figuraba en el CC y que se encuentra en el apartado 1 del artículo 386 LEC, aunque éste habla de presunciones judiciales. Se trata de las pruebas de indicios que en el proceso judicial corresponde apreciar a los jueces y en el procedimiento ad
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TEMA 13

LA GESTIÓN TRIBUTARIA

1. Concepto de gestión tributaria.

El art. 117 LGT especifica que:

<<1. La gestión tributaria consiste en el ejercicio de las funciones administrativas dirigidas a:

a) La recepción y tramitación de declaraciones, autoliquidaciones, comunicaciones de datos y demás documentos con trascendencia tributaria.

b) La comprobación y realización de las devoluciones previstas en la normativa tributaria.

c) El reconocimiento y comprobación de la procedencia de los beneficios fiscales de acuerdo con la normativa reguladora del correspondiente procedimiento.

d) El control y los acuerdos de simplificación relativos a la obligación de facturar, en cuanto tengan trascendencia tributaria.

e) La realización de actuaciones de control del cumplimiento de la obligación de presentar declaraciones tributarias y de otras obligaciones formales.

f) La realización de actuaciones de verificación de datos.

g) La realización de actuaciones de comprobación de valores.

h) La realización de actuaciones de comprobación limitada.

i) La práctica de liquidaciones tributarias derivadas de las actuaciones de verificación y comprobación realizadas.

j) La emisión de certificados tributarios.

k) La expedición y, en su caso, revocación del número de identificación fiscal, en los términos establecidos en la normativa específica.

l) La elaboración y mantenimiento de los censos tributarios.

m) La información y asistencia tributaria.

n) La realización de las demás actuaciones de aplicación de los tributos no integradas en las funciones de inspección y recaudación.

2. Las actuaciones y el ejercicio de las funciones a las que se refiere el apartado anterior se realizarán de acuerdo con lo establecido en esta Ley y en su normativa de desarrollo.>>

El núcleo de la gestión tributaria radica en la recepción y tramitación de declaraciones, autoliquidaciones y solicitudes de los obligados tributarios. Tramitación de la cual se derivarán diferentes procedimientos y actuaciones de mayor o menor relevancia. Entre ellas, sobresalen los procedimientos directamente derivados de declaraciones y autoliquidaciones y que culminarán en las liquidaciones a que se refiere la letra mencionada en último lugar. Además, corresponderá a la actividad o área de gestión el desempeño de una serie de tareas instrumentales o de administración general: de información, de formación y mantenimiento de censos, emisión de certificados, NIF. Como colofón, tenemos la cláusula de cierre de la letra n), de la que cabe resaltar el papel residual que se atribuye a la gestión: todo lo que no se integra en la inspección o recaudación.

Puede decirse que la actividad de gestión tiene un carácter <<generalista>>, a diferencia de la función más especializada que desarrollan, por su parte, la inspección y la recaudación.

Cuando la Ley habla de las funciones de gestión tributaria se está refiriendo a un área o clase de actuaciones. Éstas serán desempeñadas generalmente por un tipo de órganos, los órganos de gestión, integrados, en el caso de la Administración estatal, en el Departamento de Gestión de la Agencia Tributaria. Pero hay funciones que, aun encuadradas en el área de gestión, son compartidas con la inspección (p. ej., con la comprobación limitada).

En el art. 123. 1 LGT se enumera:

<<Son procedimientos de gestión tributaria, entre otros, los siguientes:

a) El procedimiento de devolución iniciado mediante autoliquidación, solicitud o comunicación de datos.

b) El procedimiento iniciado mediante declaración.

c) El procedimiento de verificación de datos.

d) El procedimiento de comprobación de valores.

e) El procedimiento de comprobación limitada.>>
2. Procedimiento iniciado con declaración.

Es el que, en su momento, aparecía como la regla general, mientras que en la actualidad podemos decir que constituye la excepción. En los de autoliquidación, el acto administrativo de liquidación no se produce más que en los supuestos en que de la revisión de dicha autoliquidación nace un procedimiento específico, ya sea en vía de gestión, ya sea en vía de inspección. En la generalidad de los casos, sin embargo, la autoliquidación no producirá actuaciones ulteriores. En cambio, en los tributos, el iniciado con declaración, el acto administrativo de liquidación  deberá producirse necesariamente. Éste es precisamente el rasgo o carácter principal de este tipo de procedimiento, el de iniciarse con una declaración y culminar con el acto administrativo de liquidación.

Los tributos en los que se aplica este sistema de gestión son en la actualidad muy pocos:

a) A nivel estatal, el Impuesto de Sucesiones y Donaciones.

b) A nivel Comunidad Autónoma, determinadas modalidades de tributos sobre el juego.

c) A nivel Corporación Local, el Impuesto sobre Bienes Inmuebles y el Impuesto Actividades Económicas.

Existen diferentes fases del mismo:

1) Iniciación.- Se produce mediante la declaración del obligado tributario. El tipo de declaración se especifica en el art. 128. 1 LGT:

<<Cuando la normativa del tributo así lo establezca, la gestión del mismo se iniciará mediante la presentación de una declaración por el obligado tributario en la que manifiesta la realización del hecho imponible y comunique los datos necesarios para que la Administración cuantifique la obligación tributaria mediante la práctica de una liquidación provisional.>>

Se puede observar:

a) El procedimiento de declaración seguida de acto administrativo de liquidación será de aplicación, sólo en los casos en que así lo prevea la normativa del correspondiente tributo.

b) Por lo que hace al contenido de la declaración con que se inicia el procedimiento, hay que resaltar que ha de tratarse de una declaración en la que se manifieste que se ha realizado el hecho imponible y se aporten además los datos necesarios para que la Administración proceda a la liquidación.

Por definición no tiene cabida la iniciación de oficio. La LGT habla tan solo de que la Administración podrá <<iniciar de nuevo este procedimiento>> en los casos en que el original hubiese terminado por caducidad, al no haberse producido resolución en plazo. Aparte de este caso, cabría hablar de iniciación de oficio en los supuestos en que el sujeto no ha presentado la declaración preceptiva.

2) Tramitación.- Presentada la declaración, la Administración deberá desempeñar las operaciones de calificación y de valoración o cuantificación necesarias para determinar el importe de la deuda tributaria. A estos efectos, utilizará los datos de la declaración y los que obren en su poder. Podrá además, requerir nuevos datos o aclaraciones a los ya presentados y podrá realizar actuaciones de comprobación de valores. También podrá realizar otras actuaciones, enmarcadas en subprocedimientos específicos.

3) Propuesta de liquidación y alegaciones.- Es un trámite que se producirá sólo en aquellos casos en que la Administración haya considerado necesario requerir nuevos datos o realizar actuaciones adicionales, como las de comprobación de valores. En esos casos, el resultado de las actuaciones se plasmará en una propuesta de liquidación, que deberá ser motivada con una referencia sucinta a los hechos y fundamentos de derecho y que será comunicada al obligado tributario para que éste presente las alegaciones que considere convenientes. En los casos en que la Administración, sobre la base de los datos presentados en la declaración, se encuentre en condiciones de dictar la liquidación, se pasará directamente a ella.

4) Terminación.- El modo natural de terminación de este procedimiento es la emanación del acto de liquidación, que se practicará a la vista de la declaración o bien de las actuaciones anteriores. Cuando la Administración no haya considerado necesario realizar actuaciones de comprobación de valores u otras, y ajuste su liquidación a los datos y valores suministrados por el sujeto pasivo, no será necesaria la motivación de la liquidación. En el caso contrario, la motivación habrá sido incorporada a la propuesta de liquidación.

La liquidación que normalmente pondrá fin a este procedimiento tendrá la condición de provisional. El que la liquidación sea provisional, no significa otra cosa si no que la misma puede ser objeto de regularización en virtud de un procedimiento de inspección posterior. Pero sólo en el caso de que éste haya dado lugar al descubrimiento de nuevos hechos. Lo que n podrá hacerse es volver a comprobar lo que ya fue comprobado en las actuaciones iniciales en fase de gestión. La Administración queda vinculada por su declaración de voluntad en tanto no hayan aparecido hechos distintos de los que tuvo en consideración al formarla.

El art. 129. 3 LGT especifica el contenido de la liquidación:

<<En las liquidaciones que se dicten en este procedimiento no se exigirán intereses de demora desde la presentación de la declaración hasta la finalización del plazo para el pago en período voluntario, sin perjuicio de la sanción que pueda proceder.>>

De intereses de demora cabría hablar sólo en aquellos casos en que el sujeto no hubiera presentado su declaración en plazo y lo hubiera hecho después del requerimiento de la Administración. En este caso, sí que se devengarán intereses de demora por el tiempo transcurrido entre la fecha en que debió presentarse la declaración y aquella en la que se presentó. Pero en estos casos la liquidación se practicará en un procedimiento de comprobación, no en el de declaración propiamente dicha.

El acto de liquidación deberá estar notificado dentro de los seis meses desde la presentación de la declaración inicial. En el caso de que se sobrepasara este plazo, el procedimiento se entenderá terminado por caducidad.

3. Procedimiento de comprobación de valores.

La comprobación de valores se producirá como un incidente dentro del procedimiento principal, que será el iniciado con declaración o bien el de comprobación limitada o el de inspección.

Mediante la comprobación de valores, se trata de confrontar los datos o cifras de valoración de los bienes incluidos en una declaración o autoliquidación con las valoraciones que, según el criterio de la Administración, sería necesario tomar para proceder a la liquidación (en los casos de declaración seguida de acto administrativo de liquidación) o para rectificar la autoliquidación, ya sea en vía de gestión, ya sea en fase de inspección. Se trata en todo caso, de una procedimiento auxiliar de los de liquidación. Por eso, se dice que no es autónomo.

La comprobación de valores tiene especial significación en aquellos tributos que, al referirse al valor atribuible a determinados bienes o derechos, emplean el concepto de <<valor real>> o el de valor de mercado o expresiones similares, que requieren una apreciación, de manera que será necesario confrontar la del obligado tributario con la de la propia Administración.

Los medios de comprobación se encuentran regulados en el art. 57 LGT y son los siguientes:

<<a) Capitalización o imputación de rendimiento al porcentaje que la Ley de cada tributo señale.

b) Estimación por referencia a los valores que figuren en los registros oficiales de carácter fiscal.

c) Precios medios en el mercado.

d) Cotizaciones en mercados nacionales y extranjeros.

e) Dictamen de peritos de la Administración.

f) Cualquier otro medio que se determine en la Ley propia de cada tributo.>>

Existe una amplia Jurisprudencia acerca de la discrecionalidad de que dispone la Administración en la elección de uno u otro medio. Pero esta discrecionalidad se encuentra limitada por la necesaria adecuación del medio al objeto de la comprobación. La Administración debe identificar ante el contribuyente el medio elegido para la comprobación, justificar adecuadamente su elección y razonar el resultado de la comprobación.

El art. 134 LGT regula los aspectos procedimentales:

Este artículo comienza caracterizando la comprobación de valores como una facultad de la Administración: ésta podrá proceder a la comprobación de valores, salvo que el obligado tributario hubiera declarado utilizando los valores publicados por la Administración en aplicación de alguno de los citados medios.

Por lo que se refiere a la tramitación, tenemos las siguientes fases:

1) Iniciación.- Se producirá de oficio, mediante comunicación de la Administración. No obstante, en los casos en que la Administración cuente con datos suficientes para proceder a la comprobación, sin necesidad de actuaciones ulteriores con el obligado tributario, se pasará directamente a la notificación del valor comprobado conjuntamente con la propuesta de liquidación derivada del mismo.

2) Actuaciones de comprobación.- Si se necesita realizar actuaciones con el obligado tributario, así se le notificará.

3) Propuesta de valoración.- Las actividades de comprobación determinarán el valor comprobado. Si éste es superior al declarado, deberá ser notificado al obligado tributario. Esta notificación no tienen carácter autónomo, sino que aparecerá incorporada a la propuesta de liquidación o de regularización.

4) Alegaciones.- No existe un trámite separado de alegaciones respecto del valor comprobado: las objeciones del obligado tributario se sustanciarán en el mismo trámite de alegaciones contra la propuesta de liquidación o regularización.

5) Terminación.- Se confunde igualmente con la del procedimiento principal. Transcurrido el plazo de alegaciones, se dictará la liquidación o acto de regularización, que incluirá los valores en que este acto se basa. En los casos en que el procedimiento sea autónomo, el acto final será la determinación definitiva del valor comprobado.

Régimen de impugnación.- El resultado de la comprobación no es impugnable autónomamente, sino dentro del recurso presentado contra el acto de liquidación o regularización.

En ciertos casos, el resultado de la comprobación puede surtir efectos para terceros distintos del obligado tributario con el que se siguió el procedimiento (p. ej., cuando en una transmisión, el valor comprobado en el Impuesto de Transmisiones, que satisface el adquirente, funciona también como valor de enajenación para determinar el incremento patrimonial en el IRPF del transmitente). Para estos casos dispone el art. 134. 4 LGT:

<<En los supuestos en los que la Ley establezca que el valor comprobado debe producir efectos respecto a otros obligados tributarios, la Administración tributaria actuante quedará vinculada por dicho valor en relación con los demás interesados. La Ley de cada tributo podrá establecer la obligación de notificar a dichos interesados el valor comprobado para que puedan promover su impugnación o la tasación pericial contradictoria.

Cuando en un procedimiento posterior el valor comprobado se aplique a otros obligados tributarios, éstos podrán promover su impugnación o tasación pericial contradictoria.>>

La LGT remite a la Ley de cada tributo la obligación de notificar el resultado de la comprobación a los terceros a quienes afecte, sin perjuicio de que, en todo caso, cuando el valor comprobado luzca en un procedimiento posterior contra dichos otros obligados tributarios, éstos pueden promover su impugnación. Lo lógico hubiera sido que la LGT estableciera directamente la regla general de que el valor fuera notificado a todos los interesados, incluidos los terceros sobre los que va a surtir efecto.

4. El procedimiento de autoliquidación.

La autoliquidación es el modo predominante de aplicación de los tributos y, en todo caso, el utilizado en las más importantes figuras del sistema tributario estatal (p. ej., IRPF, IS, IVA).

El art. 120. 1 LGT define las autoliquidaciones en los siguientes términos.

<<Las autoliquidaciones son declaraciones en las que los obligados tributarios, además de comunicar a la Administración los datos necesarios para la liquidación del tributo y otros de contenido informativo, realizan por sí mismo las operaciones de calificación y cuantificación necesarias para determinar e ingresar el importe de la deuda tributaria o, en su caso, determinar la cantidad que resulte a devolver o a compensar.>>

La autoliquidación es una declaración-liquidación: el sujeto no sólo pone en conocimiento de la Administración los hechos necesarios para determinar la deuda tributaria y su cuantía, sino que en el mismo acto, en el mismo formulario, incluye el resultado de las operaciones de calificación y cuantificación necesarias para calcular el importe de la deuda, que es el punto final de la autoliquidación.

El resultado de la autoliquidación podrá ser una cuota positiva (a ingresar) o negativa (a devolver), o bien, una cantidad a compensar.

Los de cuota negativa o a devolver se producirán en los casos de tributos que incluyen en su modo de aplicación pagos a cuenta, bien sean del propio obligado (pagos fraccionados), bien de un tercero (retenciones e ingresos a cuenta por pagos en especie). En estos casos, como esos pagos se deducen de la cuota líquida del impuesto (IRPF, IS), la cuota diferencial resultante de la deducción puede ser negativa.

Lo que hay que retener como elementos que caracterizan a la autoliquidación son las siguientes notas:

1) En los procedimientos con autoliquidación se confunden, la gestión y la recaudación, pues la deuda se ingresa junto con la declaración-liquidación. Por eso, las autoliquidaciones se pueden presentar en las entidades colaboradoras de la recaudación (bancos y cajas de ahorro).

2) En los procedimientos iniciados con autoliquidación no existe acto administrativo de liquidación. Su lugar lo ocupa el acto de declaración-liquidación del obligado tributario. Podría caracterizarse a este acto como reconocimiento de deuda.

El acto administrativo de liquidación no aparece como un momento necesario del procedimiento: sólo se producirá si, como consecuencia de la actividad de control de la Administración, se abre un procedimiento específico. Esto es así desde que se estableció claramente que las autoliquidaciones son susceptibles de apremio, en e caso de que  no se ingrese la deuda.

3) En el acto de declaración-liquidación se contienen no solamente hechos, sino también aplicación de normas. Aquí adquieren una particular significación, porque la aplicación llega hasta el señalamiento de la cuota.

4) De la declaración-liquidación pueden derivarse procedimientos tributarios con acto administrativo de liquidación.

5. Procedimiento de verificación de datos.

Una vez recibida la autoliquidación, los órganos de gestión procederán a su examen, generalmente mediante el tratamiento informativo. Este tratamiento informático permitirá:

a) Detectar los errores en la aplicación de normas o la desviación respecto de los criterios que la Administración considera correctos.

b) El cruce de los datos de la declaración con los que obran en poder de la Administración, suministrados por el propio sujeto pasivo o por terceros.

Los supuestos están en el art. 131 LGT:

<<A) Cuando la declaración o autoliquidación del obligado tributario adolezca de defectos formales o incurra en errores aritméticos.

B) Cuando los datos declarados no coincidan con los contenidos en otras declaraciones presentadas por el mismo obligado o con los que obren en poder de la Administración tributaria.

C) Cuando se aprecie una aplicación indebida de la normativa que resulte patente de la propia declaración o autoliquidación presentada o de los justificantes aportados con la misma.

D) Cuando se requiera la aclaración o justificación de algún dato relativo a la declaración o autoliquidación presentada, siempre que no se refiera al desarrollo de actividades económicas.>>

Se trata de una comprobación puramente formal. Se trata de depurar errores aritméticos o incorrecciones patentes en la aplicación de las normas, o bien de aclarar discrepancias entre los datos incluidos en la declaración y los que obran en poder de la propia Administración. La letra D) se refiere a la posibilidad de solicitar aclaraciones pero excluye las relativas al desarrollo de actividades económicas. Por tales haya que entender las correspondientes al ejercicio de actividades profesionales o empresariales. En estos casos, la indagación, podrá ser llevada a cabo sólo en un procedimiento de comprobación limitada o en inspección.

Los supuestos que contiene el precepto citado se darán fundamentalmente en el IRPF de contribuyentes de nivel no elevado.

El plazo de duración máxima del procedimiento será el general de SEIS MESES. Las fases de su desarrollo son:

6) Iniciación.- El procedimiento se inicia mediante requerimiento al sujeto para que aclare las discrepancias observadas. En los casos en que la Administración esté en condiciones de llegar al cálculo correcto sin necesidad de ulterior colaboración del sujeto pasivo, el procedimiento podrá abrirse directamente con la propuesta de liquidación. Es el supuesto que se conoce en la práctica como <<liquidaciones paralelas>>, porque se suelen presentar a doble columna, en la primera la declaración del sujeto pasivo y al lado, en una segunda columna, la del ordenador.

7) Comparecencia del obligado.- El procedimiento proseguirá con la comparecencia del obligado, o respuesta, al requerimiento para cumplimentar las aclaraciones o presentar los datos que le hayan sido pedidos, en definitiva, para manifestar su posición respecto de la manifestada por la Administración en el requerimiento que ha dado inicio al procedimiento. En los casos en que éste contenga ya la propuesta de liquidación, la comparecencia se podrá hacer mediante el escrito de alegaciones.

Cuando la disputa se centre en cuestiones de hecho, hay que tener en cuenta que los incluidos por el sujeto pasivo en su autoliquidación sólo podrán ser contradichos aportando la prueba en contrario. Si la discrepancia surge respecto de datos que tiene en su poder la Administración por haber sido suministrados por terceros, la Administración deberá proceder a su contrastación, requiriendo al indicado tercero para que los ratifique con aportación de la prueba correspondiente. Este requerimiento al tercero suspenderá, el cómputo del plazo para resolver.

8) Propuesta de liquidación, salvo en el caso de que ya se hubiera incluido en el requerimiento inicial. En este caso, si el sujeto ha presentado objeciones, el respeto a las garantías del contribuyente requerirá un acto expreso de confirmación de la propuesta inicial.

9) Alegaciones.- La ley no señala plazo.

10) Terminación.- La forma normal de terminar el procedimiento será la del acto de liquidación provisional.

Cabe también la resolución expresa, en la que, acogiéndose las alegaciones del sujeto pasivo, se estime que no procede practicar liquidación. Este acto equivale en sus efectos a la práctica de una liquidación provisional. También puede terminar el procedimiento mediante la subsanación, aclaración o justificación de la discrepancia o suministro del dato requerido, a satisfacción de la Administración.

Otra forma de terminación del procedimiento es la que se presenta cuando, a la vista de lo actuado, la Administración decide que es necesario profundizar en las averiguaciones y, a tal fin, abre un procedimiento de comprobación limitada o de inspección.

El procedimiento puede terminar por caducidad, si se sobrepasa el plazo general de SEIS MESES desde la iniciación. En este caso, la Administración podrá volver a iniciar el procedimiento dentro del plazo de prescripción.

6. El procedimiento de comprobación limitada.

Introducción.- Es como una <<miniinspección>>. La comprobación limitada se producirá en aquellos casos en que se considere necesario ir más allá de la simple verificación formal, pasando a indagaciones de carácter inquisitivo.

Supuestos.- La LGT no establece expresamente en qué supuestos se podrá recurrir a la comprobación limitada. Se refiere solamente la comprobación de <<los hechos, actos, situaciones, elementos, actividades, explotaciones y demás circunstancias determinantes de la obligación tributaria>> y sobre todo, a los medios admitidos para esta comprobación.

Los supuestos en los que procede la comprobación limitada son:

a) Los casos en que el sujeto no ha presentado declaración o autoliquidación.

b) Los supuestos en los que es necesaria alguna indagación o incluso simple aclaración relacionada con el ejercicio de actividades económicas.

Concepto.- Lo que define al procedimiento de comprobación limitada son los medios o actuaciones a que se puede recurrir en el mismo. Según el art. 136 LGT estos pueden ser:

<<A) Examen de los datos consignados por los obligados tributarios en sus declaraciones y de los justificantes presentados o que se requieran al efecto.

B) Examen de los datos y antecedentes en poder de la Administración que pongan de manifiesto la realización del hecho imponible o del presupuesto de una obligación tributaria, o la existencia de elementos determinantes de la misma no declarados o distintos a los declarados por el obligado tributario.

C) Examen de los registros y demás documentos exigidos por la normativa tributaria y de cualquier otro libro, registro o documento de carácter oficial con excepción de la contabilidad mercantil, así como al examen de las facturas o documentos equivalentes que sirvan de justificante de las operaciones incluidas en los libros y registros.

D) Requerimientos a terceros para que aporten la información que se encuentren obligados a suministrar con carácter general o para que la ratifiquen mediante la presentación de los correspondientes justificantes.>>

El elemento diferencial se encuentra en la posibilidad de examinar los documentos y registros fiscales y en la posibilidad de requerir información a terceros. Estos dos elementos dan idea de que este procedimiento será el empleado para la comprobación de empresarios y profesionales.

Queda excluida la contabilidad mercantil, de manera que lo que se examinarán serán los registros fiscales que deben llevar los empresarios y profesionales, especialmente en el régimen de estimación directa simplificada del IRPF y en el de estimación objetiva por módulos del IVA.

Por lo que hace a la información que se puede requerir a terceros existe también un importante límite:

<<En ningún caso se podrá requerir a terceros información sobre movimientos financieros, sin perjuicio de que se pueda solicitar al obligado tributario la justificación documental de operaciones financieras que tengan incidencia en la base o en la cuota de una obligación tributaria.>>

En el ámbito de la comprobación limitada queda excluida la posibilidad de indagar sobre los movimientos de cuentas bancarias del obligado tributario, aunque sí que se le podrá exigir la justificación documental de las operaciones. Pero sin posibilidad de dirigirse a la entidad bancaria para que facilite los movimientos de la cuenta.

Desarrollo del procedimiento.-  La ley no deja claro cuáles son los órganos competentes para desarrollar y resolver este procedimiento. Al enumerar las funciones de los órganos de inspección se mencionan entre ellas las de realizar actuaciones de comprobación limitada. Pero no queda claro si esa competencia corresponde en exclusiva a los órganos de inspección o puede ser ejercida también por los de gestión.

En cuanto a las circunstancias de lugar y tiempo, hay que señalar que las actuaciones se llevarán a cabo en las oficinas de la Administración. Sólo se realizarán en los locales de la actividad cuando se trate de realizar comprobaciones censales o relativas a la aplicación de medios objetivos de tributación.

El plazo para desarrollar el procedimiento hasta su finalización es el general de SEIS MESES. Las fases de desarrollo son:

1) Iniciación.- El procedimiento se iniciará de oficio, mediante comunicación en la cual deberá detallarse la naturaleza y alcance de las actuaciones a desarrollar, y se informará al obligado de sus derechos y obligaciones. La comunicación inicial podrá incluir la propuesta de liquidación cuando la Administración cuente en su poder con los datos necesarios para llevarla a cabo.

2) Comparecencia del obligado.- En el día y hora señalados, para aportar los documentos y demás elementos solicitados. Seguida, en su caso, de las actuaciones que sea necesario desarrollar. Las actuaciones se documentarán en diligencias idénticas a las extendidas en el procedimiento de inspección.

3) Propuesta de liquidación.- Debidamente motivada y apertura del plazo para alegaciones. En determinados casos, esta propuesta puede quedar incorporada en la propia comunicación de inicio de las actuaciones.

4) Alegaciones.- El plazo para este trámite será el que fije la normativa reglamentaria.

5) Liquidación.- El acto de liquidación será la forma normal de terminación del procedimiento. En él deberán especificarse, además de los elementos de la deuda, las actuaciones desarrolladas para llegar a su fijación, con una relación de hechos y fundamentos de derecho que sustentan la resolución. Si ésta es de confirmación de la propuesta, bastará con reproducir la motivación contenida en ésta, aunque deberá darse cuenta de por qué no se han tenido en cuenta las alegaciones. Si la liquidación se aparta de la propuesta, deberá justificar el cambio. La resolución podrá también pronunciarse en el sentido de que no procede rectificar la autoliquidación del obligado tributario. 

6) Otras formas de terminación.- El procedimiento puede terminar también por caducidad, si se supera el plazo máximo de SEIS MESES. En este caso, se podrá abrir un nuevo procedimiento dentro del período de prescripción. También podrá terminar si la Administración estima que es procedente abrir un procedimiento de inspección propiamente dicho.

Efectos.- El art. 140 LGT especifica que:

<<1. Dictada resolución en un procedimiento de comprobación limitada, la Administración tributaria no podrá efectuar una nueva regularización en relación con el objeto comprobado al que se refiere el párrafo a) del apartado 2 del artículo anterior salvo que un procedimiento de comprobación limitada o inspección posterior se descubran nuevos hechos o circunstancias que resulten de actuaciones distintas de las realizadas y especificadas en dicha resolución.

2. Los hechos y los elementos determinantes de la deuda tributaria respecto de los que el obligado tributario o su representante haya prestado conformidad expresa no podrán ser impugnados salvo que pruebe que incurrió en error de hecho.>>

La afirmación de que una liquidación es provisional significa que queda abierta la posibilidad de su rectificación o regularización mediante otro procedimiento dentro del plazo de prescripción. Sin embargo, el de las liquidaciones derivadas de comprobación limitada, la nueva regularización no podrá producirse mediante un procedimiento dirigido al mismo objeto, es decir, a la misma obligación y por el mismo período. De manera que la nueva regularización sólo podrá tener lugar cuando, de resultas de un procedimiento abierto en relación con otro objeto o con otro sujeto diferente, se descubran nuevos hechos o circunstancias.

Los hechos y los elementos determinantes de la deuda tributaria respecto de los que el obligado tributario o su representante hayan prestado conformidad expresa no podrán ser impugnados salvo que se pruebe que incurrió en error de hecho.

El procedimiento de comprobación abreviada es una quasi inspección. Y de hecho, la LGT lo sitúa entre las funciones propias de la inspección tributaria, aunque se cumple en fase de gestión.

Este procedimiento se practicará también en los casos de tributos gestionados mediante simple declaración del hecho imponible y sus circunstancias, en los casos en que el sujeto no haya presentado la declaración y sea necesario requerirlo para ello. Ese requerimiento será el de inicio de la comprobación limitada.

7. El procedimiento de devolución derivado de las normas de cada tributo.

Lo que se quiere decir es que este procedimiento de devolución derivada de las normas de cada tributo se distingue netamente del de devolución de ingresos indebidos. El art. 31. 1, 2º párrafo LGT establece que:

<<Son devoluciones derivadas de la normativa de cada tributo las correspondientes a cantidades ingresadas o soportadas debidamente como consecuencia de la aplicación del tributo.>>

La regulación de estas devoluciones y del procedimiento para practicarlas son muy simples. Los preceptos que interesan son el citado art. 31 y los artículos 124 a 127.

El plazo máximo de duración del procedimiento es de SEIS MESES hasta la práctica de la devolución (es lo que dicen las Leyes del IRPF, Impuesto de Sociedades e IVA). Cumplido ese plazo sin que la devolución se haya producido, por causas imputables a la Administración tributaria, se devengarán intereses de demora hasta la fecha del ingreso.

La tramitación es la siguiente:

Iniciación.-  Se inicia con una solicitud que puede aparecer incorporada al propio formulario de la autoliquidación o bien consistir en una comunicación de datos en los casos en que no existe obligación de declarar.

La solicitud se presentará dentro del plazo para presentar la autoliquidación o la comunicación de datos. Pero puede darse el caso de que la devolución no se derive de una autoliquidación o comunicación. Es lo que sucederá en los supuestos que hemos llamado marginales (p. ej., en el ITPAJD, al no existir en la normativa de los impuestos afectados plazo para la solicitud, ésta podrá presentarse en tanto no haya prescrito el derecho a formularla). 

Lo mismo sucederá en el caso de que la solicitud nazca de una autoliquidación presentada fuera de plazo. Y asimismo en los casos de petición de rectificación de la propia autoliquidación, siempre que la rectificación que se pida incluya una devolución.

Tramitación de la devolución.- Es necesario referirse a la normativa de cada tributo, que presenta caracteres uniformes. En el caso del IRPF y en el del Impuesto de Sociedades, la Ley ordena practicar una liquidación provisional en el plazo de SEIS MESES desde la finalización del plazo de presentación de la autoliquidación. Esa liquidación provisional podrá requerir actuaciones con el contribuyente. Si de esa liquidación provisional resulta que la suma de pagos a cuenta y retenciones efectivamente practicada supera el importe de la cuota líquida resultante de la autoliquidación, la Administración tributaria procederá a devolver de oficio el exceso sobre la citada cuota, sin perjuicio de la práctica de las ulteriores liquidaciones, provisionales o definitivas, que procedan.

La LGT no contiene ninguna referencia a la tramitación de la solicitud de devolución. Simplemente se limita a decir que ésta deberá practicarse en el plazo de SEIS MESES contados desde la finalización del plazo de autoliquidación o de comunicación de datos o desde la fecha de presentación de la solicitud.

Terminación del procedimiento.- El modo normal de terminación es la práctica de la devolución. Como se trata de un procedimiento iniciado a instancia de parte, la caducidad que podrá producirse es la imputable a la inactividad del propio obligado tributario que conduzca a la paralización del procedimiento.

Podrá terminar por el inicio de un procedimiento de verificación de datos, de comprobación imitada o de inspección, sin perjuicio de la obligación de satisfacer el interés de demora sobre la devolución que finalmente se pueda practicar.

8. El procedimiento de rectificación de la autoliquidación a instancia del obligado tributario.

Un caso que puede darse es el del sujeto que presenta su autoliquidación, ateniéndose a los criterios contenidos en la doctrina sentada por la Administración, pero que entiende que la aplicación correcta de la Ley le permitiría hacerla de otra manera, determinando una deuda inferior o incluso una devolución. 

También puede darse el caso del sujeto que, una vez presentada la autoliquidación cae en la cuenta de que era otra, y más favorable, la que debería haber presentado.

El art. 120. 3 LGT 2003 reconoce el derecho del obligado tributario a solicitar la rectificación de la autoliquidación:

<<Cuando un obligado tributario considere que una autoliquidación ha perjudicado de cualquier modo sus intereses legítimos, podrá instar la rectificación de dicha autoliquidación de acuerdo con el procedimiento que se regule reglamentariamente.>> 

Por lo que se refiere al procedimiento propiamente dicho, habrá que estar a lo que disponga la normativa reglamentaria. En todo caso, respecto al plazo para instar la rectificación, ésta podrá ser solicitada en tanto no haya prescrito el derecho.

9. Declaraciones y autoliquidaciones presentadas fuera de plazo de manera espontánea.

Un procedimiento especial es el de las declaraciones o autoliquidaciones presentadas de forma extemporánea, vencido el plazo para hacerlo, pero de manera espontánea, antes de que se hayan iniciado actuaciones de la Administración tributaria. Son las que se conocen en la práctica con el nombre de <<complementarias>>.

Sin embargo, en lugar de este régimen, que es el aplicable cuando el deber de declara se ha cumplido a requerimiento de la Administración, cuando se trata de una conducta espontánea se aplican, como medida subrogatoria de las sanciones, los recargos.

¿Qué se entiende por declaración o autoliquidación espontánea?. La que se lleva a cabo sin requerimiento previo, es decir, antes de que se haya producido <<cualquier actuación administrativa realizada con conocimiento formal del obligado tributario, conducente al reconocimiento, regularización, comprobación, inspección, aseguramiento y liquidación de la deuda tributaria.>>
¿Cuáles son los efectos que se derivan de la presentación de una <<complementaria>>?. El devengo de los recargos, que son de las siguientes cuantías:

a) Si el retraso no pasa de TRES MESES: 5%.

b) Si el retraso no pasa de SEIS MESES: 10%.

c) Si el retraso no pasa de DOCE MESES: 15%.

d) Si el retraso no pasa de VEINTE MESES: 20%.

En los tres primeros casos, cuando la <<complementaria>> se presenta dentro de los doce meses, se liquidará el recargo pero sin exigir intereses de demora por el retraso: los recargos absorben la deuda de intereses. En cambio, a partir de los doce meses, empiezan a devengarse intereses. Ésta ha sido la fundamental innovación de la LGT en este punto, pues hasta ahora los intereses en el caso de retraso superior a doce meses se aplicaban desde la fecha de cumplimiento del plazo reglamentario. Ahora sólo se exigirán los devengados desde el cumplimiento de los doce meses.

En lo respecto a los aspectos procedimentales:

1) Si la <<complementaria>> es una declaración, que debe ser seguida de acto de liquidación, el procedimiento será de procedimiento iniciado mediante declaración.

2) Si la <<complementaria>> es una autoliquidación (acompañará ingreso), será necesario un acto de liquidación: el relativo a la liquidación del recargo (e intereses de demora si proceden).

En el último apartado del art. 27 LGT menciona:

<<Para que pueda ser aplicable lo dispuesto en este artículo, las autoliquidaciones extemporáneas deberán identificar expresamente el período impositivo de liquidación al que se refieren y deberán contener únicamente los datos relativos a dicho período.>>

¿A qué situación se refiere este precepto?. A la que se registra en aquellos casos en que un sujeto omite, total o parcialmente, la autoliquidación de la deuda por un período determinado y posteriormente subsana esta omisión, incluyendo las cantidades omitidas en la declaración del siguiente período, pero sin advertirlo expresamente, englobadas en las cantidades de dicho período. 

El precepto de la LGT aclara que para que una declaración retrasada se beneficie del régimen de las <<complementarias>> ha de ser identificada como tal y presentarse de modo separado de las otras declaraciones. Si no estaremos en <<falsas complementarias>>, que, aunque hayan subsanado el perjuicio económico inicial, se consideran constitutivas de infracción.

                                                                       Fin

TEMA 14

LA INSPECCIÓN DE LOS TRIBUTOS.

1. Introducción.

La inspección es la actividad o función que tiene por objeto de investigación y comprobación de la situación tributaria de los obligados tributarios, más allá de los controles que hemos visto en la fase de gestión.

En el pasado, las actividades de gestión (liquidación) y las de inspección o comprobación estaban rígidamente separadas en dos procedimientos diversos e incluso encomendados a órganos diferentes. Las liquidaciones derivadas de las actuaciones de inspección debían ser realizadas por los propios órganos liquidadores, los cuales, a su vez, no entraban a realizar actividades de comprobación. Esta barrera se rompió en los 80 , cuando a l a Inspección se atribuyeron competencias de liquidación y la gestión y tratamiento de las autoliquidaciones extendió la gestión a actividades de comprobación, aunque limitadas. Conviene subrayar que la comprobación que tiene lugar en fase de inspección alcanza un carácter inquisitivo del que carecen las actuaciones de control en vía de gestión.

A diferencia de la gestión, que presenta el carácter masivo que hemos resaltado, la inspección se desarrolla de manera singularizada respecto de obligados seleccionados, mas allá de la selección derivada del simple tratamiento informático de las declaraciones. Otra diferencia importante es que la fase de gestión, incluidos los procedimientos de verificación de datos y de comprobación limitada, se cumple normalmente en un período concentrado de tiempo y de manera separada para cada figura tributaria. Los procedimientos de inspección se desarrollan en un período amplio de tiempo, en tanto no se haya cumplido el plazo cuatrienal de prescripción. Cuando hablamos de un período amplio de tiempo, queremos decir es que las actuaciones de gestión o de comprobación formal se agolpan en un período de tiempo reducido, en una <<campaña>>. En cambio, los procedimientos de inspección se van abriendo a lo largo de los año que median entre la presentación de la declaración y los cuatro años que separan este momento del de consumación de la prescripción de la acción para comprobar.

Otro elemento de diferenciación es el ámbito objetivo de la comprobación. Los procedimientos de gestión se refieren a una obligación determinada, por el hecho imponible o presupuesto correspondiente a un período determinado (p. ej., el IRPF del año x). En cambio, cuando se trata de un procedimiento de inspección, las actuaciones se extienden a la comprobación del conjunto de la situación tributaria del sujeto, en relación con diferentes obligaciones (p. ej., cuando se abre un procedimiento de inspección en relación con una sociedad, lo usual será que se investigue su situación respecto del Impuesto de Sociedades, del IVA, de las retenciones a los trabajadores, proveedores, etc).

Existe otro elementos de distinción: las actuaciones en vía de gestión dan lugar a liquidaciones provisionales, mientras que en la de inspección la regla general es la terminación con liquidación definitiva.

2. Funciones de la Inspección.

El cometido esencial de la inspección es la investigación y comprobación: Investigación de los supuestos de hecho de las obligaciones tributarias para el descubrimiento de los que sean ignorados por la Administración y comprobación de la veracidad y exactitud de las declaraciones presentadas por los obligados tributarios. Se comprueba lo declarado, se investiga lo no declarado.

En realidad, las cosas no son tan simples: no existe un procedimiento de investigación y otro de comprobación.  La comprobación de la situación tributaria de un sujeto pasivo incluye no sólo el examen de lo que ha declarado sino también la investigación de lo que pueda haber ocultado, es decir, de lo que no ha declarado o ha falseado en su declaración. En todo caso, lo importante es que esta función de investigación y comprobación termina por sustanciarse en un procedimiento, al que llamaremos indistintamente procedimiento de inspección o de comprobación.

La principal función de la inspección es la investigación y comprobación, a las cuales se añaden otras, en una lista enumerada en el art. 141 LGT:

<<Son funciones de la inspección tributaria las siguientes:

a) La investigación de los supuestos de hecho de las obligaciones tributarias para el descubrimiento de los que sean ignorados por la Administración.

b) La comprobación de la veracidad y exactitud de las declaraciones presentadas por los obligados tributarios.

c) La realización de actuaciones de obtención de información relacionadas con la aplicación de los tributos, de acuerdo con  lo establecido en los artículos 93 y 94 de esta Ley.

d) La comprobación del valor de derechos, rentas, productos, bienes, patrimonios, empresas y demás elementos, cuando sea necesaria para la determinación de las obligaciones tributarias, siendo de aplicación lo dispuesto en los artículos 134 y 135 de esta Ley.

e) La comprobación del cumplimiento de los requisitos exigidos para la obtención de beneficios o incentivos fiscales y devoluciones tributarias, así como para la aplicación de regímenes tributarios especiales.

f) La información a los obligados tributarios con motivo de las actuaciones inspectoras sobre sus derechos y obligaciones tributarias y la forma en que deben cumplir estas últimas.

g) La práctica de las liquidaciones tributarias resultantes de sus actuaciones de comprobación e investigación.

h) La realización de actuaciones de comprobación limitada, conforme a lo establecido en los artículos 136 a 140 de esta Ley.

i) El asesoramiento e informe a órganos de la Administración.

j) La realización de las intervenciones tributarias de carácter permanente o no permanente, que se regirán por lo dispuesto en su normativa específica y, en defecto de regulación expresa, por las normas del presente Capítulo con exclusión del art. 149.

k) Las demás que se establezcan en otras disposiciones o se le encomienden por las autoridades competentes.>>

En un intento de sistematizar esta lista, diremos que las funciones de inspección se extienden a aquellas actuaciones derivadas de la propia comprobación, como es el caso de las liquidaciones con que culminará el procedimiento, o bien auxiliares respecto de ella (p. ej., la obtención de información, de la comprobación del valor de bienes, rentas, etc.), la comprobación y control de los beneficios fiscales, la redacción de informes. Además, existirán otras funciones, ya al margen del procedimiento de comprobación (p. ej.,  el asesoramiento a otros órganos de la Administración).

3. Los planes de Inspección.

Las actuaciones de inspección tienen un carácter selectivo, entendiéndose sólo con aquellos sujetos que, dentro de la masa general de obligados, presenten unas características que hagan aconsejable la inspección. La selección de los contribuyentes a inspeccionar constituye una actividad discrecional, cuyo ejercicio reviste una extraordinaria importancia.

Una de las garantías fundamentales que debería considerarse incluida en el estatuto del contribuyente es la de la protección contra la arbitrariedad en el uso de facultades discrecionales como la presente. Ello comporta, no solamente que el ejercicio de esta facultad sea reservado a órganos de un cierto nivel, por encima de los que desempeñan materialmente la inspección, sino también que los criterios con los cuales se confecciona la <<muestra>>, sean criterios objetivos y con posibilidad de ser conocidos por los propios sujetos, a fin de garantizar el control de las eventuales desviaciones.

El RGIT (Reglamento General de la Inspección Tributaria) dedica a esta cuestión un Capítulo. En él se prevé la confección de un Plan Nacional de Inspección, elaborado por el Ministerio de Economía y Hacienda anualmente.

El panorama de la regulación de los planes en el RGIT fue alterado por la Ley de Derechos y Garantías, que estableció que cada año se harán públicos los criterios del Plan Nacional de Inspección. Por su parte, la LGT habla de un Plan General de Control Tributario de carácter reservado, sin perjuicio de hacer públicos los criterios que lo inspiren.

Lo que viene a consagrarse en la LGT 2003 no es más que lo que ya era práctica en el funcionamiento de la Agencia desde hace unos años. Cada año la Agencia publica, mediante Resolución de su Dirección General, las directrices del Plan General de Control Tributario.

Documentación de las actuaciones inspectoras.-  Los documentos a través de los cuales se expresa la inspección son los siguientes:

1) Las comunicaciones, que se usan para dirigirse a los obligados sujetos a inspección: desde la notificación del inicio de actuaciones hasta las que puedan producirse para efectuar requerimientos.

2) Las diligencias son documentos de constancia de hechos, así como de las manifestaciones del obligado tributario.

3) Los informes se emitirán de oficio o a petición de terceros. Aparte de los que se dirijan a otras autoridades (p. ej., los que se hagan llegar a la autoridad judicial en los supuestos de delito fiscal).

4) Las actas. Son los documentos más importantes en el procedimiento de inspección. Las actas sirven para documentar el resultado de las actuaciones realizadas en la fase de instrucción del procedimiento, en la fase que se desarrolla ante el funcionario inspector al que se identifica precisamente como actuario. El contenido esencial de las actas es la propuesta de resolución, que deberá ir precedida de la relación de hechos y fundamentos de derecho. Las actas tienen naturaleza de documentos públicos y hacen prueba de los hechos contenidos en ella, que prevalecerán salvo prueba en contrario.

4. El procedimiento de inspección. Objeto. Fases y alcance.

Objeto.- El procedimiento de inspección se entabla con la finalidad de comprobar la situación tributaria de un determinado obligado. En el curso de esa comprobación podrán realizarse actuaciones de investigación para descubrir elementos ocultados o no declarados por el sujeto. En virtud del resultado de la comprobación e investigación se procederá a la regularización de la situación tributaria del sujeto, que será el elemento final del procedimiento.

Fases.- En el procedimiento se pueden distinguir dos fases:

a) Instrucción, que comprende las actuaciones de comprobación e investigación propiamente dichas, que concluirán con la firma del acta, exponiendo el resultado de las actuaciones y la propuesta de regularización. Esta fase se desarrolla con el inspector actuario.

b) Resolución, que concluirá con el acto de liquidación o con la declaración de que no procede ninguna regularización. La competencia en esta fase está atribuida a un funcionario diferente del actuario.

Alcance.- Hay que distinguir entre las de carácter general, que constituyen la regla general y las de carácter parcial. La delimitación entre una y otra se establece en el art. 148. 2 LGT:

<<Las actuaciones inspectoras tendrán carácter parcial cuando no afecten a la totalidad de los elementos de la obligación tributaria en el período objeto de la comprobación y en todos aquellos supuestos que se señalen reglamentariamente. En otro caso, las actuaciones del procedimiento de inspección tendrán carácter general en relación con la obligación tributaria y período comprobado.>>

La diferencia introducida por la LGT 2003 respecto de la normativa anterior es importante. En dicha norma anterior, contenida en el Reglamento de Inspección, se caracterizaban como actuaciones de carácter general las que tuvieran por objeto la verificación en su totalidad de la situación tributaria e un sujeto pasivo u obligado tributario. La nueva regulación toma como elemento de referencia cada obligación tributaria singular: si ésta es objeto de comprobación en la totalidad de sus elementos, las actuaciones serán de alcance general y darán como resultado una liquidación definitiva (p. ej., tendrán alcance general la comprobación del IRPF del Sr. X correspondiente al ejercicio Y. Será de alcance parcial, la comprobación realizada al mismo Sr. X, en relación con el IRPF del ejercicio Z, pero sólo en lo concerniente a las operaciones de venta de inmuebles producidas en ese período).

De las actuaciones de alcance general resultan liquidaciones definitivas, mientras que las de carácter parcial dan lugar a liquidaciones provisionales. Esto es lo que justifica que en el caso de que se entable un procedimiento de alcance parcial, se reconozca la facultad al sujeto investigado de solicitar que las actuaciones tengan alcance general.

5. Iniciación del procedimiento inspector.

El procedimiento de inspección puede iniciarse de oficio o a instancia del propio obligado tributario, aunque esta segunda posibilidad está limitada sólo en aquellos supuestos en que, recibida una comunicación de inicio de actuaciones de carácter parcial, el sujeto solicite que se abran actuaciones de carácter general. La solicitud deberá formularse en el plazo de 15 días desde la notificación del inicio de actuaciones de alcance parcial. La Administración deberá iniciar la comprobación de carácter general en el plazo de SEIS MESES. Si no lo hace así, aunque se hubiera empezado actuaciones, no se tendrá por producido el efecto de interrupción de la prescripción.

Las diferentes modalidades de la iniciación de oficio son:

1) Por propia iniciativa de la Inspección, conforme a los Planes Generales.

2) Como consecuencia de orden superior escrita y motivada. Se entiende que es una forma extraordinaria, en cuanto se aparta de las actuaciones previstas en la planificación y, por eso, se exige la forma escrita y la motivación de la orden.

La iniciación del procedimiento deberá ser notificada convenientemente al sujeto pasivo u obligado tributario, señalándole día y hora para la personación, comunicándole la naturaleza y alcance de las actuaciones. Cuando se estime conveniente, la Inspección podrá personarse directamente sin previo requerimiento en las oficinas o instalaciones del sujeto a inspeccionar.

Los efectos de la iniciación del procedimiento son los siguientes:

a) Interrupción del plazo de prescripción del derecho para determinar las deudas tributarias y de la acción para imponer sanciones.

b) La iniciación de las actuaciones inspectoras impide considerar como espontáneo el pago o, en general, las declaraciones o autoliquidaciones producidas con posterioridad. Iniciado el procedimiento de inspección, no cabe presentar <<complementarias>>.

c) Es válido para las declaraciones relativas al cumplimiento del deber de colaboración, en aquellos casos en que éste es exigido de forma general, sin requerimiento previo.

d) Se tendrán por no presentadas las consultas que se planteen en relación con la materia sobre la que ha de versar la actuación inspectora.

6. Instrucción del procedimiento inspector. Desarrollo.

A) Lugar y horario.

Las actuaciones deberán desarrollarse en presencia del interesado, que podrá ser asistido por un asesor, que podrá actuar asimismo como representante si es apoderado de ellos.

En todo caso, el sujeto deberá comparecer ante la Inspección en el día y hora señalados en el requerimiento. Si no lo hiciere, le será dirigido un segundo requerimiento, con apercibimiento de que la falta de atención al mismo podrá ser considerada resistencia a la actuación inspectores a los efectos sancionadores que procedan. 

Cuando el Inspector se persone sin previo requerimiento deberá atenderle de encontrarse presente. Si no estuviera, le será dirigido requerimiento.

Lugares para el desarrollo de los actos de la Inspección: el del domicilio fiscal del sujeto investigado o su representante, el de realización de las actividades gravadas, el de aquel en que se halle la prueba del hecho imponible y las propias oficinas de la Administración. Corresponde a la Inspección determinar el lugar en cada caso, aunque, respecto de la práctica de las operaciones de comprobación, debe respetar determinados criterios:

1) Cuando se trate de sujetos obligados a la llevanza de contabilidad (profesionales o empresarios), el examen de los libros y de la documentación deberá realizarse, en principio, en los locales donde se hallen tales libros y documentos. No obstante, la Inspección podrá examinar en sus oficinas las copias en cualquier soporte de los mencionados libros y documentos.

2) Cuando se trate de sujetos que no desarrollen actividades empresariales o profesionales, los documentos o justificantes serán examinados por la Inspección en los propios locales de la Administración.

Horario.- Será el del horario oficial, cuando se actúe en las oficinas de la Administración y el de la jornada laboral de la actividad del investigado, cuando se actúe en sus locales, salvo acuerdo en contrario.

B) Facultades inspectoras.

Los funcionarios encargados de esta tarea tienen la consideración de agentes de la autoridad, a los que las autoridades públicas prestarán auxilio y protección. En el desarrollo del procedimiento, al funcionario que actúe en cada fase corresponderá la función de impulso del mismo y tendrá la facultad de efectuar requerimientos a los sujetos inspeccionados, así como a los terceros a los que se solicite información respecto de datos con relevancia para el desarrollo del mismo.

La Inspección tendrá las siguientes facultades: las de examen de documentos, libros, etc., incluida la contabilidad de los sujetos inspeccionados; la facultad de realizar inspecciones o controles físicos de bienes, explotaciones, etc; y la facultad de acceso a las fincas, locales de negocio, etc.

En relación con la facultad de acceso a las fincas, si el dueño de ésta o la persona a cargo del local manifestara oposición a esta entrada, se requerirá autorización escrita del órgano que se determine reglamentariamente (en la LGT 1963 éste era el Delegado o Subdelegado de Hacienda). Cuando se trate del acceso al domicilio será necesaria la autorización judicial.

Entre las facultades de que dispone la inspección se encuentra la de investigar las cuentas bancarias del obligado tributario, para lo cual podrá dirigirse a la entidad de crédito correspondiente, que tendrá el deber de facilitar su examen. Esta es una facultad que puede ejercerse en vía de inspección y que está vedada en la comprobación en fase de gestión.

Cuando se trate de examinar los movimientos de cuentas, el requerimiento a la entidad de crédito deberá ser autorizado por el órgano de la Administración que se determine reglamentariamente.

El concepto de <<resistencia u obstrucción>> a la acción de la Administración es definido mediante una referencia genérica a las actuaciones de dilación o entorpecimiento que se completa con referencia específica a los supuestos de incomparecencia reiterada, negativa a exhibir libros, registros o documentos, la negativa a facilitar los datos que sean requeridos o la negativa a facilitar la entrada en los locales.

C) Medidas cautelares.

Las medidas cautelares tendrán por finalidad impedir la desaparición o alteración de pruebas o que se niegue posteriormente su existencia o exhibición. Deberán ser proporcionadas y su adopción se hará con debida motivación. Serán limitadas en el tiempo, sin que puedan adoptarse aquellas que puedan producir un perjuicio de difícil o imposible reparación. Las medidas cautelares deberán ser ratificadas por el órgano competente para resolver el procedimiento y se levantarán tan pronto como desaparezca su necesidad.

Las medidas podrán consistir en el precinto, depósito o incautación de las mercancías o productos sometidos a gravamen, así como de archivos, locales o equipos electrónicos de tratamiento de datos que pueden contener la información de que se trate, siempre dentro de los límites de proporcionalidad.

D) Trámites de alegaciones y audiencia previa.

Con carácter previo a la formalización del acta (fase de instrucción), se dará trámite de audiencia al interesado para que pueda alegar lo que convenga a su derecho respecto de la propuesta de regularización que se incluirá en el acta. Para ello se le pondrá de manifiesto el expediente, pudiendo obtener copia (a su cargo) de los documentos que estime necesarios.

En el ámbito tributario se puede prescindir de este trámite cuando exista otro de alegaciones posterior a la propuesta de resolución y antes de la adopción de ésta. Y ésta es la regla aplicada en la generalidad de los procedimientos de la fase o vía de gestión. En el caso del procedimiento de inspección el trámite de audiencia antes de la propuesta de resolución 8antes de la firma del acta), es de obligado cumplimiento, excepto en los casos de actas con acuerdo.

7. Instructor del procedimiento inspector. Terminación. Las actas.

La fase de comprobación en sentido estricto, la que se lleva a cabo con el Inspector actuario, terminará con la redacción del acta, que contendrá el detalle de las actuaciones realizadas y de las pruebas obtenidas e incorporará la propuesta de regularización.

El contenido del acta aparece regulado en el artículo 153 LGT:

<<a) El lugar y fecha de su formalización.

b) El nombre y apellidos o razón social completa, el número de identificación fiscal y el domicilio fiscal del obligado tributario, así como el nombre, apellidos y número de identificación fiscal de la persona con la que se entienden las actuaciones y el carácter o representación con que interviene en las mismas.

c) Los elementos esenciales del hecho imponible o presupuesto de hecho de la obligación tributaria y de su atribución al obligado tributario, así como los fundamentos de derecho en que se base la regularización.

d) En su caso, la regularización de la situación tributaria del obligado y la propuesta de liquidación que proceda.

e) La conformidad o disconformidad del obligado tributario con la regularización y con la propuesta de liquidación.

f) Los trámites del procedimiento posteriores al acta, y cuando ésta sea con acuerdo o de conformidad, los recursos que procedan contra el acto de liquidación derivado del acta, órgano ante el que hubieran de presentarse y plazo para interponerlos.

g) La existencia o inexistencia, en opinión del actuario, de indicios de la comisión de infracciones tributarias.

h) Las demás que se establezcan reglamentariamente.>>

Clases de actas.- Cuestión esencial por las consecuencias que en el propio procedimiento de inspección se derivarán en cuanto a su tramitación y también por las consecuencias que de las diferentes clases de actas se producirán en el procedimiento sancionador que, eventualmente, se podrá abrir como derivación del procedimiento de inspección.

Las actas se clasifican en tres categorías:

a) Actas con acuerdo.

b) Actas de conformidad.

c) Actas de disconformidad.

8. Actas de disconformidad y de conformidad.

La tramitación posterior al acta irá encaminada a la resolución por parte del órgano competente para ello: el Inspector-Jefe. Éste examinará la propuesta contenida en el acta y en virtud de este examen establecerá nuevas actuaciones o dictará el acto final que proceda. La tramitación y el acto final difieren según cuál sea la clase de acta.

Actas de disconformidad.- Establecidas en el art. 157 LGT. Son aquellas en que el sujeto inspeccionado:

· Manifiesta expresamente su desacuerdo con el contenido del acta y fundamentalmente con la propuesta de resolución en ella contenida.

· Rehúsa la firma del acta.

La disconformidad expresa o tácita quedará reflejada de manera expresa en el acta. Ésta será acompañada de un informe del actuario justificando su propuesta (informe ampliatorio).

Extendida el acta, se abrirá el periodo de alegaciones ante el órgano competente para liquidar (el Inspector-Jefe). Este plazo será de quince días desde la firma del acta o desde su notificación si el interesado ha rehusado firmarla. El Inspector-Jefe podrá aún acordar la práctica de actuaciones complementarias. Finalmente, a la vista de las alegaciones y, en su caso, del resultado de las actuaciones complementarias, dictará el acto de liquidación, que pondrá fin al procedimiento.

Actas de conformidad.- Se regulan en el art. 156 LGT. Son aquellas que se extienden haciendo constar que el obligado tributario manifiesta expresamente su conformidad respecto de los hechos y de la propuesta de regularización contenida en el acta. El efecto fundamental, será la reducción de las sanciones que puedan imponerse en el procedimiento sancionador (-30%).

Al existir la conformidad del obligado, se prescinde del trámite de alegaciones y ni siquiera será necesaria la resolución o liquidación expresa por parte del Inspector-Jefe.

Una vez que recibe éste el acta, dispondrá de UN MES para confirmar expresamente la liquidación propuesta o bien para rectificarla por entender que en la propuesta de liquidación ha existido error en la apreciación de los hechos o indebida aplicación de las normas jurídicas. También podrá el Inspector-Jefe ordenar la rectificación de errores materiales o la práctica de nuevas actuaciones para completar el expediente.

En el caso de que el Inspector-Jefe considere directamente que su liquidación debe apartarse de la propuesta en el acta, deberá conceder al interesado un plazo de audiencia previa a la liquidación (tramite de alegaciones).

El Inspector-Jefe puede ordenar la práctica de nuevas actuaciones. Del resultado de ellas podrá resultar una nueva acta, la cual resultará de conformidad o de disconformidad y se tramitará en consecuencia.

9. Actas con acuerdo.

La regulación representa una de las principales novedades de la LGT 2003 y significa la plasmación en el ámbito tributario de la idea de terminación convencional del procedimiento administrativo. 

En el contenido del acta es fruto de un acuerdo, de una negociación entre la Administración y el obligado tributario. Lo importante es determinar en qué supuesto es posible plantear la negociación. Su régimen se contiene en el art. 155 LGT.

<< Cuando para la elaboración de la propuesta de regularización deba concretarse la aplicación de conceptos jurídicos indeterminados, cuando resulte necesaria la apreciación de los hechos determinantes para la correcta aplicación de la norma al caso concreto, o cuando sea preciso realizar estimaciones, valoraciones o mediciones de datos, elementos o características relevantes para la obligación tributaria que no puedan cuantificarse de forma cierta, la Administración tributaria, con carácter previo a la liquidación de la deuda tributaria, podrá concretar dicha aplicación, la apreciación de aquellos hechos o la estimación, valoración o medición mediante un acuerdo con el obligado tributario en los términos previstos en este artículo.>>

Los supuestos en que se hace posible llegar a acuerdos son los siguientes:

a) Cuando sea necesario concretar la aplicación de un concepto jurídico indeterminado.

b) Cuando se trata de fijar o de apreciar hechos.

c) Cuando sea preciso realizar valoraciones, estimaciones o mediciones.

En términos generales, cabe afirmar que el acuerdo podrá producirse cuando lo que esté en discusión entre el obligado tributario y el actuario sean cuestiones de hecho. Se trata de un acuerdo al que se llega con vistas a evitar un pleito.

Un campo privilegiado para este tipo de actas puede ser la estimación indirecta, en la cual la esencia del método radica justamente en la aplicación de indicios, cálculos y estimaciones.

En cuanto al contenido de las actas con acuerdo, deberán constar los siguientes elementos que enumera el art. 155. 2 LGT:

<<a) el fundamento de la aplicación, estimación, valoración o medición realizada.

b) Los elementos de hecho, fundamentos jurídicos y cuantificación de la propuesta de regularización.

c) Los elementos de hecho, fundamentos jurídicos y cuantificación de la propuesta de sanción que en su caso proceda, a la que será de aplicación la reducción prevista en el apartado 1 del artículo 188 de esta Ley, así como la renuncia a la tramitación separada del procedimiento sancionador.

d) Manifestación expresa de la conformidad del obligado tributario con la totalidad del contenido a que se refieren los párrafos anteriores.>>

Para  la firma del acta será necesaria la autorización del órgano competente para liquidar. Esta autorización podrá ser concedida previamente o en el mismo acto de suscripción del acta. La autorización o la eventual denegación podrá basarse tanto en consideraciones acerca de los elementos sobre los que se plantea el acuerdo, que ha de versar sobre los que describe la Ley.

Además del requisito de la autorización, existe otro requisito para la firma del acta con acuerdo: el obligado deberá depositar o garantizar, mediante aval bancario solidario, una cantidad suficiente para asegurar el cobro de las cantidades que se deriven del acta.

En las actas con acuerdo no existe propiamente fase de resolución, que el acuerdo hace innecesaria. La actuación del órgano de resolución se reducirá a la autorización para la firma del acta. A continuación dispondrá aún de DIEZ DÍAS para corrección de errores materiales y la práctica de liquidación derivada de esa corrección. Transcurrido ese plazo de diez días sin que se haya producido la indicada rectificación, la liquidación se entenderá producida y notificada en los términos contenidos en el acta.

Las actas con acuerdo  confunden en un solo acto la firma del acta y la resolución, sin necesidad de liquidación expresa posterior. En el mismo acto, se producirá prácticamente el pago:

1) Si el sujeto ha elegido la vía de depósito: transcurridos los diez días desde la firma y confirmada, la liquidación contenida en el acta, el depósito se aplicará al pago de la misma.

2)  Si el sujeto hubiera constituido aval bancario, el sujeto dispondrá del plazo de período voluntario para el pago, sin posibilidad de pedir aplazamiento o fraccionamiento.

3) Si no se produjera el ingreso en dicho período voluntario, se abrirá la ejecución en la que se hará efectivo el aval.

El acta con acuerdo significará la terminación del procedimiento de inspección, que incorporará el sancionador y que producirá la firmeza definitiva en vía administrativa, incluida la fase de reclamación, pues la firma del acta con acuerdo significará conformidad plena del sujeto, que no podrá impugnar en vía administrativa la liquidación. Sólo podrá plantear recurso en vía contencioso-administrativa por la existencia de vicios en el consentimiento o nulidad de pleno derecho.

En el acta con acuerdo cada una de las partes obtiene ventajas:

a) La Administración consigue eliminar la litigiosidad, con la renuncia por parte del obligado a la impugnación. Consigue además, una considerable simplificación de los trámites, de manera especial, al ahorrarse el procedimiento separado para la imposición de las sanciones. También se simplifica y asegura el pago, mediante el aval o depósito a la firma del acta.

b) El obligado tributario, además del acceso a la transacción sobre las cantidades a las que va referido el acuerdo, obtiene una considerable reducción en las sanciones (50%).

10. Duración de las actuaciones inspectoras.

En primer lugar, existe un límite general a la duración del procedimiento inspector, que es de DOCE MESES en principio, aunque susceptible de ampliación. En segundo lugar, existe otra limitación, que es la del tiempo máximo durante el cual el procedimiento puede estar interrumpido sin justificación, que es de SEIS MESES:

A) El período máximo de duración del procedimiento.

El  procedimiento de inspección se desarrolla en dos fases bien diferenciadas: la seguida ante el actuario, que concluye con la firma del acta, y la de resolución encomendad a otro órgano dentro de la propia Inspección.  La duración máxima del conjunto de estas dos fases es de DOCE MESES.

La regla general sobre cómputo de los plazos de resolución es que de este cómputo se descontarán los períodos de interrupción justificada que se especifiquen reglamentariamente y las dilaciones por causas no imputables a la Administración.

El plazo de DOCE MESES  puede ampliarse excepcionalmente, siempre que:

1) Que las actuaciones revistan especial complejidad, circunstancia ésta que se valorará en función del volumen de operaciones, de la dispersión geográfica de la actividad o de la aplicación de determinados regímenes especiales (p. ej., los de consolidación fiscal o transparencia fiscal internacional).

La ampliación podrá decretarse por un período adicional que no podrá exceder de otros DOCE MESES.

2) Que en el curso de las actuaciones se descubra que el sujeto ha ocultado alguna de sus actividades profesionales o empresariales. Es decir, cuando se descubra una actividad distinta de aquella respecto de la cual se inició la comprobación.

Existen otras incidencias que pueden afectar al plazo de duración de las actuaciones:

a) La primera de estas incidencias es la que se produce con el planteamiento de actuaciones en vía penal. Cuando en el curso del procedimiento se advierte la posibilidad de existencia de delito, la ley ordena suspender las actuaciones y remitir el tanto de culpa a la jurisdicción penal, o bien enviar lo actuado al Ministerio Fiscal para que sea éste quien ejerza la acción penal. En uno y otro caso, se producirá la suspensión del procedimiento y con ella el cómputo del plazo para su suspensión.

Las actuaciones en vía penal pueden concluir con una sentencia condenatoria, en la cual se incluirá así mismo la condena al pago de la deuda tributaria, como responsabilidad civil derivada del delito. Pero  puede darse el caso de que las actuaciones en la vía penal finalicen sin condena, o bien que la causa sea sobreseída o incluso que el Ministerio Fiscal desista de ejercer la acción penal, por no encontrar fundamento para ello. En todos los casos, las actuaciones volverán a la vía administrativa, al finalizar la situación de suspensión. El procedimiento de inspección proseguirá durante el período que restara en el momento en que se produjo la suspensión, pero con la posibilidad de acordar la ampliación del plazo de duración de las actuaciones por otros DOCE MESES.

b) La segunda de las incidencias es la que se produce en los casos en que, como consecuencia de la interposición de un recurso, el acto de liquidación que ha puesto fin al procedimiento de inspección resulta anulado, pero no con nulidad plena, sino con retroacción de las actuaciones para que éstas sean de nuevo desarrolladas a partir del momento en el que se registró el vicio que dio lugar a la anulación (p. ej.,  el de una insuficiente motivación de la comprobación de valores). En estos casos, la inspección deberá realizar dichas actuaciones en el espacio del período de DOCE MESES que quedara desde que se produjo el vicio en cuestión. Pero como una especie de válvula de seguridad, la Ley dice que este plazo restante será como mínimo de SEIS MESES y se computará desde la recepción del expediente por el órgano competente para ejecutar la resolución.

B) El período máximo de interrupción injustificada.

Durante el período de DOCE MESES más la ampliación que, en su caso, proceda, las actuaciones deberán desarrollarse con continuidad, sin interrupciones injustificadas. Estas interrupciones se podrán producir por:

· Inactividad del funcionario o unidad encargada de la instrucción, sin que pueda atribuirse a causas imputables al obligado tributario.

· Falta de resolución, una vez concluida la fase de instrucción o actuarial, con el acta.

Estas interrupciones nunca podrán exceder de SEIS MESES.

En relación con este periodo máximo de interrupción injustificada, debemos referirnos a la doctrina establecida por el Tribunal Supremo sobre las <<diligencias argucia>>: no se computarán como actuaciones que hacen salir de su inactividad al procedimiento aquellas que no estén efectivamente orientadas a hacer progresar dicho procedimiento; si se trata de actuaciones superfluas, simples pretextos para evitar que se alcancen los seis meses de inactividad, serán consideradas como <<diligencias argucias>> y no se tomarán en cuenta.

C) Consecuencia del incumplimiento de los plazos.

En el caso de que se superara el período de UN AÑO de que dispone la Inspección para desarrollar y terminar el procedimiento, la Ley establece que no se producirá la caducidad del procedimiento, que continuará hasta su terminación, pero se derivarán otras consecuencias:

1) No se considerará interrumpida la prescripción. El plazo de prescripción, cuyo cómputo fue interrumpido con la comunicación de inicio del procedimiento de inspección, se considerará no interrumpido. Si se hubiera llegado al límite de los CUATRO AÑOS, la prescripción se habrá producido y no cabrá ya reanudar el procedimiento. Si, por no haberse alcanzado este límite, la Administración dispusiera aún de la acción para liquidar la deuda, podrá reanudar las actuaciones mediante un acto similar al del inicio: el obligado tributario tendrá derecho a ser informado sobre los conceptos y períodos a que alcanzan las actuaciones que vayan a realizarse.

2) Los ingresos realizados desde el inicio del procedimiento hasta la reanudación de las actuaciones que hayan sido imputados por el obligado tributario, tendrán el carácter de espontáneos y darán lugar a la liquidación de recargos, pero no se apreciará existencia de infracción, ni delito fiscal.

3) El cómputo de intereses de demora se paralizará en la fecha de superación del plazo de los DOCE MESES. Aunque se reanuden las actuaciones  y se llegue a la liquidación, ésta no incluirá los intereses de demora posteriores a la superación del plazo.

                                                                                               Fin

TEMA 15

EL PROCEDIMIENTO DE RECAUDACIÓN.

1. El pago en periodo voluntario: Introducción. Competencia. Legitimación. Objeto.

Introducción.- El pago en período voluntario es la forma normal de extinción de la deuda tributaria. Al igual que sucede en la vida de la obligación en general, sólo cuando el deudor no ha procedido a cumplir su deuda se abre la vía para la ejecución sobre su patrimonio. Lo mismo sucede en el caso de la deuda tributaria, con la particularidad de que en este caso tanto el pago propiamente dicho como la ejecución patrimonial se producen en el marco de sendos procedimientos administrativos: el procedimiento en período voluntario y el procedimiento en período ejecutivo.

La LGT es sumamente parca acerca del procedimiento de pago o recaudación en periodo voluntario. Simplemente dice que la recaudación de la deuda tributaria podrá realizarse en periodo voluntario, mediante el pago o cumplimiento del obligado tributario en los plazos previstos, e inmediatamente pasa a la regulación del procedimiento de apremio.

Competencia.- Esta cuestión es abordada por el Reglamento General de Recaudación (RD 939/2005, de 29 de julio) en términos muy generales, evitando la mención de órganos concretos.

La función recaudatoria, en lo que hace a los recursos tributarios, se atribuye en el caso de la Hacienda estatal a la Agencia Estatal de Administración Tributaria. Se exceptúan las tasas gestionadas por Organismos Autónomos. A partir de esta genérica atribución de competencias, la especificación concreta de la organización recaudatoria se realizará mediante Resoluciones de la propia Agencia.

En cuanto a las Comunidades Autónomas y Corporaciones Locales, habrá que estar igualmente a lo que dispongan en ejercicio de sus facultades de organización de sus servicios.

En cuanto a la realización material del pago, el servicio de caja no se desempeña directamente por los órganos de recaudación, sino que viene atribuido a las entidades de depósito con las que la Administración tributaria lo convenga y que, asimismo, pueden actuar como entidades colaboradoras los Bancos, Cajas de Ahorro y Cooperativas de Crédito.

Inicio del procedimiento.- El presupuesto para la recaudación o ingreso es que la deuda tributaria tenga la consideración de exigible. Tienen este carácter las deudas que resulten de una autoliquidación o de un acto administrativo de liquidación. Aún habría que incluir el caso del pago mediante efectos timbrados.

El comienzo del periodo voluntario es sencillamente el momento en que estas deudas se ponen al cobro. Se distinguen tres supuestos:

a) El de la fecha de notificación de la liquidación.

b) La apertura del plazo recaudatorio cuando se trate de deudas de notificación colectiva y periódica (p. ej., tributos de recibo –Impuesto sobre Bienes Inmuebles, Impuesto Actividades Económicas y el Impuesto de Circulación-).

c) La fecha de comienzo del plazo para presentación de autoliquidaciones. 

Legitimación para realizar el pago.- El pago será realizado normalmente por el deudor (obligado tributario), a quien corresponde el deber de ingreso en cada caso: contribuyente, sustituto, retenedor, responsable. La cuestión que se plantea es la del pago por tercero. <<Cualquier persona puede efectuar el pago, salvo que al órgano competente para la recaudación le conste con carácter previo y fehaciente la oposición del deudor>>. Se trata de un fórmula que se aparta de la que emplea el art. 1158 Cc, que admite el pago por tercero, incluso en el supuesto de oposición expresa del deudor, aunque en este caso, el que pagó no podrá repetir del deudor más que aquello en lo que le hubiere sido útil el pago. En el ámbito tributario, para que la Administración pueda aceptar el pago por tercero será necesario que el deudor no le haya hecho llegar con anterioridad y de forma fehaciente su oposición.

La posición que en el procedimiento de recaudación ocupa el tercero que paga una deuda ajena es:

<<El tercero que pagase la deuda no estará legitimado para ejercitar ante la Administración los derechos que correspondan al obligado al pago. Sin embargo, podrá ejercitar los derechos que deriven a su favor exclusivamente del acto del pago>>.

La cuestión más importante que en relación con el tercero se ha planteado es la concerniente a la legitimación del tercero para reclamar la devolución de lo indebidamente satisfecho. La situación puede presentarse en la práctica en aquellos casos en que una de las partes de un contrato asume la obligación de satisfacer los impuestos correspondientes a la otra.

Hay que resaltar que dentro del propio procedimiento de recaudación el tercero que ha pagado una deuda de otro no está legitimado para ejercitar en dicho procedimiento los derechos o facultades que corresponden al obligado al pago (p. ej., no podrá el tercero ejercer la facultad de solicitar aplazamiento o fraccionamiento del pago).

¿Puede un tercero solicitar que una deuda de un determinado obligado tributario sea satisfecha mediante la compensación con un crédito propio frente al Tesoro?. La LGT admite que un obligado tributario que presenta una autoliquidación con derecho a devolución pueda solicitar que la devolución se aplique a la extinción de la deuda tributaria de un tercero. La LGT admite este tipo de compensación sólo en los casos en que la Ley de cada tributo lo establezca.

En cuanto a las facultades de repetición contra el deudor por parte del tercero, el art. 1158 Cc, establece:

<<El que pagare por cuenta de otro podrá reclamar del deudor lo que hubiese pagado, a no haberlo hecho contra su expresa voluntad.

En esta caso sólo podrá repetir del deudor aquello en que le hubiera sido útil el pago.>>

La única precisión que es necesario hacer concierne a la cuestión de la oposición del deudor. Si ésta se ha manifestado sólo al tercer pero no a la Administración, jugará la regla del Código Civil. Si la oposición se ha hecho llegar con carácter previo y de forma fehaciente a la Administración, la Administración no puede aceptar el pago.

2. El pago en periodo voluntario: Formas y medios. Lugar. Plazos. Aplazamiento y fraccionamiento.

Formas y medios de pago.- La LGT reconoce dos formas de pago: en efectivo y mediante efectos timbrados (ésta sólo se admitirá cuando así lo disponga reglamentariamente).

En cuanto al pago en especie podrá admitirse cuando una Ley lo disponga expresamente y en los términos y condiciones que se prevean reglamentariamente.

Por lo que se refiere a los medios de pago en efectivo, la LGT se refiere en primer lugar, al dinero de curso legal y a continuación enumera los siguientes medios:

a) Cheque.

b) Tarjeta de crédito y débito.

c) Transferencia bancaria.

d) Domiciliación bancaria.

e) Cualesquiera otros que se autoricen por el Ministerio de Economía y Hacienda.>>

Estos medios de pago serán utilizables en las condiciones y con los requisitos que para cada uno de ellos establece el Reglamento de Recaudación.

Lo normal será el pago en Bancos o Cajas de ahorro.

Por lo que se refiere a los efectos timbrados deberá producirse en aquellos casos en que lo indique la norma reguladora del tributo en cuestión (p. ej., arrendamientos, letras de cambio, tasas, etc.).

En cuanto al pago en especie en los casos en que se admite esta opción en la Ley de determinados tributos, ha de tratarse de bienes integrados en el Patrimonio Histórico. La normativa reglamentaria requiere la formalización de determinados trámites, entre los que sobresale la valoración de los bienes ofrecidos por el Ministerio de Cultura y la aceptación por el Director del Departamento de Recaudación.

Lugar del pago.- Cuando la recaudación se lleve a cabo directamente por la Administración tributaria correspondiente, se realizará en las Entidades que prestan el servicio de caja o en las Entidades colaboradoras autorizadas o bien en cualquier otro lugar que se establezca por el Ministerio de Economía y Hacienda.

En cuanto al ingreso en Entidades colaboradoras, las deudas que pueden satisfacerse a través de este conducto son: 

a) de las resultantes de autoliquidaciones realizadas en los modelos oficiales o por vía telemática.

b)  de las resultantes de liquidaciones practicadas por la Administración.

c) cualesquiera otras deudas, salvo aquellas que el Ministerio haya establecido que deben ingresarse obligatoriamente en las Entidades de depósito que prestan el servicio de caja.

Plazos de pago.- El tiempo para el pago de las deudas en período voluntario viene regulado en el art. 62 LGT:

1) Las deudas tributarias resultantes de una autoliquidación deberán pagarse en los plazos que establezca la normativa de cada tributo. Respecto de las autoliquidaciones presentadas fuera de plazo sin acompañar el ingreso, el plazo para ingreso en voluntaria finaliza ese mismo día: a partir de ese momento se abre el período ejecutivo.

2) Las deudas derivadas de liquidaciones administrativas individuales se pagarán en los siguientes plazos:

a) Las notificadas entre los días 1 y 15 de cada mes, hasta el día 20 del mes posterior o, si éste no fuera hábil, hasta el inmediato hábil siguiente.

b) Las notificadas entre los días 16 y último del mes, hasta el día 5 del segundo mes posterior o, si éste no fuera hábil, hasta el inmediato hábil siguiente.

3) Las deudas mediante liquidación administrativa pero gestionadas mediante un sistema de matrícula o padrón en el que, una vez notificada el alta, la recaudación se produce por recibo, mediante notificación colectiva y periódica (p. ej., tributos locales; en estos casos la Ley se remite al plazo establecido en las normas reguladoras –Ordenanzas Municipales-).

4) Las deudas que deban abonarse mediante efectos timbrados se pagarán en el momento de la realización del hecho imponible, si no se dispone otro plazo en su normativa específica.

Hay que referirse también al momento en que se entiende satisfecha la deuda tributaria:

a) Se entiende pagada en efectivo una deuda tributaria cuando se haya realizado el ingreso de su importe en las Cajas de los órganos competentes, oficinas recaudadoras o entidades autorizadas para su admisión.

b) Se entenderá pagada en efectos timbrados una deuda tributaria cuando aquéllos se utilicen en la forma que reglamentariamente se determine. 

c) Se entenderá pagada en especie, en el momento señalado en las normas que lo regulen.

Aplazamiento y fraccionamiento.- Podrá el obligado tributario solicitar su aplazamiento o fraccionamiento. El aplazamiento del pago es un incidente que puede producirse en el procedimiento de recaudación, siendo objeto de una decisión en el curso del mismo. Se diferencia del fraccionamiento que se produce ope legis en determinados supuestos (p. ej., cuota diferencial del IRPF, que se puede fraccionar en dos plazos con la simple indicación del obligado en su declaración-liquidación).

Las deudas tributarias podrán aplazarse o fraccionarse en los términos que se determinen reglamentariamente y previa solicitud del obligado tributario, cuando su situación económico-financiera le impida, de forma transitoria, efectuar el pago en los plazos establecidos. El fundamento que debe tener toda la solicitud de aplazamiento, es la objetiva situación de dificultad de tesorería.

En función de la situación, se decidirá sobre la solicitud. Entendemos que esta decisión no tiene carácter discrecional, sino reglado: si el sujeto prueba convenientemente que su dificultad es puramente de tesorería y, además, procede a garantizar la deuda en los términos requeridos, el aplazamiento debe ser concedido.

Existen deudas que no son susceptibles de aplazamiento: las que se satisfacen mediante el empleo de medios timbrados y las deudas de los retenedores y obligados a ingresos a cuenta.

Es requisito para conseguir el aplazamiento la prestación de garantía para asegurar el pago. La garantía normalmente exigida será aval bancario solidario. En determinados supuestos se admite el otro tipo de garantía: 

a) Cuando se justifique que no es posible obtener dicho aval o que su aportación compromete gravemente la viabilidad de la actividad económica, la Administración tributaria podrá admitir otra garantía (hipoteca, prenda, fianza personal y solidaria u otra que estime suficiente).

b) Se podrá admitir que en vez de una garantía en sentido técnico, el obligado solicite que se apliquen medidas cautelares.

c) Puede acordarse la dispensa de garantías cuando:

· Se trate de deudas de cuantía inferior a la que se fije reglamentariamente.

· El obligado carezca de bienes suficientes para garantizar la deuda y la ejecución de su patrimonio pudiera afectar sustancialmente al mantenimiento de la capacidad productiva y del nivel de empelo de la actividad económica respectiva.

· Pudiera producir graves quebrantos para los intereses de la Hacienda Pública.

La presentación de la solicitud de aplazamiento o fraccionamiento presentada dentro del plazo para pago en período voluntario impedirá el inicio del período ejecutivo. Dicha solicitud deberá incluir el ofrecimiento de garantía. El plazo para tramitar y resolver es de SEIS MESES, dentro de los cuales habrá de producirse resolución expresa:

a) Si la resolución fuera positiva, deberá prestarse la garantía ofrecida y la deuda resultará incrementada en los intereses devengados desde la finalización del periodo voluntario hasta el vencimiento del plazo concedido.

b) Si la resolución fuese negativa, se señalará el plazo de pago y se aplicarán intereses por el período transcurrido entre la finalización del período voluntario y la fecha de notificación del acuerdo.

Los intereses, que deberán igualmente ser cubiertos por la garantía, se devengarán incluso durante el período que medie entre el cumplimiento del plazo máximo de seis meses y el momento de la resolución.

3. El pago en periodo voluntario: Imputación. Consignación. Efectos.

Se llamas subrogados del pago (se conocen con este término , las obligaciones a la imputación de pagos y la consignación. Se trata en ambos casos de incidentes que pueden producirse en el momento de la realización material del pago, pero carácter subrogatorio en sentido estricto sólo lo tiene la consignación.

Imputación.- Es un incidente que se produce cuando existen varias deudas exigibles de un mismo obligado y el pago no alcanza a cubrirlas todas, de manera que se hace necesario determinar a cuál o cuáles de entre ellas se imputa el pago. En el art. 63 LGT especifica que:

<<1. Las deudas tributarias son autónomas. El obligado al pago de varias deudas podrá imputar cada pago a la deuda que libremente determine.

2. El cobro de un débito de vencimiento posterior no extingue el derecho de la Administración tributaria a percibir los anteriores en descubierto.>>
La primera frase rectifica la redacción anterior, que había sido criticada por la doctrina y que decía que las deudas tributarias se presumen autónomas. Es independiente, con sus propios plazos de pagos, sus propios intereses de demora en caso de retraso, etc.

Sobre imputación propiamente dicha, la norma de la LGT sigue el mismo criterio del  art. 1172 Cc, que dice: <<El que tuviere varias deudas de una misma especie a favor de un solo acreedor, podrá declarar, al tiempo de hacer el pago, a cuál de ellas debe aplicarse.>>

Esta regla de libre imputación del pago a elección del obligado tributario rige en todos los casos para las deudas que se encuentren en período voluntario. En cambio, esta misma regla tendrá aplicación en el caso de que existan deudas en vía voluntaria y deudas en vía ejecutiva: el obligado podrá decidir si quiere aplicar el pago a unas u a otras. 

Consignación.- La consignación cumple con relación al pago ordinario una función de subrogado, en aquellos casos en que el acreedor rehúsa sin razón aceptar el ofrecimiento de pago del deudor (mora creditoris) o en todo caso éste se hace imposible.

En el procedimiento tributario, existen notas diferenciales:

1) La consignación no se realiza por vía judicial, sino ante un órgano administrativo: la Caja General de Depósitos o alguna de sus sucursales.

La consignación tendrá efectos liberatorios del pago desde la fecha en que haya sido efectuada, cuando se consigne la totalidad de la deuda y se comunique tal hecho al órgano recaudador. Si lo que se consigna es sólo parte de la deuda, la liberación sólo será parcial.

2) La consignación de la deuda puede hacerse en el procedimiento tributario con finalidad de extinción, pero también con otra finalidad, estrictamente procedimental, como es la de suspender la ejecutoriedad del acto impugnado.

La consignación con finalidad de suspensión de la ejecutoriedad del acto impugnado tiene lugar en los casos de interposición de reclamaciones o recursos, aunque en estos casos puede conseguirse también el mismo efecto simplemente afianzando la deuda impugnada en los términos previstos en la normativa sobre reclamaciones. En los supuestos de consignación con finalidad de suspensión, ésta se producirá desde la fecha en que haya sido efectuada.

Efectos.-  El efecto del pago es lógicamente la extinción de la deuda, y con ella la liberación del vínculo no sólo para el deudor u obligado principal, sino también para los responsables o avalistas. Igualmente se producirá la liberación de las garantías de carácter real y el levantamiento de las medidas cautelares que hubieran podido adoptarse.

El que paga tiene derecho a los justificantes de pago.

La falta de pago en período voluntario determinará la apertura del procedimiento ejecutivo.

4. El periodo ejecutivo.

El periodo ejecutivo es la fase que se abre una vez que la deuda no ha sido satisfecha en período voluntario. Durante ese período podrá procederse a la ejecución de la deuda mediante apremio. Lo que se abre automáticamente es el llamado período ejecutivo, pero el procedimiento de apremio, no se abre de forma automática sino en virtud de un acto expreso de la Administración, que constituye el título ejecutivo. Esa función la cumple la providencia de apremio.

En tanto no se emita la indicada providencia de apremio, la deuda puede ser satisfecha en ejecutiva, incrementada en el importe de los intereses de demora que se hayan ido produciendo desde el final del período voluntario, más el importe devengado automáticamente en ese mismo momento.

5. El procedimiento de apremio: Carácter. Facultades de la Administración.

Carácter.-  Una vez vencido el plazo de ingreso en periodo voluntario, la deuda es exigible en vía ejecutiva, para lo cual ha de abrirse el procedimiento de apremio.  Dicho procedimiento o vía de apremio constituye una de las manifestaciones más sobresalientes del privilegio de autotutela de la Administración, conforme al cual ésta se halla facultada para ejecutar directamente sus propias decisiones o actos.

Las notas definitorias del carácter del procedimiento de apremio:

1) La de ser un procedimiento exclusivamente administrativo: la competencia para entender del mismo y resolver todas sus incidencias corresponde únicamente a la Administración tributaria. Es un procedimiento que se iniciará e impulsará de oficio en todas sus fases. Si en el curso del desarrollo del procedimiento se declara la nulidad de algunas actuaciones se dispondrá la conservación de las no afectadas por las causas de nulidad.

2) Carácter ejecutivo, lo que determina que en el mismo no tienen cabida motivos de oposición que se refieran a la existencia o cuantía de la deuda, sino solamente aquellos enumerados taxativamente y que conciernen al propio procedimiento: a su indebida constitución o a defectos en su desarrollo.

3) Procedimiento autónomo: no será acumulable a lo judiciales ni a otros procedimientos de ejecución; no se suspenderá por la iniciación de aquéllos, salvo lo establecido en la Ley Orgánica de Conflictos Jurisdiccionales o con las normas sobre concurrencia de procedimientos.

Facultades de la Administración.- El procedimiento de apremio tiene como objeto la ejecución sobre el patrimonio del obligado en el caso de que éste no acceda a la intimación de pago que se le hará al inicio del procedimiento. Para asegurar la efectividad de la misma, la Administración dispone de unas facultades análogas a las que se reconocen en el procedimiento de inspección. Las facultades de que disponen los funcionarios de recaudación en esta fase son:

a) Facultad de comprobar e investigar la existencia y situación de los bienes o derechos de los obligados tributarios, con ejercicio de facultades idénticas a las reconocidas a la Administración en el procedimiento de inspección: examen de la contabilidad, libros, ficheros, etc.; acceso a fincas y locales de negocio y demás establecimientos; derecho a ser atendidos por los obligados tributarios; consideración de agentes de la autoridad, con deber de protección y auxilio por parte de las autoridades.

b) Facultad de adoptar medidas cautelares debidamente motivadas para impedir que desaparezcan, se destruyan o alteren las pruebas determinantes de la existencia o cumplimiento de obligaciones tributarias o que se niegue posteriormente su existencia o exhibición.

c) Facultad de requerir a los obligados tributarios para que presenten una relación de bienes y derechos integrantes de su patrimonio en cuantía suficiente para cubrir el importe de la deuda tributaria que se pretende ejecutar.

d) Facultad de ejecutar subsidiariamente las resoluciones o requerimientos no atendidos por el obligado tributario.

6. El procedimiento de apremio: Iniciación. Motivación de oposición. Fases de la ejecución patrimonial. Terminación.

Iniciación.-  El procedimiento se abre con la providencia de apremio. Se trata de un acto administrativo de intimación al pago, con apercibimiento de que de no producirse éste en el plazo señalado en la propia providencia, se procederá a la ejecución patrimonial. Representa el apercibimiento al deudor de que tiene una última oportunidad para pagar la deuda.

La providencia de apremio, <<será título suficiente para iniciar el procedimiento de apremio y tendrá la misma fuerza ejecutiva que la sentencia judicial para proceder contra los bienes y derechos de los obligados tributarios>>.

El contenido de la providencia de apremio será:

a) Nombre y apellidos o razón social, NIF y domicilio del obligado al pago.

b) Concepto, importe de la deuda y periodo al que corresponde.

c) Indicación expresa de que la deuda no ha sido satisfecha en periodo voluntario y del comienzo de devengo de intereses de demora.

d) Liquidación del recargo del periodo ejecutivo.

e) Requerimiento expreso de que se pague la deuda, incluido el recargo de apremio reducido del 10%.

f) Indicación de que, de no efectuarse el pago de la deuda más el recargo de apremio reducido en el periodo indicado, se procederá al embargo de bienes o ejecución de garantías para el cobro de la deuda, con inclusión del recargo de apremio del 20%.

g) Fecha de la providencia.

El recargo de apremio es del 20%. Pero si el sujeto paga la deuda apremiada dentro del plazo indicado en la providencia, el recargo a ingresar será de la mitad, del 10%. Es una innovación de la LGT 2003, dirigida a estimular el pago, aunque sea tardío.

El plazo para el pago de la deuda apremiada es el siguiente:

a) Si la notificación de la providencia se realiza entre los días 1 y 15 de cada mes, desde la fecha de recepción de la notificación hasta el día 20 de dicho mes, o si éste no fuera hábil, hasta el inmediato hábil posterior.

b) Si la notificación de la providencia se realiza entre los días 16 y último de cada mes, desde la fecha de recepción de la notificación hasta el día 5 del mes siguiente, o si éste no fuera hábil, hasta el inmediato hábil posterior.

Motivación de oposición a la providencia de apremio.- La providencia de apremio no admite más motivos de oposición que los de forma tasada se señalan en la Ley y que atañen todos ellos al propio título. Los motivos son:

1) Extinción total de la deuda o prescripción del derecho a exigir el pago. Si el sujeto prueba que la deuda se ha extinguido es evidente que no procede el apremio. En el caso de extinción por prescripción, la LGT precisa que la que puede invocarse en este momento es la relativa al derecho a exigir el pago, lo que da a entender que no cabe ahora hablar de prescripción de la acción para liquidar, que debió ser alegada en la fase de liquidación.

2) Solicitud de aplazamiento, fraccionamiento o compensación en período voluntario y otras causas de suspensión del procedimiento de recaudación. La solicitud de aplazamiento en periodo voluntario impide, el inicio del periodo ejecutivo, En tanto no se resuelva sobre el aplazamiento, la deuda no es apremiable. El aplazamiento puede también ser solicitado en el periodo ejecutivo, hasta el momento en que se notifique al obligado el acuerdo de enajenación de los bienes embargados, pero la solicitud no implica de modo automático la suspensión del procedimiento, que podrá proseguir hasta llegar a la fase de enajenación. En este momento sí que deberá suspenderse en tanto no se resuelva sobre la solicitud. Pero la Administración tiene en todo momento la facultad de suspender el procedimiento de ejecución de la deuda si se ha solicitado el aplazamiento de la misma. En esta caso, si la solicitud y el acuerdo de suspensión se produjo antes de ser emitida la providencia, el sujeto tendrá derecho a oponerse pidiendo que se respete la suspensión.

Si la solicitud de compensación se ha producido en periodo voluntario, la deuda no pasará periodo ejecutivo en la cuantía coincidente con el crédito ofrecido como compensación. Si la solicitud de compensación se produce ya iniciado el procedimiento ejecutivo, habrá que suspender el procedimiento en tanto se tramita la compensación.

Pueden existir otras causas de suspensión.

3) Falta de notificación de la liquidación. Motivo clásico que figuraba en la LGT original, en unos momentos en los que las únicas deudas apremiables eras las que resultaban de una liquidación.

4) Anulación de la liquidación. Es evidente que si la liquidación ha sido anulada, coexiste acto administrativo que ejecutar, en tanto no se dicte, eventualmente, una nueva liquidación y la deuda llegue a la fase de período ejecutivo.

5) Error u omisión en el contenido de la providencia de apremio que impida la identificación del deudor o de la deuda apremiada. Este motivo de oposición no figuraba en la LGT anterior.

Fases de la ejecución patrimonial.- Si el sujeto a quien se notifica la providencia de apremio no paga la deuda en el plazo indicado y no existe ningún motivo de oposición al apremio, se procederá a la ejecución sobre su patrimonio, siguiendo el orden que marca la Ley. Las fases en la ejecución son las siguientes:

· Ejecución de las garantías.- En el caso de que la deuda estuviera garantizada, se comenzará con la ejecución de las garantías que será realizada por la Administración en el propio procedimiento de apremio. Las garantías serán las correspondientes a los derechos reales que acompañan ope legis a ciertas deudas tributarias (hipoteca legal tácita, derecho de afección, derecho de retención), o bien otros derechos de garantía real o personal que se hayan constituido en el curso del procedimiento.

La Administración tributaria podrá optar por el embargo y enajenación de otros bienes o derechos con anterioridad a la ejecución de la garantía cuando ésta no sea proporcionada a la deuda garantizada o cuando el obligado lo solicite, señalando bienes suficientes al efecto.

· Embargo de bienes y derechos.- Los embargos deberán acordarse respetando el principio de proporcionalidad (sobre bienes que permitan cubrir suficientemente el importe del apremio, pero sin excederse indebidamente). La cuantía a cubrir resulta de los siguientes sumandos: deuda + intereses + recargo de apremio + costas del procedimiento. 

El orden de los embargos será:

a) Dinero efectivo o cuentas abiertas en Entidades de depósito.

b) Créditos, efectos, valores y derechos realizables en el acto o a corto plazo (menos de seis meses).

c) Sueldos, salarios y pensiones.

d) Bienes inmuebles.

e) Intereses, rentas y frutos de toda especie.

f) Establecimientos mercantiles e industriales.

g) Metales preciosos, piedras finas, joyería, orfebrería y antigüedades.

h) Bienes muebles y semovientes.

i) Créditos, derechos y valores realizables a largo plazo.

Los embargos se irán produciendo sucesivamente, siguiendo este orden, hasta que se presuma cubierta la deuda. En todo caso, se dejarán para lo último aquellos bienes para cuya traba sea necesario acceder al domicilio. Para acceder a éste se necesitará autorización judicial, si no se da el consentimiento del obligado. Para el acceso a otros locales distintos del domicilio, así como para las actuaciones que sea necesario realizar, los órganos de recaudación dispondrán igualmente de las facultades reconocidas a la inspección.

Cada actuación de embargo se documentará en diligencia, que será notificada a los interesados. Contra la diligencia de embargo no se admitirán más que motivos tasados de oposición: extinción de la deuda, falta de notificación de la providencia de apremio, incumplimiento de las normas reguladoras del embargo, suspensión del procedimiento de recaudación.

· Enajenación de los bienes embargados.- Es el momento final de la ejecución. La Ley dispone que no se podrá proceder a la enajenación en tanto se mantenga sin resolver la controversia abierta por el recurso contra la liquidación que se está ejecutando, salvo en los supuestos de fuerza mayor, bienes perecederos o en los que exista riesgo de pérdida inminente del valor, así como en los casos en que el obligado solicite expresamente la ejecución.

La enajenación se llevará a cabo mediante subasta, concurso o adjudicación directa. Los bienes inmuebles que no hubieran sido adjudicados y los muebles igualmente no adjudicados y que puedan interesar a la Hacienda Pública podrán ser adjudicados a ésta por un importe igual al del débito apremiado, sin superar en ningún caso el 75% del tipo inicial fijado para la enajenación.

En cualquier momento anterior a la adjudicación, si el obligado satisface la deuda con las costas, se liberarán los bienes embargados.

Terminación.- El procedimiento de apremio terminará por alguna de las tres formas siguientes:

a) Con el pago de la cantidad debida.

b) Con el acuerdo que declare el crédito total o parcialmente incobrable, una vez declarados fallidos todos los obligados al pago.

c) Con el acuerdo de haber quedado extinguida la deuda por cualquier otra causa.

El procedimiento de apremio constituye una excepción a la regla general de que todo procedimiento debe tener marcado un tiempo máximo de duración. Por eso, no figura esta causa de terminación. El procedimiento se reanudará, dentro del plazo de prescripción, si se tiene conocimiento de la solvencia de alguno de los obligados al pago.

                                                                     Fin
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